INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Orgánico de Tribunales.

BOLETÍN Nº 2.263- 07

____________________________________







HONORABLE SENADO:



	Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros en general y en particular el proyecto de ley de la referencia, que tuvo su origen en un mensaje de S.E. el Presidente de la República.



	En la sesión de Sala de 22 de junio de 1999 –oportunidad en la cual se dio cuenta de esta iniciativa de ley-, los Comités resolvieron que fuera informada por esta Comisión en general y en particular a la vez. Con posterioridad, el 6 de julio de 1999, los Comités facultaron a la Comisión para recibir indicaciones durante la discusión del proyecto.



	Para los efectos reglamentarios, dejamos constancia de las siguientes materias:



	I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: 11 –en cuanto modifica los siguientes artículos del Código Orgánico de Tribunales: 11, 51, 58, 62, 73, 88, 102, 165, 168, 170, 170 bis, 173, 230, 253, 257, 259, 260, 273, 277, 279, 282, 283, 285 bis, 303, 336, 338, 350, 351, 352, 353, 354, 355, 356, 357, 358, 359, 360, 361, 362, 363, 384, 458, 459, 461, 464, 470, 472, 480, 481, 483, 484, 486, 494, 495, 498, 499, 503, 506, 516, 517, 539, 541, 568, 573, 578 y 583- y 12, que pasa a ser 13.



	II.- Indicaciones aprobadas: números 23, 60, 65, 66 y  69.



	III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 1, 2, 22, 24, 42, 43, 48, 49, 50, 51, 67, 71, 72 y 73.



	IV.- Indicaciones rechazadas: números 44, 45, 46, 47, 52, 53, 54, 55, 56, 57, 58, 59, 61, 62, 63, 64, 68, 70, 74, 75 y 77.



	V.- Indicaciones declaradas inadmisibles: números 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 32, 33, 34, 35, 36, 37, 38, 39, 40, 41 y 76.



	VI.- Indicación retirada: número 78.



	Las indicaciones a que se acaba de aludir son las comprendidas en el boletín de indicaciones.



	Cabe añadir que, durante el estudio que la Comisión llevó a cabo, advirtió la necesidad de introducir diversas enmiendas e incorporar varias normas que recaían sobre materias de iniciativa exclusiva presidencial. Respecto de ellas, por Mensaje Nº 67-341, de 13 de octubre de 1999, S. E. el Presidente de la República presentó 11 indicaciones, divididas a su vez en varias letras. Todas ellas se acogieron, algunas en los mismos términos y otras con modificaciones.



	Los HH. Senadores señora Matthei y señores Bombal y Larraín, por su parte, presentaron indicaciones en las que planteaban la sustitución del mecanismo de abogados integrantes. Fueron retiradas por el H. Senador señor Larraín, por las razones que se consignan en su oportunidad.



	Es preciso hacer presente, además, que los artículos 1, 2, 3, 4, 5, 10, 11 -este último en cuanto modifica los siguientes artículos del Código Orgánico de Tribunales: 5, 14, 16, 17, 18, 21, 21 A, 22, 23, 24, 28, 29, 31, 32, 33, 34, 35, 36, 37, 38, 39, 40, 45, 46, 50, 51, 52 y 53-, y los artículos 1º, 4º, 5º y 7º transitorios, todos del proyecto de ley que proponemos, recaen sobre materias propias de ley orgánica constitucional.



	Se escuchó oportunamente el parecer de la Excma. Corte Suprema, la cual, mediante oficio número 0835, de 16 de julio del año en curso, hizo presente que el mismo texto de la iniciativa de ley había sido informado por el Tribunal Pleno a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de la H. Cámara de Diputados en oficio Nº 0654, de 11 de junio de 1999, por lo que se estaba al parecer dado a conocer en dicho informe, que adjuntó.



	Para el despacho de esta iniciativa, la Comisión celebró cinco sesiones, en las oportunidades que se consignan al final de este informe, y seis reuniones de trabajo adicionales.



	En ellas se contó con la colaboración del señor Coordinador General de la Unidad Coordinadora de la Reforma Procesal Penal, don Rafael Blanco Suárez, y de los asesores de dicha Secretaría de Estado, señores Mauricio Decap Fernández, Cristián Riego Ramírez y Hamilton Vega; de la Excma. Corte Suprema, representada por su Presidente, don Roberto Dávila Díaz; y del Profesor señor Jorge Bofill Genzsch, invitado por la Comisión en su calidad de especialista en Derecho Procesal Penal.



	Asistieron también en algunas oportunidades los HH. Senadores señores Fernando Cordero Rusque, Augusto Parra Muñoz, Sergio Romero Pizarro, Beltrán Urenda Zegers y Enrique Zurita Camps.



	La Comisión, durante su trabajo, tuvo en debida consideración las opiniones que le formularon la Asociación Nacional de Magistrados del Poder Judicial de Chile, representada por su Presidente, Ministro señor Haroldo Brito Cruz, la Directora, Jueza señora María Teresa Letelier Ramírez, y el Presidente de la Asociación, Regional Santiago, Juez don Mario Carroza Espinosa; los Secretarios de Juzgados del Crimen, por quienes actuaron la señora María Angélica Rodríguez Munizaga y los señores Jorge Tesche Muñoz, Sergio Navarrete Encina y Jorge Rivera Ruz, acompañados de las señoras Secretarias de Juzgados Civiles doña Juana Godoy H. y Sylvia Papa Beletti, sin perjuicio de la consulta que formuló directamente la Comisión a todos los Secretarios de Juzgados del Crimen sobre la norma que les atañe; y la Asociación Nacional de Empleados del Poder Judicial, representada por su Presidente, don Raúl Araya Castillo, y su Secretaria, doña Carmen Zúñiga Muñoz.



	Estudió, además, las sugerencias que efectuaron diversos señores Senadores sobre los lugares de asiento, la competencia territorial y el número de jueces de varios juzgados de garantía y tribunales orales en lo penal, especialmente las de los HH. Senadores señores Sergio Romero y Beltrán Urenda, en lo que atañe a la Quinta Región, Hernán Larraín, en cuanto a la Séptima Región, y Augusto Parra, Mario Ríos, Mariano Ruiz-Esquide, Hosaín Sabag y José Antonio Viera-Gallo en relación con la Octava Región. Todo ello, sin perjuicio de las indicaciones que presentaron varios señores Senadores sobre tales materias, a las que se hará mención en su oportunidad. Sobre esos temas, se recibió también la opinión por escrito del señor Gobernador Provincial de Los Andes, don Luis Henríquez Leiva, y los planteamientos de la Ilustre Municipalidad de Retiro, que dio a conocer su Alcalde, don José Ramírez Mardones.



- - - -





	El proyecto de ley que proponemos será la segunda iniciativa que despachará el Congreso Nacional en relación con la reforma procesal penal, luego de la ley Nº 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público.



	El principal propósito de esta iniciativa es crear los nuevos tribunales especializados en lo criminal: los juzgados de garantía, a los que corresponderá, en lo sustancial, asegurar los derechos de los intervinientes en el proceso penal, y los tribunales orales en lo penal, que tendrán a su cargo conocer y juzgar las causas por crimen y simple delito. Para este efecto, suprime los actuales juzgados del crimen.



	A diferencia de la organización actual de los tribunales, cada juzgado de garantía tendrá un número variable de jueces, de uno a diecisiete, con competencia sobre el mismo territorio, de acuerdo al  volumen estimado de causas que se deberá atender, y que actuarán unipersonalmente. Los tribunales orales en lo penal, a su vez, funcionarán en una o más salas integradas por tres jueces, de forma que cada tribunal oral en lo penal podrá tener desde tres jueces hasta 27 jueces.



	Es preciso destacar que, si bien los tribunales orales en lo penal funcionarán habitualmente en los lugares en que tienen su asiento, se prevé que se constituyan y funcionen otras localidades cuando sea necesario para facilitar la aplicación oportuna de la justicia penal, de conformidad a criterios de distancia, acceso físico y dificultades de traslado de quienes intervienen en el proceso. Le corresponderá a la respectiva Corte de Apelaciones determinar anualmente la periodicidad y forma con que funcionarán estas “salas itinerantes” como se las ha dado en llamar, sin perjuicio de que ella pueda disponer en cualquier momento la constitución y funcionamiento de un tribunal oral en lo penal en una localidad fuera de su asiento, cuando la mejor atención de uno o más casos así lo aconseje.



	El número múltiple de jueces por juzgado o tribunal, en su caso, obedece, entre otros motivos, a la nueva organización administrativa que se implantará con fines de racionalización y mejor uso de los recursos disponibles, y que constituye también uno de los aspectos centrales de la reforma, que puede denominarse apropiadamente “profesionalización” de la gestión administrativa de los tribunales. Ella contempla la dedicación exclusiva de los jueces a la administración de justicia, con la sola salvedad de los cinco –o los que formen parte del juzgado o tribunal, si fuesen menos de cinco- que compondrán el comité de jueces del tribunal. Dicho comité de jueces designará a un profesional como administrador del tribunal y tomará las decisiones administrativas superiores, y será ese administrador del tribunal, bajo la supervisión del juez presidente del comité de jueces, quien dirija las labores propias del funcionamiento interno, tales como administrar el personal, llevar la contabilidad y elaborar el presupuesto anual.

	Con el objetivo de procurar una eficiente asignación de personal, se establecen plantas esquemáticas para los juzgados y tribunales de acuerdo al número de jueces que los compongan, las que consideran sólo el número de funcionarios que desarrollarán labores directivas (administradores, subadministradores y jefes de unidades administrativas) y el de los empleados que tendrán a su cargo las funciones subordinadas. La Comisión ha reafirmado la flexibilidad que orientará la organización interna confiriendo a la Corporación Administrativa del Poder Judicial la facultad de determinar las unidades administrativas con que contará cada juzgado o tribunal, y permitiendo que la respectiva Corte de Apelaciones destine transitoriamente a empleados de un juzgado de garantía a otro y de un tribunal oral a otro, siempre que estén ubicados dentro del mismo  territorio jurisdiccional.



	Para apreciar la magnitud de la reforma contenida en el proyecto de ley que se informa, basta señalar que hay 75 juzgados del crimen en el país, los cuales se suprimen, junto con algunos juzgados de letras. En total, desaparecen 86 tribunales, que involucran igual número de jueces, otro tanto de secretarios y 1.016 empleados de secretaría.



	A cambio, habrá 151 juzgados con competencia de garantía, con 413 jueces, y 44 tribunales orales en lo penal, que permitirán el funcionamiento de 132 salas, con un total de 396 jueces. Cabe apuntar que, dentro del total de juzgados con competencia de garantía, se encuentran 58 tribunales de letras, de los cuales se crean 7 mediante esta iniciativa. Los restantes son los nuevos juzgados de garantía que se crean, esto es, 93 juzgados con 355 jueces. Estos tribunales, en su conjunto, requerirán el concurso de 2.649 funcionarios de apoyo a la labor jurisdiccional, incluyendo a los administradores de tribunales. 



	Un aspecto que estudió con detención la Comisión, con el concurso de los señores representantes del Ministerio de Justicia, fueron las sugerencias que diversos señores Senadores hicieron sobre los lugares de asiento de los diferentes tribunales, el número de jueces que deberían componerlos y su competencia territorial. En la medida que los estudios técnicos lo aconsejaban o hacían posible, se acogieron varias de esas inquietudes.

	Como consecuencia de las innovaciones precedentes, en los artículos transitorios se da reglas sobre la oportunidad en que deberán estar instalados los nuevos tribunales, la modalidad de designación de los jueces y del personal que deberá servir en ellos, así como la forma en la cual surtirá efecto la supresión de los actuales juzgados y se producirá el traspaso paulatino de causas a los juzgados subsistentes, hasta que quede un juzgado del crimen por cada territorio jurisdiccional de Corte de Apelaciones.



	Resulta conveniente poner de relieve que, en esta materia, al igual que en la organización permanente que se establece en el Código Orgánico de Tribunales, se confieren importantes facultades a la Corte Suprema y, muy en especial, a las respectivas Cortes de Apelaciones, que son las que mejor conocen la situación de su territorio jurisdiccional. Sin ir más lejos, se le encomienda a ellas determinar las oportunidades en que entrará a regir la supresión de los actuales juzgados del crimen, dentro del marco que establece el proyecto de ley. 



	En cuanto a los actuales jueces y demás funcionarios, cabe hacer presente que se tuvieron en cuenta los planteamientos de la Asociación Nacional de Magistrados del Poder Judicial de Chile y de la Asociación Nacional de Empleados del Poder Judicial, e igualmente los de los actuales secretarios de juzgados del crimen, cargo que esta reforma suprime. En este último caso, la Comisión consultó a cada uno de los secretarios recibiendo 43 respuestas, número apreciable que permitió elaborar con conocimiento de causa una fórmula que compatibiliza sus legítimas expectativas con el marco constitucional vigente formación y resoluciónde las ternas para el nombramiento de jueces. En síntesis, el proyecto confiere un derecho de opción a los actuales jueces de los juzgados que se suprimen para postular como juez de juzgado de garantía o de tribunal oral en lo penal; un derecho preferente a los actuales secretarios de juzgados del crimen para ser incluidos en ternas para proveer los cargos de jueces, y también un derecho preferente a los empleados de secretaría que aprueben el curso habilitante que les impartirá la Academia Judicial. Como remate, se les garantiza en todo caso la permanencia en el Poder Judicial, sin detrimento de sus remuneraciones ni beneficios.



	Siempre dentro de las reglas transitorias, la iniciativa crea una Comisión de Coordinación de la Reforma Procesal Penal, que tendrá una duración de cinco años y cuya función será hacer las proposiciones técnicas que faciliten la puesta en marcha del nuevo sistema procesal penal. Dicha Comisión estará integrada por el Ministro de Justicia, quien la presidirá, por el  Presidente de la Corte Suprema, por el Fiscal Nacional del Ministerio Público, por un Ministro de la Corte Suprema elegido por el pleno de ese tribunal, por el Presidente del Colegio de Abogados con mayor número de afiliados, por un Fiscal Regional elegido por el Consejo del Ministerio Público y por el Subsecretario de Justicia, y contará con un Secretario Ejecutivo.



	El proyecto de ley incorpora además otras enmiendas al Código Orgánico de Tribunales, fundamentalmente de concordancia, tales como las que, ajustándose a la reforma constitucional, cambian la nomenclatura de los actuales fiscales de Corte de Apelaciones y de la Corte Suprema a “fiscales judiciales”, para diferenciarlos de los fiscales del nuevo Ministerio Público.



	Es pertinente advertir que, como la Comisión ha podido revisar solamente en forma parcial el nuevo Código Procesal Penal, por razones de prudencia, que hacen aconsejable no anticipar en este proyecto de ley que modifica el Código Orgánico de Tribunales criterios sobre materias aún no resueltas en el otro Código, ha preferido suprimir de la iniciativa que se informa diversos preceptos que se estudiarán conjuntamente con este último proyecto. Ello permitirá armonizar apropiadamente las reglas de procedimiento con las normas procesales orgánicas, en un nuevo artículo que se incorporará al proyecto de Código Procesal Penal, destinado a introducir los cambios pendientes que sean necesarios en el Código Orgánico de Tribunales.



	Sin perjuicio de ese aspecto, que se zanjará dentro de un plazo relativamente breve, toda vez que la Comisión ya ha retomado en forma exhaustiva el estudio del proyecto de Código Procesal Penal, es preciso dejar constancia de que quedan al menos tres grandes temas pendientes en relación con la organización del Poder Judicial que no se abordan en este proyecto de ley y que tendrán que ser resueltos en una oportunidad futura.



	Uno de ellos es la supresión de los abogados integrantes, tanto de la Corte Suprema, como de las Cortes de Apelaciones, que responde a un criterio ya adoptado por el Congreso Nacional al aprobar la reforma constitucional contenida en la ley Nº 19.541, de 22 de diciembre de 1997. Otro es el caso de los fiscales judiciales, que se ocupan principalmente de informar causas criminales, labor que desaparecerá en el nuevo sistema procesal penal, pero están contemplados en la Constitución Política. La tercera consiste en la urgente reestructuración de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, para que pueda cumplir en debida forma sus funciones y las que se le asignan en esta iniciativa en relación con un número considerable de nuevos funcionarios y juzgados, y se regionalice mediante la creación de unidades en las distintas Cortes de Apelaciones.



- - -





DISCUSIÓN GENERAL





	La Comisión tomó conocimiento de los diversos antecedentes que le proporcionó el señor Coordinador General de la Unidad Coordinadora de la Reforma Procesal Penal del Ministerio de Justicia, don Rafael Blanco, quien hizo presente que, de sistematizarse las diferentes disposiciones de acuerdo a las materias de que tratan, podrían agruparse de la siguiente forma:



	1.- Normas que implican reformas sustanciales al Código Orgánico de Tribunales.



	El núcleo central de este proyecto de ley se encuentra en los cuatro aspectos siguientes:



	1.1.- Creación, funciones, localización y funcionamiento de los juzgados de garantía y de los tribunales orales en lo penal y de los juzgados de letras con competencia de garantía: artículos 1º a 4º, ambos inclusive.



	1.2.- Personal de los nuevos juzgados que se crean con la reforma, es decir, escalafones, plantas y remuneraciones: artículos 5º al 9º y artículo 11, en la parte que reemplaza el artículo 267 del Código Orgánico de Tribunales, modificando el Escalafón Primario, el artículo 269, incorporando al Escalafón Secundario una serie nueva relativa a los administradores, subadministradores y jefes de unidades de los juzgados de garantía y de los tribunales orales en lo penal, y 292, que modifica el Escalafón de Empleados del Poder Judicial, incorporando las nuevas categorías de empleados de dichos tribunales.



	1.3.- Administrador de tribunales en lo criminal y diseño organizacional de los nuevos juzgados: artículo 11, en la parte que incorpora los artículos 389 bis a 389 bis E, en los que se regula todo lo relativo a dichos funcionarios; y en la parte que agrega los artículos 22 a 26, donde se regla el diseño organizacional de los juzgados de garantía y de los tribunales orales en lo penal.



	1.4.- Comisión de Coordinación de la Reforma Procesal Penal y transición de la reforma: artículo 4º transitorio, que crea la Comisión señalada, y las demás disposiciones transitorias del proyecto de ley.



	Además, se contemplan otras reformas sustanciales referidas a variadas materias: reglas de subrogación de jueces de garantía y de jueces en lo penal, artículos 206 a 210 B; horario de funcionamiento de dichos jueces, artículo 312, inciso segundo y terceros nuevos; modificación de las funciones de la Corporación Administrativa del Poder Judicial y del artículo 560, relativo a los ministros en visita.



	2.- Reformas al Código Orgánico de Tribunales relacionadas con el nuevo Código Procesal Penal.



	Estos cambios son de concordancia con el nuevo proceso penal.



	Se cuentan entre ellos la derogación de las letras d), e) y f) del artículo 45, sobre competencia penal de los jueces de letras; modificación del artículo 50, que elimina la competencia penal de los Ministros de Corte de Apelaciones; intercalación del numeral 3º nuevo del artículo 52, que sustituye el órgano jurisdiccional competente para conocer de la extradición pasiva; eliminación de la extradición pasiva de la competencia del Presidente de la Corte Suprema; modificaciones al artículo 63, relativo a los recursos de competencia de la Corte de Apelaciones; modificación del artículo 69, relativa al orden, días y agregaciones extraordinarias a la tabla de las Cortes de Apelaciones; artículos 97 y 98, relativos a los recursos de casación en materia penal de que conocerá la Corte Suprema; artículos 157 a 161 y 164, referentes a la distribución territorial de competencia penal entre los juzgados y las Cortes de Apelaciones, pluralidad de imputados y acumulación de juicios; derogación de los artículos 163, 165, 168, 170 y 170 bis, relativos a la regla de competencia para instruir proceso, delitos conexos, tribunal competente para juzgar cómplices y encubridores, pluralidad de delitos de jurisdicción militar y de jurisdicción común que no sean conexos, y pluralidad de delitos cometidos en varias comunas; y, por último, la sustitución de la mención del auto de procesamiento por la del auto de apertura del juicio oral en varias disposiciones tales como el reemplazo del numeral 5º del artículo 256; sustitución de la letra f) del artículo 295 y del número 1º del artículo 335.



	3.- Normas que constituyen adecuaciones formales a la reforma procesal penal.



	Entre ellas se encuentra  la incorporación en el artículo 5º del Código Orgánico de Tribunales de la mención de los nuevos tribunales que se crean; las adecuaciones en dicho Código del número y tipo de tribunales por región; las referencias a los fiscales judiciales, etc.



	La Comisión coincidió en la necesidad de aprobar en general el proyecto de ley, para dedicarse de inmediato a examinarlo en particular, atendida la trascendencia que tiene su despacho para la puesta en marcha de la reforma procesal penal.



	-Por la unanimidad de sus integrantes, HH. Senadores señores Aburto, Hamilton, Larraín, Parra y Viera-Gallo, aprobó en general la iniciativa de ley en informe.





DISCUSIÓN PARTICULAR





	La indicación número 1, del H. Senador señor Parra, reemplaza en todas las disposiciones en que aparecen las expresiones “juez de garantías” “juzgado de garantías” y “jueces de garantías” por “juez de garantía”, “juzgado de garantía” y “jueces de garantía”, respectivamente.



	Su autor explicó que esta indicación tiene dos justificaciones. La primera es hacer homogéneas las denominaciones empleadas en este proyecto con las que se utilizará en el Código Procesal Penal, y la segunda es que la función de los juzgados y de los jueces que se crean será, en último término, la de hacer efectiva la garantía del debido proceso consagrada en el numeral 2º del artículo 19 de la Constitución Política, por lo que la expresión “garantía” debe ser usada en singular.



	- La unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Parra y Viera-Gallo, aprobó esta indicación, sin perjuicio de que, como se expresará más adelante, prefirió hablar en diversas normas de “juez de juzgado de garantía” y no de “juez de garantía”.



	A continuación, el mismo H. señor Senador formuló la indicación número 2, que sustituye en los artículos 28, 29, 30, 31, 32, 33, 34, 35, 36, 37, 38, 39, 40, 43, 141, 146 y 175 del Código Orgánico de Tribunales la expresión “jurisdicción” por “competencia”.



	La Comisión se mostró partidaria de esta indicación por el perfeccionamiento técnico que introduce, pero, considerando que la expresión “jurisdicción” también es empleada con impropiedad en el Código en diversos otros artículos, optó por limitar la enmienda a aquellos casos en los que es más evidente la disparidad de nomenclatura con la que emplea el proyecto de ley.



	Este menciona expresamente la competencia al referirse al territorio en que actuarán los nuevos juzgados de garantía y tribunales orales en lo penal, lo que difiere del concepto de jurisdicción que utilizan, para el mismo efecto pero en relación con los juzgados de letras, todos los artículos mencionados en la indicación, excepto los tres últimos, que, por referirse a otras materias y no ser objeto de modificaciones en su parte pertinente en el proyecto que proponemos, se prefirió excluir.



	- En esos términos, la indicación se acogió por la unanimidad de los integrantes presentes, HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Viera-Gallo.





Artículo 1º



	Establece la creación de un juzgado de garantías con asiento en cada una de las comunas del territorio de la República que señala, con el número de jueces de garantías y con la competencia que se indican a continuación:



Primera Región de Tarapacá:



	Arica, con cinco jueces, con competencia sobre las comunas de General Lagos, Putre, Arica y Camarones.

	Iquique, con cinco jueces, con competencia sobre la misma comuna.





Segunda Región de Antofagasta:



	Tocopilla, con un juez, con competencia sobre la misma comuna.

	Calama, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Calama, Ollagüe y San Pedro de Atacama. 

	Antofagasta, con siete jueces, con competencia sobre las comunas de Mejillones, Sierra Gorda y Antofagasta.





Tercera Región de Atacama:



	Diego de Almagro, con un juez, con competencia en la misma comuna.

	Copiapó, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Copiapó y Tierra Amarilla.

	Vallenar, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Vallenar y Alto del Carmen.

Cuarta Región de Coquimbo:



	La Serena, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de La Serena y La Higuera.

	Vicuña, con un juez, con competencia sobre las comunas de Vicuña y Paihuano.

	Coquimbo, con tres jueces, con competencia sobre la misma comuna.

	Ovalle, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Ovalle, Río Hurtado, Punitaqui y Monte Patria.

	Illapel, con un juez, con competencia sobre las comunas de Illapel y Salamanca.



Quinta Región de Valparaíso:



	La Ligua, con un juez, con competencia sobre las comunas de La Ligua,  Cabildo, Papudo y Zapallar.

	Calera, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Nogales, Calera, La Cruz e Hijuelas.

	San Felipe, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de San Felipe, Catemu, Santa María, Panquehue y Llaillay. 

	Los Andes, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de San Esteban, Rinconada, Calle Larga y Los Andes.

	Quillota, con dos jueces, con competencia sobre la misma comuna.

	Limache, con un juez, con competencia sobre las comunas de Limache y Olmué.

	Viña del Mar, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Viña del Mar y Concón.



	Respecto de esta comuna, la indicación número 3, del H. Senador señor Stange, propone aumentar a nueve el número de jueces que deberá tener el juzgado que se crea.



	Valparaíso, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de Valparaíso y Juan Fernández.

	Quilpué, con dos jueces, con competencia sobre la misma comuna.

	Villa Alemana, con dos jueces, con competencia sobre la misma comuna.

	Casablanca, con un juez, con competencia sobre la misma comuna.

	San Antonio, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Algarrobo, El Quisco, El Tabo, Cartagena, San Antonio y Santo Domingo.



	La indicación número 4, del H. Senador señor Stange, sugiere aumentar a seis el número de jueces en el juzgado de esta comuna .



Sexta Región del Libertador General Bernardo O’Higgins:



	Graneros, con un juez, con competencia sobre las comunas de Mostazal, Graneros y Codegua.

	Rancagua, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Rancagua, Machalí, Coltauco, Doñihue, Coínco y Olivar.

	San Vicente, con un juez, con competencia sobre las comunas de Pichidegua y San Vicente.

	Rengo, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Requínoa, Quinta de Tilcoco, Malloa y Rengo.

	San Fernando, con dos jueces,  con competencia sobre las comunas de San Fernando, Placilla y Chimbarongo.

	Santa Cruz, con un juez, con competencia sobre las comunas de Santa Cruz,  Nancagua, Lolol y Chépica.



Séptima Región del Maule:



	Curicó, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Teno, Rauco, Curicó, Romeral y Sagrada Familia.

	Molina, con un juez, con competencia sobre las comunas de Molina y Río Claro.



	El H. Senador señor Larraín solicitó que la comuna de Río Claro dependa del juzgado de garantía de Talca, a fin de guardar armonía con el hecho de que se encuentra dentro de la competencia del tribunal oral en lo penal de esta última comuna, de acuerdo al artículo 4º.



	Constitución, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Constitución y Empedrado.



	Talca, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Pencahue, Talca, Pelarco, San Clemente, Maule y San Rafael.

	San Javier, con un juez, con competencia sobre las comunas de San Javier y Villa Alegre.

	Cauquenes, con un juez, con competencia sobre la misma comuna.

	Linares, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Colbún, Yerbas Buenas, Linares, Retiro y Longaví.

	Parral, con un juez, con competencia sobre la misma comuna.



Octava Región del Bío Bío:



	San Carlos, con un juez, con competencia sobre las comunas de San Carlos, Ñiquén y San Fabián.

	Chillán, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de San Nicolás, Chillán, Coihueco, Pinto y Chillán Viejo.

	Yungay, con un juez, con competencia sobre las comunas de El Carmen, Pemuco y Yungay.

	Tomé, con un juez, con competencia sobre la misma comuna.

	Talcahuano, con cuatro jueces, con competencia sobre la misma comuna.

	Concepción, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de Penco, Concepción, San Pedro de la Paz y Chiguayante.

	Coronel, con un juez, con competencia sobre la misma comuna.

	Los Angeles, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Los Angeles y Quilleco.

	Arauco, con un juez,  con competencia sobre la misma comuna.

	Cañete, con un juez, con competencia sobre las comunas de Cañete, Contulmo y Tirúa.



	En relación con la localización de los juzgados de garantía que se considera para esta región y el número de jueces que se contemplan para ellos, el H. Senador señor Parra formuló siete indicaciones, signadas con los números 5 a 11.



	La número 5 aumenta el número de jueces existentes en la comuna de Chillán de cuatro a seis; la 6, en la comuna de Talcahuano, los aumenta de nueve a once; la 7, en Concepción, de nueve a once; la 8, en Coronel, de uno a tres; la nueve considera la creación de un juzgado en la comuna de Lota, con un juez y competencia sobre la misma comuna; la 10 aumenta en Los Angeles el número de jueces de cuatro a seis, y la 11 crea un juzgado en la comuna de Lebu, con un juez y con competencia sobre dicha comuna y la de Los Alamos.



	Los HH. Senadores señores Parra, Ríos, Ruiz-Esquide, Sabag y Viera-Gallo propusieron incrementar el número de jueces de garantía de la región, distribuyéndolos a razón de dos más para Chillán, Talcahuano, Concepción, Coronel y Los Angeles; crear un juzgado de garantía en Lota y otro en Lebu, con un juez cada uno, y radicar dos de los jueces de garantía previstos para Concepción en la comuna de Chiguayante, con un territorio que comprenda también la comuna de Hualqui.



Novena Región de La Araucanía:



	Angol, con un juez, con competencia sobre las comunas de Angol y Renaico.

	Victoria, con un juez, con competencia sobre la misma comuna.

	Nueva Imperial, con un juez, con competencia sobre la misma comuna.

	Temuco, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Temuco, Vilcún, Melipeuco, Cunco y Padre Las Casas.

	Lautaro, con un juez, con competencia sobre las comunas de Galvarino, Perquenco y Lautaro.

	Pitrufquén, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Freire, Pitrufquén y Gorbea.

	Loncoche, con un juez, con competencia sobre la misma comuna.

	Villarrica, con dos jueces, con competencia sobre la misma comuna.



Décima Región de Los Lagos:



	Mariquina, con un juez, con competencia sobre las comunas de Mariquina y Lanco.

	Valdivia, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Valdivia y Corral.

	Los Lagos, con un juez, con competencia sobre las comunas de Máfil, Los Lagos y Futrono.

	Osorno, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de San Juan de la Costa, San Pablo,  Osorno y Puyehue.

	Río Negro, con un juez, con competencia sobre las comunas de Río Negro, Puerto Octay y Purranque.

	Puerto Varas, con un juez, con competencia sobre las comunas de Fresia, Frutillar, Puerto Varas y Llanquihue.

	Puerto Montt, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Puerto Montt y Cochamó.



	En relación con esta comuna, el H. Senador señor Stange formuló la indicación número 12, para aumentar el número de jueces de cuatro a seis.



	Ancud, con un juez, con competencia sobre las comunas de Ancud y Quemchi.

	Castro, con un juez,  con competencia sobre las comunas de Dalcahue, Castro, Chonchi, Puqueldón y Queilén.



Undécima Región de Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo:



	Coihaique, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Coihaique y Río Ibáñez.



Duodécima Región de Magallanes y la Antártica Chilena:



	Punta Arenas, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Laguna Blanca, San Gregorio, Río Verde, Punta Arenas, Navarino y Antártica.



Región Metropolitana de Santiago:



	Colina, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Til Til, Colina y Lampa.

	Pudahuel, con seis jueces, con competencia sobre la misma comuna.

	Conchalí, con diez jueces, con competencia sobre las comunas de Quilicura, Huechuraba, Renca y Conchalí.

	Independencia, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de Independencia y Recoleta. 

	Las Condes, con doce jueces, con competencia sobre las comunas de Lo Barnechea, Vitacura, Las Condes y La Reina.

	Cerro Navia, con once jueces, con competencia sobre las comunas de Cerro Navia y Lo Prado.

	Estación Central, con diez jueces, con competencia sobre las comunas de Estación Central y Quinta Normal.

	Santiago, con nueve jueces, con competencia sobre la misma comuna.

	Ñuñoa, con ocho jueces, con competencia sobre las comunas de Providencia y Ñuñoa. 

	Maipú, con diecisiete jueces, con competencia sobre las comunas de Maipú y Cerrillos.

	Pedro Aguirre Cerda, con siete jueces, con competencia sobre las comunas de Lo Espejo y Pedro Aguirre Cerda.

	San Miguel, con ocho jueces, con competencia sobre las comunas de San Miguel, La Cisterna y El Bosque.

	San Joaquín, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de San Joaquín y La Granja.

	Macul, con once jueces, con competencia sobre las comunas de Macul y Peñalolén 

	La Florida, con catorce jueces, con competencia sobre la misma comuna.

	La Pintana, con ocho jueces, con competencia sobre las comunas de San Ramón y La Pintana.

	Puente Alto, con siete jueces, con competencia en las comunas de Puente Alto, San José de Maipo y Pirque.

	San Bernardo, con siete jueces, con competencia sobre las comunas de San Bernardo y Calera de Tango.

	Buin, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Buin y Paine.

	Melipilla, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Melipilla, San Pedro y Alhué.

	Curacaví, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de María Pinto y Curacaví.

	Talagante, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Talagante, El Monte e Isla de Maipo.

	Peñaflor, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Peñaflor y Padre Hurtado.



	En relación con este artículo y los dos siguientes, el H. Senador señor Parra destacó que la mayor  novedad del proyecto la constituye la creación de los jueces de garantía, de los tribunales orales en lo penal y de nuevos juzgados de letras, por la competencia en materia penal que ellos van a tener. Hizo ver la necesidad de revisar el diseño de creación de juzgados, en especial para efectuar un catastro de las localidades en las cuales tendrán su asiento estos tribunales y el territorio jurisdiccional en el cual ellos ejercerán sus competencias, ya que la localización de los juzgados es una cuestión fundamental para la puesta en marcha del nuevo sistema procesal penal.



	En ese orden de consideraciones, manifestó su preocupación por la excesiva concentración de nuevos tribunales en la Región Metropolitana. Las estadísticas del Instituto Nacional de Estadísticas que existen sobre el ingreso actual de causas en los tribunales del crimen, distinguiendo delitos contra la propiedad, contra las personas y delitos sancionados por leyes especiales, permiten concluir que el proyecto de ley genera una distorsión, porque el 60% de los tribunales orales en lo penal que se crean tendrán su asiento en dicha región.



	El H. Senador señor Viera-Gallo consideró necesario efectuar una revisión en esta materia, y consultó sobre la posibilidad que el Ejecutivo pudiera efectuar enmiendas a las normas propuestas a fin de reestructurar en algunos casos los asientos y los territorios jurisdiccionales de los distintos tribunales, teniendo presente que todas estas materias quedan incluidas en la iniciativa exclusiva del Presidente de la República. Asimismo, hizo saber su preocupación por la posibilidad de que existan comunas que no queden comprendidas en los distintos territorios jurisdiccionales que se asignan a los juzgados de garantía.



	Los señores representantes del Ejecutivo explicaron que el modelo de localización de los tribunales y fiscalías que hizo el Departamento de Ingeniería Civil Industrial de la Universidad Católica de Valparaíso se efectuó sobre la base de un conjunto de informaciones. La primera provino del modelo de simulación que realizó la Fundación Paz Ciudadana, el que trabajó sobre la base de realizar estimaciones acerca del destino probable de las causas que ingresaren en el futuro sistema. Se contó con el conjunto de datos que proporciona la estadística judicial, al cual se agregó información relevante de encuestas que se hicieron a los propios operadores del sistema, en el sentido de analizar los tiempos que utiliza el tribunal y el destino probable de las causas en el actual sistema. A lo anterior se sumó el análisis de la experiencia comparada, en especial en lo relativo al uso de los sistemas alternativos de solución de conflictos. 



	Dichos datos permitieron efectuar la estimación del número de jueces y de fiscales que se requerían para operar el nuevo sistema procesal penal. De acuerdo a los resultados, más de la mitad de las actuales causas del crimen terminarán archivadas provisionalmente. Además, se tuvo conocimiento de otras variables, a partir de información suministrada por los jueces, referente al número de causas que tendrán una solución alternativa.



	Agregaron que el modelo de localización que se diseñó opera sobre la base de que no todas las causas llegarán al juicio oral, sino que solamente un porcentaje cercano al 7 % de ellas. Las demás se resolverán mediante las diferentes vías con que cuenta el sistema, como son el archivo provisional; la desestimación del caso; la aplicación del principio de oportunidad; el acuerdo reparatorio y la suspensión condicional del procedimiento; el sobreseimiento temporal; el sobreseimiento definitivo, y el procedimiento abreviado.



	En relación con el acceso de las personas a los tribunales, destacaron que el diseño se estructuró sobre la base de mejorar la utilización de éstos, tanto desde el punto de vista de su cercanía con la población, como de las posibilidades de acceso del público a ellos.



	Otro aspecto que se consideró en esta nueva estructura judicial fue la modificación de las características del trabajo de las Cortes de Apelaciones, que son las que resuelven en definitiva, a través de la apelación y de la consulta. En un 90 % o más de los casos los juzgados de garantía y los tribunales orales en lo penal serán autosuficientes, ya que estarán dotados de más facultades que los actuales jueces de letras en la resolución de los asuntos sometidos a su conocimiento, por lo que lo normal será que las causas terminen su tramitación en dichas instancias. De esa forma, el número de causas que llegará a las Cortes de Apelaciones, en relación con la situación actual, será considerablemente menor. A lo anterior cabe agregar la mayor cercanía a la población que tendrá el tribunal oral respecto de las Cortes de Apelaciones.



	Hicieron saber que se efectuó un estudio detallado de las competencias territoriales, de forma tal que evitar que existieran comunas no comprendidas en los distintos territorios que se consultan. En ese sentido, apuntaron que, aparte de los juzgados de garantía, que tienen sus competencias y territorios jurisdiccionales definidos con claridad, se crean juzgados de letras que asumen competencia de garantía, que son juzgados existentes en la actualidad en su mayor parte, y que, por tanto, tienen su competencia ya fijada en el Código Orgánico de Tribunales.



	Concluyeron señalando que, asimismo, la nueva estructura judicial tomó en consideración las modificaciones de población que ha experimentado cada una de las comunas del país, sobre la base de los datos proporcionados por el Instituto Nacional de Estadísticas provenientes del censo de población del año 1992, que reflejó una progresión de crecimiento estimado hasta el año 2005, con lo cual existe una adecuada relación de los territorios jurisdiccionales con las poblaciones que deberán atender.



	A la luz de las anteriores consideraciones, y sin perjuicio de la labor efectuada por la Corporación Administrativa del Poder Judicial respecto de la creación y ubicación de los tribunales, según hicieron saber los señores representantes del Ministerio de Justicia, la Comisión convino con ellos en que harían entrega a todos los HH. señores Senadores del esquema de localización de los juzgados de garantía y de los tribunales orales en lo penal, a fin de que ellos pudieran efectuar las consultas pertinentes en sus respectivas regiones que permitieran tener un conocimiento más acabado sobre el particular, y a partir de dicha información, introducir los ajustes que fueran aconsejables al diseño ya elaborado.



	Luego del estudio de diversas observaciones que formularon los HH. señores Senadores, el Ejecutivo, mediante su indicación, realizó una serie de adecuaciones a los tribunales que se crean en virtud de esta disposición y de las tres siguientes.



	Los cambios de localización de los lugares de asiento y de competencia territorial de los juzgados de garantía que proponemos se fundamentaron, principalmente, en las opiniones recogidas en la comunidad local, que dieron cuenta de errores por la ubicación de determinadas comunas dentro de la competencia de juzgados que tenían lugares de asiento más lejanos, o de opciones que, atendidas las comunicaciones existentes, se alejaban de la optimización buscada.



	Un ejemplo es el de la comuna de Retiro, que en el proyecto original se ubicaba en el juzgado de garantía de Linares, en circunstancias que se creó recientemente un peaje entre ambas ciudades y que se encuentra más cercana a Parral.



	Otro ejemplo lo constituye la comuna de Chiguayante, que era incorporada en el proyecto de ley bajo la jurisdicción del tribunal que se crea en la comuna de Concepción. Se hizo presente en la Comisión por los HH. Senadores señores Viera-Gallo y Sabag que el importante crecimiento poblacional experimentado por dicha comuna justificaba que no se mantuviera bajo la tutela de Concepción, sino que, por el contrario, se considerase un juzgado en dicha comuna, decisión que también debía adoptarse respecto de la comuna de San Pedro de la Paz. De esta forma, en ambas comunas se decidió la creación de un juzgado de garantía, integrado por tres jueces en el caso de San Pedro de la Paz, que tendrá competencia sobre la misma comuna, y por dos en el caso de la comuna de Chiguayante, con competencia sobre las comunas de Chiguayante y Hualqui.



	Asimismo, el Ejecutivo acogió la sugerencia planteada por el H. Senador señor Díez, en orden a incorporar la comuna de Teodoro Schmidt dentro de la competencia del juzgado existente en la comuna de Nueva Imperial.



	Por otra parte, otro grupo de enmiendas, destinadas fundamentalmente a alterar el número de jueces en distintas comunas de la Región Metropolitana de Santiago, son consecuencia de la actualización del modelo de localización de tribunales que efectuó la Universidad Católica de Valparaíso en conjunto con la Corporación Administrativa del Poder Judicial. Esa actualización hizo un análisis de todo el país, y, específicamente, aplicó el modelo de localización a la Región Metropolitana, lo que permitió advertir la necesidad de los cambios.



	- El artículo fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Díez, con las adecuaciones propuestas por el Ejecutivo en su indicación número 1.



	- Las demás indicaciones, signadas con los números 3 a 12, y sin perjuicio de que algunas de sus sugerencias fueron acogidas, fueron declaradas inadmisibles por la Comisión, en razón de recaer sobre materias propias de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República.





Artículos 2º y 5º



	El primero de estos artículos dispone la creación de los juzgados de letras que señala, con asiento en las comunas y la competencia que se indica a continuación:



	Litueche, con competencia sobre las comunas de Navidad, Litueche y La Estrella.

	Peralillo, con competencia sobre las comunas de Marchihue, Paredones, Peralillo, Palmilla y Pumanque.

	Hualqui, con competencia sobre la misma comuna.

	Tucapel, con competencia sobre las comunas de Tucapel y Antuco.

	Toltén, con competencia sobre la misma comuna.

	Purén, con competencia sobre las comunas de Purén y Los Sauces.

	Hualaihué, con competencia sobre la misma comuna.

	Cisnes, con competencia sobre las comunas de Guaitecas, Cisnes y Lago Verde.



	Por su parte, el artículo 5º establece la planta tipo de los juzgados de letras que se crean en virtud del artículo 2º, la que será la siguiente: un juez, un secretario, un oficial primero, dos oficiales segundos, dos oficiales terceros y un oficial de sala, con los grados de la Escala de Sueldos Bases Mensuales del Personal del Poder Judicial que a cada cargo corresponde, sin perjuicio de los aumentos de dotación que la ley determine.



	Los HH. Senadores señores Parra, Ríos, Ruiz-Esquide, Sabag y Viera-Gallo sugirieron trasladar a Concepción el juzgado de letras que se contempla crear en la comuna de Hualqui, y ubicar en Cabrero el que se consulta crear en la comuna de Tucapel, dejando a la comuna de Antuco en el territorio jurisdiccional de Los Angeles, como se encuentra hoy día.



	Ante la consulta que se formuló en el seno de la Comisión, en cuanto a si sería adecuada una estructura uniforme para todos los juzgados de letras que se crean, no obstante que ellos responden a realidades diferentes, los señores representantes del Ejecutivo explicaron que corresponde a la estructura propia de un juzgado de letras de asiento de comuna, y que se refiere exclusivamente a los ocho juzgados que se crean en aquellas localidades en las que, en la actualidad, no existe un tribunal pero, dado el número de causas que registran, se estima necesario crearlo y, al mismo tiempo, asignarle competencia de garantía en virtud del artículo 3º.



	La Comisión acordó reubicar estos dos preceptos, de forma tal de considerar en el artículo 2º la creación de los nuevos tribunales y la planta tipo que se considera para cada uno de ellos, cambiando el término “corresponde” por “corresponda”. En este precepto se eliminó los juzgados de letras de las comunas de Tucapel y de Hualqui, las que quedan bajo la jurisdicción de los juzgados de garantía con asiento en las comunas de Yungay y Chiguayante, respectivamente, y se agregó la creación de un juzgado de letras en la comuna de Cabrero. Ello, en atención a los volúmenes de causas previsibles en cada caso.



	En el artículo 5º, acogiendo una propuesta del Ejecutivo, se consideró la creación del tribunal de menores de la comuna de Coihaique, con competencia sobre dicha comuna y la de Río Ibáñez, y se estableció su planta de personal, la que consulta un juez, un secretario, un oficial primero, un oficial segundo, un oficial de sala, un asistente social y un receptor, con los grados de la Escala de Sueldos Bases Mensuales del Personal del Poder Judicial que a cada cargo corresponda, sin perjuicio de los aumentos de dotación que la ley determine.



	- Las modificaciones descritas en cuanto a los juzgados que se crean fueron consultadas en la indicación número 2 de S.E. el Presidente de la República, que resultó aprobada con enmiendas por la unanimidad de los HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez  y Viera-Gallo.





Artículo 3º



	Entrega al juez de letras que menciona, además de sus funciones propias, las de juez de garantías, sin que el juzgado sea alterado en su organización ni en su funcionamiento, salvo en cuanto sea necesario para ejercer las nuevas atribuciones encomendadas al juez.



	Ejercerán las funciones de juez de garantía:



		En la Primera Región de Tarapacá, el juez de letras de la comuna de Pozo Almonte.

	En la Segunda Región de Antofagasta, los jueces de letras de las comunas de María Elena y de Taltal.

	En la Tercera Región de Atacama, los jueces de letras de las comunas de Chañaral, Freirina  y Caldera.

	En la Cuarta Región de Coquimbo, los jueces de letras de las comunas de Andacollo, Combarbalá  y Los Vilos.

	En la Quinta Región de Valparaíso, los jueces de letras de las comunas de Quintero, Petorca, Putaendo e Isla de Pascua.

	En la Sexta Región del Libertador General Bernardo O’Higgins, los jueces de letras de las comunas de Peumo, Litueche, Pichilemu y Peralillo.

	En la Séptima Región del Maule, los jueces de letras de las comunas de Licantén, Curepto y Chanco.

	En la Octava Región del Bío Bío, los jueces de letras de las comunas de Quirihue, Coelemu,  Bulnes, Florida, Hualqui, Lota, Santa Juana, Yumbel, Laja, Tucapel, Nacimiento, Mulchén, Santa Bárbara,  Lebu y Curanilahue. 

	En la Novena Región de la Araucanía, los jueces de letras de las comunas de Collipulli, Purén, Traiguén, Curacautín, Carahue, Toltén y Pucón.

	En la Décima Región de Los Lagos, los jueces de letras de las comunas de Panguipulli, Paillaco, La Unión, Río Bueno, Los Muermos, Maullín, Calbuco, Hualaihué, Chaitén, Quinchao y Quellón.

	En la Undécima Región del General Carlos Ibáñez del Campo, los jueces de letras de las comunas de Cisnes, Chile Chico,  Aisén y Cochrane.

	En la Duodécima Región de Magallanes y Antártica Chilena, los jueces de letras de las comunas de Natales y Porvenir.



	Este artículo fue objeto de modificaciones tendientes a agregar en la Octava Región al juez de letras de la comuna de Cabrero y eliminar los de las comunas de Hualqui y Tucapel, en concordancia con las enmiendas que al efecto se hicieron en los artículos 1º y 2º.  La indicación número 3 que presentó en este sentido S.E. el Presidente de la República, por consiguiente, resultó aprobada sin cambios.



	- En esos términos, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Viera-Gallo.





Artículo 4º



	Crea un tribunal oral en lo penal con asiento en cada una de las comunas del territorio de la República que expresa, con el número de jueces en lo penal y con la competencia que en cada caso se indica:



Primera Región de Tarapacá:



	Arica, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de General Lagos, Putre, Arica y Camarones.

	Iquique, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de Huara, Camiña, Colchane, Iquique, Pozo Almonte y Pica.



Segunda Región de Antofagasta:



	Calama, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Calama, Ollagüe y San Pedro de Atacama.

	Antofagasta, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas  de Tocopilla, María Elena, Mejillones, Sierra Gorda, Antofagasta y Taltal.



Tercera Región de Atacama:



	Copiapó, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de Chañaral, Diego de Almagro, Caldera, Copiapó, Tierra Amarilla, Huasco, Vallenar, Freirina y Alto del Carmen.



Cuarta Región de Coquimbo:



	La Serena, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de La Higuera, Vicuña, La Serena, Coquimbo, Andacollo y Paihuano.

	Ovalle, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Ovalle, Río Hurtado, Punitaqui, Monte Patria, Combarbalá, Canela, Illapel, Los Vilos y Salamanca.



Quinta Región de Valparaíso:



	San Felipe, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Putaendo, Catemu, San Felipe, Santa María, Panquehue, Llayllay, San Esteban, Rinconada, Calle Larga y Los Andes.



	El H. Senador señor Romero solicitó que se revisara la creación de este tribunal oral en lo penal en los términos en que está prevista, con el objeto de que también se dote a la comuna de Los Andes de un tribunal oral. 



	Quillota, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de La Ligua, Petorca, Cabildo, Papudo, Zapallar, Nogales, Calera, La Cruz, Quillota, Hijuelas, Limache y Olmué.

	Viña del Mar, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de Puchuncaví, Quintero, Viña del Mar, Villa Alemana, Quilpué y Concón.



	La indicación número 13, del H. Senador señor Stange, propone aumentar a doce el número de jueces del tribunal oral que se crea en esta comuna.



	El H. Senador señor Urenda pidió, asimismo, que se aumentase el número de salas del tribunal oral en lo penal de Viña del Mar.



	Valparaíso, con doce jueces, con competencia sobre las comunas de Juan Fernández, Valparaíso, Casablanca e Isla de Pascua.

	San Antonio, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Algarrobo, El Quisco, El Tabo, Cartagena, San Antonio y Santo Domingo.



	La indicación número 14, del H. Senador señor Stange, sugiere aumentar a nueve el número de jueces en San Antonio.



Sexta Región del Libertador General Bernardo O'Higgins:



	Rancagua, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de Mostazal, Graneros, Codegua, Rancagua, Machalí, Las Cabras, Coltauco, Doñihue, Olivar, Coinco, Requínoa, Peumo, Quinta de Tilcoco, Pichidegua, San Vicente, Malloa y Rengo.

	Santa Cruz, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Navidad, Litueche, La Estrella, Pichilemu, Marchigüe, Paredones, Peralillo, Palmilla, San Fernando, Pumanque, Santa Cruz, Nancagua, Placilla, Lolol, Chépica y Chimbarongo.



Séptima Región del Maule:



	Curicó, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Teno, Vichuquén, Hualañé, Rauco, Curicó, Romeral, Licantén, Sagrada Familia y Molina.

	Talca, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Curepto, Río Claro, Constitución, Pencahue, Talca, Pelarco, San Clemente, Maule, Empedrado y San Rafael.

	Linares, con seis jueces, con competencia sobre las comunas Chanco, Cauquenes, Pelluhue, San Javier, Villa Alegre, Colbún, Yerbas Buenas, Linares, Retiro, Longaví y Parral.



	El H. Senador señor Matta formuló dos indicaciones, signadas con los números 15 y 16, que tienen por objeto considerar la creación de un tribunal oral en lo penal en la ciudad de Cauquenes, para lo cual reduce el número de jueces y las comunas que el proyecto entrega a la competencia del tribunal oral que se crea en Linares.



	En efecto, la primera indicación reduce a tres los jueces del tribunal de Linares y limita su competencia a las comunas de San Javier, Villa Alegre, Colbún, Yerbas Buenas, Linares, Retiro, Longaví y Parral.



	La segunda crea un tribunal oral en lo penal en la comuna de Cauquenes, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Chanco, Cauquenes y Pelluhue.



	El H. Senador señor Larraín propuso, asimismo, la creación de un tribunal oral en lo penal en Cauquenes, con competencia también sobre las comunas de Pelluhue y Chanco.



Octava Región del Bío Bío:



	Chillán, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Cobquecura, Quirihue, Ninhue, San Carlos, Niquén, San Fabián, San Nicolás, Treguaco, Portezuelo, Chillán, Coihueco, Coelemu, Ranquil, Pinto, Quillón, Bulnes, San Ignacio, El Carmen, Pemuco, Yungay y Chillán Viejo.

	Talcahuano, con tres jueces, con competencia sobre la misma comuna.

	Concepción, con quince jueces, con competencia sobre las comunas de Tomé, Penco, Florida, Concepción, Coronel, Hualqui, Lota, Santa Juana, San Pedro de la Paz y Chiguayante.

	Los Angeles, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de San Rosendo, Yumbel, Cabrero, Laja, Los Angeles, Tucapel, Antuco, Quilleco, Nacimiento, Negrete, Mulchén, Santa Bárbara y Quilaco.

	Cañete, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Arauco, Curanilahue, Lebu, Los Alamos, Cañete, Contulmo y Tirúa.



	El H. Senador señor Parra formuló cuatro indicaciones respecto de los tribunales que se crean en esta región, signadas con los números 17, 18, 19 y 20.



	La primera aumenta en la comuna de Chillán de seis a nueve los jueces; la segunda suprime el tribunal que se propone crear en la comuna de Talcahuano; la tercera eleva en la comuna de Concepción de quince a veintiún los jueces, y con la cuarta incrementa en la comuna de Los Angeles de seis a nueve los jueces del tribunal que se crea.



	Los HH. Senadores señores Parra, Ríos, Ruiz-Esquide, Sabag y Viera-Gallo propusieron aumentar en nueve jueces (tres salas) los de  tribunales orales en lo penal, suprimiendo la creación del tribunal en Talcahuano y concentrando en Concepción el total de las salas del tribunal. Pidieron también una sala adicional para los tribunales de Chillán, Concepción y Los Angeles.



Novena Región de La Araucanía:



	Angol, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Angol, Renaico, Collipulli, Purén, Los Sauces, Ercilla, Lumaco, Traiguén y Victoria.

	Temuco, con doce jueces, con competencia sobre las comunas de Lonquimay, Curacautín, Galvarino, Perquenco, Carahue, Nueva Imperial, Temuco, Lautaro, Vilcún, Melipeuco, Saavedra, Teodoro Schmidt, Freire, Cunco, Toltén, Pitrufquén, Gorbea, Loncoche, Villarrica, Pucón, Curarrehue y Padre Las Casas.



	El H. Senador señor Díez consideró indispensable crear un tribunal oral en lo penal en la comuna de Villarrica, por razones de distancia y ubicación geográfica, que tuviese competencia sobre la misma comuna y las de Loncoche, Pucón y Curarrehue.



Décima Región de Los Lagos:



	Valdivia, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Mariquina, Lanco,  Panguipulli, Máfil, Valdivia, Los Lagos, Corral, Paillaco, Futrono, La Unión, Lago Ranco y Río Bueno.

	Osorno, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de San Juan de la Costa, San Pablo, Osorno, Puyehue, Río Negro, Puerto Octay y Purranque.

	Puerto Montt, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Fresia, Frutillar, Puerto Varas, Llanquihue, Los Muermos, Puerto Montt, Cochamó, Maullín, Calbuco, Hualaihue, Chaitén, Futaleufú y Palena.



	La indicación número 21, del H. Senador señor Stange, aumenta en la comuna de Puerto Montt el número de jueces del tribunal que se crea, de seis a nueve.



	Ancud, con  tres jueces, con competencia sobre las comunas de Ancud, Quemchi, Dalcahue, Castro, Curaco de Vélez, Quinchao, Chonchi, Puqueldón, Queilén y Quellón.



Undécima Región de Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo:



	Coihaique, con tres jueces, con competencia sobre  las comunas de Guaitecas, Cisnes,  Aisén, Lago Verde, Coihaique, Río Ibañez, Chile Chico, Cochrane, Tortel y O’Higgins.



Duodécima Región de Magallanes y la Antártica Chilena:



	Punta Arenas, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Natales, Torres del Paine, Laguna Blanca, San Gregorio, Río Verde, Punta Arenas, Primavera, Porvenir, Timaukel, Navarino y Antártica.



Región Metropolitana de Santiago:



	Colina, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Til Til, Colina y Lampa.

	Pudahuel, con dieciocho jueces, con competencia sobre las comunas de Lo Prado, Cerro Navia y Pudahuel.

	Independencia, con veintiún jueces, con competencia sobre las comunas de Quilicura, Huechuraba, Renca, Conchalí, Independencia y Recoleta.

	Providencia, con veinticuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Lo Barnechea, Vitacura, Las Condes, Providencia, Ñuñoa y La Reina.

	Santiago, con quince jueces, con competencia sobre las comunas de Quinta Normal, Estación Central y Santiago.

	Maipú, con dieciocho jueces, con competencia sobre las comunas de Maipú y Cerrillos.

	San Miguel, con veintisiete jueces, con competencia sobre las comunas de Lo Espejo, Pedro Aguirre Cerda, San Miguel, San Joaquín, La Cisterna, San Ramón, La Granja, El Bosque y La Pintana.

	La Florida, con veintisiete jueces, con competencia sobre las comunas de Macul, Peñalolén y La Florida.

	Puente Alto, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de Puente Alto, San José de Maipo y Pirque.

	San Bernardo, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de San Bernardo, Calera de Tango, Buin y Paine.

	Melipilla, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Melipilla, María Pinto, Curacaví, San Pedro y Alhué.

	Talagante, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Talagante, Peñaflor, El Monte, Isla de Maipo y Padre Hurtado.



	El artículo fue objeto de adecuaciones, derivadas de dos razones principales:



	a) Las peticiones expresadas por los HH. señores Senadores y la comunidad jurídica local, que tienen por finalidad permitir el acceso a los tribunales orales en lo penal más cercano al lugar donde ocurre el conflicto, o equilibrar el número de salas de acuerdo a las proyecciones esperadas. Se consideraron además aspectos geográficos y hábitos de comportamiento de la población. En cada caso recibieron el respaldo técnico proporcionado por la actualización del modelo de localización de tribunales trabajado por la Universidad Católica de Valparaíso en conjunto con la Corporación Administrativa del Poder Judicial. En esta situación se encuentran los tribunales orales de San Felipe y Los Andes, Cauquenes, Viña del Mar y Cañete.



	Así, a vía ejemplar, en el proyecto aprobado por la Cámara de Diputados se contempla sólo  un tribunal oral en lo penal en la comuna de San Felipe con seis jueces, con competencia sobre Los Andes y las comunas vecinas, situación que no resultaba lógica dadas las realidades poblaciones y culturales de las comunas de San Felipe y de Los Andes, por lo que se corrigió tal distribución contemplándose dos tribunales orales en lo penal, cada uno con asiento en las señaladas comunas e integrados por tres jueces.



	Sobre el particular, el H. Senador señor Romero solicitó dejar expresa constancia de sus agradecimientos tanto a la Comisión como al Ejecutivo por haber efectuado la enmienda antes señalada, que resultaba imperiosa en atención a las características de cada una de dichas comunas.



	También se rectificó la situación de Cauquenes, cambiando su inclusión dentro de la competencia del tribunal oral en lo penal con asiento en la comuna de Linares, con seis jueces, por la existencia de dos tribunales, uno con asiento en la comuna de Linares y otro en la de Cauquenes, ambos con tres jueces cada uno. Los señores representantes del Ejecutivo precisaron que la creación de dicho tribunal se justifica en la medida que tendrá competencia sobre la comuna de Parral, y como la competencia del juzgado de garantía de dicha comuna incluye a Retiro, es necesario que ambas queden bajo la jurisdicción de Cauquenes.



	Sin perjuicio de lo anterior, y dadas las observaciones expresadas en el seno de la Comisión respecto de esta fórmula, el Ejecutivo planteó la posibilidad de que la Corte de Apelaciones de Talca, haciendo uso de las atribuciones que contempla este proyecto de ley, disponga que el tribunal oral en lo penal de Cauquenes sesione periódicamente en la ciudad de Parral, para atender los asuntos  que se promuevan en dichas comunas. El H. Senador señor Larraín dejó constancia de que daba su aprobación a la localización establecida en el entendido que el tribunal de Cauquenes se constituiría con periodicidad en la ciudad de Parral, para conocer de los hechos perpetrados en dicha comuna y en la de Retiro.



	En la VIII Región, se decidió eliminar el tribunal que se creaba en la comuna de Talcahuano, compuesto por tres jueces, y destinar esos magistrados al tribunal de Concepción, que quedó con 18 jueces, e incluyendo dentro de su competencia territorial a dicha comuna. De otra forma, como advirtió el H. Senador señor Parra, el tribunal oral en lo penal de Talcahuano se habría creado colapsado, por el previsible número de causas a que habría debido avocarse.



	En la IX Región, se acogió la proposición efectuada por el H. Senador señor Díez en el sentido de considerarse un tribunal oral en la ciudad de Villarrica, con tres de los doce jueces contemplados para Temuco.



	b) Los ajustes técnicos al proyecto, derivados del último estudio de la Corporación Administrativa del Poder Judicial y la Universidad Católica de Valparaíso, destinado a revisar las proyecciones realizadas hace dos años en el estudio anterior y corregir las desviaciones o insuficiencias detectadas. La aplicación del modelo de localización a la Región Metropolitana arrojó un resultado preocupante respecto de la comuna de Melipilla, que hace necesario dotarla de una sala más. Se detectó, por otra parte, que las salas de los tribunales orales en lo penal de Rancagua, Viña del Mar y Curicó eran insuficientes para absorber la carga de trabajo esperada para cada una de ellas, lo que implica que, de no aumentarlas, se estaría creando tribunales que, al primer año de funcionamiento, estarían sobrepasados en su capacidad de dar respuesta oportuna a las necesidades de prestación del servicio de justicia penal en cada localidad. En cada caso, se incrementa el número de salas en uno.



	- Las modificaciones quedaron plasmadas en la indicación número 4 que presentó S.E. el Presidente de la República, la que, al igual que el artículo, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Viera-Gallo. 



	- Las demás indicaciones presentadas, signadas con los números 13 a 21, fueron declaradas inadmisibles.





Artículo 6º



	Fija la planta de los juzgados de garantías que se crean en esta ley, de acuerdo con el número de jueces de garantías que los conformen:



	Juzgados con un juez: un juez, un funcionario de la sexta serie del Escalafón Secundario y siete funcionarios del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con dos jueces: dos jueces, dos funcionarios de la sexta serie del Escalafón Secundario  y ocho funcionarios del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con tres jueces: tres jueces, tres funcionarios de la sexta serie del Escalafón Secundario y ocho funcionarios del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con cuatro jueces: cuatro jueces, tres funcionarios de la sexta serie del Escalafón Secundario y once funcionarios del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con cinco jueces: cinco jueces, cuatro funcionarios de la sexta serie del Escalafón Secundario y dieciséis funcionarios del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con seis jueces: seis jueces, cuatro funcionarios de la sexta serie del Escalafón Secundario y dieciséis funcionarios del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con siete jueces: siete jueces, cuatro funcionarios de la sexta serie del Escalafón Secundario  y diecinueve funcionarios del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con ocho jueces: ocho jueces, cinco funcionarios de la sexta serie del Escalafón Secundario y veintitrés funcionarios del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con  nueve jueces: nueve jueces, cinco funcionarios de la sexta serie del Escalafón Secundario y veinticuatro funcionarios del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con diez jueces: diez jueces, cinco funcionarios de la sexta serie del Escalafón Secundario y veintiocho funcionarios del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con once jueces: once jueces, cinco funcionarios de la sexta serie del Escalafón Secundario y treinta y un funcionarios del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con catorce jueces: catorce jueces, cinco funcionarios de la sexta serie del Escalafón Secundario y treinta y cuatro funcionarios del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con quince jueces: quince jueces, cinco funcionarios de la sexta serie del Escalafón Secundario y treinta y siete funcionarios del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con diecisiete jueces: diecisiete jueces, cinco funcionarios de la sexta serie del Escalafón Secundario y treinta y siete funcionarios del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.



	Los señores representantes del Ejecutivo explicaron que la disposición contiene una innovación bastante importante en la estructura de plantas de los tribunales, cual es que, al igual que el artículo 7º, sólo indica la relación de funcionarios de cada escalafón que va a incorporarse a cada tribunal. Se ha estimado conveniente esta estructura para dar la suficiente flexibilidad a la conducción administrativa del tribunal, de manera que sea el administrador quien determine las calidades que deberán tener los funcionarios y el número de ellos que, dentro del marco total, se desempeñará en las distintas unidades internas. Esta disposición, entonces, se inserta en un diseño de la estructura del tribunal que considera una dotación base, en que se le entrega al administrador la distribución del personal entre las distintas unidades. 



	Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión creyó útil establecer un mayor grado de flexibilidad, en la idea de otorgar a las Cortes de Apelaciones facultades para efectuar las adecuaciones que el funcionamiento del tribunal haga necesarias, considerando que no todos los tribunales tendrán el mismo número de causas, pero sin que las Cortes puedan alterar las dotaciones máximas de personal que se consideran para cada tribunal. Es decir, la atribución que se les entregue sólo les permitirá modificar provisoriamente la ubicación de los funcionarios, en el entendido que ellas asume la responsabilidad por los efectos que se produzcan  en el funcionamiento del tribunal.



	En atención a lo expresado, la Comisión acordó agregar un inciso a este precepto, en cuya virtud se faculta a la Corte de Apelaciones respectiva, por razones de buen servicio, atendida la carga de trabajo que cada juzgado presente, y  previo informe técnico de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, para destinar transitoriamente a funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados, de un juzgado de garantía a otro, ubicado dentro del territorio jurisdiccional de la misma Corte.



	Desde el punto de vista formal, la Comisión cambió las menciones que se hacen al Escalafón de Empleados del Poder Judicial por la del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial, que es la denominación que le da el Código Orgánico de Tribunales, y, en virtud del acuerdo que adoptó más adelante, en orden a que los administradores, subadministradores y jefes de unidades administrativas integren la tercera serie del Escalafón Secundario y no la sexta serie, realizó las enmiendas del caso.



	Por su parte, los señores representantes del Ejecutivo hicieron ver la necesidad de efectuar algunos ajustes en las distintas dotaciones que se consideran en este precepto.



	Entre ellos, se acordó reducir en los juzgados con cinco jueces de 16 a 14 los funcionarios del Escalafón del Personal de Empleaddoa del Poder Judicial, y en los juzgados con diecisiete jueces, aumentar dicha dotación de 37 a 42 funcionarios. Por otra parte, se eliminaron las referencias a juzgados de once y de catorce jueces, porque no se contemplan en el proyecto de ley. A cambio, se incorporó un nuevo acápite que establece la planta de personal de los juzgados con doce jueces, que el proyecto de ley de la H. Cámara de Diputados omitía.



	- Algunas de estas modificaciones se recogieron en la indicación número 5 presentada por S. E. el Presidente de la República, la que fue aprobada por la Comisión, así como el artículo, por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Larraín, Parra y Viera-Gallo, con las enmiendas que se han señalado. 





Artículo 7º



	Consigna la planta de los tribunales orales en lo penal que se crean en esta ley, de acuerdo con el número de jueces que los conformen:



	Juzgados con tres jueces: tres jueces, dos funcionarios de la sexta serie del Escalafón Secundario y ocho funcionarios del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con seis jueces: seis jueces, cinco funcionarios de la sexta serie del Escalafón Secundario y once funcionarios del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con nueve jueces: nueve jueces, cinco funcionarios de la sexta serie del Escalafón Secundario  y catorce funcionarios del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con doce jueces: doce jueces, seis funcionarios de la sexta serie del Escalafón Secundario y dieciocho funcionarios del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con quince jueces: quince jueces, seis funcionarios de la sexta serie del Escalafón Secundario y veintisiete funcionarios del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con dieciocho jueces: dieciocho jueces, seis funcionarios de la sexta serie del Escalafón Secundario  y veintinueve funcionarios del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con veintiún jueces: veintiún jueces, seis funcionarios de la sexta serie del Escalafón Secundario y treinta y tres funcionarios del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con veinticuatro jueces: veinticuatro jueces, seis funcionarios de la sexta serie del Escalafón Secundario y treinta y cinco funcionarios del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con veintisiete jueces: veintisiete jueces, seis funcionarios de la sexta serie del Escalafón Secundario y treinta y cinco funcionarios del Escalafón de Empleados del Poder Judicial.



	La Comisión reemplazó las referencias a los “juzgados” por la de los “tribunales”, por ser la denominación que corresponde aplicar a los tribunales orales en lo penal, y efectuó similares cambios a los del artículo precedente, en cuanto a serie y nombre del Escalafón, en su caso.



	Los señores representantes del Ejecutivo hicieron ver la necesidad de adecuar la dotación de funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial de los tribunales con 27 jueces, para aumentar de 35 a 38 los funcionarios que se contemplan, lo que fue acogido por la Comisión.



	Asimismo, la Comisión acordó considerar la misma disposición relativa a las facultades de las Cortes de Apelaciones para  efectuar destinaciones transitorias de funcionarios del Escalafón de Empleados del Poder Judicial  de un tribunal oral en lo penal a otro ubicado dentro del territorio jurisdiccional de la misma Corte.



	- Los dos últimos cambios fueron consultados en la indicación número 6 presentada por S. E. el Presidente de la República, la que, al igual que el artículo, fue aprobada con modificaciones por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Larraín, Parra y Viera-Gallo.





Artículo 8º



	Establece los grados de la Escala de Sueldos Bases Mensuales del Escalafón Superior del Poder Judicial que corresponderán a los jueces y al personal directivo de los juzgados de garantías y de los tribunales orales en lo penal que se crean por esta ley:

	a) Los jueces, el grado correspondiente según el asiento del tribunal.

	b) Los administradores de tribunales asiento de Corte de Apelaciones, grado VII.

	c) Los administradores de tribunales asiento de capital de provincia y subadministrador de tribunales asiento de Corte de Apelaciones, grado VIII.

	d) Los administradores de tribunales asiento de comuna o agrupación de comunas, subadministrador de tribunales asiento de capital de provincia y jefes de unidades de tribunales asiento de Corte de Apelaciones, grado IX.

	e)Los subadministradores de tribunales asiento de comuna o agrupación de comunas y jefes de unidades de tribunales asiento de capital de provincia, grado X.

	f) Los jefes de unidades de tribunales asiento de comuna o agrupación de comunas, grado XI.



	Apuntaron los señores representantes del Ejecutivo que esta disposición complementa la incorporación de la nueva serie integrada por los administradores, subadministradores y jefes de unidades administrativas al Escalafón Superior del Poder Judicial, con la particularidad de que se establece una especie de carrera funcionaria al interior de esta nueva serie.



		La Comisión acordó aceptar la sugerencia efectuada en su informe por la Excma. Corte Suprema, en orden a incluir este artículo y el siguiente en el decreto ley Nº 3058, de 1979, que establece el sistema de remuneraciones del Poder Judicial. La indicación número 7 presentada por S.E. el Presidente de la República propuso contemplarlo como nuevo artículo 5º A del referido cuerpo legal.



	- La Comisión aprobó este artículo y la aludida indicación con enmiendas, por la unanimidad de sus integrantes presentes HH. Senadores señores Aburto, Díez y Larraín.





Artículo 9º



	Establece los grados de la Escala de Sueldos Bases Mensuales del Personal del Poder Judicial que corresponderán al personal administrativo de los juzgados de garantías y de los tribunales orales en lo penal que se crean por esta ley:



	a) Los ejecutivos de sala de juzgados asiento de Corte de Apelaciones, grado XI.

	b) Los ejecutivos de sala de juzgados asiento de capital de provincia y administrativos 1º de juzgados asiento de Corte de Apelaciones, grado XII.

	c) Los ejecutivos de sala de juzgados asiento de comuna o agrupación de comunas, administrativos 1º de juzgados asiento de capital de provincia y administrativos 2º de juzgados asiento de Corte de Apelaciones, grado XIII.

	d) Los administrativos 1º de juzgados asiento de comuna o agrupación de comunas, administrativos 2º de juzgados asiento de capital de provincia y administrativos 3º de juzgado asiento de Corte de Apelaciones, grado XIV.

	e) Los administrativos 2º de juzgados asiento de comuna o agrupación de comunas y administrativos 3º de juzgado asiento de capital de provincia, grado XV.

	f) Los administrativos 3º de juzgados asiento de comuna o agrupación de comunas, ayudantes de audiencias de juzgados asiento de Corte de Apelaciones, secretarias y telefonistas de juzgados asiento de Corte de Apelaciones, grado XVI.

	g) Los ayudantes de audiencias de juzgados asiento de capital de provincia, secretarias y telefonistas de juzgados asiento de capital de provincia y personal auxiliar de juzgados asiento de Corte de Apelaciones, grado XVII.

	h) Los ayudantes de audiencias de juzgados asiento de comuna o agrupación de comunas, secretarias y telefonistas de juzgados asiento de comuna o agrupación de comunas y personal auxiliar de juzgados asiento de capital de provincia y de comuna o agrupación de comunas, grado XVIII.



	La Comisión resolvió aclarar en las denominaciones de los empleados que menciona este artículo, que pueden serlo de juzgados o de tribunales, añadiendo esta última expresión en las distintas letras.



	Tuvo presente además que estos nuevos juzgados y tribunales, integrados por varios jueces, responden a un modelo conceptual completamente diferente del actual, que da lugar a la asignación de distintas funciones al personal. Pese a ello, le asistieron dudas respecto de la conveniencia de denominar algunos cargos “ejecutivos de sala”, como se contempla en las letras a), b) y c), considerando que se está ante tribunales que integran el Poder Judicial, por lo que no debiera emplearse una terminología demasiado diferente de la habitual.



	Los señores representantes del Ejecutivo explicaron que este cambio de nomenclatura responde a una modificación de las funciones que en la actualidad tienen los oficiales de sala y que importan una responsabilidad bastante limitada. Las funciones de estos ejecutivos de sala, en cambio, estarán directamente asociadas con una actividad absolutamente distinta, cual es la realización de la audiencia, que constituirá la base del juicio oral.



	Con el objeto de establecer una denominación que de cuenta de las diferentes funciones que deberán cumplir estos empleados, pero que no sea un concepto desusado en el sector público al nivel jerárquico en que estarán ubicados, la Comisión acordó reemplazar el término por el de “encargados de sala”.



	Por último, consideró que la existencia de cargos que no existen en la actualidad en los tribunales y que conllevan ciertas funciones específicas, como los de secretarias y telefonistas, no atenta en contra de la idea de flexibilidad que existe detrás de esta nueva organización, ya que realizarán las actividades que el administrador determine.



	Al igual que lo resuelto en relación con el artículo anterior, decidió consultar esta disposición como un nuevo artículo 5º B del referido decreto ley Nº 3.058, de 1979.



	- La indicación número 8 de S.E. el Presidente de la República, formulada en ese sentido, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes, HH. Senadores señores Aburto, Díez y Larraín. 





Artículo 10



	Suprime los actuales juzgados del crimen de Antofagasta, Valparaíso, Viña del Mar, Rancagua, Chillán, Concepción, Talcahuano, Temuco,  Santiago, San Miguel, Puente Alto, Talagante, Peñaflor, Melipilla, Buin y Colina.



	Los señores representantes del Ejecutivo hicieron presente la necesidad de modificar la disposición para rectificar algunos errores y salvar otras omisiones en que incurre.



	Ellas consisten en que se mencionan como juzgados del crimen unos que son de letras con competencia común, como son los de Talagante, Peñaflor, Melipilla, Buin y Colina, y que no deben ser suprimidos, ya que mantendrán su competencia en materias civiles. Se consideran además los juzgados del crimen de Antofagasta, en circunstancias que no se han instalado y, en virtud de este proyecto de ley, ya carecen de razón de ser. No se contemplan los juzgados de Valdivia y Puerto Montt, que dejaron de tener competencia común y pasaron a tener competencia criminal. Por último, la supresión de estos juzgados del crimen implicará que queden subsistentes diversos juzgados de letras que, de acuerdo a las observaciones hechas por la Corporación Administrativa del Poder Judicial, no justifican su permanencia, lo que también hace necesario suprimirlos en esta disposición.



	Hicieron presente que, teniendo en vista las modificaciones que introdujo la ley Nº 19.592, que especializó tribunales y creó otros, en lugar de 64 juzgados del crimen especializados, existen en la actualidad 75, sin contar los 3 juzgados del crimen que de acuerdo a la ley debieran existir en Antofagasta, donde siguen funcionando los cuatro juzgados de letras con competencia civil y penal, ni un tribunal del crimen que se debía crear de acuerdo a la misma ley en Puente Alto. Asimismo, la supresión de los 19 juzgados de letras que se planteaba en el proyecto original se reduce a 11, con lo cual de todas maneras se está suprimiendo un total de 86 tribunales, dos más que en dicho proyecto original.



	La Comisión estuvo de acuerdo en introducir las enmiendas reseñadas, pero, por razones de claridad, distinguiendo en dos incisos los juzgados del crimen que serán suprimidos y los juzgados de letras que seguirán igual suerte.



	De esa forma, en el inciso primero se dispone la supresión de los juzgados del crimen de Valparaíso, Viña del Mar, Rancagua, Chillán, Concepción, Talcahuano, Temuco, Valdivia, Puerto Montt, Santiago, San Miguel y  Puente Alto, y en el inciso segundo, se suprimen los siguientes juzgados de letras: 4º juzgado de letras de Iquique, 2º juzgado de letras de Santa Cruz, 2º juzgado de letras de Rengo, 3º juzgado de letras de Linares, 2º juzgado de letras de San Carlos, 2º juzgado de letras de Angol, 4º juzgado de letras de Osorno, 2º juzgado de letras de Puerto Varas, 4º juzgado de letras de Punta Arenas, 3º juzgado de letras de San Bernardo y 2º juzgado de letras de Melipilla.



	Las supresiones se ordenan sin perjuicio de las épocas en que entrarán a regir, materia desarrollada en los nuevos artículos 4º y 5º transitorios que proponemos.



	-Las adecuaciones se recogieron en la indicación número 9 presentada por S. E. el Presidente de la República, la que resultó aprobada sin enmiendas por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Larraín, Parra y Viera-Gallo.





Artículo 11



	Introduce diversas modificaciones en el Código Orgánico de Tribunales.





	En el artículo 5º se sustituye su inciso segundo, que enuncia los tribunales ordinarios que integran el Poder Judicial, con el fin de incorporar a los juzgados orales en lo penal y a los juzgados de garantías.



	El precepto que se propone establece que integran el Poder Judicial, como tribunales ordinarios de justicia, la Corte Suprema, las Cortes de Apelaciones, los Presidentes y Ministros de Corte, los juzgados orales en lo penal, los juzgados de garantías y los juzgados de letras.



	Sobre el particular, se formuló la indicación número 22, del H. Senador señor Parra, que reemplaza el inciso segundo para establecer una nueva ordenación de los tribunales, en términos de señalar que integran el Poder Judicial como Tribunales Ordinarios de Justicia la Corte Suprema, las Cortes de Apelaciones, el Presidente de la Corte de Apelaciones de Santiago, un Ministro de la Corte Suprema, los juzgados orales en lo penal, los juzgados de letras y los juzgados de garantía. 



	Su autor explicó que la propuesta tiene por finalidad alterar el orden jerárquico de los tribunales que lleva implícita esta disposición, cambiando la correlación entre los juzgados de letras y los juzgados de garantía. En el precepto que aprobó la Cámara de Diputados, aparecen los juzgados de letras cerrando el orden jerárquico, lo que no resulta acorde con el hecho de que dichos tribunales en muchos casos tendrán competencia mixta, frente a los juzgados de garantía que poseen una competencia acotada y una función muy determinada. Añadió que mantuvo a los tribunales orales en lo penal antes de los juzgados de letras en atención a su carácter colegiado.



	El Presidente de la Excma. Corte Suprema expresó su coincidencia con la indicación, con la única salvedad de que a la Corte le parece adecuado que el juzgado de letras figure antes de los nuevos tribunales, es decir, precediendo tanto a los tribunales orales en lo penal como a los juzgados de garantía.



	La indicación, además, considera como tribunal unipersonal únicamente al Presidente de la Corte de Apelaciones de Santiago y a un Ministro de la Corte Suprema, y no “a los Presidentes y Ministros de Corte”, en general. Ello es coincidente con las indicaciones números 54 y 56, formuladas por el mismo H. señor Senador, que plantean más adelante la supresión de la competencia que tienen hoy un Ministro de Corte de Apelaciones y del Presidente de la Corte Suprema, respectivamente.



	En cuanto a este último punto, la Comisión prefirió no innovar tan drásticamente en materias que no se vinculan con la reforma procesal penal y que, por su naturaleza, merecen un estudio más detenido, lo que hace razonable la propuesta del proyecto de ley, que se limita a introducir los ajustes pertinentes.



	- Por tanto, la indicación resultó aprobada, con enmiendas, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, HH. Senadores señores Larraín, Parra y Viera-Gallo.



	El H. Senador señor Viera-Gallo sugirió eliminar, en el inciso primero de este artículo, que señala que a los tribunales les corresponde el conocimiento de todos los asuntos que se promuevan en el orden temporal dentro del territorio de la República, la expresión “del orden temporal”, por estimar que se explicó en un contexto histórico pero que, en la actualidad, la diferenciación entre el orden temporal y el espiritual para los efectos de determinar la competencia de los tribunales no aporta mayor utilidad.



	- La Comisión acogió esa propuesta, por la misma unanimidad ya expresada.





	En el artículo 11 -que permite a los tribunales requerir de las demás autoridades el auxilio de la fuerza pública, o los otros medios de acción conducentes de que dispusieren, para hacer ejecutar sus sentencias y para practicar o hacer practicar los actos de instrucción que decreten-, se reemplaza la expresión "los actos de instrucción" por "las actuaciones".



	La Comisión estuvo de acuerdo con esa disposición. Si bien “los actos de instrucción” es el concepto utilizado en el inciso tercero del artículo 73 de la Constitución Política de la República, que resulta aplicable a todos los tribunales, se emplea con mayor frecuencia en el proceso penal, por lo cual la enmienda evita cualquier confusión que pudiera surgir en cuanto al alcance de esta expresión en el Código Orgánico de Tribunales. Por lo demás, el concepto de “actuación” es también genérico y lo utiliza el Código de Procedimiento Civil, donde se define la actuación procesal.



	- La modificación fue aceptada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Larraín, Parra y Viera-Gallo. 





	En el título II, “De los jueces de distrito y de los jueces de subdelegación”, se cambia su denominación por "De los juzgados de garantías y de los juzgados orales en lo penal". 



	El título II, y sus artículos 14 a 26, del Código Orgánico de Tribunales, incluido la denominación del mismo, se encuentran derogados, por lo que la Comisión juzgó que resulta incorrecto disponer el cambio de su denominación, ya que lo que corresponde es, simplemente, incorporar, a continuación del artículo 13, un Título II, nuevo, en el sentido indicado precedentemente, con las enmiendas formales del caso.



	- En esa virtud, aprobó intercalar el Título II con dicha denominación por la unanimidad de sus integrantes presentes, HH. Senadores señores Larraín, Parra y Viera-Gallo.





	Párrafo 1º, “De los juzgados de garantías.”.



	- De conformidad con el acuerdo adoptado respecto de la indicación número 1, se aprobó por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Larraín, Parra y Viera-Gallo, denominar este párrafo “De los juzgados de garantía”.



	El artículo 14 regula la conformación de los juzgados de garantías – que considera uno o más jueces con competencia en un mismo territorio jurisdiccional, que actúan y resuelven unipersonalmente los asuntos sometidos a su conocimiento – y la competencia especial que tendrán. Las materias que se les encargan son las siguientes:





	a) Asegurar los derechos del imputado y demás intervinientes durante la investigación y en el procedimiento penal, y resolver todas aquellas cuestiones que la ley someta a su decisión.



	A esta letra se formuló la indicación número 23, del H. Senador señor Parra, que suprime la frase “y resolver todas aquellas cuestiones que la ley someta a su decisión”. Explicó su autor que la indicación tiene por finalidad evitar reiteraciones, ya que en el encabezamiento de este precepto se señala, en términos amplios, que la función de estos jueces será resolver los asuntos sometidos a su conocimiento, y la letra e) añade que conocerán y resolverán los demás asuntos que otras leyes les encomienden. Por eso propone, al mismo tiempo, en la indicación número 24, complementar la letra e) en el mismo sentido de la frase que aquí sugiere eliminar.



	La Comisión estuvo de acuerdo con la propuesta, pero adivirtió, además, que esta letra efectúa una distinción entre la investigación y el procedimiento penal, lo que resulta equívoco e, incluso, incongruente con lo que señala el proyecto de Código Procesal Penal, que considera a la investigación como una etapa del proceso penal, entendido éste en un sentido amplio. En razón de lo anterior, se decidió aludir al proceso penal, y precisar que la atribución de asegurar los derechos se hará conforme a la ley procesal penal.





	b) Dirigir personalmente las audiencias que tengan lugar durante la investigación y  la audiencia de preparación del juicio oral.



	La Comisión coincidió en que la alusión a audiencias que se celebren durante la investigación mueve a confusión, ya que la investigación es asumida por un fiscal del Ministerio Público y no por el juez de garantía, por lo que evaluó la conveniencia de referirse a la “etapa de investigación”. Creyó, sin embargo, que era preferible, en vez de mantener una mención genérica a las audiencias que tengan lugar en una etapa determinada del procedimiento y otra especial a la audiencia de preparación del juicio oral, hacer referencia a las audiencias que procedan, de conformidad a la ley procesal penal.



	c) Dictar sentencia, cuando corresponda, en el procedimiento abreviado que contempla el Código Procesal Penal.



	d) Conocer y fallar las faltas penales de conformidad con el procedimiento contenido en el Libro IV, Título I del Código Procesal Penal.



	En estas dos letras, se acordó reemplazar la referencia al Código Procesal Penal o a determinado grupo de disposiciones de éste por otra a la ley procesal penal, en virtud de encontrarse pendiente en esta Comisión el estudio de dicho Código, por lo que no resulta apropiado que en el proyecto de ley en informe, que será despachado con anterioridad por el Congreso Nacional, se aluda a un cuerpo legal que todavía no existe.



	En relación con la competencia para el conocimiento de las faltas que se entrega al juez de garantía, la Comisión tuvo en cuenta que, conforme al actual artículo 45, letra e), del Código Orgánico de Tribunales, se distingue entre las faltas que son de competencia de los juzgados del crimen y aquellas entregadas al conocimiento de los jueces de policía local que sean abogados. Dicha letra e) del artículo 45 se deroga más adelante, sin perjuicio de lo cual se hizo presente que el proyecto de ley no pretende introducir enmiendas sustantivas en relación con la competencia para el conocimiento de faltas, por lo que la letra d) del artículo en informe simplemente alude a aquellas faltas penales que no deban ser conocidas por otros juzgados.





	e) Conocer y resolver los demás asuntos que otras leyes le encomienden.



	A esta letra se formuló la indicación número 24, del H. Senador señor Parra, que entrega al juez de garantía la función de conocer y resolver todas las cuestiones y asuntos que este Código y otras leyes le encomienden.



	La Comisión se manifestó partidaria de la indicación, precisando que la alusión a “otras leyes” es la “la ley procesal penal” y, atendida la redacción genérica de esta letra, por razones de concordancia acordó eliminar en el encabezado del artículo el término “especialmente”.



	- La indicación número 10, letra a), de S.E.  el Presidente de la República, que hizo suyas las consideraciones de la Comisión, y el artículo resultaron aprobados con modificaciones por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, HH. Senadores señores Larraín, Parra y Viera-Gallo. 





	El artículo 15 dispone que existirá un juzgado de garantías con asiento en las comunas, el número de jueces y la competencia que señala, todo ello en idénticos términos a los que contempla el artículo 1º de esta iniciativa. 



	Este artículo fue objeto de similares indicaciones y propuestas a aquellas que se describieron en relación con el artículo 1º. Las indicaciones recibidas fueron la número 25, del H. Senador señor Stange, que aumenta el número de jueces de garantía en la comuna de Viña del Mar; las indicaciones números 26, 27, 28, 29, 30, 31 y 32, del H. Senador señor Parra, que sugieren diversas enmiendas respecto de los juzgados contemplados para la VIII Región del Bío-Bío, y la indicación número 33, del H. Senador señor Stange, aumenta el número de jueces de garantía en la comuna de Puerto Montt.



	- Todas las indicaciones fueron declaradas inadmisibles por recaer en materias propias de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República.



	- Sin perjuicio de ello, S.E. el Presidente de la República recogió varias indicaciones y sugerencias en la indicación número 10, letra b), que, al igual que el artículo, fue aprobada con enmiendas –destinadas a que la disposición quedara en idénticos términos al artículo 1º- por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Díez.





	El artículo 16 dispone que la distribución de los casos entre los jueces de garantías que integren un mismo juzgado de garantías, se efectuará de a acuerdo a un procedimiento objetivo y general que deberá ser anualmente aprobado por el comité de jueces del juzgado, a propuesta del juez coordinador.



	Este precepto permite a cada juzgado de garantía efectuar la distribución de las causas de acuerdo al procedimiento que más se acomodare a sus características, siempre que sea objetivo y general.



	La Comisión compartió este criterio, sin perjuicio de introducir tres cambios, derivados de consideraciones generales: hacer referencia a “las causas” en vez de “los casos”, por ser la primera una expresión propiamente jurisdiccional y la última haberse reservado, en la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público, para los hechos que corresponde investigar a los fiscales; aludir a “los jueces de los juzgados de garantía” y no a los “jueces de garantía” preferentemente, ya que el apelativo “de garantía” es más propio aplicarlo a los juzgados en los cuales se desempeñarán que a los magistrados que cumplirán funciones en ellos; en virtud de decisiones de la Comisión cuyos fundamentos se describirán más adelante, cambiar la denominación de “juez coordinador” por la de “juez presidente”; y añadir la posibilidad de que el procedimiento sea aprobado en ciertos casos sólo por el juez presidente.



	Desde el punto de vista de la estructura del nuevo párrafo del Código Orgánico de Tribunales, la Comisión optó por ubicar este artículo inmediatamente antes del artículo 15, que indica los distintos juzgados de garantía, el número de jueces que los conformarán y su competencia territorial.



	- En esas condiciones, el artículo fue aprobado en forma unánime por los HH. Senadores señores Larraín, Parra y Viera-Gallo.





Párrafo 2º, “De los tribunales orales en lo penal.”



	El artículo 17 establece que los juzgados orales en lo penal estarán integrados por una o más salas de tres jueces en lo penal. 



	Asimismo, establece sus atribuciones, las que consideran:



	a) Conocer y juzgar los juicios por crimen o simple delito;

	b) Resolver todos los incidentes que se promuevan durante el juicio oral, y

	c) Conocer y resolver los demás asuntos que otras leyes les encomienden.



	El artículo 19 dispone que los tribunales orales en lo penal se organizarán con una administración común y conocerán de los juicios en salas integradas por tres de sus miembros.



	Agrega la disposición que la integración de las salas de estos tribunales y la distribución de los casos entre ellas, se realizará de acuerdo a un procedimiento objetivo y general que deberá ser anualmente aprobado por el comité de jueces del tribunal, a propuesta del juez coordinador.



	La Comisión acordó estudiar conjuntamente estas dos disposiciones.



	Respecto del artículo 17, uniformó la denominación de estos juzgados en “tribunales orales en lo penal”, como una manera de establecer una distinción formal con los juzgados de garantía. 



	En relación con las atribuciones que se les entregan, convino en reemplazar en la letra a) la expresión “juicios” por “causas”, por estimar poco apropiado hablar de “juzgar los juicios”, y precisar en la letra c) que los otros asuntos que legalmente se le encomienden serán determinados por la “ley procesal penal”.



	El inciso final del artículo 19 recibió dos indicaciones, números 42 y 43, ambas del H. Senador señor Parra, que tienen por objeto separarlo en dos,  para tratar separadamente la forma de integrar las salas y la de distribuir los casos entre ellas.



	El primero de los incisos que propone establece que la integración de las salas de estos tribunales se hará mediante sorteo anual que se efectuará el último día hábil del mes de diciembre de cada año.



	El segundo nuevo inciso señala que la distribución de los casos entre las diversas salas se hará de acuerdo a un procedimiento objetivo y general que será anualmente aprobado por el comité de jueces del tribunal, a propuesta del Presidente de dicho comité.



	El H. Senador señor Parra explicó que la primera indicación pretende mantener la tradición del sorteo de nuestros tribunales colegiados, que estimó que ha sido eficiente y le ha dado más transparencia al trabajo judicial. Reflexionó que el mecanismo previsto en el proyecto ofrece el riesgo de que exista un acuerdo permanente y una estructura fija en la organización de estos tribunales, que no parecen convenientes para su funcionamiento. 



	El señor Presidente de la Excma. Corte Suprema se manifestó conteste con esa indicación, ya que el sorteo resulta adecuado para lograr un mejor funcionamiento de estos tribunales debido a la alternancia que produce en la composición de las salas.



	La denominación de “Presidente del comité de jueces” que emplea la segunda indicación en reemplazo de la de “juez coordinador”, fue acogida por la Comisión, debido a que sus atribuciones, según aparece de la enumeración que hace el artículo 24, excederán las de un simple coordinador, en la medida que puede adoptar por sí solo resoluciones de importancia en el ámbito administrativo. 



	Notó la Comisión, por otra parte, que no aparece contemplada expresamente la figura del juez presidente de sala ni sus atribuciones, que el Código, en cambio, trata en forma especial en el caso de las Cortes. Resolvió, a este respecto, crearla y asignarle las atribuciones generales dadas a los presidentes de sala de Cortes de Apelaciones y las demás de orden que la ley procesal penal indique.



	La indicación número 10, letra d), de S.E. el Presidente de la República propuso una nueva redacción para el artículo 19, en ese sentido.



	La Comisión resolvió, en definitiva, refundir las materias a que se refieren los artículos 17 y 19, pero dando lugar siempre a dos artículos, 17 y 18 del texto que proponemos.



	El nuevo artículo 17 dispone, en primer lugar, que los tribunales orales en lo penal funcionarán en una o más salas integradas por tres de sus miembros. De esta forma, a diferencia del texto aprobado por la H. Cámara de Diputados, se conserva el concepto de “integrar sala” en vez de reemplazarlo por el  de “integrar el tribunal”, referido a la pertenencia del juez a un tribunal determinado.



	Luego, se consigna que cada sala será dirigida por un juez presidente de sala, quien tendrá las atribuciones a que alude el artículo 92 y las demás de orden que la ley procesal penal indique.



	Agrega el precepto que la integración de las salas de estos tribunales se determinará mediante sorteo anual que se efectuará durante el mes de enero de cada año. La oportunidad fue sugerida por el señor Presidente de la Excma. Corte Suprema para asemejarla a las reglas generales de las Cortes, que se relaciona con el término del año judicial que tiene lugar ese mes.



	Concluye señalando que la distribución de las causas entre las diversas salas se hará de acuerdo a un procedimiento objetivo y general que deberá ser anualmente aprobado por el comité de jueces del tribunal, a propuesta del juez presidente.



	El nuevo artículo 18, por su parte, consigna las atribuciones de los tribunales orales en lo penal, a que se refiere el inciso segundo del artículo 17 de la iniciativa, con las enmiendas derivadas de las observaciones que mereció a la Comisión y se reseñaron en su momento.



	- Con esos cambios, las indicaciones y los artículos fueron aprobados por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Díez.





	El artículo 18  que se contempla para el Código Orgánico de Tribunales reproduce el artículo 4º de este proyecto de ley, es decir, la mención de las comunas en que tendrán sus asientos los tribunales orales en lo penal, su número de jueces y competencia territorial.



	Recibió parecidas indicaciones y sugerencias a las que se formularon al artículo 4º. Las indicaciones fueron la número 34, del H. Senador señor Stange, que incrementa aumenta la cantidad los jueces de la comuna de Viña del Mar; las indicaciones números 35 y 36, del H. Senador señor Matta, que plantean dos enmiendas a los tribunales orales en lo penal de la VII Región del Maule; las indicaciones números 37, 38, 39 y 40, del H. Senador Parra, relativas a los tribunales considerados para la VIII Región del Bío-Bío, y la indicación número 41, del H. Senador señor Stange, que aumenta el número de jueces para la comuna de Puerto Montt.



	- Las indicaciones fueron declaradas inadmisibles por recaer sobre materias propias de la iniciativa exclusiva de S.E. el Presidente de la República.



	No obstante, varias de ellas y diversas sugerencias se contemplaron en la indicación número 10, letra c), de S.E. el Presidente de la República. 



	- Fue aprobado el artículo y la referida indicación presidencial con las mismas adecuaciones efectuadas al artículo 4º, por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Díez, quienes, además, desde el punto de vista formal, decidieron ubicar este artículo como penúltimo del párrafo, con el número 21.





	El artículo 20 hace aplicable, en lo que no resulte contrario a las normas del Código Procesal Penal y a las expresamente contempladas en este párrafo, las normas sobre acuerdos en las Cortes de Apelaciones contenidas en los artículos 72, 81, 83, 84, 85 y 89 de este Código.



	Ordena que sólo podrán concurrir a las decisiones del tribunal oral en lo penal los jueces que hubieren asistido a la totalidad del juicio oral y que la decisión deberá ser adoptada por la mayoría de los miembros de la sala.



	Preve que,  si pronunciada la decisión de condena y antes de la dictación de la sentencia alguno o algunos de los jueces en lo penal que concurrieron al juicio falleciere, fuere destituido, suspendido de sus funciones o se imposibilitare por enfermedad que se prolongare más allá del plazo a que se refiere el artículo 42 del Código Procesal Penal, se dictará sentencia por los demás jueces que concurrieron al fallo, salvo en el caso de decisión condenatoria que aplique una o más penas privativas de libertad que por sí solas o en conjunto fueren superiores a la pena de crimen, en cuyo caso procederá realizar un nuevo juicio oral.



	Sin perjuicio de lo dispuesto anteriormente, establece la obligación de todos los jueces que hubieren asistido al juicio oral de concurrir a la dictación de la sentencia, aunque hubieren cesado en sus funciones, salvo que, a juicio de los jueces restantes, se encontraren física o moralmente imposibilitados para intervenir en él.



	A continuación, regula la resolución de la dispersión de votos en relación a los fundamentos de la sentencia condenatoria o a la determinación de la pena, caso en el cual el juez que sostuviere la opinión más desfavorable al condenado deberá optar por alguna de las otras. Si se produjere desacuerdo acerca de cuál es la opinión que favorece más al imputado, prevalecerá la que cuente con el voto del Presidente de la sala.



	Sobre este artículo recayeron tres indicaciones, números 44, 45 y 46, todas del H. Senador señor Parra.



	La primera indicación tiene por objeto precisar que la regla consistente en que los acuerdos se adoptarán por la mayoría de los integrantes de la sala reconoce como excepción la aplicación de la pena de muerte, caso en el cual deberá existir unanimidad, según lo dispone el artículo 21.



	La segunda y tercera indicaciones persiguen dar mayor flexibilidad a la situación que se ocasiona cuando entre el pronunciamiento de la decisión y la dictación de la sentencia se produce la ausencia de algunos de los jueces en lo penal que concurrieron al juicio, ya sea por fallecimiento, destitución, suspensión de funciones, enfermedad o cesación en el cargo. 



	Para ese efecto, establecen que la sentencia será dictada por los demás jueces, salvo en caso de una sentencia condenatoria en que la ley tenga establecida para el delito materia del proceso la pena de muerte, ya que en esa situación deberá efectuarse un nuevo juicio oral. Añaden que, producidas algunas de las situaciones de que se trata, los jueces que dictaren la sentencia dejarán constancia en la misma del motivo que originó el impedimento del juez que no concurrió a su dictación.



	La Comisión compartió las ideas que inspiran las indicaciones, puesto que, con ocasión del estudio del proyecto de ley sobre nuevo Código Procesal Penal, ha decidido abandonar el criterio de que, ante la ausencia de alguno de los jueces que concurrió al juicio oral al momento de dictarse la sentencia, se invalide el procedimiento y deba volver a realizarse todas las actuaciones, y reemplazarlo por la posibilidad de que se pronuncie sentencia por los jueces que concurrieron al juicio.



	Esta misma circunstancia, empero, la hizo reflexionar sobre la conveniencia de concordar la disposición que se analiza con el proyecto de Código Procesal Penal, a la luz de los acuerdos adoptados hasta la fecha y los que pudieran adoptarse al reanudar su estudio. Tuvo particularmente en cuenta la información proporcionada por el profesor señor Bofill, en el sentido de que, por haber sido el Código Procesal Penal el primer anteproyecto elaborado para la reforma procesal penal, se incluyeron en él reglas que podrían estimarse propias del Código Orgánico de Tribunales, como es el caso. 



	Advirtió la Comisión que, también como consecuencia de los acuerdos adoptados hasta ahora respecto del proyecto de Código Procesal Penal, no resulta congruente la aplicación del artículo 85 del Código Orgánico de Tribunales –que se dispone en el inciso primero del artículo en informe- a los tribunales orales en lo penal. El artículo 85, en efecto, parte del supuesto de que la redacción del fallo sigue de inmediato al acuerdo adoptado, y en cambio, la idea del Código Procesal Penal es que el acuerdo desemboque en la decisión que se pronunciará oralmente de inmediato, la cual podrá desfasarse de la expedición de la sentencia escrita. 



	En virtud de estas consideraciones, la Comisión decidió mantener en este proyecto de ley sólo la idea del primero de los incisos propuestos, esto es, consignar la regla general de que las decisiones de los tribunales orales en lo penal se regirán, en lo que no resulte contrario a las normas de este párrafo, por las reglas sobre acuerdos en las Cortes de Apelaciones contenidas en los artículos 72, 81,83, 84 y 89.



	Los demás preceptos se estudiarán a la luz de las resoluciones que se adopten al examinar el proyecto de Código Procesal Penal, de forma tal que, si se acordare incluirlos en el Código Orgánico de Tribunales, podrá hacerse en su momento por la vía de adicionarle nuevos incisos a este mismo artículo.



	- Con vistas a ese estudio ulterior, la unanimidad de los integrantes de la Comisión,  HH. Senadores señores Larraín, Parra y Viera-Gallo, aprobó el inciso primero en la forma descrita y rechazó los demás incisos y las indicaciones que se les formularon.





	El artículo 21 regula las normas a seguir para la imposición de la pena de muerte por el tribunal  oral en lo penal.



	Señala que se podrá imponer dicha sanción sólo si existe acuerdo unánime de todos sus miembros, ya que, cuando resulte simple mayoría, se aplicará la pena inmediatamente inferior en grado.



	Si el tribunal pronunciare una condena a muerte deberá, a continuación, deliberar sobre si el condenado parece digno de indulgencia y qué pena proporcionada a su culpabilidad podría sustituir a la de muerte. El resultado de esta deliberación será consignado en un oficio que el tribunal remitirá oportunamente al Ministerio de Justicia, junto con una copia de la sentencia definitiva. 



	Finalmente, expresa que el Ministerio hará llegar los antecedentes al Presidente de la República a fin de que resuelva si ha o no lugar a la conmutación de pena o al indulto.



	La indicación número 47, del H. Senador señor Stange, propone la supresión de este última norma. 



	Se tuvo presente por la Comisión que esta disposición, en lo sustancial, se limita a reproducir la actual norma del artículo 73 del Código Orgánico de Tribunales, que se deroga más adelante. Precisó, por lo mismo, que el acuerdo unánime que se requiere es el de los miembros de la sala que conoció la causa.



	En lo que concierne a la indicación, razonó la Comisión de que -sin perjuicio de lo que resuelva en definitiva el Congreso Nacional en materias de indulto y de pena de muerte-, el último precepto se encuentra vigente y se ajusta a lo que dispone el Pacto de San José de Costa Rica, en orden a que siempre procederá el indulto de los condenados a muerte.



	- La Comisión prestó su aprobación al artículo, con enmiendas, en forma unánime, por sus integrantes presentes HH. Senadores señores Larraín, Parra y Viera-Gallo, y, con la misma votación, rechazó la indicación presentada. 



- - -



	La Comisión, como se explicará al reseñar el debate suscitado por la indicación número 10, letra r), del Ejecutivo, presentada al artículo 312, intercaló un artículo 21 A, nuevo, que contempla la constitución y funcionamiento de los tribunales orales en lo penal fuera de su lugar de asiento.



- - -



	Párrafo 3º, “Del Comité de Jueces”.



	El artículo 22 establece la existencia, en cada juzgado de garantías de composición plural, y en cada tribunal oral en lo penal, de un comité de jueces. 



	Manifiesta en seguida que, en aquellos juzgados o tribunales compuestos por cinco jueces o menos, el comité de jueces se conformará por todos ellos.



	En aquellos juzgados o tribunales conformados por más de cinco jueces, el comité de jueces lo compondrán los cinco jueces que sean designados por la mayoría del tribunal, renovándose en forma parcial y cada dos años, mediante un sistema rotativo que promueva la participación de todos ellos en dichas funciones, pudiendo ser reelegidos. 



	Los acuerdos del comité de jueces se adoptarán por mayoría de votos, decidiendo en caso de empate el voto del juez coordinador.



	La indicación número 48, del H. Senador señor Parra, reemplaza el inciso tercero, que se refiere a la integración del comité de jueces cuando se trate de tribunales con más de cinco jueces, para eliminar la norma relativa a la renovación de dichos jueces. En cambio, consigna que uno de los jueces que integren el comité será su presidente, el que será designado mediante sorteo.



	La Comisión se detuvo, en primer término, en la idea consagrada en el proyecto de que exista un comité de jueces en todos los juzgados de garantía “de composición plural”, expresión referida a aquellos que tengan más de un juez, como resulta de los dos últimos incisos del artículo siguiente, que se ponen en el caso de que el juzgado de garantía tenga un solo juez, y resuelven que en tal evento ciertas facultades del comité de jueces sean ejercidas por la Corte de Apelaciones y otras por el propio juez.



	Discurrió, al respecto, que la existencia de un comité de jueces se justifica cuando en el juzgado de garantía sirvan tres o más jueces, y que deberían darse reglas especiales tanto si se desempeña en el juzgado un juez o lo hacen dos jueces.



	En cuanto a la forma de nombramiento de los integrantes del comité en aquellos juzgados o tribunales con más de cinco miembros, prefirió hablar de elección cada dos años, lo que no obsta a que puedan ser reelegidos. Le pareció más aconsejable que instaurar en la ley un sistema rotativo, dejar entregado a los propios involucrados la selección de quienes se considere dotados de mayor idoneidad o que demuestren más interés para desempeñar esas funciones. 



	Compartió la indicación del H. Senador señor Parra en lo relativo a establecer el sistema de designación del juez presidente, pero prefirió también consagrar su elección por los miembros del comité de jueces y no el sorteo entre ellos. Añadió que desempeñará ese cargo por dos años, y podrá ser reelegido hasta por un nuevo período.



	Notó, además, que no se contemplan normas para reemplazar a algún miembro del comité o al presidente que se ausentare o cuyo cargo vacare por cualquier causa. Para esa eventualidad, acordó que el miembro del comité será reemplazado, provisoria o definitivamente según el caso, por el juez que hubiere obtenido la más alta votación después de los que hubieren resultado electos y, en su defecto, por el juez más antigüo de los que no integraren el comité de jueces. En caso de ausencia o imposibilidad del juez presidente, será suplido en el cargo por el juez más antigüo si ella no superare los tres meses, o se procederá a una nueva elección para ese cargo si el impedimento excediere de ese plazo.



	La indicación número 10, letra e), de S.E. el Presidente de la República, acogió parte del debate referido a la composición, presidencia y reemplazo en el caso de los comités de jueces de juzgados o tribunales con más de cinco jueces.



	- En esa virtud, el precepto y las indicaciones resultaron aprobados, con enmiendas, por la unanimidad de los HH. Senadores señores Larraín, Parra y Viera-Gallo.





	El artículo 23 enumera las atribuciones que tendrá el comité de jueces, en seis letras, y, en sus dos últimos incisos, señala aquellas que quedarán radicadas en la Corte de Apelaciones respectiva y en el mismo juez, tratándose de juzgados de garantías integrados por un solo juez.



	A este artículo se le formuló la indicación número 49, del H. Senador señor Parra, que propone sustituirlo.



	a) Aprobar los procedimientos objetivos y generales a que se refieren los artículos 16 y 19, en su caso. 



	La Comisión fue partidaria de aprobar en esta parte la indicación, que propone considerar en singular la mención de los procedimientos, en atención a que en ambos artículos se considera uno solo para el juzgado o tribunal de que se trate, y, debido al cambio de ubicación de los artículos a que se alude, reemplazó la referencia por otra a los números 15 y 17, respectivamente.



	b) Designar, de la terna que le presente el juez coordinador, al administrador del tribunal.



	La indicación elimina la presentación de terna, sólo desde un punto de vista formal, porque la continúa exigiendo en el artículo siguiente, relativo a las atribuciones del juez coordinador. La Comisión acordó mantener la norma, reemplazando el concepto de “juez coordinador” por el de “juez presidente”.



	c) Evaluar la gestión del administrador del tribunal y calificarlo anualmente.



	Estimó la Comisión que, aunque son aspectos relacionados la evaluación anual de la gestión del administrador y la calificación de éste, es preferible diferenciar el órgano encargado de efectuarlos. Ya el proyecto, en el artículo siguiente, letra e), parte final, encomienda al juez presidente la presentación al comité de jueces de la evaluación anual de la gestión del administrador. Teniendo en vista la vinculación inmediata que existirá entre el juez presidente del comité de jueces y el administrador, se resolvió que a éste le corresponda evaluar anualmente su gestión –lo que se consigna en el artículo 24- y al comité de jueces calificarlo anualmente, atribución que quedó contemplada en esta letra.



	d) Resolver acerca de la remoción del administrador del tribunal, a solicitud del juez coordinador.



	La indicación suprime la petición del juez coordinador, también por razones de forma, ya que ella se contempla en el artículo 24. La Comisión acogió esta parte de la indicación.



	e) Conocer de la apelación en contra de la resolución del juez coordinador que remueva al subadministrador, a los jefes de unidades y al personal de empleados del tribunal.



	La indicación hace recaer en el comité de jueces el pronunciamiento sobre la remoción de dichos funcionarios, a proposición del presidente del comité, por resolución fundada. Propone, además, añadir como atribución la de aprobar, a propuesta del administrador del juzgado o tribunal, la designación del personal.



	Al analizar las distintas opciones, la Comisión coincidió en que el proyecto de ley se inspira en la concepción de entregar a una persona especializada, el administrador, la resolución de los aspectos administrativos del juzgado o tribunal, bajo la conducción del juez presidente, de forma que los jueces solamente se ocupen del ejercicio de la función jurisdiccional. En esa idea, el comité de jueces se concibe como una estructura de última instancia para la resolución de aquellas cuestiones que son de mayor trascendencia para el tribunal. Por lo mismo, le pareció adecuado que el proceso de contratación del personal del tribunal o del juzgado quede radicado en el administrador, quien elaborará la terna para que el comité de jueces proceda al nombramiento.



	En cuanto a la remoción del personal, la Comisión también fue partidaria de entregarla al administrador del tribunal, sin perjuicio de la posibilidad que le cabrá al afectado de apelar de tal resolución ante el comité de jueces, que será en definitiva el encargado de resolver sobre el particular.



	Sobre esas bases, la indicación número 10, letra f), del Ejecutivo, propuso la incorporación de una nueva letra e), referida a la designación del personal del juzgado o tribunal, a propuesta en terna del administrador, y una letra f), relativa al conocimiento de las apelaciones que se interpongan en contra de la resolución del administrador del tribunal que remueva al subadministrador, jefes de unidades o personal. Con ligeras enmiendas de forma, ambas letras fueron aprobadas por la Comisión.



	f) Decidir el proyecto de plan presupuestario anual que le presente el juez coordinador, para ser propuesto a la Corporación Administrativa del Poder Judicial.



	La indicación del H. Senador señor Parra, acogida con enmiendas, reemplaza al juez coordinador por el presidente del comité.



	A continuación, la misma indicación agrega una nueva atribución para el comité de jueces: la de conocer de todas las demás materias que señale la ley o que sean propias en atención a la naturaleza de sus funciones. Ella también se contempló en la indicación presidencial antes mencionada. Fue aceptada por la Comisión, con modificaciones formales.



	Los incisos segundo y tercero del artículo en informe disponen que, en los juzgados de garantías integrados por un solo juez, corresponderán a la Corte de Apelaciones respectiva las atribuciones de designar al administrador del tribunal, evaluar su gestión y calificarlo anualmente, resolver acerca de su remoción y conocer de la apelación en contra de la resolución del juez coordinador que remueva al subadministrador, a los jefes de unidades y al personal de empleados del tribunal. La decisión acerca del proyecto de plan presupuestario anual que presente el juez coordinador, para ser propuesto a la Corporación Administrativa del Poder Judicial, quedará radicada en el mismo juez.



	La indicación del H. Senador señor Parra entrega también en tal caso a la Corte de Apelaciones respectiva el ejercicio de determinadas atribuciones, y puntualiza que además conocerá de los recursos de apelación que se interpusieren contra la resolución del comité de jueces que remueva al subadministrador, a los jefes de unidades y al personal de empleados del Tribunal.



	La Comisión, acorde con lo resuelto al tratar el artículo anterior, en el sentido de que exista comité de jueces en los juzgados de garantía en los que sirvan tres jueces o más, aceptó la idea de que, en los juzgados de garantía en los que se desempeñen uno o dos jueces, es preciso establecer un mecanismo de resolución sobre aquellas materias de particular importancia, a nivel de Corte de Apelaciones. 



	En igual sentido se pronunció la indicación presidencial número 10, letra f), en su parte pertinente. 



	En definitiva, por razones de expedición, la Comisión distinguió ciertas materias cuyo conocimiento se  radicará en el Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva, y otras que se encomendará al juez que cumpla la función de juez presidente. Las primeras son la designación del administrador del tribunal, su calificación anual, su remoción y conocer de la apelación en contra de la resolución del administrador que remueva personal. Las restantes consisten en la aprobación del procedimiento objetivo y general de distribución de causas, la designación del personal, la decisión sobre el proyecto de plan presupuestario anual y, en general, el conocimiento de las demás materias que le sean propias.



	- De acuerdo a lo anterior, la unanimidad de los integrantes de la Comisión, HH. Senadores señores Larraín, Parra y Viera-Gallo, aprobó este artículo y las indicaciones con enmiendas.





	Párrafo 4º , “Del Juez Coordinador”.



	La indicación número 50, del H. Senador señor Parra, reemplaza la denominación de este párrafo por “Del presidente del comité de jueces”.



	La Comisión estimó que la denominación que plantea la indicación es más adecuada a la naturaleza del cargo y de las funciones que asume este juez: si existe un comité de jueces, resulta lógico que exista un par que asuma la función de presidirlo y que reciba el título de presidente.



	- En consecuencia, acordó reemplazar la expresión “juez coordinador” por “juez presidente del comité de jueces”, por la unanimidad de sus integrantes presentes HH. Senadores señores Larraín, Parra y Viera-Gallo.





	El artículo 24 establece que, en los juzgados de garantías en los que sirvan dos o más jueces de garantías, y en cada tribunal oral en lo penal, habrá un juez coordinador, que será electo por  los jueces que sirvan en el tribunal, quien durará dos años en el cargo y podrá ser reelecto por los períodos siguientes.



	Declara que al juez coordinador le corresponderá velar por el adecuado funcionamiento del juzgado y que, en cumplimiento de esta función, tendrá los deberes y atribuciones que describe en  nueve letras.



	El inciso final permite que, si hay varios jueces, el desempeño de las funciones de juez coordinador signifique una reducción de su trabajo jurisdiccional.



	La indicación número 51, del H. Senador señor Parra, sustituye este artículo.



	El inciso primero de dicha proposición establece que el comité de jueces sea elegido por los jueces que sirvan en el tribunal, y que el cargo de presidente sea asumido por un juez que será designado mediante sorteo entre los jueces del juzgado o tribunal, o los elegidos por él. Tratándose de los jueces elegidos, incluyendo al presidente, durarán dos años en el cargo y podrán ser reelectos por los períodos siguientes, sometiéndose al procedimiento señalado para la designación del presidente.



	El H. Senador señor Parra explicó que la idea que trasunta la proposición es que la presidencia del comité siga la misma línea de las Cortes de Apelaciones, es decir, por antigüedad y sorteo, y que el resto del comité sea elegido, lo que va en concordancia con la indicación número 48, también de su autoría.



	La Comisión fue de parecer que, al hacer participar a todos los jueces en la elección del juez presidente, como plantea el artículo, o en un sorteo que se haría para tal efecto, como sugiere la indicación, se corre el riesgo de que asuma esa función algún juez que no tenga mayor interés en desarrollar las distintas obligaciones administrativas que significa el cargo. En esa medida, mantuvo la decisión adoptada con ocasión del artículo 22, en el sentido de que el juez presidente sea elegido de entre los miembros del comité de jueces,  eliminando del artículo en informe su primer inciso.



	A continuación, la Comisión analizó cada una de los deberes y atribuciones que se señalan para el presidente del comité, y que se enmarcan dentro de su función general de velar por el adecuado funcionamiento del juzgado o tribunal.



	a) Relacionarse con la Corporación Administrativa del Poder Judicial en todas las materias relativas a la competencia de ésta.



	No mereció observaciones a la Comisión.



	b) Proponer al comité de jueces el procedimiento objetivo y general a que se refieren los artículos 16 y 19.



	Esta referencia se cambió por la de los artículos 15 y 17.



	c) Elaborar anualmente una cuenta de la gestión jurisdiccional del juzgado.



	La Comisión añadió la expresión “o tribunal”.



	d) Aprobar tanto el diseño de la gestión administrativa del tribunal, como la propuesta de designación, evaluación y calificación del personal que le presente el administrador del tribunal. 



	Los señores representantes del Ejecutivo explicaron que con el “diseño de la gestión administrativa” se quiere manifestar que el administrador será el encargado, por una parte, de determinar la ubicación de cada funcionario en las distintas unidades que integrarán el tribunal, de tal forma de ir adecuando las funciones que cumplirá el personal a las necesidades que se presenten, lo cual corresponde a un modelo más dinámico que el habitual de estructuras predeterminadas; y por otra parte, de resolver las demás cuestiones relativas al funcionamiento del tribunal.



	La Comisión estimó que, si lo esencial del  diseño de la gestión administrativa se refiere a la distribución del personal al interior del juzgado o tribunal, es preferible expresarlo directamente, para que no surja la inquietud acerca de la función concreta que asumirá el juez presidente.



	Los señores representantes del Ejecutivo hicieron presente, por otra parte, que los directivos de la Asociación Nacional de Empleados del Poder Judicial solicitaron aclarar quiénes son los encargados de efectuar la evaluación y la calificación del personal. La proposición de dicho organismo es que el administrador realice solamente la evaluación, y presente todos los antecedentes al juez presidente del comité, para que éste practique la calificación.



	La  Comisión estuvo de acuerdo con esa propuesta, y a la luz del debate producido, decidió señalar en forma diferenciada las atribuciones que se consultan en esta letra. De esta forma, el juez presidente del comité de jueces asumirá tres atribuciones: aprobar los criterios de gestión administrativa que le proponga el administrador y supervisar su ejecución; aprobar la distribución del personal que le presente el administrador y calificar al personal, teniendo a la vista la evaluación que le presente el administrador. 



	Dejó constancia de que la atribución de supervisar la gestión administrativa significa que, no obstante ser el administrador del tribunal el encargado de la administración, el juez presidente estará facultado para requerir antecedentes respecto de los elementos de juicio que se han tomado en consideración para los efectos de realizar determinadas actuaciones. 



	e) Presentar al comité de jueces una terna para la designación del administrador del tribunal, así como la evaluación anual de su gestión.



	La indicación del H. Senador señor Parra propone consultar en letras separadas la designación y la evaluación del administrador.



	La Comisión también prefirió consultar en letras distintas estas atribuciones, porque la de evaluar anualmente la gestión del administrador del tribunal será ejercida directamente por el juez presidente.



	f) Aprobar, por resolución fundada, la remoción del subadministrador, de los jefes de unidades y del personal de empleados del tribunal, a propuesta del administrador.



	La indicación plantea que el juez presidente proponga al comité de jueces, por resolución fundada, la remoción del subadministrador, de los jefes de unidades y del personal de empleados del juzgado o tribunal, según informe del administrador.



	En el artículo 22, que se refiere a las atribuciones del comité de jueces, se estableció  que dicho órgano será el encargado de resolver la apelación en contra de la resolución del administrador que remueva al personal. En consecuencia, no le cabe en la materia ninguna atribución especial al juez presidente, por lo que fue suprimida este letra y desechada esta parte de la indicación.



	g) Proponer al comité de jueces la remoción del administrador del tribunal. 



	Fue aprobada por la Comisión en los mismos términos.



	h) Presidir el comité de jueces.



	Se aprobó, pero ubicándola como nueva letra a).



	i) Todas las demás atribuciones que señale la ley o que sean propias de la naturaleza de sus funciones. 



	La Comisión prefirió suprimir esta letra, ya que si la ley le entrega otras facultades al juez presidente, es innecesario aludir a ellas aquí, y la asaltó la inquietud de que la alusión a atribuciones propias de la naturaleza de sus funciones se ajuste al marco orgánico constitucional propio de la ley sobre organización y atribuciones de los tribunales, desde el momento en que éstas han de consignarse en forma expresa.



	La indicación del H. Senador señor Parra plantea a continuación la posibilidad que el presidente suspenda de sus funciones al administrador, subadministrador, jefes de unidades y personal del tribunal o juzgado atendida la naturaleza de los hechos que invoque, dando cuenta al comité. 



	Sobre el particular, la Comisión acordó no agregar esta regla, ya que por su naturaleza debe estudiarse con ocasión del procedimiento encaminado a hacer efectiva la responsabilidad administrativa de dichos funcionarios.



	El inciso final del artículo expresa que, en caso de existir varios jueces, el desempeño de las funciones de juez coordinador del juzgado podrá significar una reducción, total o parcial, del trabajo jurisdiccional del respectivo juez, en proporción al tiempo que deba invertir en el cumplimiento de las tareas propias del cargo, según determine el comité de jueces.



	La Comisión se pronunció a favor de la indicación, que plantea igual criterio pero con una redacción más directa, señalando que el desempeño de las funciones del presidente del comité podrá significar una reducción proporcional de su trabajo jurisdiccional, según lo determine el comité de jueces.



	La indicación número 10, letra g), de S.E. el Presidente de la República, recogió en lo fundamental el debate habido en la Comisión.



	Adicionalmente, la Comisión concordó en la necesidad de contemplar reglas especiales para los juzgados de garantía en los que se desempeñe un solo juez o que estén conformados por dos jueces.



	En el primer caso, el juez tendrá las atribuciones del juez presidente, con excepción de las de presidir el comité de jueces y de proponerle a éste el procedimiento objetivo y general de distribución de causas, que no se justifican atendido el carácter unipersonal del juzgado. Se exceptúan también las atribuciones de presentar una terna para la designación del administrador del tribunal y de proponer la remoción de éste, que ejercerá el juez ante el Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva.



	En el caso de los juzgados de garantía conformados por dos jueces, las atribuciones del juez presidente, con las mismas excepciones anteriores, se radicarán alternadamente y por períodos anuales en uno de ellos, empezando por el más antigüo.



	- En virtud de lo anterior, el artículo y las indicaciones fueron aprobadas con enmiendas por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, HH. Senadores señores Larraín, Parra y Viera-Gallo. 





	Párrafo 5º, “De la organización administrativa de los juzgados de garantías y de los tribunales orales en lo penal”.





	El artículo 25 señala las unidades con que contarán los juzgados de garantías y los tribunales orales en lo penal para el cumplimiento eficaz y eficiente de las funciones que se les encomiendan. Estas son las siguientes:



	1.- Unidad de Atención de Público, que tendrá como función otorgar una adecuada atención, orientación e información al público que concurra al juzgado, especialmente a la víctima, al defensor y al imputado, recibir la información que éstos entreguen y manejar la correspondencia del juzgado.

	2.- Unidad de Servicios, que asumirá las labores de contabilidad y de apoyo a la actividad administrativa del tribunal, y la coordinación y abastecimiento de todas las necesidades físicas y materiales para la realización de las audiencias penales.

	3.- Unidad de Administración de Causas, que tendrá a su cargo toda la labor relativa al manejo de causas y registros del proceso penal en el juzgado, incluídas las relativas al manejo de las fechas y salas para las audiencias; al archivo judicial básico y al número de rol de las causas nuevas; a la primera audiencia judicial de los detenidos; a la actualización diaria de la base de datos que contenga las causas del juzgado; a las estadísticas básicas del juzgado; al soporte técnico de la red computacional del juzgado y, en general, asesorar al administrador del tribunal en la adquisición de nuevas tecnologías para el flujo y manejo de la información.

	4.- Unidad de Sala, que tendrá como función principal el apoyo a la realización de las audiencias. 

	5.- Unidad de Testigos y Peritos, cuyo objetivo será asumir la adecuada y rápida atención, información y orientación a los testigos y peritos citados a declarar en el transcurso de un juicio oral. Esta unidad se organizará solamente en los juzgados en lo penal.



	De acuerdo al artículo 26, se dispone que la Corporación Administrativa del Poder Judicial determinará, conforme con el inciso segundo del artículo 498�, esto es, a lo menos cada cinco años, las funciones que corresponden a cada uno de los cargos de la planta del personal de empleados de los  tribunales orales en lo penal y de los juzgados de garantías.



	Ambos artículos se estudiaron en conjunto por la Comisión, la que consideró necesario establecer un mayor grado de flexibilidad en la organización interna de los juzgados y tribunales, lo que no se consigue con la existencia de determinadas unidades administrativas por mandato legal. En cambio, le pareció que la especialización del trabajo que contempla el artículo 25 corresponde a las distintas funciones que deben cumplirse en los juzgados de garantía y los tribunales orales en lo penal. Por consiguiente, decidió señalar que éstos se organizarán en unidades administrativas para el cumplimiento eficaz y eficiente de las funciones que allí se describen.



	Estimó conveniente, al mismo tiempo, que la determinación precisa de las unidades administrativas que tendrán a su cargo el cumplimiento de esas funciones sea determinada periódicamente por la Corporación Administrativa del Poder Judicial. Ya existe el precedente del aludido inciso segundo del artículo 498, que le encomienda la tarea de determinar, al menos cada cinco años, las funciones que deben cumplir cada uno de los cargos del Escalafón del Personal de Empleados, en la misma idea de ir efectuando las adecuaciones que el transcurso del tiempo demuestre como necesarias para lograr el mejor funcionamiento de los tribunales.



	Con vistas a ese objetivo, optó por sustituir el artículo 26, que nada aporta a la situación actual, puesto que es evidente que la Corporación Administrativa del Poder Judicial tendrá que cumplir igual cometido de determinar las funciones que corresponden a los cargos de empleados de los nuevos juzgados y tribunales, y consignar en su reemplazo el mandato para que ella determine, al mismo tiempo, las unidades administrativas con que contará cada juzgado o tribunal para el cumplimiento de las funciones señaladas en el artículo 25.



	En cuanto a las funciones, se introdujeron algunas enmiendas, como considerar en primer término la de sala, concebida como la organización y asistencia a la realización de las audiencias; trasladar desde la función de administración de causas a la de servicios el soporte técnico de la red computacional, y precisar que la administración de causas comprende también la actividad de ingreso de las causas nuevas, que no aparecía considerada.



	La indicación número 10, letra h), de S.E. el Presidente de la República, propuso una nueva redacción para los artículos 25 y 26, que se hace cargo del debate habido en la Comisión.



	- Con ligeras enmiendas, dicha indicación sustitutiva fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Díez, Larraín y Viera-Gallo.





	En el artículo 28, que contempla los juzgados de letras existentes en la Primera Región de Tarapacá, se disminuyen de cuatro a tres los juzgados con asiento en las comunas de Arica e Iquique.



	S.E. el Presidente de la República, mediante su indicación número 10, letra i), suprimió la disminución en el caso de la comuna de Arica.



	- La Comisión acogió la propuesta en esos términos, adicionándole el reemplazo de la expresión “jurisdicción” por “competencia” planteado en la indicación número 2, del H. Senador señor Parra.





	En el artículo 29, referente a los juzgados de la Segunda Región de Antofagasta, se eliminan los tres juzgados del crimen con asiento en la Comuna de Antofagasta.



	S.E. el Presidente de la República, mediante su indicación número 10, letra j), elevó de tres a cuatro los juzgados civiles de la comuna de Antofagasta.



	- La Comisión aceptó ambas propuestas, añadiéndole el reemplazo de la expresión “jurisdicción” por “competencia”.





	En el artículo 30, relativo a los juzgados de letras de la Tercera Región de Atacama, se disminuye de cuatro a tres los juzgados con asiento en la comuna de Copiapó.



	La indicación número 10, letra k), de S.E. el Presidente de la República, suprimió tal disminución.



	- La Comisión acogió la indicación, con lo que sólo se reforma este artículo para sustituir la expresión “jurisdicción” por “competencia”.





	En el artículo 31, que menciona los juzgados de letras existentes en la Cuarta Región de Coquimbo, se rebajan de tres a dos los tribunales con asiento en las comunas de La Serena y de Coquimbo , respectivamente.



	- Se rechazó, por razones de armonía con lo dispuesto en el artículo 10, aprobándose únicamente el reemplazo de la expresión “jurisdicción” por “competencia”.





	En el artículo 32, relativo a los juzgados de letras de la Quinta Región de Valparaíso, se eliminan los cinco juzgados del crimen con asiento en la comuna de Valparaíso y los tres juzgados del crimen con asiento en la comuna de Viña del Mar.



	El Ejecutivo, por indicación número 10, letra l), propuso además suprimir la competencia de los dos juzgados de letras de San Antonio sobre la comuna de Navidad, de la Sexta Región.



	- Ambas propuestas fueron aprobadas por la Comisión, junto con el cambio de la expresión “jurisdicción” por “competencia”.





	En el artículo 33, que contempla los juzgados de letras de la Sexta Región del Libertador General Bernado O’Higgins, se eliminan los tres juzgados del crimen con asiento en la comuna de Rancagua, se crean dos nuevos juzgados, en Litueche y Peralillo, y se redistribuye entre esos juzgados y los de Santa Cruz y Pichilemu la competencia territorial que actualmente tienen estos dos últimos.



	Los juzgados que se consideran son: uno, con asiento en la comuna de Santa Cruz, con jurisdicción sobre las comunas de Santa Cruz, Chépica y Lolol; otro con asiento en la comuna de Pichilemu, con jurisdicción sobre la misma comuna; el tercero, con asiento en la comuna de Litueche, con jurisdicción sobre las comunas de Navidad, Litueche y La Estrella, y finalmente un cuarto, con asiento en la comuna de Peralillo, con jurisdicción sobre las comunas de Marchihue, Paredones, Pumanque, Palmilla y Peralillo.



	La indicación número 10, letra ll), de S.E. el Presidente de la República, sugirió además disminuir de dos a uno la cantidad de juzgados de letras con asiento en la comuna de Rengo.



	- La Comisión aceptó todas esas propuestas, agregándole el reemplazo de la expresión “jurisdicción” por “competencia”.





	En el artículo 34, que establece los juzgados de la Séptima Región del Maule, se disminuye de tres a dos los juzgados con asiento en la comuna de Linares.



	- Se aceptó, sustituyéndose también la expresión “jurisdicción” por “competencia”.





	En el artículo 35, relativo a los juzgados de letras de la Octava Región del Bío-Bío, se efectúan diversas modificaciones.



	En primer lugar, se sustrae de la jurisdicción de los juzgados de letras en lo civil con asiento en la comuna de Concepción a la comuna de Hualqui; en seguida, se eliminan los juzgados del crimen – dos con asiento en la comuna de Chillán, cuatro con asiento en la comuna de Concepción y dos con asiento en la comuna de Talcahuano-; luego, se reduce de dos a uno los juzgados con competencia común con asiento en la comuna de San Carlos; se elimina la comuna de Tucapel de la jurisdicción del juzgado con asiento en la comuna de Yungay, y la comuna de Antuco de la de los juzgados con asiento en la comuna de Los Angeles; se reduce de dos a uno los juzgados con asiento en las comunas de Coronel y Arauco, y se crea un juzgado con asiento en la comuna de Hualqui y otro con asiento en la comuna de Tucapel.



	El Ejecutivo, mediante su indicación número 10, letra m), suprimió la exclusión de las comunas de Tucapel y Antuco de la competencia de los juzgados de letras de Yungay y Los Angeles, respectivamente; dejó al juzgado con asiento en la comuna de Yumbel sólo con competencia sobre la misma comuna, excluyendo a la de Cabrero; suprimió la reducción a un juzgado de los dos con asiento en Coronel, y reemplazó la creación de los nuevos juzgados en Hualqui y Tucapel por la creación de un juzgado con asiento en la comuna de Cabrero, con competencia sobre la misma comuna.



	- La Comisión aprobó los cambios con las enmiendas contenidas en la indicación del Ejecutivo, salvo, por razones de concordancia, la exclusión de la comuna de Hualqui de la competencia de los juzgados de letras en lo civil de Concepción, que suprimió; reemplazó el concepto de “jurisdicción” por el de “competencia”, e introdujo ajustes de forma.





	En el artículo 36, que contempla los juzgados de letras que existen en la Novena Región de la Araucanía, se efectúan varios cambios: se eliminan los tres juzgados del crimen con asiento en la comuna de Temuco; se sustrae de la jurisdicción de los juzgados con asiento en la comuna de Angol a las comunas de Los Sauces y Purén; se crea un juzgado con asiento en la comuna de Purén, con jurisdicción sobre esas dos comunas; se excluye de la jurisdicción del juzgado con asiento en la comuna de Pitrufquén a la comuna de Toltén y se crea al mismo tiempo un juzgado con asiento en esta última comuna, con jurisdicción sobre ella.



	La indicación número 10, letra n), de S.E. el Presidente de la República, propuso además reducir de dos a uno la cantidad de juzgados de letras con asiento en la comuna de Angol.



	- La Comisión aprobó todas esas enmiendas, a las que agregó el reemplazo de la expresión “jurisdicción” por “competencia”.





	En el artículo 37, concerniente a los juzgados de letras de la Décima Región de Los Lagos, se disminuye de cuatro a dos los juzgados con asiento en las comunas de Valdivia y Osorno; se sustrae de la jurisdicción de los juzgados con asiento en la comuna de Puerto Montt a la comuna de Hualaihué; se reduce de dos a uno los juzgados con asiento en la comuna de Puerto Varas y, finalmente, se crea un juzgado con asiento en la referida comuna de Hualaihué y jurisdicción sobre la misma comuna.



	- Tales propuestas se aprobaron por la Comisión, junto con el reemplazo de la expresión “jurisdicción” por “competencia” y enmiendas formales.





	En el artículo 38, relativo a los juzgados existentes en la Décimo Primera Región de Aisén, del General Carlos Ibáñez del Campo, se disponen, asimismo, variadas modificaciones.



	Ellas consisten en reemplazar la denominación "Décimo Primera" por "Undécima"; reducir los juzgados con asiento en la comuna de Coihaique de dos a uno; cambiar su jurisdicción sobre las comunas de la provincia de Coihaique por otra sobre las comunas de Coihaique y Río Ibáñez; reemplazar también la jurisdicción del juzgado con asiento en la comuna de Aisén sobre las comunas de la provincia de Aisén por otra sobre la comuna de Aisén; sustituir asimismo la jurisdicción del juzgado con asiento en la comuna de Chile Chico sobre las comunas de la provincia General Carrera por otra sobre la comuna de Chile Chico y, finalmente, crear un juzgado con asiento en la comuna de Cisnes, con jurisdicción sobre las comunas de Cisnes, Guaitecas y Lago Verde.



	La reforma en cuanto al cambio de denominación de la Región fue suprimida por la indicación número 10, letra ñ), de S.E. el Presidente de la República.



	- Las propuestas fueron acogidas por la Comisión, salvo la relativa a la disminución de dos juzgados a uno en la comuna de Coihaique, decisión que adoptó luego de escuchar la conformidad de los señores representantes del Ejecutivo. Además, sustituyó la expresión “jurisdicción” por “competencia” e introdujo cambios de forma.





	En el artículo 39, que consulta los juzgados de letras de la Décimo Segunda Región de Magallanes y la Antártica Chilena, se reemplaza el número por "Duodécima", y se disminuye de cuatro a dos los juzgados con asiento en la comuna de Punta Arenas.



	La Comisión optó por desechar el cambio del número ordinal de la Región, siguiendo el criterio del Ejecutivo que lo suprimió respecto de la Región precedente, incorporar la sustitución del vocablo “jurisdicción” por “competencia”, y aprobar la disminución a tres juzgados, luego de considerar la opinión favorable de  los señores representantes del Ejecutivo.



	- En esos términos, se aceptó con enmiendas.





	En el artículo 40, que enuncia los juzgados de letras existentes en la Región Metropolitana de Santiago, se eliminan los juzgados del crimen -treinta y seis juzgados con jurisdicción sobre las comunas de la provincia de Santiago, salvo las comunas respecto de las cuales ejercen jurisdicción los once juzgados del crimen de San Miguel, que también se suprimen, y tres juzgados del crimen con asiento en la comuna de Puente Alto-, y se reduce de dos a uno los juzgados con competencia común con asiento en la comuna de Buin. 



	Mediante la indicación número 10, letra o), S.E. el Presidente de la República rectificó la disminución en un juzgado, refiriéndola a los que tienen su asiento en la comuna de Melipilla, y redujo de tres a dos los juzgados con asiento en la comuna de San Bernardo.



	- La Comisión dio su conformidad a esas enmiendas, y agregó el reemplazo de la expresión “jurisdicción” por “competencia”.



	Las modificaciones a los artículos 28 a 40 precedentes fueron acordadas por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Viera-Gallo.



	En el artículo 43 se elimina su inciso primero, que deja entregado al Presidente de la República, previo informe de la respectiva Corte, asignar el territorio jurisdiccional a los jueces del crimen de las comunas o agrupaciones de comunas de las provincias de Santiago y Chacabuco.



	A continuación, se sustituye el actual inciso tercero para permitir que los juzgados civiles de la Región Metropolitana de Santiago a los cuales se fije un territorio jurisdiccional puedan practicar actuaciones en cualquiera de las comunas que la integran.



	La indicación número 52, del H. Senador señor Stange, propuso suprimir en este inciso la frase “de la Región Metropolitana de Santiago”.



	Por último, se reemplaza el actual inciso cuarto, con el objeto de que el Presidente de la República pueda modificar los límites de la jurisdicción territorial de los juzgados civiles con territorio jurisdiccional exclusivo, con el acuerdo previo de la Corte de Apelaciones que corresponda, y por no más de una vez al año.



	- La enmiendas fueron aprobadas con el solo reemplazo del vocablo “jurisdicción” por “competencia” en el inciso cuarto, por la unanimidad de los HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Viera-Gallo. La indicación número 52 resultó rechazada por el mismo quórum.





	En el artículo 45 se derogan las letras d), e) y f).



	Esas letras establecen la competencia de los jueces de letras para conocer en primera instancia de las causas por crimen o simple delito; las causas por faltas del Código Penal, que se cometan en la ciudad donde tenga su asiento el tribunal, siempre que no haya en ellas juez de policía local que sea abogado –salvo las que se señalan expresamente-, y las infracciones a la Ley de Alcoholes que trata el Libro II de dicha ley, con excepción de las contempladas en los artículos 113 y 117, que se cometan fuera de la comuna asiento del tribunal.



	El H. Senador señor Parra formuló la indicación número 53, que propone también suprimir de la competencia de los jueces de letras el conocimiento de los actos judiciales no contenciosos.



	La Comisión estuvo de acuerdo en que la modificación a las reglas sobre competencia de los juzgados de letras es consecuencia de la creación de los nuevos juzgados especializados en lo criminal. Prefirió, sin embargo, estudiar con mayor detención el caso particular de las infracciones a la Ley de Alcoholes que trata el Libro II de dicha ley, y discutirlo cuando se resuelva el proyecto de ley que establece un nuevo Código Procesal Penal. No le pareció oportuno tampoco eliminar la competencia de los juzgados de letras para conocer de los actos judiciales no contenciosos, por exceder el propósito de esta iniciativa y generar un problema que debe examinarse en su mérito propio.



	- La Comisión, por la unanimidad de sus integrantes HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Viera-Gallo, aprobó la supresión de las letras d) y e), y rechazó la eliminación de la letra f) y la indicación.





	A continuación se reemplaza el artículo 46. En la actualidad, este precepto encarga a los jueces de letras de comunas asiento de Corte el conocimiento en primera instancia de las causas  criminales en que sea parte o tenga interés un juez de letras de una comuna o agrupación de comunas incluidas en el territorio jurisdiccional de esa misma Corte de Apelaciones. Se propone señalar, en cambio, que los jueces de letras que cumplan, además de sus funciones propias, las de juez de garantías, tendrán la competencia que se entrega a dichos jueces en el artículo 14 de este Código.



	- Se aprobó por la unanimidad de los HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Viera-Gallo, con la única enmienda consistente en consultar en singular la expresión “garantías”.



	En el artículo 50, se efectúan tres enmiendas a la competencia de los ministros de Corte de Apelaciones en su calidad de juez de primera instancia.



	Se elimina el numeral 1º, que contempla las causas por los delitos contra la Seguridad Interior del Estado; los delitos de los Títulos II y VI, Párrafo 1° del Libro II del Código Penal, y de los delitos de los Títulos IV y V, Párrafo I, del Código de Justicia Militar, cuando dichos delitos sean cometidos exclusivamente por civiles.



	En seguida, se sustituye el párrafo primero del numeral 2º, para excluir las causas criminales en que tenga interés o sean partes ciertas autoridades y dejar sólo las causas civiles.



	A continuación se elimina el numeral 3º, donde se consignan las causas por delitos comunes en que sean parte o tengan interés los miembros de la Corte  Suprema, los de las Cortes de Apelaciones, los fiscales de estos tribunales y los jueces letrados de las ciudades de asiento de las Cortes de Apelaciones.



	Finalmente, se sustituye el numeral 4º, para dejarlo referido únicamente a las demandas civiles que se entablen contra los jueces de letras para hacer efectiva su responsabilidad civil resultante del ejercicio de sus funciones ministeriales, excluyéndose las acusaciones tendientes a hacer efectiva su responsabilidad criminal.



	La indicación número 54, del H. Senador señor Parra, propone derogar este artículo 50.



	La Comisión no fue partidaria de innovar, salvo en lo que atañe a las modificaciones requeridas por la reforma procesal penal.



	- Las modificaciones se acogieron en los mismos términos, en forma unánime, por los HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Viera-Gallo, quienes al mismo tiempo rechazaron la indicación.





	En el artículo 51, relativo a la competencia del Presidente de la Corte de Apelaciones de Santiago, se elimina el conocimiento de las acusaciones que se entablen contra uno o más miembros de la Corte Suprema o contra su fiscal para hacer efectiva su responsabilidad por actos cometidos en el desempeño de sus funciones, y se agrega la expresión “judicial” después de “fiscal”.



	- Los cambios resultaron aprobados por la unanimidad de los HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Viera-Gallo.





	En el artículo 52, que contempla la competencia de un ministro de la Corte Suprema como juez de primera instancia, se añade el conocimiento de las causas sobre extradición pasiva.



	La indicación número 55, del H. Senador señor Parra, propone derogar el número 1º, que entrega a un ministro de Corte Suprema el conocimiento de las causas a que se refiere el artículo 23 de la Ley N° 12.033, y encomendarle el conocimiento de los siguientes asuntos: las causas sobre amovilidad de los Ministros de las Cortes de Apelaciones; las demandas civiles que se entablen contra uno o más miembros o fiscales judiciales de las Cortes de Apelaciones para hacer efectiva su responsabilidad por actos cometidos en el desempeño de sus funciones; los asuntos sobre extradición pasiva y demás que deban juzgarse con arreglo al Derecho Internacional, y los demás asuntos que otras leyes le encomienden. Agrega que en los asuntos a que se refiere este artículo no procederán los recursos de casación en la forma y en el fondo en contra de la sentencia dictada por la Sala que conozca del recurso de apelación que se hubiere interpuesto en contra de la resolución del Ministro.



	- Las enmiendas se acogieron en forma unánime por los HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Viera-Gallo, quienes de igual modo rechazaron la indicación.





	En el artículo 53, que regula la competencia del Presidente de la Corte Suprema como tribunal de primera instancia, se elimina la mención a acusaciones criminales, se precisa que los fiscales son los judiciales y, en concordancia con la modificación al artículo 52, se elimina de su conocimiento las causas sobre extradición pasiva.



	El H. Senador señor Parra, con su indicación número 56, propone la derogación de este artículo.



	- Se aprobó por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Viera-Gallo, los cuales desecharon la indicación.





	En el artículo 58, que contempla el número de fiscales que tendrán las Cortes de Apelaciones del país, se precisa en dos ocasiones su naturaleza judicial.



	- Fue aprobado por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Viera-Gallo.





	En el artículo 62, donde se consulta la división en salas de las Cortes de Apelaciones en caso de retardo, se efectúa la misma modificación anterior. 



	- Se acogió por el mismo quórum antes señalado.





	El artículo 63 se sustituye, para modificarse la competencia de única, primera y segunda instancia de las Cortes de Apelaciones del país.



	Fue objeto de las indicaciones número 57, del H. Senador señor Parra, número 58, del H. Senador señor Stange, y número 59, también del H. Senador señor Parra.



	La Comisión convino en no reemplazar este artículo mientras no se determine los recursos procesales que considerará el proyecto de ley de nuevo Código Procesal Penal.



	Tuvo en cuenta, además, que el inciso final que se plantea para esta artículo fue, con razón, objeto de reparo por la Excma. Corte Suprema en su informe, por referirse a una materia procesal penal y no orgánica, que debería incluirse en el Código Procesal Penal.



	- Debido a esas consideraciones, la unanimidad de los HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Parra, rechazó el artículo y, por consiguiente, las indicaciones que se le formularon.



- - -



	A continuación, el H. Senador señor Parra formuló la indicación número 60, que propone eliminar de la competencia de la Corte de Apelaciones de Santiago, establecida en el artículo 64, la consulta de las causas conocidas por su Presidente en primera instancia.



	- La indicación resultó aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Viera-Gallo, en atención a que efectivamente no está previsto el trámite de consulta en los asuntos criminales.



- - -



	En el artículo 66 se elimina del conocimiento del pleno de la Corte de Apelaciones de Santiago las acusaciones criminales contra los ministros y fiscal de la Corte Suprema, y se precisa el carácter judicial de éste último.



	La Comisión eliminó también del mismo precepto el conocimiento de la consulta que incida en causas seguidas contra dichos magistrados.



	- Quedó aprobado, en esos términos, por la unanimidad de los integrantes presentes, HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Viera-Gallo.





	En el artículo 69, relativo a la formación de las tablas de las Cortes de Apelaciones y la agregación extraordinaria de causas en ellas, se reemplazan sus incisos tercero, cuarto y quinto y se elimina el inciso sexto.



	- La Comisión, por la unanimidad de los HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Parra, suprimió las enmiendas a esta disposición, para resolver sobre ellas cuando se analice el proyecto de ley que establece el Código Procesal Penal.





	En seguida se deroga el artículo 73, que reglamenta la forma en que se establece la pena de muerte en segunda instancia. 



	- La Comisión aprobó esta derogación en forma unánime, ya que la disposición se ha trasladado a las reglas sobre formación de los acuerdos de los tribunales orales en lo penal. Votaron los HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Viera-Gallo. 





	El artículo 74 se sustituye, para remitirse, en caso de dispersión de votos entre los miembros de la sala de la Corte de Apelaciones en materia criminal, a la regla señalada en el artículo 20 para los juzgados orales en lo penal.



	- Se suprimió esta enmienda, en razón de que la regla base a que se remite también será considerada cuando se discuta el proyecto de ley sobre nuevo Código Procesal Penal. Así lo acordó la unanimidad de los HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Viera-Gallo. 





	El artículo 88 se deroga, toda vez que también regula la dispersión de votos en la Corte de Apelaciones respecto de causas criminales.



	- La Comisión aprobó esta supresión por la unanimidad de sus integrantes presentes, HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Viera-Gallo. 



- - -



	A continuación, la Comisión constató que el proyecto no considera precisar el carácter judicial del fiscal de dicho Tribunal en el artículo 93 del Código Orgánico de Tribunales, relativo a la composición de la Corte Suprema, por lo que acordó, por la unanimidad de sus integrantes presentes, HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Viera-Gallo, agregar esa enmienda dentro de las que consulta esta iniciativa de ley. 



- - -



	El artículo 97 se sustituye, fundamentalmente para aludir, entre los recursos de que conoce la Corte Suprema, al de casación en materia penal, distinguiendo entre casación en la forma y en el fondo sólo en cuanto a las demás materias.



	En el artículo 98, relativo a la competencia de las salas de la Corte Suprema, se sustituye su número 1º, también concerniente a los recursos de casación.



	La indicación número 61, del H. Senador señor Parra, en concordancia con la indicación número 56, elimina de la competencia de las salas de la Corte Suprema el conocimiento en segunda instancia de las causas de que conozca en primera su Presidente.



	Por la íntima vinculación de las enmiendas que se proponen respecto de la casación con la regulación que en definitiva contemple sobre la materia el Código Procesal Penal, la Comisión decidió considerarlas junto con esta otra iniciativa.



	- Se rechazaron las enmiendas aludidas por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Parra. La indicación quedó asimismo desechada, como consecuencia de no haber sido acogida la indicación número 56, como era su supuesto.





	En el artículo 102, relativo al inicio del año judicial, se precisa el carácter judicial del fiscal de la Corte Suprema y de los fiscales de las Cortes de Apelaciones.



	- Se aprobó en forma unánime por los HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez  y Viera-Gallo. 





	En el artículo 103 se precisa que son aplicables a la Corte Suprema las normas establecidas para los acuerdos de los juzgados orales en lo penal y de las Cortes de Apelaciones.



	La Comisión aceptó este precepto, cambiando la mención a los “juzgados” por la de los “tribunales” orales en lo penal, y haciendo referencia a los artículos 19 y 20 del Código Orgánico de Tribunales, que se incorporan en esta iniciativa de ley.



	- De esa forma, fue aprobado por los HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Viera-Gallo.



- - -



	El proyecto de ley contempla, a continuación, modificaciones a los artículos 157, 158, 159, 160 y 161 del Código Orgánico de Tribunales, que contienen diversas reglas de competencia para el conocimiento de los hechos que revisten caracteres de delito, las cuales se encuentran relacionadas con normas que se consideran en el proyecto de ley de nuevo Código Procesal Penal.



	Este motivo llevó a la Comisión a suprimir las modificaciones que se contemplan en esta iniciativa legal a fin de considerarlas durante el estudio del proyecto de ley que aprueba el nuevo ordenamiento procesal penal.



	- Dicho acuerdo fue adoptado por la unanimidad de sus integrantes presentes, HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Parra. 



	- Como consecuencia del referido acuerdo, se dieron por rechazadas también las indicaciones número 62, del H. Senador señor Parra, formulada al artículo 159, y número 63, del mismo H. señor Senador, que propone derogar el artículo 163.



- - -



	El artículo 164 se sustituye para disponer que, cuando se dictaren distintas sentencias condenatorias en contra de un mismo imputado, los tribunales que pronunciaren los fallos posteriores al primero no podrán considerar circunstancias modificatorias que, de haberse acumulado los procesos, no se hubieren podido tomar en cuenta. Deberán, asimismo, regular la pena de modo tal que el conjunto de penas no pueda exceder de aquella que hubiere correspondido de haberse juzgado conjuntamente los delitos.



	Se agrega que, en los casos del inciso anterior, el tribunal que dictare la última sentencia deberá modificarla, de oficio o a petición del afectado, a objeto de adecuarla a lo establecido en el mismo inciso.



	- La Comisión, integrada por los HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Parra, estuvo de acuerdo con esta disposición, pero consideró más preciso reemplazar la alusión a la “última sentencia” que contempla el inciso segundo del artículo por otra al “fallo posterior”, para comprender la eventualidad de que recaigan varios fallos condenatorios sobre un mismo imputado.



- - -



	En seguida, la indicación número 64, del H. señor Senador señor Parra, reemplaza el artículo 167, para establecer que los delitos perpetrados fuera del territorio de la República que contempla el artículo 6º serán de conocimiento y juzgamiento de los juzgados de garantía y tribunales orales en lo penal de la comuna de Santiago.



	Si bien la Comisión estimó en principio que el precepto propuesto es aclaratorio de la regla actual, prefirió estudiarlo también con ocasión del nuevo Código Procesal Penal.



	- En consecuencia, se dio por rechazado para los efectos reglamentarios, por los HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Parra.



- - -



	El proyecto luego deroga los artículos 165, 168, 170 y 170 bis.



	El artículo 165 enumera los delitos que se consideran conexos; el artículo 168 establece que el tribunal competente para juzgar al autor de un delito también lo es para juzgar a los cómplices y encubridores; el artículo 170 se refiere a la competencia para conocer delitos de jurisdicción militar y común cometidos por un mismo agente, que no sean conexos, y, por último, el artículo 170 bis faculta al juez que conozca de un proceso por delitos cometidos en diversas comunas o de delitos cuyos actos de ejecución se realizaron en varias comunas, para practicar directamente actuaciones judiciales en cualquiera de ellas. 



	La Comisión acordó dejar constancia que la derogación del artículo 170 -que contempla reglas para el conocimiento de delitos de la jurisdicción militar y común que no sean cometidos por un mismo agente-, es consecuencia de la modificación de las reglas sobre competencia, y no altera la competencia de los tribunales militares.



	En efecto, la supresión de este artículo es concordante con la del artículo 165, que señala cuáles delitos son conexos, ya que, al eliminarse la noción de delito conexo, resulta congruente que se supriman las disposiciones que se relacionan con ella. En definitiva, el principal objeto del artículo 170 era advertir que cuando los delitos cometidos no eran conexos, cada uno de ellos debía ser conocido por la respectiva jurisdicción. O sea, se volvía a la regla general de que los delitos de carácter militar son conocidos por los tribunales militares y los de naturaleza civil por la justicia ordinaria, por lo que la derogación no implica de manera alguna que se esté afectando las facultades de aquellos tribunales para conocer de los delitos que corresponden a su competencia.



	- La Comisión aprobó la derogación de todos los artículos mencionados, por la unanimidad de sus integrantes, HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Parra. 





	El artículo 171, que permite ejercer la acción civil en el proceso criminal, es reemplazado por el proyecto de ley.



	- La Comisión suprimió esta disposición, a fin de considerarla en el proyecto de ley que aprueba el nuevo Código Procesal Penal. Dicho acuerdo fue adoptado por la unanimidad de sus integrantes presentes, HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Parra.





	En el artículo 173, inciso primero, que dispone que, si en el juicio criminal se suscita cuestión sobre un hecho de carácter civil que sea uno de los elementos que la ley penal estime para definir el delito que se persigue, o para agravar o disminuir la pena, o para no estimar culpable al autor, el juez del crimen se pronunciará sobre tal hecho, se sustituye la expresión "juez del crimen" por "tribunal con competencia en lo criminal".



	- Fue aprobado en los mismos términos por los HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez  y Viera-Gallo.





	Párrafo 7, reglas que determinan la distribución de causas en aquellas comunas o agrupaciones de comunas en cuyo territorio existan dos o más jueces con igual competencia.



	En el epígrafe de este párrafo, se reemplaza la palabra "jueces" por "tribunales".



	La Comisión estimó que la enmienda no se justifica, toda vez que, analizando los artículos que integran este párrafo, se concluye que la referencia efectuada a los “jueces” es correcta.



	- Por tal motivo, resolvió rechazar esta enmienda en forma unánime, con los votos de los HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Viera-Gallo.





	En el artículo 175, inciso primero, se establece que la regla del turno para la distribución de causas se aplicará en las comunas o agrupaciones de comunas en donde hubiere más de un juez de letras con igual competencia, a excepción de lo criminal.



	La Comisión juzgó que la enmienda adolece de falta de claridad, por lo que prefirió reemplazarla por un inciso final, que precisa que lo dispuesto en este artículo no se aplicará respecto de los juzgados de garantía ni de los tribunales orales en lo penal, los cuales se regirán por las normas especiales que los regulan.



	La indicación número 65, del H. Senador señor Parra, propone eliminar la norma del inciso tercero en orden a que, en materia criminal, este turno comienza a las 24 horas del día domingo de cada semana.



	La Comisión estimó acertada la indicación, porque esa regla es innecesaria en el nuevo sistema procesal penal.



	- Ambos acuerdos fueron adoptados por la unanimidad de los HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Díez. 





	En el artículo 179, se elimina la referencia a los casos en que los jueces pueden proceder de oficio dentro de los asuntos sometidos al turno y no al sistema de distribución de causas por la Corte de Apelaciones. 



	- Fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Díez. 



- - -



	En seguida, la Comisión resolvió derogar el artículo 180, supresión que no estaba considerada en el proyecto de ley aprobado por la H. Cámara de Diputados, pero que recomendó estudiar en su informe la Excma. Corte Suprema.



	Dicha disposición hace aplicable la regla general sobre distribución de causas, por el presidente de la respectiva Corte de Apelaciones, en todos aquellos juicios criminales que se inicien por querella en las comunas o agrupaciones de comunas de asiento de Corte de  Apelaciones en que hubiere más de un juzgado en lo criminal, con excepción de los jueces del crimen de la Región Metropolitana de Santiago, a los cuales se les asigna un territorio jurisdiccional determinado.



	- El acuerdo fue tomado en forma unánime por los HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Díez.



- - -



	Los artículos 206, 207, 208, 209, 210, 210 bis, 210 bis A y 210 bis B, nuevos, se agregan para regular la subrogación del juez de un juzgado de garantía y del juez de un tribunal oral en lo penal. 





	El artículo 206 señala que, en todos los casos en que éste falte o no pueda intervenir en determinadas causas, será subrogado por otro juez de garantías del mismo tribunal. Si el juzgado de garantías contare con un solo juez, éste será subrogado por el juez del juzgado con competencia común de la misma comuna o agrupación de comunas, y a falta de éste, por el secretario letrado de este último.



	- La Comisión lo aprobó, sólo con cambios formales.



	El artículo 207 dispone que, cuando no pueda tener lugar lo dispuesto en el artículo precedente, la subrogación se hará por un juez de garantías de la comuna más cercana. A falta de éste, se aplicarán análogamente las reglas previstas en el artículo anterior.



	El artículo 208 expresa que, en defecto de todos los designados en los artículos 206 y 207, la subrogación se hará por los jueces de garantía de las restantes comunas de la misma jurisdicción de la Corte de Apelaciones a la cual pertenecen, conforme a criterios de cercanía territorial, esto es, con aquellos cuya ciudad de asiento sean más fáciles y rápidas las comunicaciones, según el orden que determine la referida Corte cada dos años.



	La Comisión consideró en conjunto ambas disposiciones. Acordó precisar que, en todos los casos que se prevén, la subrogación se efectuará por un juez o secretario letrado, en su caso, perteneciente a la jurisdicción de la misma Corte de Apelaciones del juez de garantía que deba ser subrogado, y de acuerdo a la cercanía que tengan con el juez a que deba subrogarse, de forma tal de disminuir al máximo las dificultades que puedan presentarse en la práctica.



	Para velar por la eficacia de la disposición, al mismo tiempo convino en establecer una regla de acuerdo a la cual las Cortes de Apelaciones fijarán cada cinco años el orden de cercanía territorial de los distintos juzgados de garantía, considerando la facilidad y rapidez de las comunicaciones entre sus lugares de asiento. El plazo de cinco años es el mismo que consulta el artículo 259 del Código de Procedimiento Civil para la formación de la tabla de emplazamiento, que determina el aumento del plazo para contestar demandas y que, asimismo, toma en consideración las distancias y las facilidades o dificultades que existan para las comunicaciones.



	- Como artículo 207, se aprobaron refundidos ambos artículos, en la forma reseñada.



	El artículo 209 manifiesta que, si no resultare aplicable ninguna de las reglas anteriores, actuará como subrogante un juez de garantías, a falta de éste un juez de letras con competencia común o, en defecto de ambos, el secretario letrado de este último, que dependan de una Corte de Apelaciones distinta. Regirán con este objeto las reglas previstas por los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 216.



	Dicho artículo establece que se subrogarán recíprocamente las Cortes de Apelaciones de Arica con la de Iquique; la de Antofagasta con la de Copiapó; la de La Serena con la de Valparaíso; la de Santiago con la de San Miguel; la  de Rancagua con la de Talca; la de Chillán con la de Concepción y la de Temuco con la de Valdivia. Añade que la Corte de Apelaciones de Puerto Montt será subrogada por la de Valdivia, la Corte de Apelaciones de Punta Arenas lo será por la de Puerto Montt y la Corte de Apelaciones de Coihaique será subrogada por la de Puerto Montt. Estatuye, finalmente, que en los casos en que no puedan aplicarse las reglas precedentes, conocerá la Corte de Apelaciones cuya sede esté más próxima a la de la que debe ser subrogada.



	La Comisión no compartió la utilización de la palabra “distinta” para calificar a otra Corte de Apelaciones, ya que ello resulta equívoco, y en lugar de ella, acordó referirse a la “más cercana”, que también, en líneas generales, es el criterio que sigue el aludido artículo 216.



	- Con ese cambio, la expresión en singular de la palabra “garantías”, y numerado como artículo 208, dio su acuerdo a esta disposición.



	De acuerdo al artículo 210, se obliga a que, en todos los casos previstos en las normas precedentes, el juez de garantías subrogante se constituya en el juzgado que se subroga.



	La Comisión constató que esta regla podría suscitar dificultades y que no era de mayor utilidad para el motivo que la inspira, que es exigir la presencia del juez de garantía en las audiencias, que se requerirá en virtud del Código Procesal Penal. Por otra parte, para la realización de los trámites administrativos bastará la orden del juez, sin que sea necesaria su presencia.



	- En esa virtud, acordó su supresión.



	El artículo 210 bis preceptúa que, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 206 a 209, los jueces de garantías no podrán ser llamados a subrogar a otros jueces.



	Ello implica que los jueces de juzgados de garantía sólo pueden reemplazar a otros jueces de garantía y no a jueces de letras ni a jueces de tribunales orales en lo penal.



	Los señores representantes del Ejecutivo informaron que, con posterioridad, esta regla ha sido objeto de algunas observaciones en lo que atañe al impedimento para subrogar a jueces de tribunales orales en lo penal, toda vez que dificulta el funcionamiento permanente de las salas de estos tribunales. Se ha estimado adecuado permitir que los jueces de garantía pudieran integrar las salas de los tribunales orales en lo penal, tratándose de casos en que no hayan intervenido en la etapa de investigación.



	La Comisión acogió ese planteamiento y, consecuentemente, decidió establecer en este artículo que los jueces de un juzgado de garantía sólo podrán subrogar a otro juez de garantía, en los casos previstos en los artículos anteriores, y a jueces de un tribunal oral en lo penal en los casos a que se refiere el artículo siguiente.



	- En esos términos, se aprobó como artículo 209 del texto que proponemos.



	El artículo 210 bis A regula la subrogación de jueces de los tribunales orales en lo penal, en todos los casos en que uno de esos tribunales no pudiere constituirse conforme a la ley por falta de jueces pertenecientes al mismo.



	Ordena, al efecto, que se convocará por el Presidente de la sala como subrogante a un juez perteneciente a algún tribunal oral en lo penal de la misma jurisdicción, para lo cual se aplicarán análogamente los criterios de cercanía territorial previstos en el artículo 208. Para estos fines, se considerará el lugar en el que deba realizarse el juicio oral de que se trate.



	Cuando ello no resultare posible, sea porque los jueces pertenecientes a otros tribunales orales en lo penal no pudieren conocer de la causa respectiva o por razones de funcionamiento de éstos, actuará como subrogante un juez perteneciente a algún tribunal oral en lo penal que dependa de una Corte de Apelaciones distinta. Regirán, con tal fin, las reglas previstas en los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 216.



	En defecto de las reglas precedentes, hace aplicable lo dispuesto en el artículo 213 –esto es, subrogará el defensor público; en su defecto, alguno de los abogados de la terna que anualmente forma para estos efectos la Corte de Apelaciones respectiva; a falta de todos ellos, el secretario abogado del juzgado  del territorio jurisdiccional más inmediato, y a falta de éste, el juez de dicho tribunal- o, si ello no resultare posible, se postergará la realización del juicio oral hasta la oportunidad más próxima en que alguna de tales disposiciones resultare aplicable.



	La Comisión incorporó un orden de subrogación similar al de los anteriores preceptos. Es decir, a falta de un juez que integre una sala de un tribunal oral en lo penal, primero corresponderá subrogar a otro juez del mismo tribunal oral; a falta de éste otro juez de tribunal oral, luego un juez de juzgado de garantía, para lo cual primero se estará a la jurisdicción de la misma Corte en razón de cercanía, y luego, se continuará con los jueces de tribunales orales y de garantía de la jurisdicción de la Corte de Apelaciones más cercana.



	Acogió de esa manera la indicación número 10, letra p), del Ejecutivo, que planteó un nuevo inciso relativo a la subrogación de un juez de tribunal oral por otro de garantía de la misma comuna o agrupación de comunas, que no hubiere intervenido en la fase de investigación. Por otro lado, mantuvo sin enmiendas el inciso final del proyecto, vale decir, la aplicación del artículo 213 o la postergación del juicio oral.



	- Con las adecuaciones anteriores, esta norma fue consultada como nuevo artículo 210.



	Finalmente, el artículo 210 bis B establece que, sin perjuicio de lo previsto en el artículo precedente, los jueces pertenecientes a los tribunales orales en lo penal no podrán ser llamados a subrogar a otros jueces.



	La Comisión acordó consultar esta disposición en forma imperativa, es decir, señalar que los jueces pertenecientes a los tribunales orales en lo penal sólo subrogarán a otros jueces de esos tribunales, de conformidad a lo dispuesto en el artículo anterior.



	- En esa forma, se aprobó como artículo 210 A.



	- Los acuerdos anteriores se adoptaron por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Viera-Gallo.



- - -





	La Comisión estimó necesario incorporar a continuación dos preceptos.



	El primero, contemplado como artículo 210 B, establece que, si existiera más de un juez que debiese subrogar, tanto de juzgado de garantía como de tribunal oral en lo penal, ella se hará por orden de antigüedad, comenzando por el menos antigüo. De esta manera, se resuelve el llamado simultáneo a varios jueces para subrogar, que el artículo 212, inciso segundo, soluciona en el caso de los jueces de letras ateniéndose al orden numérico de los juzgados. 



	La otra disposición agrega un inciso final al artículo 214, en virtud del cual se encomienda al jefe de la unidad administrativa que tenga a su cargo la función de administración de causas en el juzgado de garantía o tribunal oral en lo penal, dejar constancia de la subrogación e informar mensualmente de ella a la Corte de Apelaciones. Esta regla, a su turno, consagra una modalidad especial para los nuevos juzgados en lo criminal de la que prevé, con carácter general, el mismo artículo, que encomienda esas tareas al secretario del juzgado. Ella es consecuencia de que tal cargo no se contempla en la estructura de los juzgados de garantía y tribunales orales en lo penal, y guarda armonía con la que la Comisión incluye más adelante, en el artículo 389 G, en el sentido de que será el jefe de la aludida unidad administrativa quien certifique las actuaciones procesales realizadas ante el juzgado o tribunal.



	- Así se acordó en forma unánime por los HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Viera-Gallo.



- - -



	En seguida, la Comisión analizó la indicación de los HH. Senadores señora Matthei y señores Bombal y Larraín, conforme a la cual se sustituyen los artículos 215 y 217 y se deroga el artículo 219 del Código Orgánico de Tribunales, para reemplazar el actual sistema de abogados integrantes existente en las Cortes de Apelaciones y en la Corte Suprema. 



	El artículo 215 contemplado en la indicación dispone que, si por falta o inhabilidad de algunos de sus miembros quedare una Corte de Apelaciones o cualquiera de sus salas sin el número de jueces necesarios para el conocimiento y resolución de las causas que les estuvieren sometidas, se integrarán con los miembros no inhabilitados del mismos tribunal, con sus fiscales y con los jueces de los tribunales unipersonales de su jurisdicción en calidad de ministros suplentes, de conformidad con el orden de precedencia del escalafón respectivo. Agrega la norma que la integración de las salas en la Corte de Santiago se hará preferentemente con los miembros de aquellas que se compongan de cuatro, según el orden de antigüedad.



	El nuevo artículo 217, por su parte, señala que, si la Corte Suprema o alguna de sus salas se hallare en la situación descrita, la integración se hará por miembros no inhabilitados de ella, por el fiscal del tribunal o por los ministros de la Corte de Apelaciones de Santiago, en calidad de ministros suplentes,  de conformidad con el orden de precedencia del escalafón respectivo.



	En seguida, se deroga el artículo 219, relativo a la facultad presidencial para nombrar abogados integrantes.



	Finalmente, la indicación considera una enmienda de orden general, conforme a la cual se propone sustituir en todo el Código la expresión “abogado integrante” por “ministro suplente” y ““abogados integrantes” por “ministros suplentes”.



	El H. Senador señor Larraín precisó que la indicación en análisis, por ahora, debe entenderse solamente referida a la Corte Suprema. La proposición hecha en relación con las Cortes de Apelaciones requiere de un proceso de mayor estudio, lo que no ocurre en el caso de la Corte Suprema, ya el aumento de sus integrantes, efectuado mediante la reforma constitucional de 1997, suponía el término de los abogados integrantes.



	Recordó que con ello se recoge también el planteamiento que el propio Ejecutivo hizo en el proyecto de ley Boletín Nº 2059-07, informado favorablemente por esta Comisión en 1997 y cuya tramitación actualmente está suspendida en el Senado, en orden a que se eliminen los abogados integrantes de la Corte Suprema y ésta se integre, en caso necesario, por Ministros de la Corte de Apelaciones de Santiago.



	El H. Senador señor Parra sugirió que la indicación fuera presentada como una iniciativa de ley separada, tanto por la especialidad y sensibilidad de su regulación, que pudiera llevar a retrasar el despacho de las otras enmiendas al Código Orgánico de Tribunales, como por el hecho de que la actual reforma a este cuerpo legal está ligada al nuevo proceso penal, lo cual es una materia distinta de la integración de la Corte Suprema. Ello no implica desconocer la necesidad de considerar la institución de los abogados integrantes, que presenta importantes ventajas como, también, otras tantas desventajas, para establecer lo más pronto posible una estructura estable de integración de dicho tribunal, que reportaría importantes beneficios para su funcionamiento.



	Por su parte, el señor Presidente de la Excma. Corte Suprema, Ministro don Roberto Dávila, destacó que, por mandato legal, la Corte puede funcionar ordinariamente, en tres salas, y también en forma extraordinaria, en cuatro salas. Puntualizó que en el primer caso no debiera existir problema, ya que dos salas quedan integradas por siete ministros y la restante por seis, y, dado que se permite el funcionamiento con cinco ministros, sólo excepcionalmente podrían presentarse inconvenientes para la integración de las salas. El problema se concentra fundamentalmente en el funcionamiento extraordinario, en que cada sala se integra con cinco ministros, porque en caso de ausencia de alguno de ellos se hace necesario la integración por el fiscal o los abogados integrantes.



	Recordó que la Corte Suprema, cuando informó el proyecto de ley que suprime los abogados integrantes a que se ha hecho alusión, hizo presente en forma unánime su posición negativa sobre el particular. Sostuvo que la Corte no ha conocido de manera alguna “las numerosas críticas por parte de la comunidad jurídica” de que habrían sido objeto los abogados integrantes, como se afirmó en el Mensaje, sino que, por el contrario, reconoce el valioso aporte que han efectuado. Su eventual supresión, a juicio de la Corte, produciría serias interferencias para la constitución de las salas cuando se produzca por diversas circunstancias la ausencia de ministros, y afectará “el funcionamiento de la Corte de Apelaciones de Santiago –de la cual se proyecta traer a los integrantes-, toda vez que desde hace años en esa Corte se han producido serias dificultades de integración.”



	Agregó el mencionado señor Presidente que, de acuerdo a las estadísticas judiciales, la Corte de Santiago arroja en materia civil un retardo de causas que se extiende hasta 1996, y en materia penal presenta también un retraso importante, a lo que debe sumarse que muchos de los ministros de ese Tribunal están constituidos como ministros en visita, todo lo cual hace muy difícil en la actualidad que puedan reemplazarse los abogados integrantes por la fórmula propuesta en la indicación.



	El H. Senador señor Aburto, por su parte, señaló que no se vislumbra una solución real que permita eliminar a los abogados integrantes, porque los diferentes mecanismos que se plantean no resultan adecuados. Apuntó que los abogados integrantes de nuestro máximo Tribunal siempre han sido connotados profesionales, provenientes especialmente del ámbito académico, cuyos pronunciamientos cuentan en general con la aceptación de la comunidad jurídica del país. 



	El H. Senador señor Díez compartió las observaciones anteriores, en el sentido de que la especialidad de la materia aconseja que sea regulada en una iniciativa distinta de este proyecto. Sin perjuicio de lo anterior, hizo presente que cuando se amplió el número de Ministros de la Corte Suprema en el año 1997, se hizo en el claro entendido que se iban a suprimir los abogados integrantes, lo que hasta el momento permanece sin cumplir. Insistió en que lo ideal es que la Corte sólo se integre por sus propios miembros, y no por personas de otros ámbitos jurídicos, no obstante la gran capacidad que ellos presenten.



	A la luz de este debate, el H. Senador señor Larraín decidió retirar la indicación de que es coautor, en el entendido de que el tema será retomado oportunamente por el Ejecutivo para darle una solución integral, tanto para las Cortes de Apelaciones como para la Corte Suprema. Hizo notar que, en su concepto, el problema resulta especialmente preocupante en algunas Cortes de Apelaciones, porque los abogados que concurren a integrarlas son profesionales que desempeñan activamente la profesión en los tribunales sometidos a su competencia.



	El representante del Ejecutivo, señor Blanco, estuvo conteste en que resulta urgente dar una solución adecuada a la integración de las Cortes del país, y que, aunque el Ejecutivo comparte la idea de suprimir los abogados integrantes, no se puede desconocer que, en la actualidad, no se advierte una forma adecuada de solución.



- - -





	En el artículo 230, que enumera las materias que no pueden someterse a la decisión de jueces árbitros, dentro de las cuales se encuentra aquellas en que debe ser oído el ministerio público, se reemplaza esta expresión por "fiscal judicial".



	- Fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Parra.





	En seguida, se agrega un artículo 248, nuevo, conforme al cual se establece que, para todos los efectos de este Código, se entenderá que las referencias hechas a los jueces letrados o jueces de letras incluyen también a los jueces de garantías y a los jueces de los tribunales en lo penal, salvo los casos en que la ley señale expresamente lo contrario.



	Ante una consulta formulada en el seno de la Comisión, en cuanto a que si debería entenderse que la denominación “juez de letras” es genérica para todos los jueces que son abogados, es decir, letrados, sin consideración a la competencia que se les asigna legalmente, los señores representantes del Ejecutivo consideraron necesario distinguir, desde su creación, entre los juzgados de letras y los juzgados de garantía y los tribunales orales en lo penal, lo que deriva tanto de la naturaleza de estos nuevos juzgados como de las funciones que asumirán. Hicieron notar que existen diversas disposiciones legales que entregan a los juzgados de letras funciones, en materia electoral o minera, por ejemplo, que no se compadecen con la competencia especializada y organización que tendrán estos nuevos juzgados. La denominación de juez de letras aparece asociada íntimamente al juzgado de letras, que está concebido de una manera distinta.



	Ahora bien, las dificultades de interpretación que podría implicar esta denominación diferente quedan resueltas conforme al nuevo artículo 248 que se propone, en virtud del cual se entiende que estos nuevos jueces también son jueces letrados, pero que no asumen las funciones que poseen los jueces de letras y que no se desempeñan en una estructura de las características de los juzgados de letras. Ello no implica que estos nuevos jueces no integren la carrera judicial, ya que así se ha señalado expresamente en el artículo 5º, por lo que podrían, en el futuro, desempeñarse como jueces de letras.



	- Se aprobó, con enmiendas formales, por los HH. Senadores señores Aburto, Díez, Hamilton, Larraín y Viera-Gallo.





	En el artículo 253, que enumera los requisitos para ser ministro o fiscal de Corte de Apelaciones, se añade a éste el calificativo de judicial.



	- Fue acogida por la unanimidad de los HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Parra.





	En el artículo 256, que enumera las prohibiciones para ser juez, se reemplaza la de hallarse procesado por crimen o simple delito, por haberse dictado auto de apertura del juicio oral.



	- La Comisión, por la unanimidad de sus integrantes presentes HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Parra, acordó suprimir esta modificación para considerarla cuando se resuelva la nomenclatura definitiva que empleará el nuevo Código Procesal Penal.





	En los artículos 257, 259, 260 y 265, se precisa el carácter judicial de los fiscales.



	- Estas enmiendas fueron aprobadas en forma unánime por los HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Parra, en los mismos términos. 



- - -



	La Comisión, como consecuencia de la resolución que adoptó luego, al tratar el artículo 269, intercaló una nueva modificación al mismo artículo 265, consistente en añadir, en su inciso segundo, la mención de los administradores, subadministradores y jefes de unidades de tribunales con competencia en lo criminal dentro de los funcionarios que figurarán en el Escalafón Secundario del Poder Judicial.



	- El acuerdo fue adoptado por la unanimidad de sus integrantes presentes, HH. Senadores señores Aburto, Díez, Hamilton, Larraín y Viera-Gallo.



- - -





	El artículo 267, que enumera las categorías en que se divide el Escalafón Primario del Poder Judicial, es reemplazado por otro, que mantiene las siete categorías actuales.



.	El propósito de la sustitución es incluir, en la primera y segunda categorías, a los Presidentes de la Corte Suprema y de las Cortes de Apelaciones, respectivamente, en forma separada de los Ministros de esos tribunales; referirse en las mismas categorías al “fiscal judicial” y a los “fiscales judiciales” y no solamente al fiscal o fiscales; e incorporar en las tercera, cuarta y quinta categorías a los jueces en lo penal y jueces de garantías, distinguiendo si los juzgados son de ciudad asiento de Corte de Apelaciones, capital de provincia o comuna o agrupación de comunas.



	La indicación número 66, del H. Senador señor Parra, acorde con la indicación número 22, del mismo autor, invierte el orden de prelación entre los jueces de garantía y los jueces letrados en las categorías tercera, cuarta y quinta.



	Es dable consignar que, en su informe, la Excma. Corte Suprema estimó que los jueces de garantía deberían incluirse, en cada categoría, después de los jueces letrados, toda vez que estos últimos ejercen mayor grado de jurisdicción, pues dictan sentencia como tarea propia y permanente.



	Por otro lado, advirtió la Comisión que, dentro de la tercera categoría, no se incluye al Secretario Abogado del Presidente de la Corte Suprema, cargo creado por el artículo 9º de la ley Nº 19.306, que quedará, consiguientemente, en la misma situación en que lo dejó la ley Nº 19.390, de 1995, al fijar el texto vigente del artículo. 



	- Se aprobó el artículo, con enmiendas formales, y la indicación, por los HH. Senadores señores Aburto, Díez, Hamilton, Larraín y Viera-Gallo.





	En el artículo 269, se agrega al Escalafón Secundario una sexta serie nueva, compuesta por los administradores, subadministradores y jefes de unidades de los tribunales orales en lo penal y de los juzgados de garantías, dividida en cinco categorías.



	La Comisión estuvo de acuerdo con establecer una serie nueva, que establecerá las bases de una carrera funcionaria para estos especialistas, pero prefirió considerarlos en una nueva tercera serie, cambiando correlativamente la numeración de la actual tercera serie, que comprende a los procuradores del número, y de las restantes.



	Utilizó, al mismo tiempo, la denominación genérica de “tribunales con competencia en lo criminal” para comprender a los juzgados de garantía y a los tribunales orales en lo penal, en concordancia con el nombre que contemplan los artículos 389 A y siguientes para los profesionales directivos superiores de “administradores de tribunales con competencia en lo criminal”.



	- Las modificaciones se aprobaron, con alteraciones de forma, por la unanimidad de los integrantes, HH. Senadores señores Aburto, Díez, Hamilton, Larraín y Viera-Gallo.





	En el artículo 273, referente a la calificación de los funcionarios del Escalafón Primario, se introducen tres cambios, encaminados a consignar el carácter judicial del fiscal de la Corte Suprema y de los fiscales de las Cortes de Apelaciones. 



	Además, efectúa una enmienda en lo relativo a la secretaría de las comisiones calificadoras, que actualmente le corresponde al secretario del tribunal donde se desempeñe su presidente, para permitir que, en su defecto, desempeñe tal función el secretario más antigüo de cualquiera de los tribunales cuyos jueces integren la comisión.



	- Se aprobaron en forma unánime por los integrantes presentes, HH. Senadores señores Aburto, Larraín y  Díez.





	En el artículo 276 , inciso octavo, letras a), b) y c), se precisa el carácter judicial del fiscal de la Corte Suprema y de los fiscales de las Cortes de Apelaciones.



	La Comisión constató que la última enmienda debe referirse al inciso noveno del mismo artículo.



	- Con ese cambio, fueron aprobadas las modificaciones por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Díez. 





	En el artículo 277, junto con efectuar la misma puntualización anterior en los incisos segundo y tercero, se indica que la hoja de vida de cada funcionario será llevada por el secretario o administrador del tribunal.



	- Las modificaciones se acogieron, por unanimidad, por los HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Díez. 





	En el artículo 279, se agrega la calidad de judicial al fiscal de la Corte Suprema en el inciso primero, y se dispone en el inciso segundo que el llamado a concurso para proveer un cargo vacante en el Escalafón Primario, será efectuado por el secretario o el administrador del tribunal.



	- Las enmiendas se acogieron por los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Díez.





	En los artículos 282 y 283, se añade el apelativo de judicial al fiscal de la Corte Suprema.



	- Las modificaciones quedaron aceptadas por la unanimidad de los HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Díez.





	En el artículo 284, que reglamenta la provisión de los cargos del Escalafón Primario distintos de los de ministro o fiscal de la Corte Suprema, se puntualiza en el inciso primero, letras a) y d), la naturaleza judicial de los fiscales de las Cortes de Apelaciones, y se reemplaza en el mismo inciso, letras a) y b), la mención del juez de letras civil o criminal por la del juez de letras, el juez en lo penal o el juez de garantías.



	La indicación número 67, del H. Senador señor Parra, propone aludir primero al juez en lo penal, luego al juez de letras y finalmente al juez de garantía.



	La Comisión aceptó las enmiendas y la indicación, pero mencionando al juez de tribunal oral en lo penal, al juez de letras y al juez de juzgado de garantía, respectivamente.



	- En esos términos, les prestó su conformidad por la unanimidad de sus integrantes presentes, HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Díez,





	En el artículo 285 bis, inciso final, que hace referencia al fiscal de la Corte Suprema, se agrega el carácter judicial de éste.



	- Se aprobó en forma unánime por los integrantes de la Comisión HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Díez. 



- - -





	S. E. el Presidente de la República, mediante su indicación número 10, letra q), propuso la incorporación de un artículo nuevo, en el lugar del actualmente derogado artículo 288, en el cual se reglamenta el procedimiento para formar las ternas destinadas a proveer los cargos de la nueva sexta serie del Escalafón Secundario, que será tercera en virtud de lo resuelto en su momento por la Comisión, y que agrupará a los administradores, subadministradores y jefes de unidades administrativas de los tribunales con competencia en lo criminal.



	Las reglas que se consultan son las siguientes:



	- Para integrantes de la primera categoría, la terna se proveerá  con el funcionario de la categoría inmediatamente anterior que figure en primer lugar en lista de méritos y que exprese su interés en el cargo y con dos integrantes de la misma categoría del cargo que se trata de proveer o de la inmediatamente inferior, que se hayan opuesto al concurso, elegidos de conformidad al artículo 281;



	 - Para integrantes de la segunda categoría, con el funcionario de la categoría inmediatamente anterior que figure en primer lugar en lista de méritos y que exprese su interés en el cargo y con dos integrantes de la misma categoría del cargo que se trata de proveer o de la inmediatamente inferior, que se hayan opuesto al concurso, elegidos de conformidad al artículo 281;



	- Para integrantes de la tercera categoría, con el funcionario de la categoría inmediatamente anterior que figure en primer lugar en lista de méritos y que exprese su interés en el cargo y con uno o dos integrantes de la misma categoría del cargo que se trata de proveer o de la inmediatamente inferior, que se hayan opuesto al concurso, elegidos de conformidad al artículo 281, o con uno o dos profesionales extraños al Poder Judicial que se hayan opuesto al concurso, elegidos de acuerdo al mismo procedimiento contemplado en el artículo 284 bis para los cargos de jueces;



	-  Para integrantes de la cuarta y quinta categoría, con el funcionario de la categoría inmediatamente anterior que figure en primer lugar en lista de méritos y que exprese su interés en el cargo y con uno o dos integrantes de la misma categoría del cargo que se trata de proveer o de la inmediatamente inferior, que se hayan opuesto al concurso, elegidos de conformidad al artículo 281, o con uno o dos profesionales extraños al Poder Judicial que se hayan opuesto al concurso, elegidos de acuerdo al mismo procedimiento contemplado en el artículo 284 bis para los cargos de jueces.



	La Comisión manifestó su conformidad con ese procedimiento, que respeta las líneas generales existentes para la provisión de cargos.



	Advirtió, eso sí, la necesidad de modificar el artículo 289 para cambiar las referencias que allí se contemplan, en el sentido que ese procedimiento para la formación de ternas se aplicará para proveer los cargos de la cuarta o quinta  serie del Escalafón Secundario, en vez de la tercera o cuarta como se dispone en la actualidad.



	- La indicación presidencial y la enmienda aludida se aprobaron por los HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Díez, en forma unánime.



- - -





	En el artículo 292, que se refiere a los cargos que componen las distintas categorías del Escalafón de Personal de Empleados, se efectúan diversas enmiendas desde la segunda a séptima categorías, a fin de considerar a los empleados que tendrán los nuevos tribunales orales en lo penal y juzgados de garantía. 



	La Comisión estuvo de acuerdo con la disposición, pero resolvió efectuarle algunos cambios formales: hacer mención a los “encargados de sala” en lugar de “ejecutivos de sala”, en concordancia con lo resuelto a propósito del artículo 9º; considerar en singular la expresión “garantías” todas las veces que se menciona;  al final de la primera enmienda propuesta, agregar la frase “precedida de una coma (,)”, y colocar en plural las palabras “Administrativo”, “Ayudante”, “telefonista” y “secretaria ejecutiva”.



	- Con las adecuaciones apuntadas, se aprobaron los cambios por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Díez. 





	En el artículo 295, que enumera los requisitos para postular a cargos del Escalafón del Personal de Empleados, se sustituye su letra f), que exige no estar inhabilitado para el ejercicio de funciones o cargos públicos, ni hallarse condenado o procesado por crimen o simple delito, para cambiarse esta última exigencia por la de no “hallarse condenado o haber sido objeto de un auto de apertura en lo penal por crimen o simple delito”.



	- La Comisión, por la unanimidad de sus integrantes presentes HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Parra, acordó suprimir la modificación propuesta, para tenerla en cuenta una vez que se resuelva la nomenclatura que usará el nuevo Código Procesal Penal.





	En el artículo 303, que hace referencia a los fiscales, se adiciona su naturaleza judicial.



	- Fue aprobada por la unanimidad de los HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Parra.





	En el artículo 312, que regula la obligación de asistencia diaria de los jueces a la sala de su despacho, se intercala dos incisos.



	El primero dispone que los jueces integrantes de tribunales orales en lo penal tendrán obligación de asistir a su despacho por 44 horas semanales.

	El segundo establece la misma regla respecto de los jueces de garantías, agregando que deberá establecerse un sistema o turno que permita la disponibilidad de un juez de garantías en la jurisdicción fuera del horario normal de atención de los tribunales.



	La Comisión fue partidaria de no considerar estas reglas como incisos nuevos del actual artículo 312, sino que en un artículo 312 bis, nuevo, solamente con ajustes de forma. Ello, con el objeto de hacer patente la diferente regulación que tendrán en la materia los jueces de estos nuevos tribunales con los jueces de letras. 



	Por otra parte, S.E el Presidente de la República, por medio de la indicación número 10, letra r), sugirió incorporar al artículo 312 un inciso final, en el cual se contemple la obligación de los tribunales orales en lo penal de constituirse y funcionar, en una o más salas, en localidades fuera del asiento del tribunal, cuando sea necesario para facilitar la aplicación oportuna de la justicia penal.



	La Comisión hizo suyo ese planteamiento, considerando que se contemplan 43 lugares distintos como asiento de los tribunales orales en lo penal, con un total de 131 salas, lo que permitiría que algunas de éstas se trasladen con periodicidad, o cuando la ocasión lo requiera, a otros lugares. Tomó conocimiento de la explicación que proporcionaron los señores representantes del Ejecutivo, en orden a que se prevé que se constituyan y funcionen en las sedes de los respectivos juzgados de garantía, aprovechando su mismo equipamiento, por lo que los gastos, esencialmente, deberían reducirse al viático para los jueces y uno o dos funcionarios que los acompañarían.



	Estuvo de acuerdo la Comisión en que, por la importancia de este mecanismo, constituirá una calificada excepción a la regla del artículo 21 del proyecto que proponemos, que indica el lugar de asiento de los distintos tribunales orales en lo penal.



	Por ello, decidió consultar esta norma dentro del párrafo 2º del nuevo Título II del Código Orgánico de Tribunales, como artículo 21 A.



	Dispuso, al efecto, que cuando sea necesario para facilitar la aplicación oportuna de la justicia penal, de conformidad a criterios de distancia, acceso físico y dificultades de traslado de quienes intervienen en el proceso, los tribunales orales en lo penal se constituirán y funcionarán en localidades situadas fuera de su lugar de asiento.



	Corresponderá a la respectiva Corte de Apelaciones determinar anualmente la periodicidad y forma con que los tribunales orales en lo penal darán cumplimiento a lo dispuesto en este artículo, sin perjuicio de la facultad de la Corte para disponer en cualquier momento la constitución y funcionamiento de un tribunal oral en lo penal en una localidad fuera de su asiento, cuando la mejor atención de uno o más casos así lo aconseje.



	Finalmente, se establece que la Corte de Apelaciones adoptará esta medida previo informe de la Corporación Administrativa del Poder Judicial y de los jueces presidentes de los comités de jueces de los tribunales orales en lo penal correspondientes.



	- En los términos que se han señalado, los artículos 21 A y 312 bis se aprobaron por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Díez. 



- - -





	La indicación número 68, del H. Senador señor Parra, reemplaza en el artículo 325, la expresión “delincuente” por “imputado”.



	En el artículo 330, que reglamenta el procedimiento para deducir acusación o demanda civil en contra de un juez para hacer efectiva su responsabilidad criminal o civil, se reemplaza, en el inciso tercero, la expresión "u oficial del ministerio público de orden inferior" por la expresión "o funcionario de los fiscales judiciales de orden inferior"; y la expresión "al oficial del ministerio público o al tribunal a quien corresponda" por la expresión "al ministerio público".



	En el artículo 332, que enumera las causales de expiración del cargo de juez, dentro de las cuales está la de incurrir en alguna de las incapacidades legales para ejercerlo, elimina la regla relativa al caso de que se encontraren procesados, para dejar sólo aquella concerniente a los condenados.



	- La Comisión optó por no innovar por el momento, mientras no se diluciden los conceptos que se emplearán en el Código Procesal Penal. Así lo acordó por la unanimidad de sus integrantes presentes, HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Parra, dando por rechazadas la indicación y las disposiciones, para los efectos reglamentarios.



	Cabe añadir que la Excma. Corte Suprema, en su informe, observó que en el artículo 330 se incurre en la equivocación de suponer que la expresión “oficial del ministerio público de orden inferior” se refiere a una especie de “funcionario o empleado de los fiscales judiciales”, en circunstancias que dicha expresión alude a los llamados “promotores fiscales” que fueron eliminados el año 1927. En consecuencia, estima que procedería eliminar y no reemplazar esa expresión. 



- - -



	La indicación número 69, del H. Senador señor Parra, sustituye en el artículo 333 -que establece la cesación en el cargo de magistrado de los Tribunales Superiores de Justicia como consecuencia de la declaración de culpabilidad hecha por el Senado por notable abandono de deberes-, las referencias que se efectúan a los artículos “39 y 42” de la Constitución Política, por “48 y 49”, que corresponden a las normas en que la Carta de 1980 contempla la acusación constitucional.



	- Fue aceptada en forma unánime por los HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Parra.



- - -



	En el artículo 335, relativo a las causales de suspensión de los jueces, se reemplaza el Nº 1º -que dispone que se produce por encontrarse el juez procesado por crimen o simple delito cometido en el ejercicio de sus funciones, a que se aplique pena aflictiva-, por el hecho de encontrarse ejecutoriada la sentencia que declara haber lugar a la querella de capítulos en delitos cometidos en el ejercicio de sus funciones, y tratándose de delitos comunes, desde que se emita el auto de apertura del juicio oral.



	- La Comisión rechazó esta enmienda, con el objeto de pronunciarse sobre ella una vez que se afinen los términos que se usarán en el Código Procesal Penal. Convinieron en ello los HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Parra.





	En el artículo 336, que también sanciona con la suspensión de sus funciones a los ministros de Corte respecto de los cuales se hubiere aprobado la acusación constitucional, se cambia la referencia al artículo 39 de la Constitución Política por otro al artículo 48, que es la disposición del actual texto constitucional que reglamenta esta materia.



	En el artículo 338, que obliga a los Tribunales Superiores a instruir el respectivo proceso de amovilidad de oficio o a requerimiento de oficial del ministerio público, se reemplaza las alusiones a este último y al ministerio público por otras al fiscal judicial.



	- Las modificaciones a estos dos artículos se aprobaron por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Díez.





	En el artículo 339, que contiene el procedimiento para los juicios de amovilidad, se cambia la referencia al ministerio público por otra al fiscal judicial, y se agrega el apelativo de “judicial “al fiscal.



	Si bien la Comisión no advirtió mayores inconvenientes en la aprobación de estas alteraciones, tuvo en cuenta que el inciso segundo de este mismo artículo alude al artículo 63, que se acordó revisar con ocasión del estudio del nuevo Código Procesal Penal.



	- En esa medida, prefirió desechar tales cambios, y analizarlos cuando despache el Código Procesal Penal. Así lo resolvió por la unanimidad de sus integrantes presentes, HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Parra.





Título XI

Los auxiliares de la administración de justicia

1.Ministerio Público





	Se reemplaza el epígrafe del párrafo por “1. Fiscalía judicial”.



	En el artículo 350, se sustituye el inciso primero, para consignar que la fiscalía judicial será ejercida por el fiscal judicial de la Corte Suprema, que será el jefe del servicio, y por los fiscales judiciales de las Cortes de Apelaciones. 



	Además, en el inciso segundo, se reemplaza la expresión "oficiales del ministerio público" por "fiscales judiciales", y en el inciso tercero, la referencia al ministerio público por otra a la fiscalía judicial.



	A continuación se deroga el artículo 351, en virtud del cual, en los negocios que se ventilen ante los jueces de letras, no será necesaria la intervención del Ministerio Público.



	En el artículo 352, se agrega, a continuación de la expresión "fiscales", la palabra "judiciales".



	En el artículo 353, se añade las expresiones "judicial" y "judiciales" a continuación de las expresiones "fiscal" y "fiscales", respectivamente; se elimina el Nº 2º, que establece  como obligación de los fiscales vigilar los establecimientos penales, correccionales o de detención de la República; en el numeral 3º se reemplaza la referencia al oficial del ministerio público por otra al fiscal judicial y se sustituye la mención del Nº 4, del artículo 72 de la Constitución Política  por la del Nº 15º del artículo 32 de la Carta Fundamental.



	El artículo 354 es reemplazado con el único propósito de cambiar la expresión “ministerio público” por “fiscales judiciales” y, consiguientemente, redactar en plural la frase.



	En el artículo 355, se sustituye la expresión "ministerio público" por "alguno de los fiscales judiciales", en el inciso primero.



	En seguida se deroga el artículo 356, que dispone que el ministerio público actuará como parte principal en las causas criminales por crimen o simple delito de acción pública seguidas ante los tribunales que establece el presente Código y en los demás casos previstos por las leyes.



	En el artículo 357, que enuncia los casos en que debe ser oído el ministerio público, se sustituye el encabezado para disponer que debe ser oída la fiscalía judicial, y se elimina el Nº 1º, que hacía obligatoria esa audiencia en los juicios criminales en que se ejercite la acción privada, exceptuando los de calumnia o injuria inferidas a particulares.



	En el artículo 358, referente a las hipótesis en las cuales no se escucha al ministerio público en segunda instancia, junto con hacer la misma corrección semántica del artículo precedente, se eliminan los números 4º y 5º, que contemplan los procesos contra reos ausentes o prófugos, y los procesos criminales por faltas.



	En el artículo 359 se reemplaza la mención del oficial del ministerio público por la del fiscal judicial, y se añade una frase que prohibe a los tribunales solicitar la opinión de dicho funcionario sobre competencia en lo criminal.



	En el artículo 360, se sustituye la expresión "El ministerio público" por "La fiscalía judicial".



	En los artículos 361 y 362, se reemplaza la expresión "oficiales del ministerio público" por "fiscales judiciales".



	En el artículo 363, que hace referencia al fiscal, se agrega la palabra judicial.



	En el artículo 364, se sustituye la expresión "oficiales del ministerio público" por "fiscales judiciales" en el inciso segundo y se precisa el carácter de judiciales de los fiscales de las Cortes de Apelaciones en el inciso tercero.



	Todos los cambios descritos no hacen sino incorporar, en el Código Orgánico de Tribunales, la nomenclatura de “fiscales judiciales” que se asignó a los actuales fiscales de las Cortes en virtud de la reforma constitucional de 1997, para diferenciarlos de los “fiscales” del Ministerio Público, creado por la misma reforma.



	Respecto del artículo 364, la Excma. Corte Suprema apuntó, acertadamente, que la expresión “oficiales del ministerio público” también debe reemplazarse en el inciso primero.



	- La Comisión aprobó, por la unanimidad de sus integrantes presentes, HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Viera-Gallo, las enmiendas descritas con la adición recién señalada.





	En los artículos 379 y 380, concernientes al carácter de ministros de fe de los secretarios de los juzgados y a las funciones de los mismos, respectivamente, que hacen referencia a los juzgados, se precisa que son los "de letras en lo civil".



	En el artículo 382, que considera diversas atribuciones de los secretarios de los juzgados del crimen, se deroga el inciso primero, que les permite proveer por sí solos las solicitudes de mera tramitación; se sustituye el inciso segundo, para disponer que las rebeldías deberán ser declaradas por el secretario del juzgado de letras, de conformidad al Código de Procedimiento Civil o a las normas procesales especiales que corresponda; se elimina en el inciso tercero la facultad que se les entregaba para firmar las órdenes de citación a testigos o a inculpados y a la prefectura respectiva o a carabineros para que procedan a practicar investigaciones, y, en el mismo inciso, se precisa que las facultades restantes corresponderán a los secretarios de los juzgados de letras.



	En el artículo 384, se elimina el deber de los secretarios de incluir en los registros de sentencias definitivas, las que se dicten en materia criminal.



	En el artículo 386, donde se contemplan las atribuciones adicionales de los secretarios de los tribunales colegiados, se sustituye la expresión "los tribunales colegiados" por la expresión  "las cortes".



	La Comisión consideró que, de todas las modificaciones que se proponen a los cinco artículos precedentes, relativos a los secretarios de tribunales, la que evidentemente debía ser acogida era la relativa al artículo 384, tanto porque en los juzgados de letras ya no se dictarán sentencias definitivas en materia criminal, como porque se relaciona con los registros que quedarán de las actuaciones de los nuevos tribunales en lo criminal, materia que se trata en el Código Procesal Penal.



	Le asistieron dudas, en cambio, respecto de la necesidad o conveniencia de las otras enmiendas.



	La que se plantea a los artículos 379 y 380, cual es referir las atribuciones de los secretarios a los de juzgados de letras en lo civil parece inapropiada por el uso de esta última expresión, ya que debería aludirse a los juzgados de letras en general. La Excma. Corte Suprema, en su informe, consideró inconveniente ese agregado, porque se estaría excluyendo a los secretarios de los juzgados de letras de menores y del trabajo. Pero, aun con independencia de ese hecho, lo cierto es que, como en los nuevos tribunales en lo criminal no se contempla la existencia de secretarios, las disposiciones perfectamente pueden mantenerse en sus mismos términos actuales.



	En relación con el artículo 382, los cambios que se prevén suponen que dicha disposición se aplica tanto a los secretarios de juzgados del crimen como a secretarios de otros tribunales. Entendió la Comisión, por el contrario, que únicamente se refiere a los primeros, por lo que, en rigor, debería derogarse.



	También le mereció inquietud el alcance que tendría la modificación al artículo 386, esto es, hablar de los secretarios de las cortes en vez de los secretarios de los tribunales colegiados, por la eventualidad de que en leyes especiales se contemple la existencia de tribunales colegiados que no sean las Cortes de Apelaciones o la Corte Suprema. Además, estrictamente esta enmienda también es innecesaria, porque los únicos tribunales colegiados del nuevo sistema procesal penal, cuales son los tribunales orales en lo penal, carecerán de secretario, de modo que no se les podría aplicar este artículo en caso alguno.



	Sobre la base de las consideraciones reseñadas, la Comisión resolvió acoger la modificación propuesta para el artículo 384, y rechazar las restantes, sin perjuicio de reconsiderarlas nuevamente durante el estudio del proyecto de ley que establece un nuevo Código Procesal Penal. 



	- Los acuerdos precedentes se tomaron en forma unánime, por los HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Viera-Gallo.





	Párrafo 4º bis, “Los administradores de tribunales con competencia en lo criminal”



	Se agrega, a continuación del artículo 389, este párrafo nuevo, compuesto de siete artículos.



	De acuerdo al artículo 389 bis, los administradores de tribunales con competencia en lo criminal son funcionarios auxiliares de la administración de justicia encargados de organizar y controlar la gestión administrativa necesaria para el adecuado funcionamiento de los tribunales orales en lo penal y de los juzgados de garantías.



	La Comisión coincidió en que el ejercicio de dichas funciones por el administrador se conformará a las instrucciones dadas por el comité de jueces y por el juez presidente, atendidas las atribuciones que a éstos les competen.



	Desde el punto de vista formal, acordó eliminar la frase “necesaria para el adecuado funcionamiento”, por estimarla redundante. Así lo sugirió también S.E. el Presidente de la República, mediante indicación número 10, letra s).



	- En virtud de lo anterior, la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Viera-Gallo, aprobó este artículo y la aludida indicación, como artículo 389 A.





	El artículo 389 bis A enumera las atribuciones de los administradores de estos tribunales, cuales son:



	a) Dirigir las labores administrativas propias del funcionamiento del tribunal.



	La Comisión concordó con la idea de adicionar esta atribución señalando que ha de efectuarse bajo la supervisión del juez presidente del comité de jueces. En el mismo sentido se presentó la indicación número 10, letra u), de S.E. el Presidente de la República.



	b) Proponer para la resolución del juez coordinador, la designación y remoción del subadministrador, de los jefes de unidades y del personal de empleados del tribunal. 



	La indicación número 70, del H. Senador señor Parra, en concordancia con otras de su autoría, precisa que la referencia debe efectuarse al presidente del comité de jueces. En el mismo sentido, la indicación número 10, letra t), del Ejecutivo, propuso sustituir en este artículo las menciones al juez coordinador por otras al juez presidente.



	En concordancia con lo resuelto al estudiar los artículos 23 y 24 del texto que proponemos, la Comisión diferenció en dos letras la designación del personal y la remoción del mismo.



	Respecto de la primera, la nueva letra b) consigna la atribución de proponer al comité de jueces la designación del subadministrador, de los jefes de unidades y de los empleados del tribunal. En cuanto a la segunda, la nueva letra f)  encomienda al administrador la función de remover al subadministrador, a los jefes de unidades y al personal de empleados, de conformidad al procedimiento que se consagra en este mismo párrafo del Código.



	c) Evaluar al personal a su cargo.



	Fue acogida por la Comisión como letra d), teniendo en cuenta que, al definirse las funciones del juez presidente del comité de jueces, se efectuó la distinción entre la evaluación del personal, esto es, el análisis cualitativo de la gestión desarrollada por el funcionario y que constituye uno de los elementos necesarios para efectuar la calificación, la cual es entregada al administrador, y la calificación del personal, que la asume el juez presidente.



	d) Adquirir y abastecer de materiales de trabajo al tribunal, en conformidad con el plan presupuestario aprobado para el año respectivo.



	La Comisión aprobó esta atribución, pero ubicándola como nueva letra j), en atención a que consideró que era de menor relevancia que otras que aparecen consignadas con posterioridad.



	e) Distribuir los casos a los jueces o a las salas que integran el respectivo tribunal, conforme con el procedimiento objetivo y general aprobado.



	Fue aprobada, cambiándose la mención de “los casos” por la de “las causas”, y evitando señalar que los jueces o las salas “integran” el respectivo tribunal.



	f) Llevar la contabilidad y administrar la cuenta corriente del tribunal.



	La Comisión estimó pertinente insertar la idea de que la administración de la cuenta corriente del tribunal no será ejercida de manera autónoma por el administrador, sino que la realizará –además de observar las reglas e instrucciones generales-, de acuerdo a las instrucciones del juez presidente. En esos términos, la aprobó como nueva letra g).



	g) Dar cuenta al juez coordinador del tribunal acerca de la gestión administrativa del mismo y formular las proposiciones que estime pertinentes.



	Respecto de esta letra, la indicación número 71, del H. Senador señor Parra, propuso reemplazar la expresión “juez coordinador” por “presidente del comité de jueces”. En el mismo sentido se formuló la indicación número 10, letra t), del Ejecutivo.



	La Comisión acordó además suprimir la frase “y formular las proposiciones que estime pertinentes” ya que podría entenderse limitativa de las atribuciones que tiene el administrador sobre la gestión administrativa del tribunal. S.E. el Presidente de la República hizo suya esa posición, planteándola en la indicación número 10, letra v).



	h) Elaborar un plan presupuestario anual, que deberá ser presentado al juez coordinador a más tardar en el mes de mayo del año anterior al ejercicio correspondiente. 

	El plan deberá contener una propuesta detallada de la inversión de los recursos que requerirá el tribunal en el ejercicio siguiente.



	La Comisión aprobó esta letra, reemplazando la expresión “plan presupuestario“ y “plan“ por “presupuesto”, y “juez coordinador” por “juez presidente”.



	i) Ejercer las demás funciones que le sean asignadas por el comité de jueces o que determinen las leyes.



	La Comisión estimó que, en los términos que está redactada la letra, pudiera parecer que será posible asignarle al administrador otras funciones que no guardaran relación con las que le son propias, y, para dejar en evidencia que esas otras actividades deberán estar relacionadas con las funciones que se le han asignado, creyó útil hablar de otras “tareas”. Juzgó, además, que ellas podrían provenir no sólo del comité de jueces, sino que también del juez presidente.



	En su inciso final, el artículo establece que, para el cumplimiento de sus funciones, el administrador del tribunal se atendrá a las políticas generales de selección de personal, de evaluación, de administración de recursos materiales y de personal, de diseño y análisis de la información estadística y demás que dicte el Consejo de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, en el ejercicio de sus atribuciones propias. No le mereció observaciones a la Comisión. 



	- En esa virtud, el artículo 389 B y las indicaciones a que se ha aludido se aprobaron por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Viera-Gallo.





	Con el artículo 389 bis B se exige, para ser administrador de un tribunal con competencia en lo criminal, poseer un título profesional relacionado con las áreas de administración y gestión, otorgado por una universidad, de una carrera con a lo menos ocho semestres de duración. Excepcionalmente, en los juzgados de garantías de asiento de comuna o agrupación de comunas, la Corte de Apelaciones respectiva podrá autorizar el nombramiento de un administrador con un título técnico de nivel superior o título profesional de las mismas áreas, de una carrera con una duración menor a la señalada.



	La Comisión compartió esta disposición, pero, como por regla muy general los títulos profesionales pueden ser otorgados por universidades o institutos profesionales, acordó incluir expresamente a estos últimos.



	- Con esa enmienda y otra de carácter formal, se aceptó en forma unánime, signado como artículo 389 C, por los HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Viera-Gallo.





	El artículo 389 bis C establece que los administradores de tribunales con competencia en lo criminal serán designados de una terna que elabore el juez coordinador, a través de concurso público de oposición y antecedentes, que será resuelto por el comité de jueces del respectivo tribunal.



	- Fue aprobado como artículo 389 D, por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Viera-Gallo, con el solo cambio de la mención del juez coordinador por la del juez presidente. 



	Con el artículo 389 bis D, se establece que las disposiciones generales aplicables a los auxiliares de la Administración de Justicia, contenidas en el Título XII de este Código, serán aplicables a los administradores de los tribunales con competencia en lo criminal en cuanto no se opongan a la naturaleza de sus funciones.



	La Comisión estuvo de acuerdo con este planteamiento general, si bien coincidió en la necesidad de complementar más adelante diversas disposiciones de ese Título XII, para precisar la forma en que se aplicarán a estos funcionarios.



	- Se aprobó en forma unánime por los HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Viera-Gallo.





	De acuerdo al artículo 389 bis E, se regula el procedimiento de remoción del subadministrador, de los jefes de unidades y del personal, dejándose entregada al administrador la facultad de proponerla al juez coordinador cuando se estime, en el proceso de calificación respectivo, que no han cumplido eficazmente sus funciones o, en cualquier tiempo, cuando hubieren incurrido en faltas graves al servicio. 



	Concluye la disposición expresando que, a su vez, la remoción del administrador del tribunal podrá ser solicitada por el juez coordinador y será resuelta por el comité de jueces, con apelación a la Corte de Apelaciones respectiva.



	A este precepto se formuló la indicación número 73, del H. Senador señor Parra,  que reemplaza en cuatro de sus incisos la expresión “juez coordinador” por “presidente del comité de jueces”.



	La circunstancia de que el inciso segundo de este artículo manifieste que el procedimiento administrativo de remoción “contemplará un justo y debido proceso” dio lugar a un extenso debate en la Comisión acerca de la necesidad de contemplar en el propio Código las disposiciones indispensables que garanticen el debido proceso de los funcionarios que son sometidos a un procedimiento disciplinario. Se recordó que, de acuerdo al número 3º del artículo 19 de la Constitución Política de la República, corresponde al legislador establecer siempre las garantías de un procedimiento y una investigación racionales y justos, por lo que de manera alguna esta materia puede quedar entregada a otra autoridad.



	La Comisión estimó adecuado, al efecto, contemplar un procedimiento, no sólo para la remoción de estos funcionarios, sino que también para la aplicación de cualquiera otra medida disciplinaria a que se hagan acreedores, con lo cual queda de manifiesto, desde otro punto de vista, que es al administrador y no al juez presidente, al comité de jueces ni a los jueces individualmente considerados, a quien compete ejercer la potestad disciplinaria sobre el personal.  Para este efecto, optó por seguir la línea del procedimiento que se incorporó en la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público, que a su turno reconoce como antecedente la investigación sumaria del Estatuto Administrativo.



	Por otra parte, coincidió en que este procedimiento, por su naturaleza, persigue hacer efectiva la responsabilidad disciplinaria, y, por lo mismo, nada tiene que ver con las calificaciones que haya recibido el funcionario, que están sometidas al procedimiento general que ya consagra el Código Orgánico de Tribunales. En ese sentido, juzgó que, a lo menos, es equívoco el inciso primero, que permite remover al personal “cuando se estime, en el proceso de calificación respectivo, que no han cumplido eficazmente sus funciones”. Los efectos de las calificaciones en cuanto a la estabilidad de los empleados en sus cargos están claramente descritos en el artículo 278 bis, en virtud del cual queda removido de su cargo, por el solo ministerio de la ley, el funcionario que figure en Lista Deficiente o, por segundo año consecutivo, en Lista Condicional.



	Razonó la Comisión que, si lo que se quiere es una mayor rigurosidad con los funcionarios de los nuevos tribunales en lo criminal, ello no puede obtenerse por la vía de que, terminado el proceso de calificaciones, se abra un procedimiento disciplinario por los mismos hechos que debieron haberse considerado en el procedimiento anterior, sino por abrir la posibilidad de que el administrador pueda remover también a quienes hayan sido calificados en Lista Condicional en el proceso de calificación respectivo. Tuvo en cuenta que la Lista Condicional comprende a funcionarios de bajo rendimiento, puesto que han recibido entre 3 a 3,99 puntos del total de 7 puntos y que la Lista Deficiente agrupa a quienes han recibido menos de 3 puntos.



	S.E. el Presidente de la República, en la indicación número 10, letras w) y x), acogió las ideas de la Comisión en orden a radicar en el administrador la potestad de remover al personal y de iniciar el procedimiento disciplinario.



	- El artículo que proponemos como 389 F, que incluye, con enmiendas, las indicaciones mencionadas, se aprobó en forma unánime por los HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Viera-Gallo.



- - -





	La Comisión, en diversas ocasiones a lo largo del debate de esta iniciativa, hizo ver su inquietud acerca de la necesidad de determinar el funcionario que tendría a su cargo el cumplimiento de varias funciones que hoy desempeñan los secretarios de los juzgados del crimen, cargo que se suprime en la estructura de los nuevos juzgados de garantía y tribunales orales en lo penal.



	Conoció las explicaciones de los señores representantes del Ejecutivo, quienes hicieron ver que el principal cometido de los secretarios, cual es la autorización de la firma del juez para autenticar las resoluciones, ya no se justifica, y que lo mismo ocurría con diversas otras funciones, lo que es consecuencia, entre otras circunstancias, de que la etapa de investigación que tiene a su cargo el Ministerio Público será de características informales y no se producirá la serie de actuaciones que en el actual sistema requieren de la certificación de un ministro de fe.



	Se revisaron, al efecto, las disposiciones pertinentes del Código de Procedimiento Penal vigente y, de un modo particular, las funciones que se asignan a los secretarios en el artículo 380 del Código Orgánico de Tribunales, concluyéndose que la mayoría de ellas serán cumplidas por las unidades a cargo de la administración de causas y de la atención de público.



	Después de analizar con detención el tema, hubo coincidencia en que era útil encomendarle a un funcionario la certificación de las actuaciones procesales realizadas ante el juzgado o tribunal. Al respecto, por medio de indicación número 10, letra y), S.E. el Presidente de la República propuso encomendarla al jefe de la unidad administrativa a cargo de la función de administración de causas y, para asegurar que esa función se cumpla de modo uniforme, sugirió dejar entregado a la Corte Suprema la facultad de impartir las instrucciones y aprobar los procedimientos que fuesen pertinentes.



	La Comisión estuvo de acuerdo con ese planteamiento, pero estimó necesario complementar las atribuciones de dicho funcionario con la certificación de las resoluciones cuando corresponda, pensando en la expedición de las copias autorizadas que pudieran requerirse, y la autorización, en su caso, del mandato judicial. Para mayor claridad en cuanto a este último aspecto, optó por incluir de inmediato un nuevo artículo, que considera las enmiendas indispensables en la ley Nº 18.120, sobre comparencia en juicio.



	En atención a lo anterior, la Comisión consultó un artículo 389 G, nuevo, de acuerdo al cual se dispone que la certificación de las actuaciones procesales realizadas ante el juzgado de garantía o ante el tribunal oral en lo penal y de sus resoluciones cuando corresponda, así como la autorización, en su caso, del mandato judicial, serán efectuadas por el jefe de la unidad administrativa que tenga a su cargo la administración de causas, de acuerdo a las instrucciones y procedimientos que establezca la Corte Suprema.



	- Ese artículo, y el nuevo artículo 12 del proyecto de ley que proponemos, resultaron aprobados por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Viera-Gallo.



- - -





	El artículo 393 bis, nuevo, expresa que las notificaciones que deban practicarse en los procesos criminales estarán entregadas a los funcionarios del tribunal que conozca de ellos, los que serán designados para cumplir dichas funciones, en carácter de receptores ad hoc, por el juez coordinador, a propuesta del administrador.



	La indicación número 74, del H. Senador señor Stange, precisa que tales funcionarios practicarán las notificaciones sin derecho a remuneraciones o a cobro de derechos.



	Los señores representantes del Ejecutivo explicaron que esta disposición se inserta en el nuevo diseño judicial, que prevé la existencia de funcionarios que dependen del administrador, quien será el responsable de la ejecución de esta actuación procesal. Añadieron que la regla general, derivada de la celebración de audiencias, será que los intervinientes se tengan por notificados de inmediato de las resoluciones que se pronuncien en ellas.



	La Comisión estuvo de acuerdo con el propósito que inspira este precepto, cual es permitir al juez o a la sala del tribunal un control inmediato sobre las personas que realizarán las notificaciones. No obstante, juzgó conveniente permitir que las notificaciones sean practicadas por otros funcionarios designados por el tribunal, teniendo presente, por una parte, que el inciso tercero del artículo 73 de la Constitución Política de la República permite al juez recurrir a la fuerza pública para que efectúen estas diligencias, y por otra, que el número de funcionarios del tribunal y las otras tareas que deben efectuar podrían dificultar que se realizaran de manera expedita y oportuna. Consideró, además, que no se justificaba excluir a los receptores, que no estarían habilitados para continuar efectuando esta labor porque no son funcionarios del tribunal.



	En cuanto a que los funcionarios de los tribunales deban realizar esta actuación sin derecho a remuneración o a cobro de aranceles, la Comisión lo estimó razonable en la medida en que en este nuevo diseño de organización del tribunal se considere dentro de las obligaciones propias del cargo de algunos de los empleados del tribunal la de practicar las notificaciones. En caso contrario, debería seguirse la regla general, contemplada en el inciso segundo del artículo 392 del Código Orgánico de Tribunales, que les permite cobrar los derechos que correspondan conforme al arancel de los receptores judiciales.



	Concluyó la Comisión que, en lo medular, la determinación de las personas obligadas o autorizadas para practicar las notificaciones debe resolverse después de que se haya despachado el Código Procesal Penal, ya que sólo a la luz de la configuración general del proceso que éste contemple en definitiva podrá adoptarse una decisión más ilustrada.



	- Por consiguiente la Comisión, por la unanimidad de sus integrantes presentes, HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Viera-Gallo, acordó rechazar por el momento este precepto y la indicación que se le ha formulado.





	En el artículo 436, que establece la obligación del notario de dar cuenta de inmediato de la pérdida, robo o inutilización de los protocolos o documentos de su notaría a la autoridad judicial de que dependa, se sustituye ésta por el ministerio público.



	La Comisión prefirió reemplazar la expresión “a la autoridad judicial de que dependa para que inicie el correspondiente proceso" por "al ministerio público para que inicie la correspondiente investigación".



	- Esa enmienda fue aprobada por la unanimidad de los HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Díez.





	En el artículo 455, relativo a las obligaciones de los archiveros, se reemplaza la alusión al “expediente criminal” por "registro criminal ".



	- La Comisión suprimió esta modificación por la unanimidad de sus integrantes presentes, HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Parra, para considerarla luego del estudio del proyecto de ley que establece el nuevo Código Procesal Penal, donde se abordará el tema de los registros de las actuaciones procesales efectuadas ante los nuevos tribunales en lo criminal.





	En los artículos 458, 459, 461 y 464, cuando hacen referencia al fiscal, se precisa su carácter de judicial, y cuando aluden a los oficiales del ministerio público, se cambia la mención por la de los fiscales judiciales.



	- La Comisión aprobó las enmiendas propuestas a todos estos artículos, por la unanimidad de los HH. Senadores señores Aburto, Larraín y  Díez. 





	En el artículo 469, inciso primero, se reemplaza la expresión "oficiales del ministerio público" por la expresión "fiscales judiciales".



	Dicho precepto impide ser oficiales del ministerio público o asistentes sociales judiciales en un tribunal a las personas que tengan con uno o más jueces de él alguno de los parentescos indicados en el artículo 258.



	La Comisión creyó indispensable hacer extensiva esa prohibición a los administradores, subadministradores y jefes de unidades de tribunales con competencia en lo criminal.



	- En esos términos, se aprobaron ambas modificaciones a este artículo por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Larraín y  Díez.





	En los artículos 470, 471, 472, se cambian las menciones del ministerio público por las de los fiscales judiciales y se añade el apelativo de judicial al fiscal.



	- Fueron aprobadas por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Viera-Gallo, con la sola rectificación de la enmienda al artículo 471, precepto que hace alusión a los fiscales, por lo que en este caso se agregó la expresión “judiciales”.



- - -





	La Comisión tuvo presente que ciertos auxiliares de la administración de justicia, específicamente los notarios, conservadores, archiveros, secretarios y receptores, están obligados a rendir fianza de fiel desempeño de sus cargos, cuyo monto se diferencia para los secretarios y para los demás auxiliares. Lo anterior, en virtud de lo dispuesto en el artículo 473 del Código Orgánico de Tribunales.



	Coincidió, al respecto, en que, por las mismas razones que esa fianza es exigible hoy día a los secretarios, debería serle exigible a los administradores de tribunales, y todavía con mayor fundamento, por las amplias atribuciones que de que estarán investidos en la elaboración del presupuesto y la gestión de los recursos.



	Por otra parte, el artículo 478 prohibe a los notarios, conservadores, archiveros, secretarios, procuradores o receptores ausentarse del lugar de su residencia ni dejar de asistir diariamente a su oficina sin permiso del Presidente de la Corte si ejerciere sus funciones en el lugar de asiento de este tribunal, o del juez de letras respectivo o de turno, en los demás casos.



	Regula, en seguida, el permiso anual máximo que puede concederse a los aludidos funcionarios, consagrando también un régimen especial, más estricto, para los secretarios.



	Debido a la naturaleza de las funciones que tendrán a su cargo los administradores de tribunales y la responsabilidad involucrada, estuvo de acuerdo la Comisión en incluirlos también dentro de las reglas contempladas para los secretarios, que permiten otorgarles como máximo un permiso anual de ocho días.



	- Resolvió, al efecto, por la misma unanimidad que se acaba de expresar, modificar los artículos 473 y 478, para asimilar a los administradores de tribunales al régimen de fianza y de permisos previstos para los secretarios.



- - -





	En los artículos 480, 481, 483, 484, 486, 494, 495, 498 y 499, se reemplaza la expresión "oficiales del ministerio público" por la expresión "fiscales judiciales" o se puntualiza su naturaleza judicial, cuando solo se alude a los fiscales o al fiscal.



	- Las modificaciones propuestas se acogieron sin enmiendas por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Aburto, Larraín y  Díez.



- - -





	Con la indicación número 75, del H. Senador señor Parra, relativa a un artículo 493 bis, nuevo, se reemplaza la expresión “juez coordinador” por “presidente del comité de jueces”.



	La Comisión coincidió en que la indicación incurre en un error dactilográfico y quiso referirse al artículo 393 bis nuevo, puesto que la iniciativa no contempla un nuevo artículo 493 bis.



	En la medida que el artículo 393 bis ha sido desechado, no pudo aceptarla, sin perjuicio de que la idea que plantea ha sido acogida en las disposiciones pertinentes.



	-Se rechazó por la unanimidad de los HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Díez.



- - -





	El artículo 503 se sustituye, con el único propósito de hacer referencia al fiscal judicial o a los fiscales judiciales, en su caso.



	- Se aprobó en forma unánime por los HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Díez. 





	En el artículo 506, se sustituye su número 6º, para radicar en la Corporación Administrativa del Poder Judicial la facultad de dictar políticas de selección de personal, de evaluación, de administración de recursos materiales y de personal, de indicadores de gestión, de diseño y análisis de la información estadística, y la aprobación de los presupuestos que le presenten los tribunales. Todo ello, conforme a las directrices generales que le imparta la Corte Suprema.



	- Fue aprobado en los mismos términos por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Viera-Gallo. 



- - -





	La Comisión advirtió que el artículo 515, en su inciso segundo, encomienda al secretario la elaboración de listas de los depósitos judiciales que tengan más de 10 años y que incidan en juicios o gestiones cuyos expedientes no se encuentren o no puedan determinarse, y su colocación en un lugar visible de la secretaría del tribunal, como trámite previo para que el tribunal decrete el ingreso de esos fondos a favor de la Corporación Administrativa del Poder Judicial.



	Para hacer aplicables las reglas contenidas en ese artículo en el caso de los nuevos tribunales en lo criminal, estimó conveniente incorporar  al administrador como funcionario a cargo de ese cometido. 



	- Por la unanimidad de sus integrantes presentes, HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Díez, la Comisión acordó modificar el artículo 515 en el sentido mencionado.



- - -





	En el artículo 516, que exige la firma del juez y del secretario del tribunal en los cheques que extiendan, se añade la expresión “o del administrador”.



	En el artículo 517, inciso cuarto, se reemplaza la frase "Los secretarios de las Cortes y de los juzgados" por "Los secretarios de las Cortes y los secretarios o administradores de los tribunales", como los obligados a llevar un libro con los depósitos consignados a la orden del tribunal.



	- Ambas modificaciones fueron acogidas por los HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Viera-Gallo. 





	En el artículo 523, se reemplaza la actual prohibición para ser abogado que afecta a quienes estén actualmente procesados, por la de haberse dictado a su respecto auto de apertura del juicio oral.



	- La Comisión, integrada por los HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Parra, acordó suprimir esta modificación, con el objeto de analizarla cuando se haya determinado la nomenclatura del nuevo Código Procesal Penal. 



- - -





	Para hacer completa claridad acerca del titular de la potestad disciplinaria sobre el personal de los nuevos tribunales en lo criminal, materia tratada a propósito de las atribuciones de los administradores de tribunales, en el nuevo artículo 389 F, la Comisión decidió consultar un inciso final nuevo en el artículo 532, disposición esta última que entrega al juez de letras la función de mantener la disciplina judicial en todo el territorio sujeto a su autoridad 



	El inciso establece que, en el caso de los juzgados de garantía y de los tribunales orales en lo penal, las facultades disciplinarias sobre los subadministradores, jefes de unidades y personal serán ejercidas por el administrador del tribunal, de conformidad a lo previsto en el artículo 389 F. Añade que, si el administrador del tribunal cometiere faltas o abusos, o incurriere en infracciones u omisiones en el cumplimiento de sus deberes y obligaciones, podrá ser removido de acuerdo al inciso final del mismo artículo.



	- Se aprobó por la unanimidad de los HH. Senadores señores Aburto, Larraín y  Díez.



- - -





	En los artículos 539 y 541, se precisa el carácter de judiciales de los fiscales de las Cortes de Apelaciones y del fiscal de la Corte Suprema, respectivamente.



	- La modificación planteada a ambas disposiciones fue aprobada en forma unánime por los integrantes presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Díez. 





	En el artículo 560, relativo a los casos en que procede especialmente el nombramiento de Ministros en Visita Extraordinaria, se sustituye su numeral 1º, se elimina el número 2º y se agrega un número 2º, nuevo. 



	De esa manera, el primer caso quedará referido a las causas civiles que puedan afectar las relaciones internacionales y que sean de competencia de los tribunales de justicia; y el segundo a la investigación de hechos o pesquisa de delitos cuyo conocimiento corresponda a la justicia militar, que puedan afectar las relaciones internacionales, o que produzcan alarma pública y exijan pronta represión por su gravedad y perjudiciales consecuencias.



	Los señores representantes del Ejecutivo explicaron que la modificaciones responden al principio básico del nuevo sistema procesal penal, de que los procesos penales sean investigados exclusivamente por el Ministerio Público. En consecuencia, los ministros en visita extraordinaria carecerán de facultades para realizar cualquier tipo de investigación en esta materia, y sólo podrán conocer de las causas civiles que se han señalado. Sin perjuicio de ello, el nuevo número 2º que se propone permite que, en casos especiales, conozcan algunos asuntos de competencia de la justicia militar, lo que es posible porque la justicia militar ha quedado exceptuada de la regla que entrega la exclusividad de la investigación criminal al Ministerio Público.�



	- La Comisión dio su aprobación a las enmiendas propuestas a este artículo por la unanimidad de sus integrantes presentes, HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Viera-Gallo. 





	El artículo 567 se sustituye, para encargar la actual visita de establecimientos carcelarios que realizan los jueces con jurisdicción en materia criminal, en compañía del secretario, a un juez de garantías, designado por el comité de jueces del tribunal de la respectiva jurisdicción.



	- Se aprobó por unanimidad, con modificaciones, al recibir los votos favorables de los HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Díez.





	En el artículo 568, que permite asistir a las visitas carcelarias a los oficiales del Ministerio Público, se reemplaza el término “oficiales” por "fiscales".



	- Fue aceptado por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Díez.





	El artículo 569 se reemplaza, a fin de disponer que, en el acto de la visita, deberán ser presentados todos los presos y detenidos por instrucciones o procesos en substanciación que así lo soliciten y aquellos cuya detención no se hubiere comunicado aún al juez.



	- La Comisión, por la unanimidad de los HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Parra, acordó suprimir esta modificación, para estudiarla cuando esté resuelta la nomenclatura que utilizará el Código Procesal Penal. 





	El artículo 570 se sustituye, para establecer que, iniciada la visita, un auxiliar judicial dará lectura al estado que llevará preparado para ese efecto y en que se expresará el nombre de cada uno de los presos y detenidos, el delito que se les imputa, el estado en que se encuentra y la fecha de inicio de la privación de libertad.



	- La Comisión, por la unanimidad de sus integrantes presentes HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Díez, estuvo de acuerdo con esta disposición, con la sola enmienda consistente en reemplazar la expresión “auxiliar judicial” por “funcionario del juzgado o tribunal”. Como hizo ver la Excma. Corte Suprema en su informe, ese concepto no corresponde a ningún cargo específico de la estructura judicial.





	En el artículo 571, referente a las quejas que pueden entablar los detenidos, entre ellas las dificultades que se les suscitan "para la defensa de sus juicios", se sustituye esta expresión por "en la defensa en la instrucción o juicio en que intervinieren".



	La Comisión prefirió suprimir esta modificación, a fin de estudiarla una vez que haya resuelto los términos que empleará el proyecto de ley sobre nuevo Código Procesal Penal. En cambio, por razones de concordancia, decidió agregar la mención de los presos a la de los detenidos. 



	- Así se acordó en forma unánime por los HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez  y Parra.





	En el artículo 572, se reemplaza la expresión "procesados" por "reclusos".



	En el artículo 573, cuando se alude al individuo ilegalmente detenido o "incompetentemente juzgado" se sustituye esta última expresión por "preso".



	- Se aprobó las enmiendas a ambos preceptos por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Díez.





	En el artículo 574 se reemplaza la expresión "procesados" por "detenidos o presos" y la palabra "juzgado" por "tribunal".



	- La Comisión, con los votos unánimes de los HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Díez, aprobó el primer cambio, pero en lugar del segundo acordó agregar la expresión “o tribunal” a continuación de la palabra “juzgado”.





	El artículo 577 es reemplazado, para consultar la obligación de todo jefe de establecimiento en que se encuentren individuos detenidos o presos de dar cuenta inmediata al fiscal del ministerio público respectivo, de la muerte o fuga de alguno de ellos y de cualquier enfermedad que exija la traslación de un enfermo a un hospital u otro establecimiento.



	La Comisión estuvo de acuerdo con el cambio, salvo en cuanto se suprime el aviso que ha de darse al juez, que estimó necesario mantener, desde el momento en que, por regla muy general, habrá sido él quien ordenó la detención o privación de libertad, y no resulta propio que deba enterarse a través del ministerio público.



	- Por consiguiente, aprobó esta disposición por la unanimidad de sus integrantes presentes, HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Díez, con la enmienda consistente en agregar a continuación de la expresión “ministerio público” la frase “ y al juzgado o tribunal”.





	En el artículo 578, se reemplaza la expresión "procesados" por "internos".



	- Se aprobó en forma unánime por los HH. Senadores señores Aburto, Larraín y  Díez.





	En el artículo 580, también relativo a las visitas de cárceles, se sustituyen sus incisos primero y tercero y se modifica el inciso cuarto.



	El nuevo inciso primero dispone que en las comunas asiento de una Corte de Apelaciones constituirán la visita un ministro de la misma, un juez de tribunal oral en lo penal y un juez de garantías. El ministro será designado por turno anual, comenzando por el menos antiguo.



	El nuevo inciso tercero expresa que, en las demás comunas, constituirán las visitas un juez de garantías, designado por la Corte de Apelaciones de acuerdo a un turno mensual, y el auxiliar judicial más antiguo, si hay más de uno o, por último, el auxiliar del juez de garantías que se designare, si éste no sirviere un juzgado de letras.



	En el inciso final del precepto, se sustituye la expresión "juez del crimen más antiguo" por "juez de garantías".



	La Comisión, además de considerar en singular la expresión “garantías”, precisó en el inciso tercero que, en las comunas que no sean asiento de Corte, la visita se constituirá también con el funcionario del juzgado que el juez designare como secretario de la visita. Se elimina de esta manera las referencias al “auxiliar judicial”, que no corresponde a ningún cargo existente o que se cree en virtud de esta iniciativa.



	Acogió, asimismo, la observación que hizo en su informe la Excma. Corte Suprema respecto del inciso final, en el sentido de que debe sustituirse la alusión al Presidente de la Corte de Apelaciones por la del ministro de la Corte, a fin de concordarlo con el cambio que se contempla para el inciso primero.



	- Las modificaciones se aprobaron por la unanimidad de los integrantes presentes, HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Díez.





	En el artículo 581 se elimina al fiscal de la Corte Suprema y al fiscal de la Corte de Apelaciones como integrantes de la visita carcelaria que decida constituir el Presidente de la Corte Suprema o el Presidente de la Corte de Apelaciones, en su caso.



	- Fue aprobada con cambios formales por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Díez.





	En el artículo 582, inciso segundo, se sustituye la expresión "procesados" por "sometidos a prisión preventiva".



	La Comisión notó que el concepto de "procesados" aparece además dos veces en el inciso primero de este artículo, de modo que optó por reemplazarlo, así como a las palabras “procesados o detenidos” en el inciso segundo, por “reclusos”.



	- Las enmiendas se acordaron por la unanimidad de los HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Díez.





	En el artículo 583 se cambia la expresión "procesado" por "recluso".



	- Fue aprobada en forma unánime por los HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Díez.





	En el artículo 584, se sustituye la palabra "secretario", referido a quien haga las veces de tal en la visita de cárcel, por "auxiliar".



	La Comisión no estuvo de acuerdo con la incorporación del concepto de auxiliar, ya que diversas otras disposiciones del estatuto aplicable a las visitas de cárceles que consagra el Código Orgánico de Tribunales consagran la existencia del “secretario de la visita”.



	- En consecuencia, por la unanimidad de sus integrantes presentes, HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Díez, reemplazó la enmienda propuesta por otra que agrega, después de la palabra "secretario", la expresión "de la visita".





	En el artículo 586, se elimina la obligación de incluir en la lista de causas criminales que remiten los jueces de letras a sus respectivas Cortes de Apelaciones la alusión a los motivos del retardo o paralización que alguna de ellas sufriere.



	- La Comisión, por la unanimidad de sus integrantes presentes HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Parra, acordó suprimir esta modificación, para estudiar con mayor detención la información que debería consignarse en esos estados cuando se discuta el proyecto de ley sobre nuevo Código Procesal Penal. 





	En el artículo 587 se sustituye la expresión "los tribunales colegiados" por "las cortes".

	En el artículo 588, se reemplaza la expresión "los tribunales colegiados" por "las cortes".



	Las modificaciones propuestas versan sobre deberes de los secretarios de los tribunales colegiados, que se plantea hacer aplicables sólo a los secretarios de las Cortes, tal como se disponía en una sugerencia precedente.



	La Comisión decidió seguir el mismo criterio adoptado en su oportunidad en orden a suprimir estos cambios, que no se justifican en cuanto los nuevos tribunales colegiados -cuales son los tribunales orales en lo penal- carecerán de secretarios, y que podrían producir efectos indeseados respecto de los tribunales colegiados que pudiesen contemplar leyes especiales.



	- El acuerdo fue tomado por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Díez. 



- - -





	A continuación, como se anticipó al hacer alusión al nuevo artículo 389 G que proponemos, la Comisión, por la unanimidad de los HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Díez, incorporó a esta iniciativa legal un artículo 12, nuevo, en virtud del cual se introducen sendas enmiendas a los artículos 2º y 4º de la ley Nº 18.120, que establece normas sobre la comparecencia en juicio.



	En el artículo 2º, sobre constitución del mandato judicial, se agrega al secretario, como funcionario habilitado para realizar tal diligencia, al jefe de la unidad administrativa que tenga a su cargo la administración de causas en el caso de los juzgados de garantía y de los tribunales orales en lo penal. 



	En el artículo 4º, que prohibe a los secretarios de los tribunales autorizar un mandato sin cerciorarse de que el mandatario es abogado habilitado para el ejercicio de la profesión, procurador del número o estudiante o egresado habilitado de alguna facultad de derecho, se efectúa similar enmienda.



- - -



Artículo 12



	Dispone que el mayor gasto que signifique la aplicación de esta ley se financiará con los recursos asignados al Poder Judicial en la ley de Presupuestos del Sector Público del año correspondiente.



	- Fue aprobado, como artículo 13, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Viera-Gallo, sin perjuicio de la competencia que tiene sobre la materia la Comisión de Hacienda.





Artículos transitorios





Artículo 1º



	Establece que la instalación de los nuevos juzgados de letras que se crean en el artículo 2º, como, asimismo, la presentación de las ternas correspondientes a su personal, se efectuarán en la medida que el presupuesto del Poder Judicial contemple el gasto pertinente y la Corporación Administrativa del Poder Judicial ponga a disposición de las respectivas Cortes de Apelaciones los locales destinados al funcionamiento de estos tribunales.



	La Comisión se manifestó contraria a esta disposición ya que, de acuerdo a su tenor, no contempla una época para la instalación de los nuevos juzgados de letras, lo que en teoría permitiría que transcurriera un tiempo prolongado sin que ello ocurriera, lo que resulta incongruente con la relación que tienen con la reforma procesal penal, por lo que debería serles aplicable la misma gradualidad que se prevé para los nuevos tribunales en lo criminal en el artículo 2º transitorio.



	Los señores representantes del Ejecutivo informaron que, en efecto, la idea es que les sea aplicable el mecanismo del artículo 2º transitorio en cuanto a la oportunidad en que deben estar instalados.



	- En virtud de lo anterior, la unanimidad de los integrantes de la Comisión, HH. Senadores señores Larraín, Díez y Viera-Gallo, acordó suprimir el artículo, para incluir en el inciso primero del artículo siguiente también el plazo máximo de instalación de estos juzgados de letras.





Artículo 2º



	Establece el plazo máximo de instalación de los nuevos tribunales orales en lo penal y juzgados de garantía, y da reglas para la designación en ellos de los jueces y empleados de secretaría, contemplando especialmente a quienes están actualmente desempeñando funciones. 





	El inciso primero señala que la instalación de los nuevos tribunales orales en lo penal y de los juzgados de garantías se efectuará con, a lo menos, treinta días de antelación a la fecha de entrada en vigencia del nuevo Código Procesal Penal en la región de que se trate, para lo cual la Corporación Administrativa del Poder Judicial deberá poner a disposición de las respectivas Cortes de Apelaciones los locales destinados al funcionamiento de estos tribunales.



	La Comisión acordó no hacer referencia al Código Procesal Penal, sino que al artículo 4º transitorio de la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público, Nº 19.640, que es el que contempla los diversos plazos de entrada en vigencia de la nueva legislación procesal penal, los que comenzaron a correr el 15 de octubre de 1999, fecha de publicación en el Diario Oficial de ese cuerpo legal: IV y IX Regiones, 14 meses; II, III y VII Regiones, 24 meses; Región Metropolitana de Santiago, 36 meses, y I, V, VI, VIII, X, XI y XII Regiones, 48 meses.



	Complementó además el mandato para la Corporación Administrativa del Poder Judicial, en el sentido de que, dentro de tales plazos, deberá haber determinado las unidades administrativas con que contarán los respectivos juzgados de garantía y tribunales orales en lo penal.





	El inciso segundo del artículo, dividido en nueve números, consagra las normas relativas a la forma en que se efectuará la designación de los jueces, que contempla en principio la sujeción a las reglas comunes, en lo que no sean modificadas o complementadas por las normas que a continuación se describen.





	El número 1 establece que los jueces del crimen y los jueces de letras con competencia criminal cuyos tribunales son suprimidos por esta ley podrán optar, con una anticipación de a lo menos ciento ochenta días respecto del momento en que el Código Procesal Penal haya de entrar en vigencia en la región de que se trate, a los cargos de jueces en lo penal o jueces de garantías dentro de su mismo territorio jurisdiccional. Si nada dijeren dentro de dicho plazo, pasarán a ejercer, por el solo ministerio de la ley, los cargos de jueces de garantías dentro de su mismo territorio jurisdiccional.





	El número 2 ordena que la Corte de Apelaciones respectiva determine el juzgado y el momento en que cada juez pasará a ocupar su nueva posición de acuerdo con las necesidades de funcionamiento del sistema.



	La Comisión compartió el criterio general que sustenta la primera de estas disposiciones, en el sentido de que los actuales jueces del crimen o con competencia en materia criminal pasen a ocupar los cargos de jueces de juzgado de garantía o jueces de tribunal oral en lo penal. Le llamó la atención, sin embargo, que la norma sea restringida, ya que sólo permite ejercer el derecho de opción a aquellos jueces que sirven tribunales que van a ser suprimidos, y no le da tal posibilidad a aquellos magistrados que están en tribunales con competencia común y que, producto de la creación de los nuevos tribunales, continuarán como tribunales con competencia civil, en circunstancias que puede tratarse de jueces que tengan vocación por las materias penales.



	Los señores representantes del Ejecutivo explicaron que la prioridad la tuvo resolver la situación de aquellos jueces cuyos tribunales se suprimen, respecto de quienes, con acuerdo de la Asociación Nacional de Magistrados del Poder Judicial, se pensó que el mecanismo más idóneo consistía en otorgarles un derecho para optar entre asumir un cargo en un juzgado de garantía o en un tribunal oral en lo penal, lo cual no implica mayores dificultades, ya que el número de vacantes de jueces en ellos resulta muy superior a la cantidad de juzgados del crimen o con competencia en materia criminal que se eliminan. Nada impide que, respecto de los cargos que quedarán vacantes en los mismos tribunales nuevos, los jueces de juzgados con competencia común que deseen ingresar al nuevo sistema postulen de acuerdo a las reglas generales establecidas en el Código Orgánico de Tribunales, pero no de acuerdo a este derecho de opción.



	Luego de revisar con el señor Presidente de la Excma. Corte Suprema y los señores representantes del Ejecutivo la duración estimada del mecanismo que se consagra en este artículo para proveer los cargos de jueces, hubo consenso en que los lapsos disponibles son muy estrechos en relación con las oportunidades instauradas en la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público. Se resolvió, consiguientemente, adelantar la época en que se le da inicio, que es precisamente el período dentro del cual puede ejercerse la opción a que se refiere el número 1, de los 180 días previos a los 300 días anteriores a la fecha que corresponda. Ello permitirá a la respectiva Corte de Apelaciones disponer de 150 días para la elaboración de las ternas de los cargos vacantes en virtud del número 3 que sigue, y no sólo de 30 días, como resulta en la actualidad del texto aprobado en el primer trámite constitucional.





	El referido número 3 prevé que, para proveer los cargos que quedaren sin ocupar en los tribunales orales en lo penal, la Corte de Apelaciones respectiva deberá, con una anticipación de a lo menos ciento cincuenta días respecto del momento en que el Código Procesal Penal haya de entrar en vigencia en la región de que se trate, elaborar las ternas con los postulantes que cumplan los requisitos exigidos por el Código Orgánico de Tribunales para llenar los cargos vacantes, según las categorías respectivas. 

	La Corte podrá elaborar ternas simultáneas, de manera de que el procedimiento respectivo concluya dentro del plazo antes señalado. 

	El Presidente de la República procederá a la designación de los nuevos jueces dentro del plazo de quince días desde que reciba las ternas respectivas.





	El numeral 4 establece que, una vez producidas las designaciones de jueces en lo penal, se procederá a llenar los cargos que quedaren sin ocupar en los juzgados de garantías, de acuerdo con el mismo procedimiento dispuesto para los jueces en lo penal.



	La Comisión planteó sus dudas respecto de la constitucionalidad de la regla que permite elaborar ternas simultáneas para proveer estos cargos ya que, de acuerdo al inciso octavo del artículo 75 de la Carta Fundamental, el juez letrado en lo civil o criminal más antiguo de asiento de Corte o el juez letrado civil o criminal más antiguo del cargo inmediatamente inferior al que se trata de proveer, que figurare en la lista de méritos y que expresare su interés en el cargo, tiene el derecho a ocupar un lugar en la terna correspondiente. Estimó que este derecho de los jueces podría verse afectado por un procedimiento como el que permite este numeral.



	Los señores representantes del Ejecutivo hicieron ver que, si solamente se hicieran ternas sucesivas, esto es, se tuviese necesariamente que esperar a que el Presidente de la República curse un nombramiento para que la Corte llame a concurso para otro cargo, se alcanzaría a proveer apenas una ínfima cantidad de las plazas vacantes antes de que entre a regir la reforma. Sostuvieron que la regla no es inconstitucional, en primer lugar porque es simplemente facultativa para las Cortes de Apelaciones, la que apreciarán debidamente las circunstancias de hecho y de orden jurídico que concurran y, en segundo término, porque es preciso, como ordena la Constitución, que el juez manifieste interés en un cargo específico, lo que excluiría la posibilidad de que lo manifestara, simultáneamente, respecto de todos los cargos a que pudiera convocar el concurso en una misma oportunidad. 



	Juzgó la Comisión que, aun manteniendo su preocupación por la regla aludida, es posible aceptarla en la medida de que se ha ampliado el plazo útil de que dispondrán las Cortes de Apelaciones, de forma que es posible prever que sólo en algunas regiones, particularmente la Metropolitana de Santiago, surjan dificultades por tal razón. Para consagrar una mayor flexibilidad en la propia ley, estuvo de acuerdo, por una parte, en permitir que la Corte Suprema amplíe los plazos cuando, atendido el número de vacantes por proveer, resulte necesario para dar cumplimiento al respectivo plazo de instalación de los nuevos tribunales, y, por otro lado, siempre con la aquiescencia de los señores representantes del Ejecutivo, en reducir de quince a cinco días el plazo que tendrá el Presidente de la República para designar a los jueces una vez que reciba las ternas.



	A propuesta del H. Senador señor Parra, la Comisión dejó constancia que la disposición que permite la elaboración simultánea de ternas no afecta lo dispuesto en el inciso octavo del artículo 75 de la Constitución Política.





	El número 5 dispone que, para optar o postular a los cargos de jueces en lo penal y jueces de garantías, con arreglo a lo previsto en las normas anteriores, los postulantes, además de cumplir con los requisitos comunes, deberán haber aprobado el curso habilitante que la Academia Judicial impartirá al efecto.



	Le preocupó a la Comisión que esta exigencia signifique una limitación para que algunas personas postulen, en la medida que no todas las personas que deseen tomar estos cursos pueden hacerlo.



	Sobre el particular, el señor Presidente de la Excma. Corte Suprema y los señores representantes del Ejecutivo informaron que, por la naturaleza simplemente habilitante de estos cursos, no son de mucha extensión y proporcionan solamente los elementos generales del nuevo sistema procesal penal. La Academia Judicial ya los está impartiendo, y ha tomado las medidas para poder ofrecerlos a todos los interesados que cumplan los requisitos.



	Sin perjuicio de esa información, dieron su conformidad a una norma expresa que la Comisión decidió añadir al efecto, en el sentido de que la Academia Judicial deberá adoptar las medidas necesarias a fin de que se impartan suficientes cursos habilitantes en todo el país, y podrá acreditar o convalidar como curso habilitante estudios equivalentes que hayan realizado los postulantes.





	El numeral 6 establece que, en casos excepcionales, cuando no hubiere postulantes que cumplan los requisitos establecidos en la letra b) del artículo 284 del Código Orgánico de Tribunales –esto es, dos integrantes de la misma categoría del cargo que se trata de proveer o de la inmediatamente inferior, que se hayan opuesto al concurso-, resultará aplicable la regla contenida en la letra c) de la misma disposición. Vale decir, la terna se integrará con uno o dos abogados extraños al Poder Judicial que se hayan opuesto al concurso, elegidos en conformidad con lo dispuesto en el artículo 284 bis.





	El número 7 señala que los jueces a que se refieren los números anteriores conservarán la categoría, las remuneraciones y la antigüedad que poseyeren en el Escalafón Primario del Poder Judicial, sin solución de continuidad.



	El señor Presidente de la Excma. Corte Suprema precisó que el juez que ascienda perderá la antigüedad en la categoría, pasando a ocupar el lugar que le corresponda en la nueva categoría, por lo que la mantención de la antigüedad que asegura este precepto se refiere sólo a aquellos jueces que queden en igualdad de condiciones.



	La Comisión coincidió con esa observación, por lo que estimó necesario aclarar la idea que inspira la disposición, que consiste en asegurar la antigüedad de los jueces en el Escalafón Primario del Poder Judicial, aunque puedan existir variaciones en su ubicación en las categorías respectivas, y en que no sufrirán disminución de remuneraciones ni de alguno de sus derechos funcionarios. Concordó, además, en que no constituyen derechos funcionarios las obligaciones inherentes al cargo, como la jornada de trabajo.





	El numerando 8 ordena que los jueces de letras que sean designados para cumplir funciones en los tribunales orales en lo penal y en los juzgados de garantía deberán, cuando la Corte de Apelaciones correspondiente al mismo territorio jurisdiccional así lo ordene, continuar desempeñando sus antiguos cargos en la medida en que ello resulte necesario y por un período que no exceda de dos años. Tratándose de jueces que sean designados en juzgados que pertenezcan al territorio jurisdiccional de una Corte de Apelaciones diversa, dicha resolución la adoptará el Presidente de la Corte Suprema.



	Esta disposición apunta a regular la forma en que van a coexistir provisoriamente los dos sistemas procesales penales, sin perjuicio de que los procesos de gran extensión continuarán tramitándose de acuerdo a las reglas que señala el artículo 3º transitorio de este cuerpo legal. La Comisión compartió la propuesta, por estimar que lo más apropiado es entregar a las respectivas Cortes de Apelaciones la determinación de las fechas en que los jueces irán asumiendo efectivamente los cargos en los que hayan sido nombrados, ya que establecerlo por la vía legislativa para cada una de las regiones resulta prácticamente imposible.



	Unicamente le pareció conveniente añadir, para zanjar cualquier duda que pudiera plantearse, aun cuando la aplicación de los principios estatutarios generales podría haberse estimado suficiente, que el derecho a la remuneración y a los beneficios correspondientes al nuevo cargo sólo se devengarán desde la fecha en que éste se asuma efectivamente.





	El número 9 manifiesta que los empleados u oficiales de secretaría de los juzgados del crimen y de los juzgados de letras que son suprimidos por esta ley, ingresarán a cumplir funciones en los tribunales orales en lo penal y en los juzgados de garantías, siempre que hayan aprobado el examen habilitante que al efecto les deberá tomar la Academia Judicial.



	A partir de las consultas que sostuvo la Comisión y los señores representantes del Ejecutivo con los representantes de la Asociación Nacional de Empleados del Poder Judicial, S. E. el Presidente de la República presentó la indicación número 11, en la cual propuso incorporar un artículo 3º transitorio, nuevo, que regula detalladamente la situación de estos funcionarios.



	Al mismo tiempo, como consecuencia del intercambio de opiniones que, tanto la Comisión como los señores representantes del Ejecutivo sostuvieron con los secretarios de juzgados del crimen, S.E. el Presidente de la República, por medio de la indicación número 10, letra z), reemplazó el número 9 en informe, para regular en él la situación de los secretarios de los juzgados que se suprimen por esta ley.



	La nueva norma tiene su origen en un documento de trabajo elaborado por los señores representantes del Ministerio de Justicia, que la Comisión consultó a todos los secretarios de juzgados del crimen del país y debatió luego, para afinarlo.



	En él se establecía que los secretarios de los juzgados que son suprimidos por esta ley gozarán de un derecho preferente para quedar en ternas y ser nombrados en los tribunales orales en lo penal o en los juzgados de garantía de su misma jurisdicción, en relación a los postulantes que provengan de igual o inferior categoría.



	Agregaba, como normas de resguardo, que si no fueren nombrados en esos tribunales, la Corte de Apelaciones respectiva los destinaría a un cargo de igual jerarquía y de la misma jurisdicción sin necesidad de nuevo nombramiento. Si no existieren vacantes, se comunicaría este hecho a la Corte Suprema, para que ésta lo destinase al cargo vacante más próximo a su jurisdicción de origen.



	Los señores representantes del Ejecutivo explicaron que el planteamiento de algunos secretarios de contemplar un nombramiento automático en los nuevos juzgados, en calidad de jueces, no resulta posible dado que los cargos de secretarios pertenecen a la quinta, sexta y séptima categoría, según el lugar de asiento o competencia del tribunal en que sirven, y, en cambio, los cargos de jueces corresponden a la tercera, cuarta y quinta categoría. Se propone, en cambio, darles un derecho preferente tanto para integrar las ternas como para ser nombrados en los cargos, en relación con los secretarios del resto del sistema. Dado el alto número de cargos vacantes que implica el nuevo sistema, agregaron, no existirá mayores inconvenientes para que ellos se incorporen por esta vía a los cargos de jueces de garantía o de jueces en los tribunales orales en lo penal.



	La Comisión evaluó cuidadosamente la preocupación manifestada por los secretarios de los juzgados del crimen en el sentido de que el derecho preferente que se contempla no les asegura que efectivamente sean incluidos en las ternas, ni tampoco que vayan a ser nombrados en las ciudades en que actualmente cumplen sus funciones. Por ello consideraban apropiado que se les aplicara la misma norma de automaticidad que a los jueces cuyos cargos se suprimen, a fin de que, una vez que éstos hayan ocupado las vacantes correspondientes, los secretarios pasaran a ocupar parte de las restantes, lo que guardaría relación con su experiencia y especialización, toda vez que, en muchos casos y por períodos extensos de tiempo, han ejercido la jurisdicción criminal como jueces subrogantes o suplentes.



	Sin perjuicio de que la Comisión creyó razonable ese planteamiento, debió concluir que no era posible acceder a la solicitud, porque el artículo 75, inciso octavo, de la Carta Fundamental establece que las ternas para la provisión de los cargos de jueces se deben llenar, en primer lugar, con el juez más antiguo de asiento de Corte o más antiguo del cargo inmediatamente inferior al que se trata de proveer, y añade: “Los otros dos lugares se llenarán en atención al mérito de los candidatos”.



	En forma unánime, la Comisión estimó que la claridad de ese mandato constitucional impedía que el legislador estimase que la sola posesión de un cargo determinado, como es el de secretario, configuraría mérito suficiente para ordenar que se prefiriese a ese candidato respecto de otros.



	Por otra parte, repararon los señores representantes del Ejecutivo que la creación de un derecho preferente a ser nombrado podría también merecer reparos de constitucionalidad, desde el momento en que el inciso séptimo del mismo artículo 75 radica en el Presidente de la República la atribución de designar los jueces, condicionándola solamente a que ha de ejercerla respecto de los tres nombres propuestos por la Corte de Apelaciones. La libertad del Primer Mandatario para elegir de los tres candidatos a quien estime más conveniente para desempeñar el cargo no podría ser restringida por el legislador por la vía de atribuirle a uno de ellos preferencia para ser nombrado respecto de los otros.



	A la luz del anterior debate, la Comisión concluyó en que la única forma en que se podría regular el paso de los actuales secretarios de juzgados a cargos de jueces de los nuevos tribunales en lo criminal sin que merezca objeciones de constitucionalidad, es estableciendo un derecho preferente para ser incluidos en las ternas que se formen para proveer los cargos de jueces de los tribunales orales en lo penal o de los juzgados de garantía de su misma jurisdicción, en relación con los postulantes que provengan de igual o inferior categoría, “siempre que hayan figurado en las dos primeras listas de mérito durante los dos últimos años”.



	De esta forma, se vincula su inclusión en la terna no al solo hecho de ocupar un determinado cargo en propiedad, sino a poseer una capacidad profesional relevante demostrada en cada caso por sus calificaciones, es decir, a que cuentan con méritos idóneos para cumplir la exigencia constitucional.



	Los otros dos incisos recogidos en la indicación presidencial corresponden, sin mayores cambios, a los previstos en el documento base de trabajo presentado por el Ministerio de Justicia y, de acuerdo a las estimaciones hechas por sus representantes, sólo se aplicarían a un número muy exiguo de secretarios que, por diversas razones, no fuesen nombrados como jueces en los juzgados de garantía o tribunales orales en lo penal.



	La indicación número 76, del H. Senador señor Parra, faculta a la Corte Suprema, a propuesta de la Comisión de Coordinación de la Reforma Procesal Penal, para postergar temporalmente la instalación y puesta en funcionamiento de un determinado juzgado de garantía o tribunal oral en lo penal durante todo el período en que funcione dicha Comisión. 



	- Fue declarada inadmisible por recaer sobre materias de iniciativa exclusiva de S.E. el Presidente de la República, por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Díez. 



	- El artículo, que pasa a ser 1º transitorio, así como la indicación presidencial, fue aprobado con enmiendas por la misma unanimidad recién expresada.



- - -





	Como se anticipó al tratar el número 9 original del artículo precedente, S. E. el Presidente de la República, mediante la indicación número 11, incorporó un artículo 3º transitorio, nuevo, que regula la situación de los empleados de secretaría de los tribunales del crimen y de los juzgados de letras que son suprimidos por este proyecto de ley. 



	Esa propuesta recogió distintas observaciones que a la Comisión le mereció el documento de trabajo inicial presentado por los señores representantes del Ministerio de Justicia, que había sido concordado con la Asociación Nacional de Empleados del Poder Judicial.



	En sustancia, dichas normas disponen lo siguiente:



	- Con a lo menos 180 días de antelación a la fecha que señala para la correspondiente región el artículo 4º transitorio de la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público, la Academia Judicial tomará el examen habilitante a todos los empleados mencionados.



	- A continuación, la Corte de Apelaciones respectiva confeccionará una nómina de los empleados, ordenados según grado, de acuerdo a las calificaciones obtenidas en el año anterior, la antigüedad en el servicio y la nota obtenida en el mismo examen, factores que se ponderarán conforme determine la Corte Suprema.



	- Con a lo menos noventa días de antelación a la fecha antes aludida, se proveerán los cargos de los juzgados de garantía, de los tribunales orales en lo penal y de los juzgados de letras que se crean en la presente ley, así como se efectuará el traspaso de los empleados de los tribunales que son suprimidos por la presente ley, procediendo de modo paulatino y sucesivo desde el administrador del tribunal hasta los cargos ubicados en los últimos grados.



	- Se contemplan diversas medidas de protección de los empleados, tales como el derecho preferente a ser incluidos en terna en los cargos a que postulen dentro de su jurisdicción; la prohibición de que el proceso de traspaso signifique disminución de remuneraciones, pérdida de antigüedad en el Poder Judicial y en la categoría del escalafón, ni menoscabo o pérdida de algunos de los derechos funcionarios; y el derecho de los que no sean designados a que se les destine a otro cargo vacante, preferentemente en la misma jurisdicción.



	- Esta disposición fue aprobada, con enmiendas, por la unanimidad de los HH. Senadores integrantes de la Comisión, señores Aburto, Larraín y Díez.





	También en la indicación número 11, S.E. el Presidente de la República incorporó un artículo 4º transitorio, nuevo, relacionado con la creación del  juzgado de letras de menores con asiento en la comuna de Coihaique que se dispone en este mismo proyecto de ley.



	El nuevo artículo establece que el asistente social que actualmente pertenece al Primer Juzgado de Letras de Coihaique pasará a desempeñar sus funciones, sin necesidad de nuevo nombramiento, en el Juzgado de letras de menores de esa ciudad, a partir de la fecha de su instalación.



	- La Comisión, asimismo por unanimidad, lo acogió con los votos a favor de los HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Díez.



- - -





Artículo 3º



	Faculta a la Corte de Apelaciones respectiva para determinar las fechas de cierre de los antiguos juzgados del crimen y las de apertura de los tribunales orales en lo penal y de los juzgados de garantías, así como para fijar las competencias territoriales de los juzgados del crimen que subsistan, al interior de las regiones, hasta que haya comenzado a regir el Código Procesal Penal. En la medida que en las causas que dichos tribunales tramitan se vayan dictando sentencias definitivas o sobreseimientos de cualquier tipo, la Corte de Apelaciones respectiva podrá determinar el traspaso de causas entre ellos, de manera de racionalizar la distribución de causas antiguas y propender, conforme se indica en estas disposiciones transitorias, al cierre paulatino de los tribunales del antiguo sistema. 



	Añade que las Cortes de Apelaciones tendrán presente, en el ejercicio de las atribuciones de que trata este artículo, los siguientes criterios orientadores:

	a)  Los juzgados del crimen que, en virtud de las disposiciones permanentes de esta ley, sean suprimidos, irán siendo cerrados cada vez que el porcentaje total de causas pendientes a la fecha de entrada en vigencia del Código Procesal Penal, de conformidad a la estadística judicial, descienda del cincuenta por ciento, pasando las causas pendientes al juzgado que subsista en el mismo territorio jurisdiccional.

 	b) Al término del primer año de vigencia del Código Procesal Penal en la jurisdicción respectiva, se cerrarán los juzgados del crimen impares.

 	c) Al término del segundo año de vigencia del Código Procesal Penal en la jurisdicción respectiva, se cerrarán todos los juzgados del crimen que se mantengan en funcionamiento y las causas pendientes que subsistan a esa fecha, serán traspasadas al juzgado de garantías de la misma jurisdicción, para que sean asumidas por el juez de garantías que el comité de jueces de dicho tribunal designe, quien asumirá en calidad de juez del crimen.

 	d) Las Cortes de Apelaciones, excepcionalmente, al término de los dos años, podrán mantener subsistente un juzgado del crimen por cada jurisdicción, para que siga conociendo de las causas pendientes, hasta por un período que en ningún caso podrá ser superior a dos años más, al cabo de los cuales se deberá cumplir la regla señalada en la letra anterior.

	e) Los juzgados de letras que se suprimen por esta ley, dejarán de funcionar al inicio de entrada en vigencia del Código Procesal Penal en la región de que se trate, traspasándose sus causas a los demás juzgados de letras de la misma jurisdicción, según la proporción que determine la Corte de Apelaciones respectiva.



	La indicación número 77, del H. Senador señor Parra, propone reemplazar este artículo.



	De acuerdo a su proposición, los juzgados del crimen que se suprimen por esta ley cesarán en sus funciones al entrar en vigencia en su territorio jurisdiccional el nuevo Código Procesal Penal.



	Las causas de que estuvieren conociendo a la fecha referida pasarán al conocimiento del juez del tribunal oral en lo penal con jurisdicción en el mismo territorio que se designe por el Comité de Jueces. En aquellos casos en que en el mismo territorio jurisdiccional del tribunal que se suprime no exista tribunal oral en lo penal, conocerá de las causas a que se refiere esta disposición el juez de letras correspondiente hasta la conclusión de las mismas.



	Exige, finalmente, que los procesos pendientes queden íntegramente tramitados y resueltos en un plazo máximo de dos años desde la fecha a que se refiere el inciso primero. Sin embargo, por razones fundadas, la Corte de Apelaciones respectiva podrá prorrogar dicho plazo hasta por un año.



	La Comisión estimó indispensable reemplazar este artículo, para consultar en disposiciones separadas la oportunidad en la cual regirá la supresión de los juzgados de letras enumerados en el inciso segundo del artículo 10, y aquella en que lo hará, en cada caso, la supresión de los juzgados del crimen ordenada en el inciso primero del mismo artículo 10.





	El artículo 4º transitorio que proponemos ordena que la supresión del 4º juzgado de letras de Iquique; 2º juzgado de letras de Santa Cruz; 2º juzgado de letras de Rengo; 3º juzgado de letras de Linares; 2º juzgado de letras de San Carlos; 2º juzgado de letras de Angol; 4º juzgado de letras de Osorno; 2º juzgado de letras de Puerto Varas; 4º juzgado de letras de Punta Arenas; 3º juzgado de letras de San Bernardo y 2º juzgado de letras de Melipilla regirá seis meses después de la fecha que para la respectiva región señala el artículo 4º transitorio de la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público, Nº 19.640.



	No obstante, se faculta a la Corte de Apelaciones respectiva para fijar una oportunidad anterior al cumplimiento de ese plazo, en función de la carga de trabajo que subsista y las necesidades de funcionamiento que los juzgados de garantía y los tribunales orales en lo penal presenten, caso en el cual los jueces, secretarios y el personal de empleados de estos juzgados se mantendrán en sus cargos por el período que la Corte de Apelaciones señale.

 

	Una vez suprimido el tribunal, las causas de que hubiere estado conociendo serán distribuidas por la Corte entre los juzgados de letras de la misma jurisdicción, entendiéndose, para todos los efectos constitucionales y legales, que los juzgados a los que sean asignadas son los continuadores legales del suprimido.





	A su turno, el artículo 5º transitorio, si bien mantiene y, aún más, amplia las atribuciones previstas para las Cortes de Apelaciones, parte de un supuesto distinto del establecido en el proyecto de ley y en la indicación sustitutiva del H. Senador señor Parra: la estimación de que el llamado “derecho al juez natural”, esto es, la garantía constitucional de que nadie puede ser juzgado por comisiones especiales, sino por el tribunal que le señale la ley “y que se halle establecido con anterioridad por ésta” –artículo 19, número 3º, inciso cuarto- no admite el traspaso de causas de los juzgados del crimen a los jueces de garantía, a jueces de tribunales orales en lo penal e, incluso, a jueces de letras.



	Es distinto el caso al que plantea la supresión de los juzgados de letras ordenada en el artículo precedente, porque allí la naturaleza del juzgado e, incluso, su competencia territorial es la misma. En este otro caso, en cambio, no cabe duda alguna de que, como los nuevos juzgados conocerán solamente los hechos acaecidos con posterioridad a la entrada en vigencia de la reforma procesal penal –por mandato de la Disposición Trigésimasexta Transitoria-, los juzgados llamados naturalmente a conocer de los hechos anteriores son los del crimen, en el territorio jurisdiccional sobre el cual son competentes. No lo son los juzgados de letras, los de garantía ni los tribunales orales en lo penal, ni menos todavía los jueces que pasen a servir en ellos.



	Estas reflexiones llevaron a la Comisión a la conclusión de que es necesario mantener al menos un juzgado del crimen por cada jurisdicción de Corte de Apelaciones en que hoy existan, el que sí estaría constitucionalmente habilitado para que, si en el mismo territorio jurisdiccional de la Corte de Apelaciones se suprimen otros, pueda considerársele por el legislador continuador de todos ellos.



	Lo expresado en cuanto a la subsistencia de ese juzgado del crimen no importa, por cierto, tal como ocurre ahora, que las personas naturales que desempeñan los cargos de juez o secretario no estén afectas a la movilidad natural de todo empleo, pero obliga a tomar medidas especiales para que, en cualquier momento en que en el futuro pueda requerirse la actuación del juzgado del crimen, éste cuente con sus cargos de juez y de secretario provistos.



	Es particularmente digno de ser destacado que, como en virtud de la señalada Disposición Trigésimasexta Transitoria de la Constitución Política, le corresponderá a ese juzgado del crimen conocer todos los hechos acaecidos con anterioridad a la fecha que para cada región señala el artículo 4º transitorio de la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público, podría, al menos en teoría, comenzar a instruir procesos nuevos durante todo el lapso de duración de los periodos de prescripción de la acción penal. Esto es, de acuerdo al artículo 94 del Código Penal, quince años, si se trata de crímenes a que la ley impone pena de muerte o de presidio, reclusión o relegación perpetuos; diez años, tratándose de los demás crímenes, y cinco años, si se trata de simples delitos.



	En virtud de esas consideraciones, el artículo 5º transitorio manifiesta que la supresión de los juzgados del crimen de Valparaíso, Viña del Mar, Rancagua, Chillán, Concepción, Talcahuano, Temuco, Valdivia, Puerto Montt, Santiago, San Miguel y  Puente Alto, regirá en la oportunidad que determine la Corte de Apelaciones respectiva, una vez cumplida la fecha que para la respectiva región señala el artículo 4º transitorio de la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público, Nº 19.640.



	La Corte de Apelaciones adoptará esa decisión, y establecerá el período por el cual se mantendrán en sus cargos los jueces, secretarios y el personal de empleados de estos juzgados, en función de la carga de trabajo de los juzgados que se suprimen y de las necesidades de funcionamiento que los juzgados de garantía y los tribunales orales en lo penal, en su caso, presenten.



	Ordena que las causas que subsistan, una vez suprimido el tribunal llamado a conocer de ellas, serán distribuidas por la Corte de Apelaciones entre los juzgados del crimen de la misma jurisdicción que continúen en funciones, entendiéndose para todos los efectos constitucionales y legales que el juzgado al que sean asignadas es el continuador legal del suprimido. Para este efecto, las Cortes de Apelaciones fijarán las competencias territoriales de los juzgados del crimen que continúen en funciones.



	En seguida, enumera los dos criterios orientadores que tendrán presente las Cortes de Apelaciones para el cumplimiento de las funciones que se le encomiendan: la supresión de los juzgados del crimen deberá regir cuando el número de causas en tramitación baje del cincuenta por ciento del que estaba pendiente al entrar en vigor el nuevo sistema procesal penal y, en todo caso, al término del primer año regirá la supresión de los juzgados del crimen de numeración impar.



	Dispone luego que, al término del segundo año, regirá la supresión de todos los juzgados del crimen que se mantengan en funcionamiento en la jurisdicción de que se trate, exceptuando solamente el juzgado del crimen que señale la Corte de Apelaciones, el que tendrá a su cargo el conocimiento de las causas relativas a hechos acaecidos con anterioridad a la fecha que señala para la respectiva región el artículo 4º transitorio de la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público, entendiéndose que dicho juzgado es el continuador legal de aquellos suprimidos, para todos los efectos constitucionales y legales correspondientes. 



	Finalmente, prevé que, si vacaren los cargos de juez o secretario de ese juzgado del crimen, la Corte de Apelaciones respectiva dispondrá lo necesario para proveerlos de acuerdo a las reglas comunes, o destinará a servirlos, por el tiempo que estime necesario, a los jueces y funcionarios de los juzgados o tribunales de su jurisdicción que señale. En este último caso, la destinación se cumplirá sin perjuicio de que el juez o funcionario continúe desempeñando el cargo que ocupe y percibiendo exclusivamente la remuneración y los beneficios que le correspondan en virtud de éste.



	- La sustitución del artículo 3º transitorio por los artículos 4º y 5º que se han descrito se acordó por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Díez. Con la misma unanimidad, se desechó la indicación número 77.





Artículo 4º



	Dispone que la implementación del nuevo proceso penal requerirá de una coordinación interinstitucional que involucre, a lo menos, vinculaciones permanentes entre el Ministerio Público, el Poder Judicial, la Defensoría Penal Pública y el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Justicia, a niveles superiores y técnicos, que permita el adecuado funcionamiento de las fiscalías y los nuevos tribunales orales en lo penal y juzgados de garantías, en el marco de la gradualidad que ordena la Constitución Política del Estado en su disposición transitoria trigesimasexta, y la ley orgánica constitucional del Ministerio Público, en el artículo quinto transitorio.



	Para estos efectos, adiciona la norma, se constituirá una Comisión de Coordinación de la Reforma Procesal Penal, la que tendrá como función principal realizar los estudios y proposiciones técnicas que faciliten la puesta en marcha del nuevo sistema procesal penal y la acción mancomunada con tal fin de las instituciones en ella representadas, así como hacer el seguimiento y evaluación del proceso de implementación de la reforma procesal penal. 



	Dicha Comisión estará integrada por el Ministro de Justicia, quien la presidirá, por el  Presidente de la Corte Suprema, por el Fiscal Nacional del Ministerio Público, por el Defensor Penal Público, por un Ministro de la Corte Suprema elegido por el pleno de ese tribunal, por un Fiscal Regional elegido por el Consejo del Ministerio Público, y por el Subsecretario de Justicia.



	En seguida, se señala que la Comisión sesionará a lo menos una vez al mes y tendrá un Secretario Ejecutivo, que será designado por ésta y participará en sus reuniones con derecho a voz pero no a voto, el que para el cumplimiento de sus funciones, podrá contratar hasta cuatro profesionales que se integrarán a dicha Secretaría, sin perjuicio de constituir equipos de trabajo interinstitucionales, integrados por representantes de las diversas instituciones involucradas.



	Finalmente, se establece que esta Comisión de Coordinación se disolverá, suprimiéndose el cargo de Secretario Ejecutivo, por el solo ministerio de la ley, al término del quinto año de funcionamiento y se le faculta para dictar un reglamento que regule su organización y funcionamiento, en lo no contemplado en esta ley, dentro del plazo de 30 días de constituida.



	La indicación número 78, del H. Senador señor Parra, propone intercalar un inciso nuevo que faculta a la Comisión para proponer, durante todo el tiempo de su vigencia, a la Corte Suprema, para que ella solicite al Presidente de la República la dictación de un decreto para modificar el territorio jurisdiccional de los juzgados de garantía y de los tribunales orales en lo penal en tanto la aplicación de la reforma procesal penal lo haga necesario. Precisa que el ejercicio de tal facultad no podrá afectar el número de jueces y tribunales de cada Región y deberá, en todo caso, respetar los límites regionales respectivos.



	- La indicación fue retirada por su autor.



	La Comisión se mostró de acuerdo con la creación de esta Comisión de Coordinación, pero consideró superfluo el inciso primero, por ser meramente declarativo de intenciones.



	Luego, juzgó necesario crearla directamente y no disponer que se constituya, acto que, si bien tiene connotación jurídica, refleja una situación material e induce a equívoco, por ejemplo, respecto de la disposición final, que permite a la Comisión dictar su reglamento de organización y funcionamiento dentro de 30 días de constituída.



	Por otra parte, estimó pertinente integrar como miembro de la Comisión al Presidente del Colegio de Abogados con mayor número de afiliados, en la medida que es conveniente hacer participar también a estos profesionales y no sólo a las entidades públicas directamente relacionadas con la reforma. Si bien le pareció apropiada la participación del Defensor Penal Público, decidió que ella tendría que considerarse una vez que se haya aprobado el proyecto de ley respectivo, que cumple su primer trámite constitucional en la H. Cámara de Diputados, por lo que lo suprimió.



	Además, para evitar posibles inconvenientes derivados de que el plazo de duración de cinco años no se cumpla a fines de un mes, precisó que la Comisión se disolverá el último día del mes en que se cumpla el quinto año de su constitución.



	- En la forma reseñada, se aprobó el artículo, como 6º transitorio, por la unanimidad de los HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Parra.





Artículo 5º



	Señala que el Ministerio de Justicia, en conjunto con el Consejo de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, se coordinará con los Ministerios de Hacienda, de Planificación y Cooperación y de Obras Públicas, con la finalidad de acordar los procedimientos administrativos más eficaces tendientes a obtener, en los plazos contenidos en el artículo 5º transitorio de la ley orgánica constitucional del Ministerio Público, la aprobación presupuestaria y técnica de los proyectos de inversión y la construcción de los nuevos tribunales que contempla esta ley.



	La Comisión lo estimó impropio de una norma de rango legal, sobre todo si, a la luz de la información proporcionada por los señores representantes del Ejecutivo, ya se está efectuando dicha coordinación.



	- Se desechó en forma unánime por los integrantes presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Díez. 





Artículo 6º



	Establece que, durante el período en que se encuentren vigentes las normas del antiguo Código de Procedimiento Penal y del Código Procesal Penal, en aquellos casos en que no se pueda establecer con precisión el lugar en que acaeció el o los hechos que fijan la competencia del tribunal y ese hecho pudiere haber ocurrido en un lugar en que rija el nuevo Código Procesal Penal o en uno en que ello no acontezca, serán competentes para investigarlo y juzgarlo los órganos existentes en la región en que ya esté rigiendo el nuevo sistema.



	Coincidieron los HH. señores integrantes de la Comisión que este tema responde únicamente a un problema de prueba, que, de abordarlo, debería hacerse siguiendo las normas de la contienda de competencia: Pero una situación de importancia que no está resuelta es la posibilidad de que un juez del sistema antiguo y un fiscal del nuevo sistema se atribuyan competencia para investigar determinado hecho.



	- La Comisión, con lo votos de los HH. Senadores señores Aburto, Larraín, Díez y Parra, acordó suprimir este artículo, para analizarlo cuando se discuta el proyecto de ley que establece un nuevo Código Procesal Penal. 





Artículo 7º



	Dispone que las comunicaciones de cualquier especie, expedidas por los tribunales del crimen subsistentes, se regirán por lo dispuesto en el párrafo 2º, título III, del Libro Primero del Código Procesal Penal, al igual que las comunicaciones que otras autoridades u organismos deban hacer llegar a dichos tribunales.



	- Fue rechazado por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Díez, toda vez que se relaciona con aspectos que deberán ser resueltos en el Código Procesal Penal.



- - -





	La Comisión incorporó un artículo 7º transitorio, para regular la oportunidad en la cual entrarán a regir las modificaciones al Código Orgánico  de Tribunales que contempla esta iniciativa, y, por otra parte, la supervivencia o ultractividad de las normas que se derogan o modifican del mismo Código.



	Se establece, al efecto, que las disposiciones de esta ley que incorporan, modifican o suprimen normas del Código Orgánico de Tribunales relativas a la competencia en materia penal, entrarán en vigencia en la fecha que señala para la respectiva región el artículo 4º transitorio de la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público, Nº 19.640, en relación con los hechos acaecidos a partir de dicho momento.



	En consecuencia, las normas del Código Orgánico de Tribunales relativas a la competencia en materia penal continuarán aplicándose, después de esa fecha, respecto de las causas cuyo conocimiento corresponda a los juzgados del crimen y los juzgados de letras con competencia en lo criminal, por referirse a hechos acaecidos con anterioridad. Lo anterior es sin perjuicio de las reglas sobre nueva competencia territorial de los juzgados del crimen que se fijen por las Cortes de Apelaciones respectivas en virtud del artículo 5º transitorio.



	- El acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los HH. Senadores señores Aburto, Larraín y Díez.





- - -



MODIFICACIONES AL TEXTO APROBADO POR LA H. CAMARA DE DIPUTADOS



	En virtud de los acuerdos anteriores, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento os propone que aprobéis el proyecto de ley de la H. Cámara de Diputados con las siguientes modificaciones:



Artículo 1º

	En su encabezamiento, considerar en singular la expresión “garantías” la primera vez que aparece, y eliminar el término “de garantías” que aparece luego de la palabra “jueces”.



	Séptima Región del Maule. 



	Comuna de Molina

	Reemplazar el acápite por el que se indica:

	“Molina, con un juez, con competencia sobre la misma comuna.”.



	Comuna deTalca

	Sustituir el acápite por el siguiente:

	“Talca, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Río Claro, Pencahue, Talca, Pelarco, San Clemente, Maule y San Rafael.”.



	Comuna de Linares

	Reemplazar el acápite por el que sigue:

	“Linares, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Colbún, Yerbas Buenas, Linares y Longaví.”.



	Comuna de Parral

	Reemplazar el acápite por el que se indica:

	“Parral, con un juez, con competencia sobre las comunas de Parral y Retiro.”.



	Octava Región del Bío-Bío.



	Comuna de Yungay

	Reemplazar el acápite por el siguiente:

	“Yungay, con un juez, con competencia sobre las comunas de El Carmen, Pemuco, Yungay y Tucapel.”.



	Comuna de Concepción

	Sustituir el acápite por los siguientes:

	“Concepción, con siete jueces, con competencia sobre las comunas de Penco y Concepción.

	San Pedro de la Paz, con tres jueces, con competencia sobre la misma comuna.

	Chiguayante, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Chiguayante y Hualqui.”.



	Comuna de Los Angeles

	Sustituir el acápite por el que sigue:

	“Los Angeles, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Los Angeles, Quilleco y Antuco.”.



	Novena Región de la Araucanía.



	Comuna de Nueva Imperial

	Sustituir el acápite por el siguiente:

	“Nueva Imperial, con un juez, con competencia sobre las comunas de Nueva Imperial y Teodoro Schmidt.”.



	Región Metropolitana de Santiago.



	Sustituir el número de jueces en los acápites que se indican:



	En Conchalí, reemplazar el guarismo “diez” por “quince”; en Independencia, el guarismo “nueve” por “ocho”; en Las Condes, el guarismo “doce” por “diecisiete”; en Cerro Navia, el guarismo “once” por “diez”; en Estación Central, el guarismo “diez” por “ocho”; en Santiago, el guarismo “nueve” por “ocho”; en Ñuñoa, el guarismo “ocho” por “nueve”;  en Pedro Aguirre Cerda, el guarismo “siete” por “cinco”; en Macul, el guarismo “once” por “doce”; en La Florida, “catorce” por “quince” y en Talagante, “tres” por “cuatro”.



Artículo 2º

	En el encabezamiento del inciso primero, anteponer la preposición “con” a la expresión “la competencia”.

	Eliminar los acápites correspondientes a las comunas de Hualqui y Tucapel.

	Incorporar, en reemplazo de los acápites que se suprimen, el siguiente acápite nuevo:

	“Cabrero, con competencia sobre la misma comuna.”.

	Agregar el siguiente inciso final nuevo:

	“Los tribunales que se crean en virtud de este artículo tendrán la siguiente planta de personal: un juez, un secretario, un oficial primero, dos oficiales segundos, dos oficiales terceros y un oficial de sala, con los grados de la Escala de Sueldos Bases Mensuales del Personal del Poder Judicial que a cada cargo corresponda, sin perjuicio de los aumentos de dotación que la ley determine.”.



Artículo 3º

	En su inciso primero, considerar en singular la expresión “garantías”.

	Reemplazar el acápite relativo a la Octava Región del Bío Bío por el siguiente:

	“En la Octava Región del Bío Bío, los jueces de letras de las comunas de Quirihue, Coelemu,  Bulnes, Florida, Lota, Santa Juana, Yumbel, Laja, Cabrero, Nacimiento, Mulchén, Santa Bárbara, Lebu y Curanilahue.“.



Artículo 4º

	En su encabezamiento, suprimir la expresión “en lo penal” que sigue a la palabra “jueces”.



Quinta Región de Valparaíso.



	Comuna de San Felipe

	Reemplazar el acápite por los siguientes:

	“San Felipe, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de la provincia de San Felipe.

	Los Andes, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de la provincia de Los Andes.”



	Comuna de Viña del Mar

	Sustituir el guarismo “nueve” por “doce”.



Sexta Región del Libertador General Bernardo O’Higgins.



	Comuna de Rancagua

	Reemplazar el guarismo “nueve” por “doce”



Séptima Región del Maule.



	Comuna de Curicó

	Reemplazar el guarismo “tres por “seis”.



	Comuna de Linares

	Sustituir el acápite por los siguientes:

	“Linares, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de San Javier, Villa Alegre, Colbún, Yerbas Buenas, Linares y Longaví.

	Cauquenes, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Chanco, Cauquenes, Pelluhue, Retiro y Parral.”.



	Octava Región del Bío Bío.



	Comuna de Chillán

	Sustituir el acápite por que se indica:

	“Chillán, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Cobquecura, Quirihue, Ninhue, San Carlos, Niquén, San Fabián, San Nicolás, Treguaco, Portezuelo, Chillán, Coihueco, Coelemu, Ranquil, Pinto, Quillón, Bulnes, San Ignacio, El Carmen, Pemuco, Yungay, Tucapel y Chillán Viejo.



	Comuna de Talcahuano

	Eliminar el acápite.



	Comuna de Concepción

	Reemplazar el acápite por el siguiente:

	“Concepción, con dieciocho jueces, con competencia sobre las comunas de Tomé, Penco, Florida, Concepción, Coronel, Hualqui, Lota, Santa Juana, Talcahuano,  San Pedro de la Paz y Chiguayante.”.



	Comuna de Los Angeles

	Reemplazar el acápite por el que sigue:

	“Los Angeles, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de San Rosendo, Yumbel, Cabrero, Laja, Los Angeles, Antuco, Quilleco, Nacimiento, Negrete, Mulchén, Santa Bárbara y Quilaco.”.



	Comuna de Cañete

	Reemplazar el guarismo “tres” por “seis”.



	Novena Región de la Araucanía.



	Comuna de Temuco

	Reemplazar el acápite por los siguientes:

	“Temuco, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de Lonquimay, Curacautín, Galvarino, Perquenco, Carahue, Nueva Imperial, Temuco, Lautaro, Vilcún, Melipeuco, Saavedra, Teodoro Schmidt, Freire, Cunco, Toltén, Pitrufquén, Gorbea y Padre Las Casas.



	Villarrica, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Loncoche, Villarrica, Pucón y Curarrehue.”.



Décima Región de Los Lagos.



Reemplazar en el cuarto acápite la palabra “Ancud” por “Castro”.



Región Metropolitana de Santiago



	Reemplazar en el acápite correspondiente a la comuna de Melipilla el guarismo “tres” por “seis”.



Artículo 5º

	Sustituirlo por el siguiente:



	“Artículo 5º.-Créase un juzgado de letras de menores con asiento en la comuna de Coihaique y competencia sobre las comunas de Coihaique y Río Ibáñez.

	Este tribunal tendrá la siguiente planta de personal: un juez, un secretario, un oficial primero, un oficial segundo, un oficial de sala, un asistente social y un receptor, con los grados de la Escala de Sueldos Bases Mensuales del Personal del Poder Judicial que a cada cargo corresponda, sin perjuicio de los aumentos de dotación que la ley determine.”.



Artículo 6º

	Sustituirlo por el siguiente:



	“Artículo 6º.- Los juzgados de garantía que se crean en esta ley tendrán la siguiente planta de personal, de acuerdo con el número de jueces que los conformen:

	Juzgados con un juez: un juez, un funcionario de la tercera serie del Escalafón Secundario y siete funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con dos jueces: dos jueces, dos funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario  y ocho funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con tres jueces: tres jueces, tres funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y ocho funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con cuatro jueces: cuatro jueces, tres funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y once funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con cinco jueces: cinco jueces, cuatro funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y catorce funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con seis jueces: seis jueces, cuatro funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y dieciséis funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con siete jueces: siete jueces, cuatro funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario  y diecinueve funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con ocho jueces: ocho jueces, cinco funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y veintitrés funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con  nueve jueces: nueve jueces, cinco funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y veinticuatro funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con diez jueces: diez jueces, cinco funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y veintiocho funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con doce jueces: doce jueces, cinco funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y treinta y tres funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con quince jueces: quince jueces, cinco funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y treinta y ocho funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con diecisiete jueces: diecisiete jueces, cinco funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y cuarenta y dos funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.

	La Corte de Apelaciones respectiva, por razones de buen servicio, atendida la carga de trabajo que cada juzgado presente, y previo informe técnico de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, podrá destinar transitoriamente a funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial de un juzgado de garantía a otro ubicado dentro del territorio jurisdiccional de la misma Corte.”.



Artículo 7º

	Reemplazarlo por el siguiente:



	“Artículo 7º.- Los tribunales orales en lo penal que se crean en esta ley tendrán la siguiente planta de personal, de acuerdo con el número de jueces que los conformen:

	Tribunales con tres jueces: tres jueces, dos funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y ocho funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.

	Tribunales con seis jueces: seis jueces, cinco funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y once funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.

	Tribunales con nueve jueces: nueve jueces, cinco funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario  y catorce funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.

	Tribunales con doce jueces: doce jueces, seis funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y dieciocho funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.

	Tribunales con quince jueces: quince jueces, seis funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y veintisiete funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.

	Tribunales con dieciocho jueces: dieciocho jueces, seis funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y veintinueve funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.

	Tribunales con veintiún jueces: veintiún jueces, seis funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y treinta y tres funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.

	Tribunales con veinticuatro jueces: veinticuatro jueces, seis funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y treinta y cinco funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.

	Tribunales con veintisiete jueces: veintisiete jueces, seis funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y treinta y ocho funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.

	La Corte de Apelaciones respectiva, por razones de buen servicio, atendida la carga de trabajo que cada juzgado presente y previo informe técnico de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, podrá destinar transitoriamente a funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial de un tribunal oral en lo penal a otro ubicado dentro del territorio jurisdiccional de la misma Corte.”.



Artículo 8º

	Sustituirlo por el que se señala a continuación:



	“Artículo 8º.- Incorpórase el siguiente artículo 5º A, nuevo, al decreto ley Nº 3058, de 1979, que modifica el sistema de remuneraciones del Poder Judicial:



	“Artículo 5º A.- Los jueces y el personal de los juzgados de garantía y de los tribunales orales en lo penal que en seguida se menciona tendrán los grados de la Escala de Sueldos Bases Mensuales del Escalafón del Personal Superior del Poder Judicial que se indican a continuación:

	a) Los jueces, el grado correspondiente según el asiento del tribunal.

	b) Los administradores de tribunales asiento de Corte de Apelaciones, grado VII.

	c) Los administradores de tribunales asiento de capital de provincia y subadministradores de tribunales asiento de Corte de Apelaciones, grado VIII.

	d) Los administradores de tribunales asiento de comuna o agrupación de comunas, subadministradores de tribunales asiento de capital de provincia y jefes de unidades de tribunales asiento de Corte de Apelaciones, grado IX.

	e) Los subadministradores de tribunales asiento de comuna o agrupación de comunas y jefes de unidades de tribunales asiento de capital de provincia, grado X.

	f) Los jefes de unidades de tribunales asiento de comuna o agrupación de comunas, grado XI.”.



Artículo 9º

	Reemplazarlo por el que se indica:



	“Artículo 9º.- Incorpórase el siguiente artículo 5º B, nuevo, al decreto ley Nº 3058, de 1979, que modifica el sistema de remuneraciones del Poder Judicial:



	“Artículo 5º B.- El personal de los juzgados de garantía y de los tribunales orales en lo penal que en seguida se menciona tendrán los grados de la Escala de Sueldos Bases Mensuales del Personal de Empleados del Poder Judicial, que se indican a continuación:

	a) Los encargados de sala de juzgados o tribunales asiento de Corte de Apelaciones, grado XI.

	b) Los encargados de sala de juzgados o tribunales asiento de capital de provincia y administrativos 1º de juzgados o tribunales asiento de Corte de Apelaciones, grado XII.

	c) Los encargados de sala de juzgados o tribunales asiento de comuna o agrupación de comunas, administrativos 1º de juzgados o tribunales asiento de capital de provincia y administrativos 2º de juzgados o tribunales asiento de Corte de Apelaciones, grado XIII.

	d) Los administrativos 1º de juzgados o tribunales asiento de comuna o agrupación de comunas, administrativos 2º de juzgados o tribunales asiento de capital de provincia y administrativos 3º de juzgados o tribunales asiento de Corte de Apelaciones, grado XIV.

	e) Los administrativos 2º de juzgados o tribunales asiento de comuna o agrupación de comunas y administrativos 3º de juzgados o tribunales asiento de capital de provincia, grado XV.

	f) Los administrativos 3º de juzgados o tribunales asiento de comuna o agrupación de comunas, ayudantes de audiencias de juzgados o tribunales asiento de Corte de Apelaciones, secretarias y telefonistas de juzgados o tribunales asiento de Corte de Apelaciones, grado XVI.

	g) Los ayudantes de audiencias de juzgados asiento de capital de provincia, secretarias y telefonistas de juzgados o tribunales asiento de capital de provincia y personal auxiliar de juzgados o tribunales asiento de Corte de Apelaciones, grado XVII.

	h) Los ayudantes de audiencias de juzgados o tribunales asiento de comuna o agrupación de comunas, secretarias y telefonistas de juzgados o tribunales asiento de comuna o agrupación de comunas y personal auxiliar de juzgados o tribunales asiento de capital de provincia y de comuna o agrupación de comunas, grado XVIII.”.



Artículo 10

	Sustituirlo por el siguiente:



	“Artículo 10.- Suprímense los juzgados del crimen de Valparaíso, Viña del Mar, Rancagua, Chillán, Concepción, Talcahuano, Temuco, Valdivia, Puerto Montt, Santiago, San Miguel y  Puente Alto.

	Suprímense los siguientes juzgados de letras: 4º juzgado de letras de Iquique, 2º juzgado de letras de Santa Cruz, 2º juzgado de letras de Rengo, 3º juzgado de letras de Linares, 2º juzgado de letras de San Carlos, 2º juzgado de letras de Angol, 4º juzgado de letras de Osorno, 2º juzgado de letras de Puerto Varas, 4º juzgado de letras de Punta Arenas, 3º juzgado de letras de San Bernardo y 2º juzgado de letras de Melipilla.”.



Artículo 11

	Efectuar las enmiendas que a continuación se indican en los siguientes artículos del Código Orgánico de Tribunales:



Artículo 5º

	Sustituir las modificaciones por las siguientes:



	“Elimínase en el inciso primero la expresión “en el orden temporal”.

	Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente: 

	"Integran el Poder Judicial, como tribunales ordinarios de justicia, la Corte Suprema, las Cortes de Apelaciones, los Presidentes y Ministros de Corte, los tribunales orales en lo penal, los juzgados de letras y los juzgados de garantía.".”.



Título II

Reemplazar el epígrafe y la modificación por la siguiente:



“Título II

	Incorpórase, a continuación del artículo 13, el siguiente Título II, nuevo:

“Título II

De los juzgados de garantía y de los tribunales orales en lo penal".”.



Párrafo 1º

Considerar en el epígrafe la expresión “garantías” en singular.



Artículo 14

	Reemplazarlo por el siguiente:



	“Artículo 14.- Los juzgados de garantía estarán conformados por uno o más jueces con competencia en un mismo territorio jurisdiccional, que actúan y resuelven unipersonalmente los asuntos sometidos a su conocimiento.

	Corresponderá a los jueces de garantía:

	a) Asegurar los derechos del imputado y demás intervinientes en el proceso penal, de acuerdo a la ley procesal penal;

	b) Dirigir personalmente las audiencias que procedan, de conformidad a la ley procesal penal;

	c) Dictar sentencia, cuando corresponda, en el procedimiento abreviado que contemple la ley procesal penal;

	d) Conocer y fallar las faltas penales de conformidad con el procedimiento contenido en la ley procesal penal, y

	e) Conocer y resolver todas las cuestiones y asuntos que este Código y la ley procesal penal les encomienden.”.



Artículo 15

	Considerarlo como artículo 16.



	En su encabezamiento, considerar en singular la expresión “garantías” la primera vez que aparece, y eliminar el término “de garantías” que aparece luego de la palabra “jueces”.



	Séptima Región del Maule. 



	Comuna de Molina

	Reemplazar el acápite por el que se indica:

	“Molina, con un juez, con competencia sobre la misma comuna.”.



	Comuna deTalca

	Sustituir el acápite por el siguiente:

	“Talca, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Río Claro, Pencahue, Talca, Pelarco, San Clemente, Maule y San Rafael.”.



	Comuna de Linares

	Reemplazar el acápite por el que sigue:

	“Linares, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Colbún, Yerbas Buenas, Linares y Longaví.”.



	Comuna de Parral

	Reemplazar el acápite por el que se indica:

	“Parral, con un juez, con competencia sobre las comunas de Parral y Retiro.”.



	Octava Región del Bío-Bío.



	Comuna de Yungay

	Reemplazar el acápite por el siguiente:

	“Yungay, con un juez, con competencia sobre las comunas de El Carmen, Pemuco, Yungay y Tucapel.”.



	Comuna de Concepción

	Sustituir el acápite por los siguientes:

	“Concepción, con siete jueces, con competencia sobre las comunas de Penco y Concepción.

	San Pedro de la Paz, con tres jueces, con competencia sobre la misma comuna.

	Chiguayante, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Chiguayante y Hualqui.”.



	Comuna de Los Angeles

	Sustituir el acápite por el que sigue:

	“Los Angeles, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Los Angeles, Quilleco y Antuco.”.



	Novena Región de la Araucanía.



	Comuna de Nueva Imperial

	Sustituir el acápite por el siguiente:

	“Nueva Imperial, con un juez, con competencia sobre las comunas de Nueva Imperial y Teodoro Schmidt.”.



	Región Metropolitana de Santiago.



	Sustituir el número de jueces en los acápites que se indican:



	En Conchalí, reemplazar el guarismo “diez” por “quince”; en Independencia, el guarismo “nueve” por “ocho”; en Las Condes, el guarismo “doce” por “diecisiete”; en Cerro Navia, el guarismo “once” por “diez”; en Estación Central, el guarismo “diez” por “ocho”; en Santiago, el guarismo “nueve” por “ocho”; en Ñuñoa, el guarismo “ocho” por “nueve”;  en Pedro Aguirre Cerda, el guarismo “siete” por “cinco”; en Macul, el guarismo “once” por “doce”; en La Florida, “catorce” por “quince” y en Talagante, “tres” por “cuatro”.



Artículo 16

	Sustituirlo por el que señala a continuación:



	“Artículo 15.- La distribución de las causas entre los jueces de los juzgados de garantía se realizará de acuerdo a un procedimiento objetivo y general, que deberá ser anualmente aprobado por el comité de jueces del juzgado a propuesta del juez presidente, o sólo por este último, según corresponda.”.



Artículo 17

	Considerarlo como artículo 18, con la siguiente redacción:



	“Artículo 18.- Corresponderá a los tribunales orales en lo penal: 

	a) Conocer y juzgar las causas por crimen o simple delito;

	b) Resolver todos los incidentes que se promuevan durante el juicio oral, y

	c) Conocer y resolver los demás asuntos que la ley procesal penal les encomiende.”.



Artículo 18



	Contemplarlo como artículo 21, con las siguientes enmiendas:





Quinta Región de Valparaíso.



	Comuna de San Felipe

	Reemplazar el acápite por los siguientes:

	“San Felipe, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de la provincia de San Felipe.

	Los Andes, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de la provincia de Los Andes.”



	Comuna de Viña del Mar

	Sustituir el guarismo “nueve” por “doce”.



Sexta Región del Libertador General Bernardo O’Higgins.



	Comuna de Rancagua

	Reemplazar el guarismo “nueve” por “doce”



Séptima Región del Maule.



	Comuna de Curicó

	Reemplazar el guarismo “tres por “seis”.



	Comuna de Linares

	Sustituir el acápite por los siguientes:

	“Linares, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de San Javier, Villa Alegre, Colbún, Yerbas Buenas, Linares y Longaví.

	Cauquenes, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Chanco, Cauquenes, Pelluhue, Retiro y Parral.”.



	Octava Región del Bío Bío.



	Comuna de Chillán

	Sustituir el acápite por que se indica:

	“Chillán, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Cobquecura, Quirihue, Ninhue, San Carlos, Niquén, San Fabián, San Nicolás, Treguaco, Portezuelo, Chillán, Coihueco, Coelemu, Ranquil, Pinto, Quillón, Bulnes, San Ignacio, El Carmen, Pemuco, Yungay, Tucapel y Chillán Viejo.



	Comuna de Talcahuano

	Eliminar el acápite.



	Comuna de Concepción

	Reemplazar el acápite por el siguiente:

	“Concepción, con dieciocho jueces, con competencia sobre las comunas de Tomé, Penco, Florida, Concepción, Coronel, Hualqui, Lota, Santa Juana, Talcahuano,  San Pedro de la Paz y Chiguayante.”.



	Comuna de Los Angeles

	Reemplazar el acápite por el que sigue:

	“Los Angeles, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de San Rosendo, Yumbel, Cabrero, Laja, Los Angeles, Antuco, Quilleco, Nacimiento, Negrete, Mulchén, Santa Bárbara y Quilaco.”.



	Comuna de Cañete

	Reemplazar el guarismo “tres” por “seis”.



	Novena Región de la Araucanía.



	Comuna de Temuco

	Reemplazar el acápite por los siguientes:

	“Temuco, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de Lonquimay, Curacautín, Galvarino, Perquenco, Carahue, Nueva Imperial, Temuco, Lautaro, Vilcún, Melipeuco, Saavedra, Teodoro Schmidt, Freire, Cunco, Toltén, Pitrufquén, Gorbea y Padre Las Casas.



	Villarrica, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Loncoche, Villarrica, Pucón y Curarrehue.”.



Décima Región de Los Lagos.



Reemplazar en el cuarto acápite la palabra “Ancud” por “Castro”.



Región Metropolitana de Santiago



	Reemplazar en el acápite correspondiente a la comuna de Melipilla el guarismo “tres” por “seis”.



Artículo 19

	Reemplazarlo por el que se señala en seguida:



	“Artículo 17.- Los tribunales orales en lo penal funcionarán en una o más salas integradas por tres de sus miembros.

	Cada sala será dirigida por un juez presidente de sala, quien tendrá las atribuciones a que alude el artículo 92 y las demás de orden que la ley procesal penal indique.

	La integración de las salas de estos tribunales se determinará mediante sorteo anual que se efectuará durante el mes de enero de cada año.

	La distribución de las causas entre las diversas salas se hará de acuerdo a un procedimiento objetivo y general que deberá ser anualmente aprobado por el comité de jueces del tribunal, a propuesta del juez presidente.”.



Artículo 20

	Sustituirlo por el siguiente:



	“Artículo 19.- Las decisiones de los tribunales orales en lo penal se regirán, en lo que no resulte contrario a las normas de este párrafo, por las reglas sobre acuerdos en las Cortes de Apelaciones contenidas en los artículos 72, 81, 83, 84 y 89 de este Código.”.



Artículo 21

	Contemplarlo como artículo 20, con las siguientes enmiendas:



	En el inciso primero, reemplazar la expresión “todos sus miembros” por “todos los miembros de la sala”.

	En el inciso segundo, agregar la palabra “sobre” a continuación de la expresión “indulgencia y”.



- - -



	Intercalar, a continuación del artículo 18, que pasa a ser 21, el siguiente, nuevo:



	“Artículo 21 A.- Cuando sea necesario para facilitar la aplicación oportuna de la justicia penal, de conformidad a criterios de distancia, acceso físico y dificultades de traslado de quienes intervienen en el proceso, los tribunales orales en lo penal se constituirán y funcionarán en localidades situadas fuera de su lugar de asiento.

	Corresponderá a la respectiva Corte de Apelaciones determinar anualmente la periodicidad y forma con que los tribunales orales en lo penal darán cumplimiento a lo dispuesto en este artículo. Sin perjuicio de ello, la Corte podrá disponer en cualquier momento la constitución y funcionamiento de un tribunal oral en lo penal en una localidad fuera de su asiento, cuando la mejor atención de uno o más casos así lo aconseje.

	La Corte de Apelaciones adoptará esta medida previo informe de la Corporación Administrativa del Poder Judicial y de los jueces presidentes de los comités de jueces de los tribunales orales en lo penal correspondientes.”.



- - -



Artículo 22

	Sustituirlo por el siguiente:



	“Artículo 22.- En los juzgados de garantía en los que sirvan tres o más jueces y en cada tribunal oral en lo penal, habrá un comité de jueces, que estará integrado en la forma siguiente:

	En aquellos juzgados o tribunales compuestos por cinco jueces o menos, el comité de jueces se conformará por todos ellos.

	En aquellos juzgados o tribunales conformados por más de cinco jueces, el comité lo compondrán los cinco jueces que sean elegidos por la mayoría del tribunal, cada dos años. 

	De entre los miembros del comité de jueces se elegirá al juez presidente, quien durará dos años en el cargo y podrá ser reelegido hasta por un nuevo período.

	Si se ausentare alguno de los miembros del comité de jueces o vacare el cargo por cualquier causa, será reemplazado, provisoria o definitivamente según el caso, por el juez que hubiere obtenido la más alta votación después de los que hubieren resultado electos y, en su defecto, por el juez más antigüo de los que no integraren el comité de jueces. En caso de ausencia o imposibilidad del juez presidente, será suplido en el cargo por el juez más antigüo si ella no superare los tres meses, o se procederá a una nueva elección para ese cargo si el impedimento excediere de ese plazo.

	Los acuerdos del comité de jueces se adoptarán por mayoría de votos; en caso de empate decidirá el voto del juez presidente.”.



Artículo 23

	Reemplazarlo por el que se indica a continuación:



	“Artículo 23.- Al comité de jueces corresponderá:

	a) Aprobar el procedimiento objetivo y general a que se refieren los artículos 15 y 17, en su caso;

	b) Designar, de la terna que le presente el juez presidente, al administrador del tribunal;

	c) Calificar anualmente al administrador del tribunal;

	d) Resolver acerca de la remoción del administrador; 

	e) Designar al personal del juzgado o tribunal, a propuesta en terna del administrador;

	f) Conocer de la apelación que se interpusiere en contra de la resolución del administrador que remueva al subadministrador, a los jefes de unidades o a los empleados del juzgado o tribunal;

	g) Decidir el proyecto de plan presupuestario anual que le presente el juez presidente, para ser propuesto a la Corporación Administrativa del Poder Judicial.

	h) Conocer de todas las demás materias que señale la ley o que le sean propias en atención a la naturaleza de sus funciones.

	En los juzgados de garantía en que se desempeñen uno o dos jueces, las atribuciones indicadas en las letras b), c), d) y f) corresponderán al Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva. A su vez, las atribuciones previstas en los literales a), e), g) y h) quedarán radicadas en el juez que cumpla la función de juez presidente.”.



Párrafo 4º

	Reemplazar su denominación por la que se señala a continuación:

“Del Juez Presidente del Comité de Jueces”.



Artículo 24

Sustituirlo por el siguiente:



	“Artículo 24.- Al juez presidente del comité de jueces le corresponderá velar por el adecuado funcionamiento del juzgado o tribunal.



	En el cumplimiento de esta función, tendrá los siguientes deberes y atribuciones: 

	a) Presidir el comité de jueces;

	b) Relacionarse con la Corporación Administrativa del Poder Judicial en todas las materias relativas a la competencia de ésta; 

	c) Proponer al comité de jueces el procedimiento objetivo y general a que se refieren los artículos 15 y 17; 

	d) Elaborar anualmente una cuenta de la gestión jurisdiccional del juzgado; 

	e) Aprobar los criterios de gestión administrativa que le proponga el administrador del tribunal y supervisar su ejecución;

	f) Aprobar la distribución del personal que le presente el administrador del tribunal; 

	g) Calificar al personal, teniendo a la vista la evaluación que le presente el administrador del tribunal; 

	h) Presentar al comité de jueces una terna para la designación del administrador del tribunal; 

	i) Evaluar anualmente la gestión del administrador, y

	j) Proponer al comité de jueces la remoción del administrador del tribunal.

	El desempeño de la función de juez presidente del comité de jueces del juzgado o tribunal podrá significar una reducción proporcional de su trabajo jurisdiccional, según determine el comité de jueces.

	Tratándose de los juzgados de garantía en los que se desempeñe un solo juez, éste tendrá las atribuciones del juez presidente, con excepción de las contempladas en las letras a) y c). Las atribuciones de las letras h) y j) las ejercerá el juez ante el Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva.

	En aquellos juzgados de garantía conformados por dos jueces, las atribuciones del juez presidente, con las mismas excepciones señaladas en el inciso anterior, se radicarán anualmente en uno de ellos, empezando por el más antigüo.”.



Párrafo 5º

	Considerar en singular la expresión “garantías” que aparece en su denominación.



Artículo 25

	Sustituirlo por el que se señala a continuación:



	“Artículo 25.- Los juzgados de garantía y los tribunales orales en lo penal se organizarán en unidades administrativas para el cumplimiento eficaz y eficiente de las siguientes funciones:

	1.- Sala, que consistirá en la organización y asistencia a la realización de las audiencias.

	2.- Atención de público, destinada a otorgar una adecuada atención, orientación e información al público que concurra al juzgado o tribunal, especialmente a la víctima, al defensor y al imputado, recibir la información que éstos entreguen y manejar la correspondencia del juzgado o tribunal.

	3.- Servicios, que reunirá las labores de soporte técnico de la red computacional del juzgado o tribunal, de contabilidad y de apoyo a la actividad administrativa del juzgado o tribunal, y la coordinación y abastecimiento de todas las necesidades físicas y materiales para la realización de las audiencias.

	4- Administración de causas, que consistirá en desarrollar toda la labor relativa al manejo de causas y registros del proceso penal en el juzgado o tribunal, incluidas las relativas al manejo de las fechas y salas para las audiencias; al archivo judicial básico, al ingreso y al número de rol de las causas nuevas; a la primera audiencia judicial de los detenidos; a la actualización diaria de la base de datos que contenga las causas del juzgado o tribunal, y a las estadísticas básicas del juzgado o tribunal.

	5.- Apoyo a testigos y peritos, destinada a brindar adecuada y rápida atención, información y orientación a los testigos y peritos citados a declarar en el transcurso de un juicio oral. Esta función existirá solamente en los tribunales orales en lo penal.”.



Artículo 26

	Reemplazarlo por el que se señala:



	“Artículo 26.- Corresponderá a la Corporación Administrativa del Poder Judicial determinar, en la ocasión a que se refiere el inciso segundo del artículo 498, las unidades administrativas con que cada juzgado o tribunal contará para el cumplimiento de las funciones señaladas en el artículo anterior.”.



Artículo 28

	Sustituir las modificaciones por las siguientes:



	“Sustitúyese la expresión “jurisdicción” por “competencia”.

	Reemplázase, en su acápite cuarto, la expresión "Cuatro" por "Tres".”.



Artículo 29

	Reemplazar la modificación por las siguientes:



	“Sustitúyese la expresión “jurisdicción” por “competencia”.

	Reemplázase, en la letra A, el numeral “Tres” por “Cuatro”.

	Elimínase la letra B, pasando la actual letra C a ser letra B.”.



Artículo 30

	Reemplazar la modificación por la siguiente:



	“Sustitúyese la expresión “jurisdicción” por “competencia”.”.



Artículo 31

	Reemplazar la modificación por la siguiente:



	“Sustitúyese la expresión “jurisdicción” por “competencia”.”.



Artículo 32

	Sustituir la modificación por las siguientes:



	“Sustitúyese la expresión “jurisdicción” por “competencia”.

	Elimínase la letra B, pasando la actual letra C a ser letra B.

	Suprímese en el acápite trece de la letra C, que pasa a ser letra B, el siguiente párrafo: “de la Quinta Región, y sobre la comuna de Navidad, de la Sexta Región,”.”.



Artículo 33

	Reemplazar las modificaciones por las siguientes:



	“Sustitúyese la expresión “jurisdicción” por “competencia”.

	Elimínase la letra B, pasando la actual letra C a ser letra B.

	Sustitúyese en el acápite primero de la letra C, que pasa a ser B, la expresión “Dos juzgados” por “Un juzgado”.

	Reemplázanse los acápites quinto y final de la letra C, que ha pasado a ser B, por los siguientes:

	"Un juzgado con asiento en la comuna de Santa Cruz, con competencia sobre las comunas de Santa Cruz, Chépica y Lolol.

	Un juzgado con asiento en la comuna de Pichilemu, con competencia sobre la misma comuna.

	Un juzgado con asiento en la comuna de Litueche, con competencia sobre las comunas de Navidad, Litueche y La Estrella.

	Un juzgado con asiento en la comuna de Peralillo, con competencia sobre las comunas de Marchihue, Paredones, Pumanque, Palmilla y Peralillo.".”.



Artículo 34

	Reemplazar las modificaciones por las que siguen:



	“Sustitúyese la expresión “jurisdicción” por “competencia”.

	Reemplázase, en el acápite octavo, la expresión "Tres" por "Dos".”.



Artículo 35

	Reemplazar los cambios por los que se indica:



	“Sustitúyese la expresión “jurisdicción” por “competencia”.

	Elimínase la letra B, pasando la actual letra C a ser letra B. 

	Reemplázase, en el acápite primero de la letra C, que ha pasado a ser B, la expresión "Dos juzgados" por "Un juzgado".

	Sustitúyese, en el acápite once de la letra C, la frase “las comunas de Yumbel y Cabrero” por “la misma comuna”.

	Reemplázase, en el acápite dieciocho de la misma letra, la expresión "Dos juzgados" por "Un juzgado".

	Reemplázase, en el acápite diecinueve de la misma letra, la coma y la conjunción “y” por un punto y coma (;)

	Reemplázase en el último acápite de la misma letra, el punto final (.) por una coma (,) y la conjunción “y”.

	Agrégase, a la referida letra, el siguiente acápite final:

	“Un juzgado con asiento en la comuna de Cabrero, con competencia sobre la misma comuna.".”.



Artículo 36

	Sustituir las modificaciones por las siguientes:



	“Sustitúyese la expresión “jurisdicción” por “competencia”.

	Elimínase la letra B, pasando la actual letra C a ser letra B.

	Elimínase, en el primer acápite de la letra C, que ha pasado a ser B, la expresión "Los Sauces y Purén", reemplazando la coma (,) existente entre "Angol" y "Renaico", por la conjunción "y", y reemplázase la expresión “Dos juzgados” por “Un juzgado”.

	Agrégase un acápite segundo nuevo, del siguiente tenor: 

	"Un juzgado con asiento en la comuna de Purén, con competencia sobre las comunas de Purén y Los Sauces.".

	Intercálase, como acápite séptimo nuevo, el siguiente:

	"Un juzgado con asiento en la comuna de Toltén, con competencia sobre la misma comuna."

	Elimínase, en el acápite séptimo, que ha pasado a ser noveno, la expresión "y Toltén", reemplazando la coma (,) existente entre "Pitrufquén" y "Gorbea", por la conjunción "y".



Artículo 37

	Reemplazar los cambios por los que se indica:



	“Sustitúyese la expresión “jurisdicción” por “competencia”.

	Reemplázase, en sus acápites segundo y noveno, la expresión "Cuatro" por "Dos".

	Reemplázase, en su acápite once, la frase "con jurisdicción sobre las comunas de Puerto Montt, Cochamó y Hualaihué", por la siguiente: "con competencia sobre las comunas de Puerto Montt y Cochamó".

	Reemplázase, en su acápite doce, la expresión "Dos juzgados" por "Un juzgado".

	Reemplázase, en el acápite diecinueve de la misma letra, la coma y la conjunción “y” por un punto y coma (;).

	Reemplázase, en el acápite veinte de la misma letra, el punto final (.) por una coma y la conjunción “y”.

	Agrégase, como acápite final, el siguiente: 

	"Un juzgado con asiento en la comuna de Hualaihué, con competencia sobre la misma comuna.".



Artículo 38

	Reemplazar las modificaciones por las que se indica a continuación:



	“Sustitúyese la expresión “jurisdicción” por “competencia”.

	Reemplázase, en la parte final del acápite segundo, la expresión "la provincia de Coihaique" por "Coihaique y Río Ibáñez".

	Reemplázase, en el acápite tercero, la expresión "las comunas de la provincia de Aisén" por "la misma comuna".

	Reemplázase, en el acápite cuarto, la expresión "las comunas de la provincia General Carrera, y" por "la misma comuna,".

	Reemplázase en el acápite quinto, el punto final (.) por una coma y la conjunción “y”.

	Agrégase el siguiente acápite final, nuevo: 

	"Un juzgado con asiento en la comuna de Cisnes, con competencia sobre las comunas de Cisnes, Guaitecas y Lago Verde.".”.



Artículo 39

	Sustituir los cambios por los que se señala:



	“Sustitúyese la expresión “jurisdicción” por “competencia”.

	Reemplázase, en el acápite segundo, la expresión "Cuatro" por "Tres".”.



Artículo 40

	Reemplazar las modificaciones por las que se indica:



	“Sustitúyese la expresión “jurisdicción” por “competencia”.

	Elimínase la letra B, pasando la actual letra C a ser letra B.

	Reemplázase, en el acápite primero de la letra C, que pasa a ser B, la expresión "Tres” por “Dos”.

	Sustitúyese, en el acápite cuarto de la letra C, que pasa a ser B, la expresión "Dos juzgados" por "Un juzgado".”.



Artículo 43

	En el inciso cuarto, que pasa a ser tercero, reemplazar la expresión ”jurisdicción” por “competencia”.



Artículo 45

	Sustituirlo por el siguiente:

	“Derógase las letras d) y e).”



Artículo 46

	Considerar en singular la expresión “garantías”.



Artículo 63

Suprimir la enmienda.



- - -

	Intercalar la siguiente modificación:



“Artículo 64

	Elimínase la expresión “y de la consulta”.”.



- - -



Artículo 66

	Reemplazar las modificaciones por las que se indica:



	“Elimínase, en el inciso sexto, la frase “y de la consulta”; la expresión "acusaciones y", y agrégase, a continuación de la expresión "Fiscal" la palabra "judicial".”.



Artículo 69

	Suprimir los cambios.



Artículo 74

	Eliminar la modificación.



- - -



	Incorporar la siguiente modificación:



“Artículo 93

 	Agrégase, en el inciso final, a continuación de la expresión “fiscal” la palabra “judicial”.”.

- - - 



Artículo 97

	Suprimir la enmienda.



Artículo 98

	Eliminar la modificación.



Artículo 103

	Reemplazar la palabra “juzgados” por “tribunales” y la expresión “, en el artículo 20” por “en los artículos 19 y 20”.



Artículos 157, 158, 159, 160 y 161

	Eliminar las modificaciones.



Artículo 164

Reemplazar su nuevo inciso segundo por el siguiente:



	“En los casos del inciso anterior, el tribunal que dictare el fallo posterior deberá modificarlo, de oficio o a petición del afectado, a objeto de adecuarlo a lo allí dispuesto.".



Artículo 171

	Eliminar la enmienda.



7. Reglas que determinan la distribución de causas en aquellas comunas o agrupaciones de comunas en cuyo territorio existan dos o más jueces con igual competencia.

	Suprimir la modificación.



Artículo 175

	Reemplazar el cambio por los que se indica a continuación:



	“Elimínase el inciso tercero.

	Agrégase el siguiente inciso final:

	“Lo dispuesto en este artículo no se aplicará a los juzgados de garantía ni a los tribunales orales en lo penal, que se regirán por las normas especiales que los regulan.”.”.



- - -



	Insertar la siguiente modificación:

 

“Artículo 180

	Derógase.”.



- - -



Artículo 206

	En el inciso primero, colocar en singular la palabra “garantías” la primera vez que aparece y reemplazar la expresión “juez de garantías del mismo tribunal” por “juez del mismo juzgado”.

	En el inciso segundo, poner en singular la palabra “garantías” y ubicar la coma (,) que se contempla antes de la conjunción “y” después de ésta. 



Artículos 207 y 208

	Reemplazar las modificaciones por la que se indica:



	“Artículo 207

	Agrégase, como artículo 207, nuevo, el siguiente:

	"Artículo 207.- Cuando no pueda tener lugar lo dispuesto en el artículo precedente, la subrogación se hará por un juez del juzgado de garantía de la comuna más cercana perteneciente a la jurisdicción de la misma Corte de Apelaciones.

	A falta de éste, subrogará el juez del juzgado con competencia común de la comuna o agrupación de comunas más cercana y, en su defecto, el secretario letrado de este último juzgado.

	En defecto de todos los designados en las reglas anteriores, la subrogación se hará por los jueces de garantía de las restantes comunas de la misma jurisdicción de la Corte de Apelaciones a la cual pertenezcan, en orden de cercanía.

	Para los efectos previstos en este artículo, las Cortes de Apelaciones fijarán cada dos años el orden de cercanía territorial de los distintos juzgados de garantía, considerando la facilidad y rapidez de las comunicaciones entre sus lugares de asiento.”.”.



Artículo 209

	Sustituir la modificación por la siguiente:



	“Artículo 208

	Agrégase, como artículo 208, nuevo, el siguiente:

	"Artículo 208.- Cuando no resultare aplicable ninguna de las reglas anteriores, actuará como subrogante un juez de garantía, a falta de éste un juez de letras con competencia común o, en defecto de ambos, el secretario letrado de este último, que dependan de la Corte de Apelaciones más cercana. Regirán con este objeto las reglas previstas por los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 216.".”.



Artículo 210

	Eliminar la modificación.



Artículo 210 bis

	Reemplazar la enmienda por la que se indica a continuación:



	“Artículo 209

	Agrégase el siguiente artículo nuevo:

	"Artículo 209.- Los jueces de un juzgado de garantía sólo podrán subrogar a otros jueces de garantía, en los casos previstos en los artículos 206 a 208, y a jueces de tribunales orales en lo penal, en los casos a que se refiere el artículo siguiente.".”.



Artículo 210 bis A

	Reemplazar la modificación por la que se indica a continuación:



	“Artículo 210

	Agrégase el siguiente artículo nuevo:

	"Artículo 210.- En todos los casos en que una sala de un tribunal oral en lo penal no pudiere constituirse conforme a la ley por falta de jueces que la integren, subrogará un juez perteneciente al mismo tribunal oral y, a falta de éste, un juez de otro tribunal oral en lo penal de la jurisdicción de la misma Corte, para lo cual se aplicarán análogamente los criterios de cercanía territorial previstos en el artículo 207. Para estos fines, se considerará el lugar en el que deba realizarse el juicio oral de que se trate.

	A falta de un juez de un tribunal oral en lo penal de la misma jurisdicción, lo subrogará un juez de juzgado de garantía de la misma comuna o agrupación de comunas, que no hubiere intervenido en la fase de investigación.

	Si no resultare posible aplicar ninguna de las reglas previstas en los incisos anteriores, sea porque los jueces pertenecientes a otros tribunales orales en lo penal o a los juzgados de garantía no pudieren conocer de la causa respectiva o por razones de funcionamiento de unos y otros, actuará como subrogante un juez perteneciente a algún tribunal oral en lo penal que dependa de la Corte de Apelaciones más cercana o, a falta de éste, un juez de un juzgado de garantía de esa otra jurisdicción. Regirán, con tal fin, las reglas previstas en los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 216.

	En defecto de las reglas precedentes, resultará aplicable lo dispuesto en el artículo 213 o, si ello no resultare posible, se postergará la realización del juicio oral hasta la oportunidad más próxima en que alguna de tales disposiciones resultare aplicable.".”.



Artículo 210 bis B

	Reemplazar el cambio por el que se indican a continuación:



	“Artículo 210 A

	Agrégase el siguiente artículo nuevo:

	"Artículo 210 A.- Los jueces pertenecientes a los tribunales orales en lo penal sólo subrogarán a otros jueces de esos tribunales, de conformidad a lo dispuesto en el artículo anterior.".



- - -



	Agregar, a continuación del artículo precedente, las siguientes enmiendas:



	“Artículo 210 B

	Agrégase el siguiente artículo nuevo:

	“Artículo 210 B.- Si con ocasión de la aplicación de las reglas previstas en los artículos anteriores hubiere más de un juez que debiere subrogar al juez del juzgado de garantía o al juez del tribunal oral en lo penal, la subrogación se hará por orden de antigüedad, comenzando por el menos antigüo.”



	Artículo 214

	Agrégase el siguiente inciso final:

	“En los juzgados de garantía y en los tribunales orales en lo penal corresponderá al jefe de la unidad administrativa que tenga a su cargo la función de administración de causas dejar constancia de la subrogación e informar mensualmente de ella a la Corte de Apelaciones.”. 



- - -



Artículo 248

	Reemplazar la expresión “jueces de garantías” por “jueces de juzgados de garantía” y agregar, a continuación de la palabra “tribunales” el vocablo “orales”.



Artículo 256

	Suprimir la enmienda.



Artículo 265



	Insertar, entre las dos enmiendas que se efectúan, la que se indica en seguida:

	“Intercálase, en el inciso segundo, entre las expresiones “archiveros, “ y “procuradores del número”, la siguiente frase: “administradores, subadministradores y jefes de unidades de tribunales con competencia en lo criminal,”.



Artículo 267

	Sustituir la modificación por la siguiente:



	"Artículo 267.- El Escalafón Primario tendrá las siguientes categorías:

	Primera Categoría: Presidente, ministros y fiscal judicial de la Corte Suprema.

	Segunda Categoría: Presidente, ministros y fiscales judiciales de las Cortes de Apelaciones, y relatores y secretario de la Corte Suprema.

	Tercera Categoría: Jueces de tribunales orales en lo penal de ciudad asiento de Corte de Apelaciones, jueces letrados de juzgados de ciudad asiento de Corte de Apelaciones, jueces de juzgados de garantía de ciudad asiento de Corte de Apelaciones y relatores y secretarios de Corte de Apelaciones.

	Cuarta Categoría: Jueces de tribunales orales en lo penal de ciudad asiento de capital de provincia, jueces letrados de juzgados de ciudad capital de provincia y jueces de juzgados de garantía de ciudad asiento de capital de provincia.

	Quinta Categoría: Jueces de tribunales orales en lo penal de comuna o agrupación de comunas, jueces letrados de juzgados de comuna o agrupación de comunas, jueces de juzgados de garantía de comuna o agrupación de comunas, y secretarios de juzgados de letras de ciudad asiento de Corte de Apelaciones.

	Sexta Categoría: Secretarios de juzgados de letras de capital de provincia, prosecretario de la Corte Suprema y secretario abogado del fiscal de ese mismo tribunal.

	Séptima Categoría: Secretarios de juzgados de letras de comuna o agrupación de comunas.

	Los relatores de la Corte Suprema y de las Cortes de Apelaciones se incorporarán a las categorías que respectivamente se les asignan en los términos del artículo 285.".”.



Artículo 269

	Reemplazar las modificaciones por la que se indica a continuación:



	“Intercálase en el inciso primero la siguiente Tercera Serie, nueva, cambiándose correlativamente la denominación de las restantes:

	"Tercera Serie: Administradores, subadministradores y jefes de unidades de tribunales con competencia en lo criminal.".

	Intercálase, en el inciso segundo, entre comas (,), a continuación de la palabra “series”, la frase "con excepción de la tercera".

	Agrégase el siguiente inciso final: 

	"La tercera serie, tendrá las siguientes categorías:

	Primera categoría: Administrador de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de Corte de Apelaciones.

	Segunda Categoría: Administrador de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de capital de provincia y subadministrador de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de Corte de Apelaciones.

	Tercera categoría: Administrador de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de comuna o agrupación de comunas, subadministrador de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de capital de provincia, y jefe de unidad de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de Corte de Apelaciones.

	Cuarta categoría: Subadministrador de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de comuna o agrupación de comunas, y jefe de unidad de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de capital de provincia.

	Quinta categoría: Jefe de unidad de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de comuna o agrupación de comunas.".”.



Artículo 276

	Sustituir la modificación por las que se indica:



	“Agrégase, en las letras a) y b) del inciso octavo y en el inciso noveno, la expresión "judicial" a continuación de la expresión "fiscal".”.



Artículo 284

	En la segunda enmienda que se propone, cambiar la frase “con el juez de letras, el juez en lo penal o el juez de garantías” por “con el juez de tribunal oral en lo penal, el juez de letras o el juez de juzgado de garantía".



- - -



	Agregar, a continuación de la enmienda al artículo 285 bis, las siguientes:



	“Artículo 288

	Incorpórase el siguiente artículo 288, nuevo:



	“Artículo 288.- Las ternas para proveer los cargos de la tercera serie del Escalafón Secundario se formarán del modo siguiente:

	a) Para integrantes de la primera categoría, con el funcionario de la categoría inmediatamente anterior que figure en primer lugar en lista de méritos y que exprese su interés en el cargo y con dos integrantes de la misma categoría del cargo que se trata de proveer o de la inmediatamente inferior, que se hayan opuesto al concurso, elegidos de conformidad al artículo 281;

	b) Para integrantes de la segunda categoría, con el funcionario de la categoría inmediatamente anterior que figure en primer lugar en lista de méritos y que exprese su interés en el cargo y con dos integrantes de la misma categoría del cargo que se trata de proveer o de la inmediatamente inferior, que se hayan opuesto al concurso, elegidos de conformidad al artículo 281;

	c) Para integrantes de la tercera categoría, con el funcionario de la categoría inmediatamente anterior que figure en primer lugar en lista de méritos y que exprese su interés en el cargo y con uno o dos integrantes de la misma categoría del cargo que se trata de proveer o de la inmediatamente inferior, que se hayan opuesto al concurso, elegidos de conformidad al artículo 281, o con uno o dos profesionales extraños al Poder Judicial que se hayan opuesto al concurso, elegidos de acuerdo al mismo procedimiento contemplado en el artículo 284 bis para los cargos de jueces;

	d) Para integrantes de la cuarta y quinta categoría, con el funcionario de la categoría inmediatamente anterior que figure en primer lugar en lista de méritos y que exprese su interés en el cargo y con uno o dos integrantes de la misma categoría del cargo que se trata de proveer o de la inmediatamente inferior, que se hayan opuesto al concurso, elegidos de conformidad al artículo 281, o con uno o dos profesionales extraños al Poder Judicial que se hayan opuesto al concurso, elegidos de acuerdo al mismo procedimiento contemplado en el artículo 284 bis para los cargos de jueces.”



	Artículo 289

	Reemplázase la expresión “tercera o cuarta” por “cuarta o quinta”.



- - -



Artículo 292

	Sustituir las modificaciones por las siguientes:



	“Agrégase, en la segunda categoría, a continuación de "Corte de Apelaciones", la frase "Encargados de sala de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de Corte de Apelaciones", precedida de una coma (,).

	Agrégase, en la tercera categoría, a continuación de las expresiones "mismos tribunales," la frase "Administrativos 1º de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de Corte de Apelaciones, Encargados de sala de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de capital de provincia,".

	Agrégase, en la cuarta categoría, a continuación de "Valparaíso,", la frase "Administrativos 2º de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de Corte de Apelaciones, Administrativos 1º de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de capital de provincia, Encargados de sala de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de comuna o agrupación de comunas,".

	Agrégase, en la quinta categoría, a continuación de los dos puntos, la frase "Administrativos 3º de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de Corte de Apelaciones, Administrativos 2º de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de capital de provincia, Administrativos 1º de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de comuna o agrupación de comunas,".

	Agrégase, en la sexta categoría, a continuación de los dos puntos, la frase "Administrativos 3º de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de capital de provincia, Administrativos 2º y 3º de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de comuna o agrupación de comunas, Ayudantes de audiencia de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de Corte de Apelaciones, telefonistas y secretarias ejecutivas de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de Corte de Apelaciones,".

	Agrégase, en la séptima categoría, a continuación de la expresión "letras,", la frase “Ayudantes de audiencia de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de capital de provincia y de comuna o agrupación de comunas, telefonistas y secretarias ejecutivas de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de capital de provincia y de comuna o agrupación de comunas,".”.



Artículo 295

	Suprimir la enmienda.



Artículo 312

	Reemplazar la modificación por la siguiente:



	“Artículo 312 bis

	Incorpórase el siguiente artículo 312 bis, nuevo:

	"Artículo 312 bis.- Los jueces de tribunales orales en lo penal tendrán obligación de asistir a su despacho por 44 horas semanales.

	Los jueces de juzgados de garantía deberán asistir a su despacho por 44 horas semanales, debiendo establecerse un sistema o turno que permita la disponibilidad de un juez de garantía en la jurisdicción fuera del horario normal de atención de los tribunales.”.”



Artículos 330 y 332

	Eliminar las modificaciones.



- - -



	Incorporar la siguiente modificación al artículo 333:



	“Artículo 333

	Reemplázase los números “39 y 42” por “48 y 49”.”.



- - -



Artículos 335 y 339

	Suprimir las enmiendas.



Artículo 364

	Reemplazar, en la primera modificación, la frase “en el inciso segundo” por “en los incisos primero y segundo”



Artículos 379, 380, 382 y 386.

	Eliminar las modificaciones.



Artículo 389 bis

	Sustituirlo por el siguiente:



	“Artículo 389 A.- Los administradores de tribunales con competencia en lo criminal son funcionarios auxiliares de la administración de justicia encargados de organizar y controlar la gestión administrativa de los tribunales orales en lo penal y de los juzgados de garantía.”.



Artículo 389 bis A

	Reemplazarlo por el que se indica a continuación:



	“Artículo 389 B.- Corresponde a los administradores de estos tribunales:

	a) Dirigir las labores administrativas propias del funcionamiento del tribunal o juzgado, bajo la supervisión del juez presidente del comité de jueces.

	b) Proponer al comité de jueces la designación del subadministrador, de los jefes de unidades y de los empleados del tribunal.

	c) Proponer al juez presidente la distribución del personal.

	d) Evaluar al personal a su cargo.

	e) Distribuir las causas a los jueces o a las salas del respectivo tribunal, conforme con el procedimiento objetivo y general aprobado.

	f) Remover al subadministrador, a los jefes de unidades y al personal de empleados, de conformidad al artículo 389 F.

	g) Llevar la contabilidad y administrar la cuenta corriente del tribunal, de acuerdo a las instrucciones del juez presidente.

	h) Dar cuenta al juez presidente acerca de la gestión administrativa del tribunal o juzgado.

	i) Elaborar el presupuesto anual, que deberá ser presentado al juez presidente a más tardar en el mes de mayo del año anterior al ejercicio correspondiente. 

	El presupuesto deberá contener una propuesta detallada de la inversión de los recursos que requerirá el tribunal en el ejercicio siguiente.

	j) Adquirir y abastecer de materiales de trabajo al tribunal, en conformidad con el plan presupuestario aprobado para el año respectivo.

	j) Ejercer las demás tareas que le sean asignadas por el comité de jueces o el juez presidente o que determinen las leyes.

	Para el cumplimiento de sus funciones, el administrador del tribunal se atendrá a las políticas generales de selección de personal, de evaluación, de administración de recursos materiales y de personal, de diseño y análisis de la información estadística y demás que dicte el Consejo de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, en el ejercicio de sus atribuciones propias.”.



Artículo 389 bis B

	Sustituirlo por el siguiente:



	“Artículo 389 C.- Para ser administrador de un tribunal con competencia en lo criminal se requiere poseer un título profesional relacionado con las áreas de administración y gestión, otorgado por una universidad o por un instituto profesional, de una carrera de ocho semestres de duración a lo menos. Excepcionalmente, en los juzgados de garantía de asiento de comuna o agrupación de comunas, la Corte de Apelaciones respectiva podrá autorizar el nombramiento de un administrador con un título técnico de nivel superior o título profesional de las mismas áreas, de una carrera con una duración menor a la señalada.”.



Artículo 389 bis C

	Contemplarlo como artículo 398 D, reemplazando la palabra “coordinador” por “presidente”.



Artículo 389 bis D

	Considerarlo como artículo 389 E, sin enmiendas. 



Artículo 389 bis E

	Reemplazarlo por el siguiente:



	“Artículo 389 F.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 278 bis, el administrador podrá remover al subadministrador, a los jefes de unidades y al personal cuando hayan sido calificados en Lista Condicional en el proceso de calificación respectivo.

	Asimismo, el administrador podrá removerlos en cualquier tiempo, cuando hubieren incurrido en faltas graves al servicio.

	En este último caso, el administrador solicitará al presidente del comité de jueces que designe un funcionario como investigador y, si los hechos lo aconsejaren, podrá suspender de sus funciones al inculpado. El procedimiento será fundamentalmente oral y de lo actuado se levantará un acta general que firmarán los que hubieren declarado, sin perjuicio de agregar los documentos probatorios que correspondan, no pudiendo exceder la investigación el plazo de cinco días. Tan pronto se cerrare la investigación, se formularán cargos, si procediere, debiendo el inculpado responderlos dentro de dos días, a contar de la fecha de notificación de éstos. Si el inculpado ofreciere rendir prueba, el investigador señalará un plazo al afecto, el que no podrá exceder de tres días.

	Vencido el plazo para los descargos o, en su caso, el término probatorio, el investigador, dentro de los dos días siguientes, emitirá un informe que contendrá la relación de los hechos, los fundamentos y conclusiones a que hubiere llegado y formulará al administrador la proposición que estimare procedente. Conocido el informe, el administrador dictará dentro de los dos días siguientes la resolución que correspondiere, la cual será notificada al inculpado.

	El inculpado podrá apelar de la resolución dentro de los dos días siguientes para ante el comité de jueces, el cual resolverá el recurso de apelación dentro de dos días. 

	Los plazos de días contemplados en este artículo serán de días hábiles.

	El mismo procedimiento se aplicará si el subadministrador, jefe de unidad o empleado hubiere incurrido en faltas al servicio que no sean graves, las que serán sancionadas con alguna de las medidas que establece el inciso tercero del artículo 532.

	La remoción del administrador del tribunal podrá ser solicitada por el juez presidente y será resuelta por el comité, con apelación ante el Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva, recurso que se someterá a los mismos plazos del inciso cuarto.”.



- - -



	Agregar el siguiente artículo 389 G, nuevo:



	“Artículo 389 G.- La certificación de las actuaciones procesales realizadas ante el juzgado de garantía o ante el tribunal oral en lo penal y de sus resoluciones cuando corresponda, así como la autorización, en su caso, del mandato judicial, serán efectuadas por el jefe de la unidad administrativa que tenga a su cargo la administración de causas, de acuerdo a las instrucciones y procedimientos que establezca la Corte Suprema.”.



- - -



Artículo 393 bis

	Eliminar la enmienda.



Artículo 436

	Reemplazar el cambio por el que se indica a continuación:



	“Sustitúyese la expresión "a la autoridad judicial de que dependa para que inicie el correspondiente proceso" por "al ministerio público para que inicie la correspondiente investigación".”.



Artículo 455

	Eliminar la enmienda.



Artículo 469

	Sustituir la modificación por la siguiente:



	“Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión "oficiales del ministerio público" por "fiscales judiciales, administradores, subadministradores, jefes de unidades de tribunales con competencia en lo criminal".”.



Artículo 471

	Reemplazar la modificación por la que sigue:



	“Agrégase, en el inciso tercero, la expresión “judiciales” a continuación de la expresión “fiscales”.



- - -



	Incorporar las siguientes modificaciones a los artículos 473 y 478:



	“Artículo 473

	Agrégase, en el inciso primero, a continuación de la expresión “391,” la frase “así como los administradores de tribunales con competencia en lo criminal,”.

	Agrégase, en el inciso segundo, a continuación de la palabra “secretarios” la expresión “y administradores de tribunales”.



	Artículo 478

	Agrégase, en el inciso primero, después de la palabra “secretario” y la coma que le sigue, la expresión “administrador de tribunal,”.

	Agrégase, en el inciso segundo, después de la palabra “secretarios” la expresión “y administradores de tribunales”.”.



- - -



	Insertar la modificación que sigue al artículo 515:



	“Artículo 515

	Agrégase, en el inciso segundo, después de la palabra “secretario” la frase “o administrador del tribunal”.



- - -



Artículo 523

	Suprimir la enmienda.



- - -



	Intercalar la modificación que continúa al artículo 532:



	“Artículo 532

	Agrégase el siguiente inciso final:

	“En el caso de los juzgados de garantía y de los tribunales orales en lo penal, las facultades disciplinarias sobre los subadministradores, jefes de unidades y personal serán ejercidas por el administrador del tribunal, de conformidad a lo previsto en el artículo 389 F. Si el administrador del tribunal cometiere faltas o abusos, o incurriere en infracciones u omisiones en el cumplimiento de sus deberes y obligaciones, podrá ser removido de acuerdo al inciso final del mismo artículo.”.



- - -



Artículo 560

	En el Nº 2º, nuevo, cambiar la coma (,) ubicada entre las palabras “militar” y “que” por la conjunción “y”.



Artículo 567

	Contemplar en singular la palabra “garantías”.



Artículo 569

	Suprimir la modificación.



Artículo 570

	Reemplazar la expresión “un auxiliar judicial” por “un funcionario del juzgado o tribunal”.



Artículo 571

	Sustituir el cambio por el siguiente:



	“Agrégase, en el inciso primero, a continuación de la palabra “detenidos” la expresión “y presos”.



Artículo 574

	Reemplazar la enmienda por la que se indica en seguida:



	“Sustitúyese la expresión "procesados" por "detenidos o presos" y agrégase la expresión "o tribunal" a continuación de la palabra “juzgado”.”.



Artículo 577

	Agregar, a continuación de la expresión “ministerio público”, la frase “y al juzgado o tribunal”.”.



Artículo 580

	En la enmienda al inciso primero, emplear en singular la voz “garantías”. 

	Sustituir el nuevo inciso tercero por el siguiente:

	"En las demás comunas, constituirán la visita un juez de garantía, designado por la Corte de Apelaciones de acuerdo a un turno mensual, y el funcionario del juzgado que el juez designare como secretario de la visita.”.

	Reemplazar el cambio al inciso cuarto por el siguiente:

	“Sustitúyese, en el inciso cuarto, la palabra “presidente” por “ministro” y la expresión “juez del crimen más antiguo” por “juez de garantía”.”



Artículo 581

	Reemplazar las modificaciones por las siguientes:



	“Sustitúyese, en el inciso primero, la expresión ", el ministro que se designe y el fiscal de" por "y el ministro que designe".

	Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión ", el ministro y el fiscal" por "y el ministro".”



Artículo 582

	Reemplazar la enmienda por la que se indica:



	“Sustitúyese la expresión "procesados" las dos primeras veces que aparece y las palabras “procesados o detenidos” por “reclusos”.”.



Artículo 584

	Sustituir el cambio por el siguiente:



	“Agrégase, en el inciso primero, después de la palabra "secretario" la expresión "de la visita".”.



- - -



Artículos 586, 587 y 588

	Eliminar las modificaciones.



- - -



	Agregar, a continuación del artículo 11 del proyecto de ley, el siguiente, pasando el actual artículo 12 a ser 13:



	“Artículo 12.- Introdúcese las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.120, que establece normas sobre comparecencia en juicio:



Artículo 2º

	Agrégase, en su inciso sexto, a continuación de la expresión “secretario del tribunal”, la siguiente frase: “o el jefe de la unidad administrativa que tenga a su cargo la administración de causas en el caso de los juzgados de garantía y de los tribunales orales en lo penal”.

	Agrégase, en su inciso octavo, a continuación de la palabra “secretario” la siguiente frase: “o el jefe de la unidad administrativa a cargo de la administración de causas”.



Artículo 4º

	Intercálase, entre las palabras “secretario” y “autorizará”, la siguiente frase, entre comas (,): “o jefe de la unidad administrativa a cargo de la administración de causas de un juzgado de garantía o tribunal oral en lo penal”.”.



Artículos transitorios



Artículo 1º

	Suprimirlo.



Artículo 2º

	Reemplazarlo por los siguientes:



	“Artículo 1º.- La instalación de los nuevos tribunales orales en lo penal y de los juzgados de garantía y de los nuevos juzgados o tribunales que señala el artículo 2º se efectuará con, a lo menos, treinta días de antelación a la fecha que señala para la correspondiente región el artículo 4º transitorio de la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público. Con este objeto, la Corporación Administrativa del Poder Judicial deberá ejercer la atribución a que se refiere el artículo 26 del Código Orgánico de Tribunales y poner a disposición de las respectivas Cortes de Apelaciones los locales destinados al funcionamiento de estos tribunales.

	La designación de los jueces que habrán de servir en dichos juzgados y tribunales se regirá por las reglas comunes, en lo que no sean modificadas o complementadas por las normas siguientes:

	1) Los jueces del crimen y los jueces de letras con competencia criminal cuyos tribunales son suprimidos por esta ley podrán optar a los cargos de juez de tribunal oral en lo penal o juez de juzgado de garantía, dentro de su mismo territorio jurisdiccional. Este derecho deberá ser ejercido, en su caso, con una anticipación de a lo menos trescientos días respecto de la fecha a que se alude en el inciso primero.

	Si nada expresaren dentro de dicho plazo, pasarán a ejercer, por el solo ministerio de la ley, el cargo de juez de juzgado de garantía dentro de su mismo territorio jurisdiccional.

	2) La Corte de Apelaciones respectiva deberá determinar el juzgado y la oportunidad en que cada juez pasará a ocupar su nueva posición de acuerdo con las necesidades de funcionamiento del sistema.

	3) Para proveer los cargos que quedaren sin ocupar en los tribunales orales en lo penal una vez aplicadas las normas de los numerales 1) y 2) precedentes, la Corte de Apelaciones respectiva deberá, con una anticipación de a lo menos ciento cincuenta días respecto de la fecha aludida en el inciso primero, elaborar las ternas con los postulantes que cumplan los requisitos exigidos por el Código Orgánico de Tribunales para llenar los cargos vacantes, según las categorías respectivas. 

	La Corte podrá elaborar ternas simultáneas, de manera de que el procedimiento respectivo concluya dentro del plazo antes señalado.

	4) Una vez proveídos los cargos previstos en el numeral 3) anterior se procederá a llenar los cargos de jueces vacantes en los juzgados de garantía, de acuerdo con el mismo procedimiento.

	5) La Corte Suprema podrá disponer la ampliación de los plazos establecidos en los números precedentes cuando, atendido el número de cargos vacantes por proveer, ello resulte necesario para dar cumplimiento al plazo de instalación de los nuevos tribunales.

	6) El Presidente de la República procederá a la designación de los nuevos jueces dentro del plazo de cinco días desde que reciba las ternas respectivas.

	7) Para postular a los cargos de juez de tribunal oral en lo penal y juez de juzgado de garantía, con arreglo a lo previsto en los números 3) y 4) de este artículo, los postulantes, además de cumplir con los requisitos comunes, deberán haber aprobado el curso habilitante que la Academia Judicial impartirá al efecto. Con este objeto, la Academia Judicial deberá adoptar las medidas necesarias a fin de que se impartan suficientes cursos habilitantes en todas las regiones del país. Asimismo, podrá acreditar o convalidar como curso habilitante estudios equivalentes que hayan realizado los postulantes.

	8) En casos excepcionales, cuando no hubiere postulantes que cumplan los requisitos establecidos en la letra b) del artículo 284 del Código Orgánico de Tribunales, resultará aplicable la regla contenida en la letra c) de la misma disposición. 

	9) Los jueces a que se refieren los números anteriores no sufrirán disminución de remuneraciones, pérdida de la antigüedad que poseyeren en el Escalafón Primario del Poder Judicial, ni disminución de ninguno de sus derechos funcionarios.

	10) Los jueces de letras que sean designados para cumplir funciones en los tribunales orales en lo penal y en los juzgados de garantía deberán, cuando la Corte de Apelaciones correspondiente al mismo territorio jurisdiccional así lo ordene, continuar desempeñando sus antiguos cargos en la medida en que ello resulte necesario y por un período que no exceda de dos años. Tratándose de jueces que sean designados en juzgados que pertenezcan al territorio jurisdiccional de una Corte de Apelaciones diversa, dicha resolución la adoptará el Presidente de la Corte Suprema. El derecho a la remuneración y a los beneficios correspondientes al nuevo cargo sólo se devengarán desde la fecha en que éste sea asumido efectivamente.

	11) Los secretarios de los juzgados que son suprimidos por la presente ley, gozarán de un derecho preferente para ser incluidos en las ternas que se formen para proveer los cargos de jueces de los tribunales orales en lo penal o de los juzgados de garantía de su misma jurisdicción, en relación con los postulantes que provengan de igual o inferior categoría, siempre que hayan figurado en las dos primeras listas de mérito durante los dos últimos años.

	Asimismo, dichos secretarios que, por cualquier circunstancia, no fueren nombrados en los tribunales orales en lo penal y en los juzgados de garantía que se crean por la presente ley, serán destinados por la Corte de Apelaciones respectiva, con a lo menos 90 días de antelación a la supresión del tribunal, en un cargo de igual jerarquía al que a esa fecha poseyeren y de la misma jurisdicción, sin necesidad de nuevo nombramiento y sin que resulte afectado, bajo ningún respecto, ninguno de sus derechos funcionarios.

	En el evento de que no existan vacantes en la misma jurisdicción, dentro del plazo indicado en el inciso precedente, el Presidente de la Corte de Apelaciones comunicará este hecho a la Corte Suprema, para que sea ésta la que destine al secretario al cargo vacante que se encuentre más próximo a su jurisdicción de origen, sin que se produzca afectación de ninguno de sus derechos funcionarios.



	Artículo 2º.- Los empleados de secretaría de los tribunales del crimen y de los tribunales de letras que son suprimidos por esta ley, ingresarán a cumplir funciones en los tribunales orales en lo penal y en los juzgados de garantía, de acuerdo a las reglas siguientes:

	a) Con a lo menos 180 días de antelación a la fecha que señala para la correspondiente región el artículo 4º transitorio de la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público, la Academia Judicial deberá establecer y aplicar el examen habilitante a todos los empleados a que se refiere el presente artículo.

	b) Efectuado dicho proceso, la Corte de Apelaciones respectiva confeccionará la nómina de todos los empleados de los tribunales que son suprimidos por la presente ley, ordenados según grado, de acuerdo a los factores siguientes: las calificaciones obtenidas en el año anterior, la antigüedad en el servicio y la nota obtenida en el examen habilitante. La Corte Suprema determinará mediante auto acordado la ponderación de cada uno de los factores señalados, para cuyo efecto serán oídos los representantes de la Asociación Nacional de Empleados del Poder Judicial, de la Corporación Administrativa del Poder Judicial y del Ministerio de Justicia.

	c) Con a lo menos noventa días de antelación a la fecha referida en la letra a) del presente artículo, se efectuará el nombramiento de los empleados en los cargos de los juzgados de garantía, de los tribunales orales en lo penal y de los juzgados de letras que se crean en la presente ley, así como el traspaso de aquellos que se desempeñan en los tribunales que son suprimidos por la presente ley, procediendo del modo siguiente:

	1º Nombrado el administrador del tribunal, se proveerán los cargos de jefes de unidad con aquellos postulantes que cumplan con la calificación profesional o técnica que cada cargo requiera, mediante las reglas de concurso público que el Código Orgánico de Tribunales contempla. 

	Excepcionalmente, para este primer nombramiento se entenderá que cumplen la calificación profesional o técnica requerida para postular a los cargos de jefes de unidad de juzgado de garantía de asiento de comuna o agrupación de comunas y de capital de provincia, los oficiales primero de juzgados asiento de Corte, que tengan más de cinco años de antigüedad en el cargo. 

	2º Nombrados los jefes de unidad, el Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva llenará los cargos de los tribunales orales en lo penal y de los juzgados de garantía de la región, del grado once de la Escala de Sueldos Bases Mensuales del Personal de Empleados del Poder Judicial, con aquellos empleados del mismo grado del escalafón de los tribunales que son suprimidos por la presente ley, que opten a desempeñarse en los tribunales de su misma jurisdicción, sin necesidad de nuevo nombramiento, de acuerdo al orden de prelación a que se refiere la letra b) del presente artículo. 

	Para estos efectos, la Corte respectiva regulará el procedimiento que deberán seguir dichos empleados y señalará el momento en que cada funcionario pasará a ocupar su nueva posición, de acuerdo con las necesidades de funcionamiento de los juzgados involucrados. 

	3º Los cargos vacantes del mismo grado se llenarán, producido el traspaso del número anterior, mediante las reglas de concurso público que el Código contempla y según las disponibilidades presupuestarias existentes.

	4º Si quedare algún empleado de los tribunales que son suprimidos por la presente ley, del grado once de la Escala de Sueldos Bases Mensuales del Personal de Empleados del Poder Judicial, que no hubiese aprobado el examen habilitante, la Corte de Apelaciones respectiva efectuará la destinación a que se refiere la letra e) del presente artículo, a un cargo del mismo grado que se encuentre vacante en un tribunal de otra competencia, sin necesidad de nuevo nombramiento y sin que ello pueda irrogar un mayor gasto.

	5º Los demás cargos del escalafón, se llenarán siguiendo el mismo procedimiento antes anotado.

	6º Los empleados de secretaría cuyos tribunales son suprimidos por la presente ley, gozarán de un derecho preferente para ser incluidos en terna en los cargos a que postulen dentro de su jurisdicción, frente a los demás postulantes del mismo grado y, cuando corresponda, frente a los postulantes externos.

	d) En ningún caso el proceso de traspaso podrá significar disminución de remuneraciones, pérdida de antigüedad en el Poder Judicial y en la categoría del escalafón, cambios en los sistemas previsionales y de atención de salud, ni menoscabo o pérdida de algunos de los derechos funcionarios que el empleado poseyere al momento de efectuarse su nueva asignación de funciones en los nuevos tribunales.

	e) Tratándose de aquellos funcionarios que no hubiesen aprobado el examen habilitante a que se refiere la letra a) del presente artículo, o de aquellos que habiéndolo aprobado no hubiesen sido designados en los tribunales orales en lo penal o en los juzgados de garantía, deberán ser destinados por la Corte de Apelaciones respectiva con a lo menos 90 días de antelación a aquel en que se suprime el tribunal, en un cargo del mismo grado que se encuentre vacante en los demás tribunales del sistema judicial, preferentemente en la misma jurisdicción, sin que tal destinación signifique, en ninguna circunstancia, pérdida de alguno de sus derechos funcionarios.

	Si no existiere vacante dentro de la jurisdicción de la Corte de Apelaciones respectiva, el Presidente de la misma, antes del vencimiento del plazo indicado en el inciso anterior, comunicará tal circunstancia al Presidente de la Corte Suprema, a fin de que destine al funcionario al cargo vacante que se encuentre más próximo a su jurisdicción de origen, sin que se produzcan afectaciones de sus derechos funcionarios.

	f) La Academia Judicial deberá establecer los procedimientos necesarios para aplicar el examen habilitante que se indica en el presente artículo, respecto de todos los postulantes a los cargos vacantes de los tribunales orales en lo penal y de los juzgados de garantía.”.



- - -



	Agregar el siguiente artículo 3º transitorio, nuevo:



	“Artículo 3º.- El asistente social que actualmente pertenece al Primer Juzgado de Letras de Coihaique, pasará a desempeñar sus funciones, sin necesidad de nuevo nombramiento, en el Juzgado de letras de menores de esa ciudad, a partir de la fecha de su instalación.”.



- - -



Artículo 3º

	Reemplazarlo por los que se señalan a continuación:



	“Artículo 4º.- La supresión de los juzgados de letras a que se refiere el inciso segundo del artículo 10 de la presente ley regirá seis meses después de la fecha que para la respectiva región señala el artículo 4º transitorio de la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público, Nº 19.640.

	No obstante, la Corte de Apelaciones respectiva podrá fijar una oportunidad anterior al cumplimiento de ese plazo, en función de la carga de trabajo que subsista y las necesidades de funcionamiento que los juzgados de garantía y los tribunales orales en lo penal presenten. En este caso, los jueces, secretarios y el personal de empleados de estos juzgados se mantendrán en sus cargos por el período que la Corte de Apelaciones señale.

	Las causas que subsistan, una vez suprimido el tribunal, serán distribuidas por la Corte entre los juzgados de letras de la misma jurisdicción, entendiéndose para todos los efectos constitucionales y legales que los juzgados a los que sean asignadas son los continuadores legales del suprimido.



	Artículo 5º.- Corresponderá a las respectivas Cortes de Apelaciones determinar la oportunidad en que regirá la supresión de los juzgados del crimen a que se refiere el inciso primero del artículo 10 de la presente ley. Del mismo modo, establecerán el período por el cual se mantendrán en sus cargos los jueces, secretarios y el personal de empleados de estos juzgados. A dicho efecto tendrán en consideración la carga de trabajo de los juzgados que se suprimen y las necesidades de funcionamiento que los juzgados de garantía y los tribunales orales en lo penal, en su caso, presenten. Estas facultades serán ejercidas por las Cortes de Apelaciones una vez cumplida la fecha que para la respectiva región del país establece el artículo 4º transitorio de la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público, Nº 19.640.

	Las causas que subsistan, una vez suprimido el tribunal llamado a conocer de ellas, serán distribuidas por la Corte de Apelaciones entre los juzgados del crimen de la misma jurisdicción que continúen en funciones, entendiéndose para todos los efectos constitucionales y legales que el juzgado al que sean asignadas es el continuador legal del suprimido. A este efecto, las Cortes de Apelaciones fijarán las competencias territoriales de los juzgados del crimen que continúen en funciones.

	Las Cortes de Apelaciones tendrán presente, en el ejercicio de las atribuciones de que trata este artículo, los siguientes criterios orientadores:

	a) La supresión de los juzgados del crimen deberá regir cuando, de conformidad a la estadística judicial, el número de causas en tramitación baje del cincuenta por ciento respecto del número de causas que se hubiere encontrado pendiente a la fecha que señala para la respectiva región el artículo 4º transitorio de la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público, y

	b) En todo caso, la supresión de los juzgados del crimen de numeración impar regirá a más tardar al término del primer año a partir de la fecha que señala para la respectiva región el artículo 4º transitorio de la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público.

	Al término del segundo año regirá la supresión de todos los juzgados del crimen que se mantengan en funcionamiento en la respectiva jurisdicción. Con todo, las Cortes de Apelaciones deberán mantener subsistente el juzgado del crimen que ellas señalen, el que tendrá a su cargo el conocimiento de las causas relativas a hechos acaecidos con anterioridad a la fecha que señala para la respectiva región el artículo 4º transitorio de la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público, entendiéndose, para todos los efectos constitucionales y legales correspondientes, que dicho juzgado es el continuador legal de todos aquellos suprimidos en la respectiva jurisdicción.

	Si vacaren los cargos de juez o secretario de ese juzgado del crimen, la Corte de Apelaciones respectiva dispondrá lo necesario para proveerlos de acuerdo a las reglas comunes, o destinará a servirlos, por el tiempo que estime necesario, a los jueces y funcionarios de los juzgados o tribunales de su jurisdicción que señale. En este último caso, la destinación se cumplirá sin perjuicio de que el juez o funcionario continúe desempeñando el cargo que ocupe y percibiendo exclusivamente la remuneración y los beneficios que le correspondan en virtud de éste.”.



Artículo 4º

	Considerarlo como artículo 6º transitorio, en los términos que se indican:



	“Artículo 6º.- Créase una Comisión de Coordinación de la Reforma Procesal Penal, la que tendrá como función realizar los estudios y proposiciones técnicas que faciliten la puesta en marcha del nuevo sistema procesal penal y la acción mancomunada con tal fin de las instituciones en ella representadas, así como hacer el seguimiento y evaluación del proceso de implementación de la reforma procesal penal. 

	Dicha Comisión estará integrada por el Ministro de Justicia, quien la presidirá, por el  Presidente de la Corte Suprema, por el Fiscal Nacional del Ministerio Público, por un Ministro de la Corte Suprema elegido por el pleno de ese tribunal, por el Presidente del Colegio de Abogados con mayor número de afiliados, por un Fiscal Regional elegido por el Consejo del Ministerio Público, y por el Subsecretario de Justicia.

	La Comisión de Coordinación sesionará a lo menos una vez al mes. 

	La Comisión de Coordinación tendrá un Secretario Ejecutivo, que será designado por ésta y participará en sus reuniones con derecho a voz pero no a voto.

	Para el cumplimiento de sus funciones, el Secretario Ejecutivo podrá contratar hasta cuatro profesionales que se integrarán a dicha Secretaría, sin perjuicio de constituir equipos de trabajo interinstitucionales, integrados por representantes de las diversas instituciones involucradas.

	La Comisión de Coordinación se disolverá, suprimiéndose el cargo de Secretario Ejecutivo, por el solo ministerio de la ley, el último día del mes en que se cumpla el quinto año de su constitución.

	Para regular, en lo no contemplado en esta ley, su organización y funcionamiento, la Comisión de Coordinación dictará un reglamento, dentro del plazo de 30 días de constituida.”.



Artículos 5º, 6º y 7º

	Suprimirlos.



- - -



	Agregar el siguiente artículo 7º transitorio, nuevo:



	“Artículo 7º.- Las disposiciones de esta ley que incorporan, modifican o suprimen normas del Código Orgánico de Tribunales relativas a la competencia en materia penal, entrarán en vigencia en la fecha que señala para la respectiva región el artículo 4º transitorio de la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público, Nº 19.640, en relación con los hechos acaecidos a partir de dicho momento.

	En consecuencia, las normas del Código Orgánico de Tribunales relativas a la competencia en materia penal continuarán aplicándose, después de esa fecha, respecto de las causas cuyo conocimiento corresponda a los juzgados del crimen y los juzgados de letras con competencia en lo criminal, por referirse a hechos acaecidos con anterioridad. Lo anterior es sin perjuicio de las reglas sobre nueva competencia territorial de los juzgados del crimen que se fijen por las Cortes de Apelaciones respectivas en virtud del artículo 5º transitorio.”.



- - -



TEXTO DEL PROYECTO DE LEY:



	De aprobarse las proposiciones que anteceden, el proyecto de ley quedaría como sigue:



PROYECTO DE LEY:



	"Artículo 1º.- Créase un juzgado de garantía con asiento en cada una de las siguientes comunas del territorio de la República, con el número de jueces y con la competencia que en cada caso se indican:



Primera Región de Tarapacá:



	Arica, con cinco jueces, con competencia sobre las comunas de General Lagos, Putre, Arica y Camarones.

	Iquique, con cinco jueces, con competencia sobre la misma comuna.



Segunda Región de Antofagasta:



	Tocopilla, con un juez, con competencia sobre la misma comuna.

	Calama, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Calama, Ollagüe y San Pedro de Atacama. 

	Antofagasta, con siete jueces, con competencia sobre las comunas de Mejillones, Sierra Gorda y Antofagasta.





Tercera Región de Atacama:



	Diego de Almagro, con un juez, con competencia en la misma comuna.

	Copiapó, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Copiapó y Tierra Amarilla.

	Vallenar, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Vallenar y Alto del Carmen.



Cuarta Región de Coquimbo:



	La Serena, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de La Serena y La Higuera.

	Vicuña, con un juez, con competencia sobre las comunas de Vicuña y Paihuano.

	Coquimbo, con tres jueces, con competencia sobre la misma comuna.

	Ovalle, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Ovalle, Río Hurtado, Punitaqui y Monte Patria.

	Illapel, con un juez, con competencia sobre las comunas de Illapel y Salamanca.



Quinta Región de Valparaíso:



	La Ligua, con un juez, con competencia sobre las comunas de La Ligua, Cabildo, Papudo y Zapallar.

	Calera, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Nogales, Calera, La Cruz e Hijuelas.

	San Felipe, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de San Felipe, Catemu, Santa María, Panquehue y Llay-LLay. 

	Los Andes, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de San Esteban, Rinconada, Calle Larga y Los Andes.



	Quillota, con dos jueces, con competencia sobre la misma comuna.

	Limache, con un juez, con competencia sobre las comunas de Limache y Olmué.

	Viña del Mar, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Viña del Mar y Concón.

	Valparaíso, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de Valparaíso y Juan Fernández.

	Quilpué, con dos jueces, con competencia sobre la misma comuna.

	Villa Alemana, con dos jueces, con competencia sobre la misma comuna.

	Casablanca, con un juez, con competencia sobre la misma comuna.

	San Antonio, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Algarrobo, El Quisco, El Tabo, Cartagena, San Antonio y Santo Domingo.



Sexta Región del Libertador General Bernardo O'Higgins:



	Graneros, con un juez, con competencia sobre las comunas de Mostazal, Graneros y Codegua.

	Rancagua, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Rancagua, Machalí, Coltauco, Doñihue, Coínco y Olivar.

	San Vicente, con un juez, con competencia sobre las comunas de Pichidegua y San Vicente.

	Rengo, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Requínoa, Quinta de Tilcoco, Malloa y Rengo.

	San Fernando, con dos jueces,  con competencia sobre las comunas de San Fernando, Placilla y Chimbarongo.

	Santa Cruz, con un juez, con competencia sobre las comunas de Santa Cruz,  Nancagua, Lolol y Chépica.



Séptima Región del Maule:



	Curicó, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Teno, Rauco, Curicó, Romeral y Sagrada Familia.

	Molina, con un juez, con competencia sobre la misma comuna.

	Constitución, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Constitución y Empedrado.

	Talca, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Río Claro, Pencahue, Talca, Pelarco, San Clemente, Maule y San Rafael.

	San Javier, con un juez, con competencia sobre las comunas de San Javier y Villa Alegre.

	Cauquenes, con un juez, con competencia sobre la misma comuna.

	Linares, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Colbún, Yerbas Buenas, Linares y Longaví.

	Parral, con un juez, con competencia sobre las comunas de Parral y Retiro.



Octava Región del Bío Bío:



	San Carlos, con un juez, con competencia sobre las comunas de San Carlos, Ñiquén y San Fabián.

	Chillán, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de San Nicolás, Chillán, Coihueco, Pinto y Chillán Viejo.

	Yungay, con un juez, con competencia sobre las comunas de El Carmen, Pemuco, Yungay y Tucapel.

	Tomé, con un juez, con competencia sobre la misma comuna.

	Talcahuano, con cuatro jueces, con competencia sobre la misma comuna.

	Concepción, con siete jueces, con competencia sobre las comunas de Penco y Concepción.

	San Pedro de la Paz, con tres jueces, con competencia sobre la misma comuna.

	Chiguayante, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Chiguayante y Hualqui.

	Coronel, con un juez, con competencia sobre la misma comuna.

	Los Angeles, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Los Angeles, Quilleco y Antuco.

	Arauco, con un juez,  con competencia sobre la misma comuna.

	Cañete, con un juez, con competencia sobre las comunas de Cañete, Contulmo y Tirúa.



Novena Región de La Araucanía:



	Angol, con un juez, con competencia sobre las comunas de Angol y Renaico.

	Victoria, con un juez, con competencia sobre la misma comuna.

	Nueva Imperial, con un juez, con competencia sobre las comunas de Nueva Imperial y Teodoro Schmidt.

	Temuco, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Temuco, Vilcún, Melipeuco, Cunco y Padre Las Casas.

	Lautaro, con un juez, con competencia sobre las comunas de Galvarino, Perquenco y Lautaro.

	Pitrufquén, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Freire, Pitrufquén y Gorbea.

	Loncoche, con un juez, con competencia sobre la misma comuna.

	Villarrica, con dos jueces, con competencia sobre la misma comuna.



Décima Región de Los Lagos:



	Mariquina, con un juez, con competencia sobre las comunas de Mariquina y Lanco.



	Valdivia, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Valdivia y Corral.

	Los Lagos, con un juez, con competencia sobre las comunas de Máfil, Los Lagos y Futrono.

	Osorno, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de San Juan de la Costa, San Pablo,  Osorno y Puyehue.

	Río Negro, con un juez, con competencia sobre las comunas de Río Negro, Puerto Octay y Purranque.

	Puerto Varas, con un juez, con competencia sobre las comunas de Fresia, Frutillar, Puerto Varas y Llanquihue.

	Puerto Montt, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Puerto Montt y Cochamó.

	Ancud, con un juez, con competencia sobre las comunas de Ancud y Quemchi.

	Castro, con un juez,  con competencia sobre las comunas de Dalcahue, Castro, Chonchi, Puqueldón y Queilén.





Undécima Región de Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo:



	Coihaique, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Coihaique y Río Ibáñez.





Duodécima Región de Magallanes y la Antártica Chilena:



	Punta Arenas, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Laguna Blanca, San Gregorio, Río Verde, Punta Arenas, Navarino y Antártica.



Región Metropolitana de Santiago:



	Colina, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Til Til, Colina y Lampa.

	Pudahuel, con seis jueces, con competencia sobre la misma comuna.

	Conchalí, con quince jueces, con competencia sobre las comunas de Quilicura, Huechuraba, Renca y Conchalí.

	Independencia, con ocho jueces, con competencia sobre las comunas de Independencia y Recoleta. 

	Las Condes, con diecisiete jueces, con competencia sobre las comunas de Lo Barnechea, Vitacura, Las Condes y La Reina.

	Cerro Navia, con diez jueces, con competencia sobre las comunas de Cerro Navia y Lo Prado.

	Estación Central, con ocho jueces, con competencia sobre las comunas de Estación Central y Quinta Normal.

	Santiago, con ocho jueces, con competencia sobre la misma comuna.

	Ñuñoa, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de Providencia y Ñuñoa. 

	Maipú, con diecisiete jueces, con competencia sobre las comunas de Maipú y Cerrillos.

	Pedro Aguirre Cerda, con cinco jueces, con competencia sobre las comunas de Lo Espejo y Pedro Aguirre Cerda.

	San Miguel, con ocho jueces, con competencia sobre las comunas de San Miguel, La Cisterna y El Bosque.

	San Joaquín, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de San Joaquín y La Granja.

	Macul, con doce jueces, con competencia sobre las comunas de Macul y Peñalolén 

	La Florida, con quince jueces, con competencia sobre la misma comuna.

	La Pintana, con ocho jueces, con competencia sobre las comunas de San Ramón y La Pintana.

	Puente Alto, con siete jueces, con competencia en las comunas de Puente Alto, San José de Maipo y Pirque.

	San Bernardo, con siete jueces, con competencia sobre las comunas de San Bernardo y Calera de Tango.

	Buin, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Buin y Paine.

	Melipilla, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Melipilla, San Pedro y Alhué.

	Curacaví, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de María Pinto y Curacaví.

	Talagante, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Talagante, El Monte e Isla de Maipo.

	Peñaflor, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Peñaflor y Padre Hurtado.



	Artículo 2º.- Créanse los siguientes juzgados de letras, con asiento en las comunas y con la competencia que se indica a continuación:



	Litueche, con competencia sobre las comunas de Navidad, Litueche y La Estrella.

	Peralillo, con competencia sobre las comunas de Marchihue, Paredones, Peralillo, Palmilla y Pumanque.

	Cabrero, con competencia sobre la misma comuna.

	Toltén, con competencia sobre la misma comuna.

	Purén, con competencia sobre las comunas de Purén y Los Sauces.

	Hualaihué, con competencia sobre la misma comuna.

	Cisnes, con competencia sobre las comunas de Guaitecas, Cisnes y Lago Verde.



	Los tribunales que se crean en virtud de este artículo tendrán la siguiente planta de personal: un juez, un secretario, un oficial primero, dos oficiales segundos, dos oficiales terceros y un oficial de sala, con los grados de la Escala de Sueldos Bases Mensuales del Personal del Poder Judicial que a cada cargo corresponda, sin perjuicio de los aumentos de dotación que la ley determine.



	Artículo 3º.- En los casos que se indican en este artículo, el juez de letras de la jurisdicción respectiva cumplirá, además de sus funciones propias, las de juez de garantía, sin que el juzgado sea alterado en su organización ni en su funcionamiento, salvo en cuanto sea necesario para ejercer las nuevas atribuciones encomendadas al juez.



	En la Primera Región de Tarapacá, el juez de letras de la comuna de Pozo Almonte.



	En la Segunda Región de Antofagasta, los jueces de letras de las comunas de María Elena y de Taltal.



	En la Tercera Región de Atacama, los jueces de letras de las comunas de Chañaral, Freirina  y Caldera.



	En la Cuarta Región de Coquimbo, los jueces de letras de las comunas de Andacollo, Combarbalá  y Los Vilos.



	En la Quinta Región de Valparaíso, los jueces de letras de las comunas de Quintero, Petorca, Putaendo e Isla de Pascua.



	En la Sexta Región del Libertador General Bernardo O’Higgins, los jueces de letras de las comunas de Peumo, Litueche, Pichilemu y Peralillo.

	En la Séptima Región del Maule, los jueces de letras de las comunas de Licantén, Curepto y Chanco.



	En la Octava Región del Bío Bío, los jueces de letras de las comunas de Quirihue, Coelemu,  Bulnes, Florida, Lota, Santa Juana, Yumbel, Laja, Cabrero, Nacimiento, Mulchén, Santa Bárbara, Lebu y Curanilahue. 



	En la Novena Región de la Araucanía, los jueces de letras de las comunas de Collipulli, Purén, Traiguén, Curacautín, Carahue, Toltén y Pucón.

	En la Décima Región de Los Lagos, los jueces de letras de las comunas de Panguipulli, Paillaco, La Unión, Río Bueno, Los Muermos, Maullín, Calbuco, Hualaihué, Chaitén, Quinchao y Quellón.



	En la Undécima Región del General Carlos Ibáñez del Campo, los jueces de letras de las comunas de Cisnes, Chile Chico, Aisén y Cochrane.



	En la Duodécima Región de Magallanes y Antártica Chilena, los jueces de letras de las comunas de Natales y Porvenir.



	Artículo 4º.- Créase un tribunal oral en lo penal con asiento en cada una de las siguientes comunas del territorio de la República, con el número de jueces y con la competencia que en cada caso se indican:



Primera Región de Tarapacá:



	Arica, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de General Lagos, Putre, Arica y Camarones.

	Iquique, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de Huara, Camiña, Colchane, Iquique, Pozo Almonte y Pica.



Segunda Región de Antofagasta:



	Calama, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Calama, Ollagüe y San Pedro de Atacama.

	Antofagasta, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas  de Tocopilla, María Elena, Mejillones, Sierra Gorda, Antofagasta y Taltal.



Tercera Región de Atacama:



	Copiapó, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de Chañaral, Diego de Almagro, Caldera, Copiapó, Tierra Amarilla, Huasco, Vallenar, Freirina y Alto del Carmen.



Cuarta Región de Coquimbo:



	La Serena, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de La Higuera, Vicuña, La Serena, Coquimbo, Andacollo y Paihuano.

	Ovalle, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Ovalle, Río Hurtado, Punitaqui, Monte Patria, Combarbalá, Canela, Illapel, Los Vilos y Salamanca.



Quinta Región de Valparaíso:



	San Felipe, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de la provincia de San Felipe.

	Los Andes, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de la provincia de Los Andes.

	Quillota, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de La Ligua, Petorca, Cabildo, Papudo, Zapallar, Nogales, Calera, La Cruz, Quillota, Hijuelas, Limache y Olmué.

	Viña del Mar, con doce jueces, con competencia sobre las comunas de Puchuncaví, Quintero, Viña del Mar, Villa Alemana, Quilpué y Concón.

	Valparaíso, con doce jueces, con competencia sobre las comunas de Juan Fernández, Valparaíso, Casablanca e Isla de Pascua.

	San Antonio, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Algarrobo, El Quisco, El Tabo, Cartagena, San Antonio y Santo Domingo.



Sexta Región del Libertador General Bernardo O'Higgins:



	Rancagua, con doce jueces, con competencia sobre las comunas de Mostazal, Graneros, Codegua, Rancagua, Machalí, Las Cabras, Coltauco, Doñihue, Olivar, Coinco, Requínoa, Peumo, Quinta de Tilcoco, Pichidegua, San Vicente, Malloa y Rengo.

	Santa Cruz, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Navidad, Litueche, La Estrella, Pichilemu, Marchigüe, Paredones, Peralillo, Palmilla, San Fernando, Pumanque, Santa Cruz, Nancagua, Placilla, Lolol, Chépica y Chimbarongo.



Séptima Región del Maule:



	Curicó, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Teno, Vichuquén, Hualañé, Rauco, Curicó, Romeral, Licantén, Sagrada Familia y Molina.

	Talca, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Curepto, Río Claro, Constitución, Pencahue, Talca, Pelarco, San Clemente, Maule, Empedrado y San Rafael.

	Linares, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de San Javier, Villa Alegre, Colbún, Yerbas Buenas, Linares y Longaví .

	Cauquenes, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Chanco, Cauquenes, Pelluhue, Retiro y Parral.



Octava Región del Bío Bío:



	Chillán, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Cobquecura, Quirihue, Ninhue, San Carlos, Niquén, San Fabián, San Nicolás, Treguaco, Portezuelo, Chillán, Coihueco, Coelemu, Ranquil, Pinto, Quillón, Bulnes, San Ignacio, El Carmen, Pemuco, Yungay, Tucapel y Chillán Viejo.

	Concepción, con dieciocho jueces, con competencia sobre las comunas de Tomé, Penco, Florida, Concepción, Coronel, Hualqui, Lota, Santa Juana, Talcahuano,  San Pedro de la Paz y Chiguayante.

	Los Angeles, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de San Rosendo, Yumbel, Cabrero, Laja, Los Angeles, Antuco, Quilleco, Nacimiento, Negrete, Mulchén, Santa Bárbara y Quilaco.

	Cañete, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Arauco, Curanilahue, Lebu, Los Alamos, Cañete, Contulmo y Tirúa.



Novena Región de La Araucanía:



	Angol, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Angol, Renaico, Collipulli, Purén, Los Sauces, Ercilla, Lumaco, Traiguén y Victoria.

	Temuco, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de Lonquimay, Curacautín, Galvarino, Perquenco, Carahue, Nueva Imperial, Temuco, Lautaro, Vilcún, Melipeuco, Saavedra, Teodoro Schmidt, Freire, Cunco, Toltén, Pitrufquén, Gorbea y Padre Las Casas.



	Villarrica, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Loncoche, Villarrica, Pucón y Curarrehue.



Décima Región de Los Lagos:



	Valdivia, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Mariquina, Lanco,  Panguipulli, Máfil, Valdivia, Los Lagos, Corral, Paillaco, Futrono, La Unión, Lago Ranco y Río Bueno.

	Osorno, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de San Juan de la Costa, San Pablo, Osorno, Puyehue, Río Negro, Puerto Octay y Purranque.

	Puerto Montt, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Fresia, Frutillar, Puerto Varas, Llanquihue, Los Muermos, Puerto Montt, Cochamó, Maullín, Calbuco, Hualaihué, Chaitén, Futaleufú y Palena.

	Castro, con  tres jueces, con competencia sobre las comunas de Ancud, Quemchi, Dalcahue, Castro, Curaco de Vélez, Quinchao, Chonchi, Puqueldón, Queilén y Quellón.



Undécima Región de Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo:



	Coihaique, con tres jueces, con competencia sobre  las comunas de Guaitecas, Cisnes,  Aisén, Lago Verde, Coihaique, Río Ibáñez, Chile Chico, Cochrane, Tortel y O’Higgins.



Duodécima Región de Magallanes y la Antártica Chilena:



	Punta Arenas, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Natales, Torres del Paine, Laguna Blanca, San Gregorio, Río Verde, Punta Arenas, Primavera, Porvenir, Timaukel, Navarino y Antártica.



Región Metropolitana de Santiago:



	Colina, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Til Til, Colina y Lampa.

	Pudahuel, con dieciocho jueces, con competencia sobre las comunas de Lo Prado, Cerro Navia y Pudahuel.

	Independencia, con veintiún jueces, con competencia sobre las comunas de Quilicura, Huechuraba, Renca, Conchalí, Independencia y Recoleta.

	Providencia, con veinticuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Lo Barnechea, Vitacura, Las Condes, Providencia, Ñuñoa y La Reina.

	Santiago, con quince jueces, con competencia sobre las comunas de Quinta Normal, Estación Central y Santiago.

	Maipú, con dieciocho jueces, con competencia sobre las comunas de Maipú y Cerrillos.

	San Miguel, con veintisiete jueces, con competencia sobre las comunas de Lo Espejo, Pedro Aguirre Cerda, San Miguel, San Joaquín, La Cisterna, San Ramón, La Granja, El Bosque y La Pintana.

	La Florida, con veintisiete jueces, con competencia sobre las comunas de Macul, Peñalolén y La Florida.

	Puente Alto, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de Puente Alto, San José de Maipo y Pirque.

	San Bernardo, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de San Bernardo, Calera de Tango, Buin y Paine.

	Melipilla, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Melipilla, María Pinto, Curacaví, San Pedro y Alhué.

	Talagante, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Talagante, Peñaflor, El Monte, Isla de Maipo y Padre Hurtado.



	Artículo 5º.-Créase un juzgado de letras de menores con asiento en la comuna de Coihaique y competencia sobre las comunas de Coihaique y Río Ibáñez.



	Este tribunal tendrá la siguiente planta de personal: un juez, un secretario, un oficial primero, un oficial segundo, un oficial de sala, un asistente social y un receptor, con los grados de la Escala de Sueldos Bases Mensuales del Personal del Poder Judicial que a cada cargo corresponda, sin perjuicio de los aumentos de dotación que la ley determine.



	Artículo 6º.- Los juzgados de garantía que se crean en esta ley tendrán la siguiente planta de personal, de acuerdo con el número de jueces que los conformen:

	Juzgados con un juez: un juez, un funcionario de la tercera serie del Escalafón Secundario y siete funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con dos jueces: dos jueces, dos funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario  y ocho funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con tres jueces: tres jueces, tres funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y ocho funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con cuatro jueces: cuatro jueces, tres funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y once funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con cinco jueces: cinco jueces, cuatro funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y catorce funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con seis jueces: seis jueces, cuatro funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y dieciséis funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con siete jueces: siete jueces, cuatro funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario  y diecinueve funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con ocho jueces: ocho jueces, cinco funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y veintitrés funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con  nueve jueces: nueve jueces, cinco funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y veinticuatro funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con diez jueces: diez jueces, cinco funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y veintiocho funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con doce jueces: doce jueces, cinco funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y treinta y tres funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con quince jueces: quince jueces, cinco funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y treinta y ocho funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.

	Juzgados con diecisiete jueces: diecisiete jueces, cinco funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y cuarenta y dos funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.



	La Corte de Apelaciones respectiva, por razones de buen servicio, atendida la carga de trabajo que cada juzgado presente, y previo informe técnico de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, podrá destinar transitoriamente a funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial de un juzgado de garantía a otro ubicado dentro del territorio jurisdiccional de la misma Corte.



	Artículo 7º.- Los tribunales orales en lo penal que se crean en esta ley tendrán la siguiente planta de personal, de acuerdo con el número de jueces que los conformen:

	Tribunales con tres jueces: tres jueces, dos funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y ocho funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.

	Tribunales con seis jueces: seis jueces, cinco funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y once funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.

	Tribunales con nueve jueces: nueve jueces, cinco funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario  y catorce funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.

	Tribunales con doce jueces: doce jueces, seis funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y dieciocho funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.

	Tribunales con quince jueces: quince jueces, seis funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y veintisiete funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.

	Tribunales con dieciocho jueces: dieciocho jueces, seis funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y veintinueve funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.

	Tribunales con veintiún jueces: veintiún jueces, seis funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y treinta y tres funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.

	Tribunales con veinticuatro jueces: veinticuatro jueces, seis funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y treinta y cinco funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.

	Tribunales con veintisiete jueces: veintisiete jueces, seis funcionarios de la tercera serie del Escalafón Secundario y treinta y ocho funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial.



	La Corte de Apelaciones respectiva, por razones de buen servicio, atendida la carga de trabajo que cada juzgado presente y previo informe técnico de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, podrá destinar transitoriamente a funcionarios del Escalafón del Personal de Empleados del Poder Judicial de un tribunal oral en lo penal a otro ubicado dentro del territorio jurisdiccional de la misma Corte.



	Artículo 8º.- Incorpórase el siguiente artículo 5º A, nuevo, al decreto ley Nº 3058, de 1979, que modifica el sistema de remuneraciones del Poder Judicial:



	“Artículo 5º A.- Los jueces y el personal de los juzgados de garantía y de los tribunales orales en lo penal que en seguida se menciona tendrán los grados de la Escala de Sueldos Bases Mensuales del Escalafón del Personal Superior del Poder Judicial que se indican a continuación:

	a) Los jueces, el grado correspondiente según el asiento del tribunal.

	b) Los administradores de tribunales asiento de Corte de Apelaciones, grado VII.

	c) Los administradores de tribunales asiento de capital de provincia y subadministradores de tribunales asiento de Corte de Apelaciones, grado VIII.

	d) Los administradores de tribunales asiento de comuna o agrupación de comunas, subadministradores de tribunales asiento de capital de provincia y jefes de unidades de tribunales asiento de Corte de Apelaciones, grado IX.

	e) Los subadministradores de tribunales asiento de comuna o agrupación de comunas y jefes de unidades de tribunales asiento de capital de provincia, grado X.

	f) Los jefes de unidades de tribunales asiento de comuna o agrupación de comunas, grado XI.”.



	Artículo 9º.- Incorpórase el siguiente artículo 5º B, nuevo, al decreto ley Nº 3058, de 1979, que modifica el sistema de remuneraciones del Poder Judicial:



	“Artículo 5º B.- El personal de los juzgados de garantía y de los tribunales orales en lo penal que en seguida se menciona tendrán los grados de la Escala de Sueldos Bases Mensuales del Personal de Empleados del Poder Judicial, que se indican a continuación:

	a) Los encargados de sala de juzgados o tribunales asiento de Corte de Apelaciones, grado XI.

	b) Los encargados de sala de juzgados o tribunales asiento de capital de provincia y administrativos 1º de juzgados o tribunales asiento de Corte de Apelaciones, grado XII.

	c) Los encargados de sala de juzgados o tribunales asiento de comuna o agrupación de comunas, administrativos 1º de juzgados o tribunales asiento de capital de provincia y administrativos 2º de juzgados o tribunales asiento de Corte de Apelaciones, grado XIII.

	d) Los administrativos 1º de juzgados o tribunales asiento de comuna o agrupación de comunas, administrativos 2º de juzgados o tribunales asiento de capital de provincia y administrativos 3º de juzgados o tribunales asiento de Corte de Apelaciones, grado XIV.

	e) Los administrativos 2º de juzgados o tribunales asiento de comuna o agrupación de comunas y administrativos 3º de juzgados o tribunales asiento de capital de provincia, grado XV.

	f) Los administrativos 3º de juzgados o tribunales asiento de comuna o agrupación de comunas, ayudantes de audiencias de juzgados o tribunales asiento de Corte de Apelaciones, secretarias y telefonistas de juzgados o tribunales asiento de Corte de Apelaciones, grado XVI.

	g) Los ayudantes de audiencias de juzgados asiento de capital de provincia, secretarias y telefonistas de juzgados o tribunales asiento de capital de provincia y personal auxiliar de juzgados o tribunales asiento de Corte de Apelaciones, grado XVII.

	h) Los ayudantes de audiencias de juzgados o tribunales asiento de comuna o agrupación de comunas, secretarias y telefonistas de juzgados o tribunales asiento de comuna o agrupación de comunas y personal auxiliar de juzgados o tribunales asiento de capital de provincia y de comuna o agrupación de comunas, grado XVIII.”.



	Artículo 10.- Suprímense los juzgados del crimen de Valparaíso, Viña del Mar, Rancagua, Chillán, Concepción, Talcahuano, Temuco, Valdivia, Puerto Montt, Santiago, San Miguel y  Puente Alto.



	Suprímense los siguientes juzgados de letras: 4º juzgado de letras de Iquique, 2º juzgado de letras de Santa Cruz, 2º juzgado de letras de Rengo, 3º juzgado de letras de Linares, 2º juzgado de letras de San Carlos, 2º juzgado de letras de Angol, 4º juzgado de letras de Osorno, 2º juzgado de letras de Puerto Varas, 4º juzgado de letras de Punta Arenas, 3º juzgado de letras de San Bernardo y 2º juzgado de letras de Melipilla.



	Artículo 11.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Orgánico de Tribunales:



"Artículo 5º



	Elimínase en el inciso primero la expresión “en el orden temporal”.

	Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente: 



	"Integran el Poder Judicial, como tribunales ordinarios de justicia, la Corte Suprema, las Cortes de Apelaciones, los Presidentes y Ministros de Corte, los tribunales orales en lo penal, los juzgados de letras y los juzgados de garantía." 





Artículo 11

	Reemplázase la expresión "los actos de instrucción" por "las actuaciones".



Título II



	Incorpórase, a continuación del artículo 13, el siguiente Título II, nuevo:



“Título II

De los juzgados de garantía y de los tribunales orales en lo penal".



	Agréganse los siguientes párrafos, con la denominación y artículos que a continuación se señalan:





"Párrafo 1º

De los juzgados de garantía.



	Artículo 14.- Los juzgados de garantía estarán conformados por uno o más jueces con competencia en un mismo territorio jurisdiccional, que actúan y resuelven unipersonalmente los asuntos sometidos a su conocimiento.

	Corresponderá a los jueces de garantía:

	a) Asegurar los derechos del imputado y demás intervinientes en el proceso penal, de acuerdo a la ley procesal penal;

	b) Dirigir personalmente las audiencias que procedan, de conformidad a la ley procesal penal;

	c) Dictar sentencia, cuando corresponda, en el procedimiento abreviado que contemple la ley procesal penal;

	d) Conocer y fallar las faltas penales de conformidad con el procedimiento contenido en la ley procesal penal, y

	e) Conocer y resolver todas las cuestiones y asuntos que este Código y la ley procesal penal les encomienden.



	Artículo 15.- La distribución de las causas entre los jueces de los juzgados de garantía se realizará de acuerdo a un  procedimiento objetivo y general, que deberá ser anualmente aprobado por el comité de jueces del juzgado a propuesta del juez presidente, o sólo por este último, según corresponda.



	Artículo 16.- Existirá un juzgado de garantía con asiento en cada una de las siguientes  comunas del territorio de la República, con el número de jueces y con la competencia que en cada caso se indican:





Primera Región de Tarapacá:



	Arica, con cinco jueces, con competencia sobre las comunas de General Lagos, Putre, Arica y Camarones.

	Iquique, con cinco jueces, con competencia sobre la misma comuna.



Segunda Región de Antofagasta:



	Tocopilla, con un juez, con competencia sobre la misma comuna.

	Calama, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Calama, Ollagüe y San Pedro de Atacama. 

	Antofagasta, con siete jueces, con competencia sobre las comunas de Mejillones, Sierra Gorda y Antofagasta.



Tercera Región de Atacama:



	Diego de Almagro, con un juez, con competencia en la misma comuna.

	Copiapó, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Copiapó y Tierra Amarilla.

	Vallenar, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Vallenar y Alto del Carmen.



Cuarta Región de Coquimbo:



	La Serena, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de La Serena y La Higuera.

	Vicuña, con un juez, con competencia sobre las comunas de Vicuña y Paihuano.

	Coquimbo, con tres jueces, con competencia sobre la misma comuna.

	Ovalle, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Ovalle, Río Hurtado, Punitaqui y Monte Patria.

	Illapel, con un juez, con competencia sobre las comunas de Illapel y Salamanca.



Quinta Región de Valparaíso:



	La Ligua, con un juez, con competencia sobre las comunas de La Ligua, Cabildo, Papudo y Zapallar.

	Calera, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Nogales, Calera, La Cruz e Hijuelas.

	San Felipe, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de San Felipe, Catemu, Santa María, Panquehue y Llay-LLay. 

	Los Andes, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de San Esteban, Rinconada, Calle Larga y Los Andes.



	Quillota, con dos jueces, con competencia sobre la misma comuna.

	Limache, con un juez, con competencia sobre las comunas de Limache y Olmué.

	Viña del Mar, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Viña del Mar y Concón.

	Valparaíso, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de Valparaíso y Juan Fernández.

	Quilpué, con dos jueces, con competencia sobre la misma comuna.

	Villa Alemana, con dos jueces, con competencia sobre la misma comuna.

	Casablanca, con un juez, con competencia sobre la misma comuna.

	San Antonio, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Algarrobo, El Quisco, El Tabo, Cartagena, San Antonio y Santo Domingo.



Sexta Región del Libertador General Bernardo O'Higgins:



	Graneros, con un juez, con competencia sobre las comunas de Mostazal, Graneros y Codegua.

	Rancagua, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Rancagua, Machalí, Doñihue, Coínco y Olivar.

	San Vicente, con un juez, con competencia sobre las comunas de Coltauco, Pichidegua y San Vicente.

	Rengo, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Requínoa, Quinta de Tilcoco, Malloa y Rengo.

	San Fernando, con dos jueces,  con competencia sobre las comunas de San Fernando, Placilla y Chimbarongo.

	Santa Cruz, con un juez, con competencia sobre las comunas de Santa Cruz,  Nancagua, Lolol y Chépica.



Séptima Región del Maule:



	Curicó, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Teno, Rauco, Curicó, Romeral y Sagrada Familia.

	Molina, con un juez, con competencia sobre la misma comuna.

	Constitución, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Constitución y Empedrado.

	Talca, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Río Claro, Pencahue, Talca, Pelarco, San Clemente, Maule y San Rafael.

	San Javier, con un juez, con competencia sobre las comunas de San Javier y Villa Alegre.

	Cauquenes, con un juez, con competencia sobre la misma comuna.

	Linares, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Colbún, Yerbas Buenas, Linares y Longaví.

	Parral, con un juez, con competencia sobre las comunas de Parral y Retiro.



Octava Región del Bío Bío:



	San Carlos, con un juez, con competencia sobre las comunas de San Carlos, Ñiquén y San Fabián.

	Chillán, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de San Nicolás, Chillán, Coihueco, Pinto y Chillán Viejo.

	Yungay, con un juez, con competencia sobre las comunas de El Carmen, Pemuco, Yungay y Tucapel.

	Tomé, con un juez, con competencia sobre la misma comuna.

	Talcahuano, con cuatro jueces, con competencia sobre la misma comuna.

	Concepción, con siete jueces, con competencia sobre las comunas de Penco y Concepción.

	San Pedro de la Paz, con tres jueces, con competencia sobre la misma comuna.

	Chiguayante, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Chiguayante y Hualqui.

	Coronel, con un juez, con competencia sobre la misma comuna.

	Los Angeles, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Los Angeles, Quilleco y Antuco.

	Arauco, con un juez,  con competencia sobre la misma comuna.

	Cañete, con un juez, con competencia sobre las comunas de Cañete, Contulmo y Tirúa.



Novena Región de La Araucanía:



	Angol, con un juez, con competencia sobre las comunas de Angol y Renaico.

	Victoria, con un juez, con competencia sobre la misma comuna.

	Nueva Imperial, con un juez, con competencia sobre las comunas de Nueva Imperial y Teodoro Schmidt.

	Temuco, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Temuco, Vilcún, Melipeuco, Cunco y Padre Las Casas.

	Lautaro, con un juez, con competencia sobre las comunas de Galvarino, Perquenco y Lautaro.

	Pitrufquén, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Freire, Pitrufquén y Gorbea.

	Loncoche, con un juez, con competencia sobre la misma comuna.

	Villarrica, con dos jueces, con competencia sobre la misma comuna.



Décima Región de Los Lagos:



	Mariquina, con un juez, con competencia sobre las comunas de Mariquina y Lanco.



	Valdivia, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Valdivia y Corral.

	Los Lagos, con un juez, con competencia sobre las comunas de Máfil, Los Lagos y Futrono.

	Osorno, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de San Juan de la Costa, San Pablo,  Osorno y Puyehue.

	Río Negro, con un juez, con competencia sobre las comunas de Río Negro, Puerto Octay y Purranque.

	Puerto Varas, con un juez, con competencia sobre las comunas de Fresia, Frutillar, Puerto Varas y Llanquihue.

	Puerto Montt, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Puerto Montt y Cochamó.

	Ancud, con un juez, con competencia sobre las comunas de Ancud y Quemchi.

	Castro, con un juez,  con competencia sobre las comunas de Dalcahue, Castro, Chonchi, Puqueldón y Queilén.



Undécima Región de Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo:



	Coihaique, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Coihaique y Río Ibáñez.



Duodécima Región de Magallanes y la Antártica Chilena:



	Punta Arenas, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Laguna Blanca, San Gregorio, Río Verde, Punta Arenas, Navarino y Antártica.



Región Metropolitana de Santiago:



	Colina, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Til Til, Colina y Lampa.

	Pudahuel, con seis jueces, con competencia sobre la misma comuna.

	Conchalí, con quince jueces, con competencia sobre las comunas de Quilicura, Huechuraba, Renca y Conchalí.

	Independencia, con ocho jueces, con competencia sobre las comunas de Independencia y Recoleta. 

	Las Condes, con diecisiete jueces, con competencia sobre las comunas de Lo Barnechea, Vitacura, Las Condes y La Reina.

	Cerro Navia, con diez jueces, con competencia sobre las comunas de Cerro Navia y Lo Prado.

	Estación Central, con ocho jueces, con competencia sobre las comunas de Estación Central y Quinta Normal.

	Santiago, con ocho jueces, con competencia sobre la misma comuna.

	Ñuñoa, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de Providencia y Ñuñoa. 

	Maipú, con diecisiete jueces, con competencia sobre las comunas de Maipú y Cerrillos.

	Pedro Aguirre Cerda, con cinco jueces, con competencia sobre las comunas de Lo Espejo y Pedro Aguirre Cerda.

	San Miguel, con ocho jueces, con competencia sobre las comunas de San Miguel, La Cisterna y El Bosque.

	San Joaquín, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de San Joaquín y La Granja.

	Macul, con doce jueces, con competencia sobre las comunas de Macul y Peñalolén 

	La Florida, con quince jueces, con competencia sobre la misma comuna.

	La Pintana, con ocho jueces, con competencia sobre las comunas de San Ramón y La Pintana.

	Puente Alto, con siete jueces, con competencia en las comunas de Puente Alto, San José de Maipo y Pirque.

	San Bernardo, con siete jueces, con competencia sobre las comunas de San Bernardo y Calera de Tango.

	Buin, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Buin y Paine.

	Melipilla, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Melipilla, San Pedro y Alhué.

	Curacaví, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de María Pinto y Curacaví.

	Talagante, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Talagante, El Monte e Isla de Maipo.

	Peñaflor, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Peñaflor y Padre Hurtado.





Párrafo 2º

De los tribunales orales en lo penal.



	Artículo 17.- Los tribunales orales en lo penal funcionarán en una o más salas integradas por tres de sus miembros.



	Cada sala será dirigida por un juez presidente de sala, quien tendrá las atribuciones a que alude el artículo 92 y las demás de orden que la ley procesal penal indique.



	La integración de las salas de estos tribunales se determinará mediante sorteo anual que se efectuará durante el mes de enero de cada año.



	La distribución de las causas entre las diversas salas se hará de acuerdo a un procedimiento objetivo y general que deberá ser anualmente aprobado por el comité de jueces del tribunal, a propuesta del juez presidente.



	Artículo 18.- Corresponderá a los tribunales orales en lo penal: 

	a) Conocer y juzgar las causas por crimen o simple delito;

	b) Resolver todos los incidentes que se promuevan durante el juicio oral, y

	c) Conocer y resolver los demás asuntos que la ley procesal penal les encomiende.



	Artículo 19.- Las decisiones de los tribunales orales en lo penal se regirán, en lo que no resulte contrario a las normas de este párrafo, por las reglas sobre acuerdos en las Cortes de Apelaciones contenidas en los artículos 72, 81, 83, 84 y 89 de este Código.





	Artículo 20.- El tribunal  oral en lo penal podrá imponer la pena de muerte sólo si existe acuerdo unánime de todos los miembros de la sala. Cuando resulte simple mayoría, se aplicará la pena inmediatamente inferior en grado.



	Si el tribunal pronuncia una condena a muerte procederá, a continuación, a deliberar sobre si el condenado parece digno de indulgencia y sobre qué pena proporcionada a su culpabilidad podría sustituir a la de muerte. El resultado de esta deliberación será consignado en un oficio que el tribunal remitirá oportunamente al Ministerio de Justicia, junto con una copia de la sentencia definitiva. 



	El Ministerio hará llegar los antecedentes al Presidente de la República a fin de que resuelva si ha o no lugar a la conmutación de pena o al indulto.



	Artículo 21.- Existirá un tribunal oral en lo penal con asiento en cada una de las siguientes comunas del territorio de la República, con el número de jueces y con la competencia que en cada caso se indican: 



Primera Región de Tarapacá:



	Arica, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de General Lagos, Putre, Arica y Camarones.

	Iquique, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de Huara, Camiña, Colchane, Iquique, Pozo Almonte y Pica.



Segunda Región de Antofagasta:



	Calama, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Calama, Ollagüe y San Pedro de Atacama.

	Antofagasta, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas  de Tocopilla, María Elena, Mejillones, Sierra Gorda, Antofagasta y Taltal.



Tercera Región de Atacama:



	Copiapó, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de Chañaral, Diego de Almagro, Caldera, Copiapó, Tierra Amarilla, Huasco, Vallenar, Freirina y Alto del Carmen.



Cuarta Región de Coquimbo:



	La Serena, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de La Higuera, Vicuña, La Serena, Coquimbo, Andacollo y Paihuano.

	Ovalle, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Ovalle, Río Hurtado, Punitaqui, Monte Patria, Combarbalá, Canela, Illapel, Los Vilos y Salamanca.



Quinta Región de Valparaíso:



	San Felipe, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de la provincia de San Felipe.

	Los Andes, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de la provincia de Los Andes.

	Quillota, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de La Ligua, Petorca, Cabildo, Papudo, Zapallar, Nogales, Calera, La Cruz, Quillota, Hijuelas, Limache y Olmué.

	Viña del Mar, con doce jueces, con competencia sobre las comunas de Puchuncaví, Quintero, Viña del Mar, Villa Alemana, Quilpué y Concón.

	Valparaíso, con doce jueces, con competencia sobre las comunas de Juan Fernández, Valparaíso, Casablanca e Isla de Pascua.

	San Antonio, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Algarrobo, El Quisco, El Tabo, Cartagena, San Antonio y Santo Domingo.



Sexta Región del Libertador General Bernardo O'Higgins:



	Rancagua, con doce jueces, con competencia sobre las comunas de Mostazal, Graneros, Codegua, Rancagua, Machalí, Las Cabras, Coltauco, Doñihue, Olivar, Coinco, Requínoa, Peumo, Quinta de Tilcoco, Pichidegua, San Vicente, Malloa y Rengo.

	Santa Cruz, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Navidad, Litueche, La Estrella, Pichilemu, Marchigüe, Paredones, Peralillo, Palmilla, San Fernando, Pumanque, Santa Cruz, Nancagua, Placilla, Lolol, Chépica y Chimbarongo.



Séptima Región del Maule:



	Curicó, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Teno, Vichuquén, Hualañé, Rauco, Curicó, Romeral, Licantén, Sagrada Familia y Molina.

	Talca, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Curepto, Río Claro, Constitución, Pencahue, Talca, Pelarco, San Clemente, Maule, Empedrado y San Rafael.

	Linares, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de San Javier, Villa Alegre, Colbún, Yerbas Buenas, Linares y Longaví .

	Cauquenes, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Chanco, Cauquenes, Pelluhue, Retiro y Parral.



Octava Región del Bío Bío:



	Chillán, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Cobquecura, Quirihue, Ninhue, San Carlos, Niquén, San Fabián, San Nicolás, Treguaco, Portezuelo, Chillán, Coihueco, Coelemu, Ranquil, Pinto, Quillón, Bulnes, San Ignacio, El Carmen, Pemuco, Yungay, Tucapel y Chillán Viejo.

	Concepción, con dieciocho jueces, con competencia sobre las comunas de Tomé, Penco, Florida, Concepción, Coronel, Hualqui, Lota, Santa Juana, Talcahuano,  San Pedro de la Paz y Chiguayante.

	Los Angeles, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de San Rosendo, Yumbel, Cabrero, Laja, Los Angeles, Antuco, Quilleco, Nacimiento, Negrete, Mulchén, Santa Bárbara y Quilaco.

	Cañete, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Arauco, Curanilahue, Lebu, Los Alamos, Cañete, Contulmo y Tirúa.



Novena Región de La Araucanía:



	Angol, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Angol, Renaico, Collipulli, Purén, Los Sauces, Ercilla, Lumaco, Traiguén y Victoria.

	Temuco, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de Lonquimay, Curacautín, Galvarino, Perquenco, Carahue, Nueva Imperial, Temuco, Lautaro, Vilcún, Melipeuco, Saavedra, Teodoro Schmidt, Freire, Cunco, Toltén, Pitrufquén, Gorbea y Padre Las Casas.



	Villarrica, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Loncoche, Villarrica, Pucón y Curarrehue.



Décima Región de Los Lagos:



	Valdivia, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Mariquina, Lanco,  Panguipulli, Máfil, Valdivia, Los Lagos, Corral, Paillaco, Futrono, La Unión, Lago Ranco y Río Bueno.

	Osorno, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de San Juan de la Costa, San Pablo, Osorno, Puyehue, Río Negro, Puerto Octay y Purranque.

	Puerto Montt, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Fresia, Frutillar, Puerto Varas, Llanquihue, Los Muermos, Puerto Montt, Cochamó, Maullín, Calbuco, Hualaihué, Chaitén, Futaleufú y Palena.

	Castro, con  tres jueces, con competencia sobre las comunas de Ancud, Quemchi, Dalcahue, Castro, Curaco de Vélez, Quinchao, Chonchi, Puqueldón, Queilén y Quellón.



Undécima Región de Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo:



	Coihaique, con tres jueces, con competencia sobre  las comunas de Guaitecas, Cisnes,  Aisén, Lago Verde, Coihaique, Río Ibáñez, Chile Chico, Cochrane, Tortel y O’Higgins.



Duodécima Región de Magallanes y la Antártica Chilena:



	Punta Arenas, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Natales, Torres del Paine, Laguna Blanca, San Gregorio, Río Verde, Punta Arenas, Primavera, Porvenir, Timaukel, Navarino y Antártica.



Región Metropolitana de Santiago:



	Colina, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Til Til, Colina y Lampa.

	Pudahuel, con dieciocho jueces, con competencia sobre las comunas de Lo Prado, Cerro Navia y Pudahuel.

	Independencia, con veintiún jueces, con competencia sobre las comunas de Quilicura, Huechuraba, Renca, Conchalí, Independencia y Recoleta.

	Providencia, con veinticuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Lo Barnechea, Vitacura, Las Condes, Providencia, Ñuñoa y La Reina.

	Santiago, con quince jueces, con competencia sobre las comunas de Quinta Normal, Estación Central y Santiago.

	Maipú, con dieciocho jueces, con competencia sobre las comunas de Maipú y Cerrillos.

	San Miguel, con veintisiete jueces, con competencia sobre las comunas de Lo Espejo, Pedro Aguirre Cerda, San Miguel, San Joaquín, La Cisterna, San Ramón, La Granja, El Bosque y La Pintana.

	La Florida, con veintisiete jueces, con competencia sobre las comunas de Macul, Peñalolén y La Florida.

	Puente Alto, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de Puente Alto, San José de Maipo y Pirque.

	San Bernardo, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de San Bernardo, Calera de Tango, Buin y Paine.

	Melipilla, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Melipilla, María Pinto, Curacaví, San Pedro y Alhué.

	Talagante, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Talagante, Peñaflor, El Monte, Isla de Maipo y Padre Hurtado.



	Artículo 21 A.- Cuando sea necesario para facilitar la aplicación oportuna de la justicia penal, de conformidad a criterios de distancia, acceso físico y dificultades de traslado de quienes intervienen en el proceso, los tribunales orales en lo penal se constituirán y funcionarán en localidades situadas fuera de su lugar de asiento.



	Corresponderá a la respectiva Corte de Apelaciones determinar anualmente la periodicidad y forma con que los tribunales orales en lo penal darán cumplimiento a lo dispuesto en este artículo. Sin perjuicio de ello, la Corte podrá disponer en cualquier momento la constitución y funcionamiento de un tribunal oral en lo penal en una localidad fuera de su asiento, cuando la mejor atención de uno o más casos así lo aconseje.



	La Corte de Apelaciones adoptará esta medida previo informe de la Corporación Administrativa del Poder Judicial y de los jueces presidentes de los comités de jueces de los tribunales orales en lo penal correspondientes.



Párrafo 3º

Del Comité de Jueces



	Artículo 22.- En los juzgados de garantía en los que sirvan tres o más jueces y en cada tribunal oral en lo penal, habrá un comité de jueces, que estará integrado en la forma siguiente:

	En aquellos juzgados o tribunales compuestos por cinco jueces o menos, el comité de jueces se conformará por todos ellos.

	En aquellos juzgados o tribunales conformados por más de cinco jueces, el comité lo compondrán los cinco jueces que sean elegidos por la mayoría del tribunal, cada dos años. 

	De entre los miembros del comité de jueces se elegirá al juez presidente, quien durará dos años en el cargo y podrá ser reelegido hasta por un nuevo período.

	 Si se ausentare alguno de los miembros del comité de jueces o vacare el cargo por cualquier causa, será reemplazado, provisoria o definitivamente según el caso, por el juez que hubiere obtenido la más alta votación después de los que hubieren resultado electos y, en su defecto, por el juez más antiguo de los que no integraren el comité de jueces. En caso de ausencia o imposibilidad del juez presidente, será suplido en el cargo por el juez más antiguo si ella no superare los tres meses, o se procederá a una nueva elección para ese cargo si el impedimento excediere de ese plazo.

	Los acuerdos del comité de jueces se adoptarán por mayoría de votos; en caso de empate decidirá el voto del juez presidente.



	Artículo 23.- Al comité de jueces corresponderá:

	a) Aprobar el procedimiento objetivo y general a que se refieren los artículos 15 y 17, en su caso;

	b) Designar, de la terna que le presente el juez presidente, al administrador del tribunal;

	c) Calificar anualmente al administrador del tribunal;

	d) Resolver acerca de la remoción del administrador; 

	e) Designar al personal del juzgado o tribunal, a propuesta en terna del administrador;

	f) Conocer de la apelación que se interpusiere en contra de la resolución del administrador que remueva al subadministrador, a los jefes de unidades o a los empleados del juzgado o tribunal;

	g) Decidir el proyecto de plan presupuestario anual que le presente el juez presidente, para ser propuesto a la Corporación Administrativa del Poder Judicial.

	h) Conocer de todas las demás materias que señale la ley o que le sean propias en atención a la naturaleza de sus funciones.



	En los juzgados de garantía en que se desempeñen uno o dos jueces, las atribuciones indicadas en las letras b), c), d) y f) corresponderán al Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva. A su vez, las atribuciones previstas en los literales a), e), g) y h) quedarán radicadas en el juez que cumpla la función de juez presidente.



Párrafo 4º

Del Juez Presidente del Comité de Jueces 



	Artículo 24.- Al juez presidente del comité de jueces le corresponderá velar por el adecuado funcionamiento del juzgado o tribunal.



	En el cumplimiento de esta función, tendrá los siguientes deberes y atribuciones: 

	a) Presidir el comité de jueces;

	b) Relacionarse con la Corporación Administrativa del Poder Judicial en todas las materias relativas a la competencia de ésta; 

	c) Proponer al comité de jueces el procedimiento objetivo y general a que se refieren los artículos 15 y 17; 

	d) Elaborar anualmente una cuenta de la gestión jurisdiccional del juzgado; 

	e) Aprobar los criterios de gestión administrativa que le proponga el administrador del tribunal y supervisar su ejecución;

	f) Aprobar la distribución del personal que le presente el administrador del tribunal; 

	g) Calificar al personal, teniendo a la vista la evaluación que le presente el administrador del tribunal; 

	h) Presentar al comité de jueces una terna para la designación del administrador del tribunal; 

	i) Evaluar anualmente la gestión del administrador, y

	j) Proponer al comité de jueces la remoción del administrador del tribunal.



	El desempeño de la función de juez presidente del comité de jueces del juzgado o tribunal podrá significar una reducción proporcional de su trabajo jurisdiccional, según determine el comité de jueces.



	Tratándose de los juzgados de garantía en los que se desempeñe un solo juez, éste tendrá las atribuciones del juez presidente, con excepción de las contempladas en las letras a) y c). Las atribuciones de las letras h) y j) las ejercerá el juez ante el Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva.



	En aquellos juzgados de garantía conformados por dos jueces, las atribuciones del juez presidente, con las mismas excepciones señaladas en el inciso anterior, se radicarán alternadamente y por períodos anuales en uno de ellos, empezando por el más antigüo.





Párrafo 5º

De la organización administrativa de los juzgados de garantía y de los tribunales orales en lo penal



	Artículo 25.- Los juzgados de garantía y los tribunales orales en lo penal se organizarán en unidades administrativas para el cumplimiento eficaz y eficiente de las siguientes funciones:



	1.- Sala, que consistirá en la organización y asistencia a la realización de las audiencias.



	2.- Atención de público, destinada a otorgar una adecuada atención, orientación e información al público que concurra al juzgado o tribunal, especialmente a la víctima, al defensor y al imputado, recibir la información que éstos entreguen y manejar la correspondencia del juzgado o tribunal.



	3.- Servicios, que reunirá las labores de soporte técnico de la red computacional del juzgado o tribunal, de contabilidad y de apoyo a la actividad administrativa del juzgado o tribunal, y la coordinación y abastecimiento de todas las necesidades físicas y materiales para la realización de las audiencias.



	4.- Administración de causas, que consistirá en desarrollar toda la labor relativa al manejo de causas y registros del proceso penal en el juzgado o tribunal, incluidas las relativas al manejo de las fechas y salas para las audiencias; al archivo judicial básico, al ingreso y al número de rol de las causas nuevas; a la primera audiencia judicial de los detenidos; a la actualización diaria de la base de datos que contenga las causas del juzgado o tribunal, y a las estadísticas básicas del juzgado o tribunal.



	5.- Apoyo a testigos y peritos, destinada a brindar adecuada y rápida atención, información y orientación a los testigos y peritos citados a declarar en el transcurso de un juicio oral. Esta función existirá solamente en los tribunales orales en lo penal.



	Artículo 26.- Corresponderá a la Corporación Administrativa del Poder Judicial determinar, en la ocasión a que se refiere el inciso segundo del artículo 498, las unidades administrativas con que cada juzgado o tribunal contará para el cumplimiento de las funciones señaladas en el artículo anterior.”.



Artículo 28 



	Sustitúyese la expresión “jurisdicción” por “competencia”.

	Reemplázase, en su acápite cuarto, la expresión "Cuatro" por "Tres".



Artículo 29



	Sustitúyese la expresión “jurisdicción” por “competencia”.

	Reemplázase, en la letra A, el numeral “Tres” por “Cuatro”.

	Elimínase la letra B, pasando la actual letra C a ser letra B.



Artículo 30



	Sustitúyese la expresión “jurisdicción” por “competencia”.



Artículo 31



	Sustitúyese la expresión “jurisdicción” por “competencia”.





Artículo 32



	Sustitúyese la expresión “jurisdicción” por “competencia”.

	Elimínase la letra B, pasando la actual letra C a ser letra B.



	Suprímese en el acápite trece de la letra C, que pasa a ser letra B, el siguiente párrafo: “de la Quinta Región, y sobre la comuna de Navidad, de la Sexta Región,”.

	

Artículo 33



	Sustitúyese la expresión “jurisdicción” por “competencia”.

	Elimínase la letra B, pasando la actual letra C a ser letra B.



	Sustitúyese en el acápite primero de la letra C, que pasa a ser B, la expresión “Dos juzgados” por “Un juzgado”.



	Reemplázanse los acápites quinto y final de la letra C, que ha pasado a ser B, por los siguientes:

	"Un juzgado con asiento en la comuna de Santa Cruz, con competencia sobre las comunas de Santa Cruz, Chépica y Lolol.

	Un juzgado con asiento en la comuna de Pichilemu, con competencia sobre la misma comuna.

	Un juzgado con asiento en la comuna de Litueche, con competencia sobre las comunas de Navidad, Litueche y La Estrella.

	Un juzgado con asiento en la comuna de Peralillo, con competencia sobre las comunas de Marchihue, Paredones, Pumanque, Palmilla y Peralillo.".



Artículo 34



	Sustitúyese la expresión “jurisdicción” por “competencia”.

	Reemplázase, en el acápite octavo, la expresión "Tres" por "Dos".



Artículo 35



	Sustitúyese la expresión “jurisdicción” por “competencia”.

	Elimínase la letra B, pasando la actual letra C a ser letra B. 



	Reemplázase, en el acápite primero de la letra C, que ha pasado a ser B, la expresión "Dos juzgados" por "Un juzgado".



	Sustitúyese, en el acápite once de la letra C, la frase “las comunas de Yumbel y Cabrero” por “la misma comuna”.



	Reemplázase, en el acápite dieciocho de la misma letra, la expresión "Dos juzgados" por "Un juzgado".



	Reemplázase, en el acápite diecinueve de la misma letra, la coma y la conjunción “y” por un punto y coma (;)



	Reemplázase en el último acápite de la misma letra, el punto final (.) por una coma (,) y la conjunción “y”.



	Agrégase, a la referida letra, el siguiente acápite final:

	“Un juzgado con asiento en la comuna de Cabrero, con competencia sobre la misma comuna.".



Artículo 36



	Sustitúyese la expresión “jurisdicción” por “competencia”.



	Elimínase la letra B, pasando la actual letra C a ser letra B.



	Elimínase, en el primer acápite de la letra C, que ha pasado a ser B, la expresión "Los Sauces y Purén", reemplazando la coma (,) existente entre "Angol" y "Renaico", por la conjunción "y", y reemplázase la expresión “Dos juzgados” por “Un juzgado”.



	Agrégase un acápite segundo nuevo, del siguiente tenor: 

	"Un juzgado con asiento en la comuna de Purén, con competencia sobre las comunas de Purén y Los Sauces.".

	Intercálase, como acápite séptimo nuevo, el siguiente:

	"Un juzgado con asiento en la comuna de Toltén, con competencia sobre la misma comuna.".



	Elimínase, en el acápite séptimo, que ha pasado a ser noveno, la expresión "y Toltén", reemplazando la coma (,) existente entre "Pitrufquén" y "Gorbea", por la conjunción "y".





Artículo 37



	Sustitúyese la expresión “jurisdicción” por “competencia”.

	Reemplázase, en sus acápites segundo y noveno, la expresión "Cuatro" por "Dos".



	Reemplázase, en su acápite once, la frase "con jurisdicción sobre las comunas de Puerto Montt, Cochamó y Hualaihué", por la siguiente: "con competencia sobre las comunas de Puerto Montt y Cochamó".



	Reemplázase, en su acápite doce, la expresión "Dos juzgados" por "Un juzgado".



	Reemplázase, en el acápite diecinueve de la misma letra, la coma y la conjunción “y” por un punto y coma (;).



	Reemplázase, en el acápite veinte de la misma letra, el punto final (.) por una coma y la conjunción “y”.



	Agrégase, como acápite final, el siguiente: 

	"Un juzgado con asiento en la comuna de Hualaihué, con competencia sobre la misma comuna.".



Artículo 38



	Sustitúyese la expresión “jurisdicción” por “competencia”.

	Reemplázase, en la parte final del acápite segundo, la expresión "la provincia de Coihaique" por "Coihaique y Río Ibáñez".



	Reemplázase, en el acápite tercero, la expresión "las comunas de la provincia de Aisén" por "la misma comuna".



	Reemplázase, en el acápite cuarto, la expresión "las comunas de la provincia General Carrera, y" por "la misma comuna,".



	Reemplázase en el acápite quinto, el punto final (.) por una coma y la conjunción “y”.



	Agrégase el siguiente acápite final, nuevo: 

	"Un juzgado con asiento en la comuna de Cisnes, con competencia sobre las comunas de Cisnes, Guaitecas y Lago Verde.".





Artículo 39



	Sustitúyese la expresión “jurisdicción” por “competencia”.

	Reemplázase, en el acápite segundo, la expresión "Cuatro" por "Tres".



Artículo 40



	Sustitúyese la expresión “jurisdicción” por “competencia”.

	Elimínase la letra B, pasando la actual letra C a ser letra B.



	Reemplázase, en el acápite primero de la letra C, que pasa a ser B, la expresión "Tres” por “Dos”.



	Sustitúyese, en el acápite cuarto de la letra C, que pasa a ser B, la expresión "Dos juzgados" por "Un juzgado".



Artículo 43



	Elimínase el inciso primero.



	Sustitúyese el actual inciso tercero, que pasa a ser segundo, por el siguiente:

	"Los juzgados civiles de la Región Metropolitana de Santiago a los cuales se fije un territorio jurisdiccional exclusivo, podrán practicar, en los asuntos sometidos a su conocimiento,  actuaciones en cualesquiera de las comunas que la integran.".



	Sustitúyese el inciso cuarto, que pasa a ser tercero, por el siguiente:

	"Con el acuerdo previo de la Corte de Apelaciones que corresponda, y por no más de una vez al año, el Presidente de la República podrá modificar los límites de la competencia territorial de los juzgados a que se refiere el inciso primero.".



Artículo 45



	Derógase las letras d) y e).



Artículo 46



	Reemplázase por el siguiente:

	"Artículo 46.- Los jueces de letras que cumplan, además de sus funciones propias, las de juez de garantía, tendrán la competencia señalada en el artículo 14 de este Código.".



Artículo 50



	Elimínase el numeral 1º.



	Sustitúyese el párrafo primero del Nº 2, por el siguiente: 

	"De las causas civiles en que sean parte o tengan interés el Presidente de la República, los ex Presidentes de la República, los Ministros de Estado, los Intendentes y Gobernadores, los Agentes Diplomáticos chilenos, los Embajadores y los Ministros Diplomáticos acreditados con el Gobierno de la República o en tránsito por su territorio, los Arzobispos, los Obispos, los Vicarios Generales, los Provisores y los Vicarios Capitulares.".



	Elimínase el Nº 3º.



	Sustitúyese el Nº 4º, por el siguiente:

	"4º De las demandas civiles que se entablen contra los jueces de letras para hacer efectiva la responsabilidad civil resultante del ejercicio de sus funciones ministeriales.".



Artículo 51



	Elimínase, en el Nº 2º, la expresión "acusaciones o", y agrégase la expresión "judicial" a continuación de la palabra "fiscal".



Artículo 52



	Reemplázanse, al final del Nº 2º, la coma (,) y la conjunción "y" por un punto (.) aparte e intercálase, como Nº 3º, pasando el actual a ser Nº 4º, el siguiente:



	"3º De la extradición pasiva.".



Artículo 53



	Elimínase, en el Nº 2º, la expresión "acusaciones o", y agrégase la expresión "judiciales" a continuación de la palabra "fiscales".



	Suprímense, en el Nº 3º, la expresión "de extradición pasiva" y la coma (,) que la antecede.



Artículo 58



	Agréganse, después de las palabras "fiscales" y "fiscal", las palabras "judiciales" y "judicial", respectivamente.



Artículo 62



	Agrégase, en el inciso primero, a continuación de la expresión "fiscales" la expresión "judiciales".



Artículo 64



	Elimínase la expresión “y de la consulta”.



Artículo 66



	Elimínase, en el inciso sexto, la frase “y de la consulta”; la expresión "acusaciones y", y agrégase, a continuación de la expresión "Fiscal" la palabra "judicial".



Artículo 73

	Derógase.





Artículo 88

	Derógase. 



Artículo 93

	Agrégase, en el inciso final, a continuación de la expresión “fiscal” la palabra “judicial”.



Artículo 102

	Agréganse, en el inciso primero, a continuación de las expresiones "fiscal" y "fiscales", las palabras "judicial" y "judiciales", respectivamente.



Artículo 103

	Sustitúyese por el siguiente: 

	"Artículo 103.- Es aplicable a la Corte Suprema lo dispuesto para los acuerdos de los tribunales orales en lo penal en los artículos 19 y 20, y de las Cortes de Apelaciones en los artículos 72, 74 y siguientes, hasta el 89 inclusive.".



Artículo 164

	Reemplázase por el siguiente:

	"Artículo 164.- Cuando se dictaren distintas sentencias condenatorias en contra de un mismo imputado, los tribunales que dictaren los fallos posteriores al primero no podrán considerar circunstancias modificatorias que de haberse acumulado los procesos no se hubieren podido tomar en cuenta. Deberán, asimismo, regular la pena de modo tal que el conjunto de penas no pueda exceder de aquella que hubiere correspondido de haberse juzgado conjuntamente los delitos.

	En los casos del inciso anterior, el tribunal que dictare el fallo posterior deberá modificarlo, de oficio o a petición del afectado, a objeto de adecuarlo a lo allí dispuesto.".



Artículos 165, 168, 170 y 170 bis

	Deróganse.





Artículo 173

	Sustitúyese en el inciso primero la expresión "juez del crimen" por "tribunal con competencia en lo criminal".





Artículo 175

	Elimínase el inciso tercero.

	Agrégase el siguiente inciso final:

	“Lo dispuesto en este artículo no se aplicará a los juzgados de garantía ni a los tribunales orales en lo penal, que se regirán por las normas especiales que los regulan.”



Artículo 179

	Elimínase  en el inciso primero la frase “proceder de oficio en determinados casos, ni”



Artículo 180

	Derógase.



Artículo 206

	Agrégase, como artículo 206, nuevo, el siguiente:

	"Artículo 206.- En todos los casos en que el juez de garantía falte o no pueda intervenir en determinadas causas, será subrogado por otro juez del mismo juzgado.

	Si el juzgado de garantía contare con un solo juez, éste será subrogado por el juez del juzgado con competencia común de la misma comuna o agrupación de comunas y, a falta de éste, por el secretario letrado de este último.".



Artículo 207

	Agrégase, como artículo 207, nuevo, el siguiente:

	"Artículo 207.- Cuando no pueda tener lugar lo dispuesto en el artículo precedente, la subrogación se hará por un juez del juzgado de garantía de la comuna más cercana perteneciente a la jurisdicción de la misma Corte de Apelaciones.



	A falta de éste, subrogará el juez del juzgado con competencia común de la comuna o agrupación de comunas más cercana y, en su defecto, el secretario letrado de este último juzgado.



	En defecto de todos los designados en las reglas anteriores, la subrogación se hará por los jueces de garantía de las restantes comunas de la misma jurisdicción de la Corte de Apelaciones a la cual pertenezcan, en orden de cercanía.



	Para los efectos previstos en este artículo, las Cortes de Apelaciones fijarán cada cinco años el orden de cercanía territorial de los distintos juzgados de garantía, considerando la facilidad y rapidez de las comunicaciones entre sus lugares de asiento.”.



Artículo 208

	Agrégase, como artículo 208, nuevo, el siguiente:

	"Artículo 208.- Cuando no resultare aplicable ninguna de las reglas anteriores, actuará como subrogante un juez de garantía, a falta de éste un juez de letras con competencia común o, en defecto de ambos, el secretario letrado de este último, que dependan de la Corte de Apelaciones más cercana. Regirán con este objeto las reglas previstas por los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 216.".



Artículo 209

	Agrégase el siguiente artículo nuevo:

	"Artículo 209.- Los jueces de un juzgado de garantía sólo podrán subrogar a otros jueces de garantía, en los casos previstos en los artículos 206 a 208, y a jueces de tribunales orales en lo penal, en los casos a que se refiere el artículo siguiente.".



Artículo 210

	Agrégase el siguiente artículo nuevo:

	"Artículo 210.- En todos los casos en que una sala de un tribunal oral en lo penal no pudiere constituirse conforme a la ley por falta de jueces que la integren, subrogará un juez perteneciente al mismo tribunal oral y, a falta de éste, un juez de otro tribunal oral en lo penal de la jurisdicción de la misma Corte, para lo cual se aplicarán análogamente los criterios de cercanía territorial previstos en el artículo 207. Para estos fines, se considerará el lugar en el que deba realizarse el juicio oral de que se trate.



	A falta de un juez de un tribunal oral en lo penal de la misma jurisdicción, lo subrogará un juez de juzgado de garantía de la misma comuna o agrupación de comunas, que no hubiere intervenido en la fase de investigación.

.

	Si no resultare posible aplicar ninguna de las reglas previstas en los incisos anteriores, sea porque los jueces pertenecientes a otros tribunales orales en lo penal o a los juzgados de garantía no pudieren conocer de la causa respectiva o por razones de funcionamiento de unos y otros, actuará como subrogante un juez perteneciente a algún tribunal oral en lo penal que dependa de la Corte de Apelaciones más cercana o, a falta de éste, un juez de un juzgado de garantía de esa otra jurisdicción. Regirán, con tal fin, las reglas previstas en los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 216.



	En defecto de las reglas precedentes, resultará aplicable lo dispuesto en el artículo 213 o si ello no resultare posible, se postergará la realización del juicio oral hasta la oportunidad más próxima en que alguna de tales disposiciones resultare aplicable.".



Artículo 210 A

	Agrégase el siguiente artículo nuevo:

	"Artículo 210 A.- Los jueces pertenecientes a los tribunales orales en lo penal sólo subrogarán a otros jueces de esos tribunales, de conformidad a lo dispuesto en el artículo anterior.".



Artículo 210 B

	Agrégase el siguiente artículo nuevo:

	“Artículo 210 B.- Si con ocasión de la aplicación de las reglas previstas en los artículos anteriores hubiere más de un juez que debiere subrogar al juez del juzgado de garantía o al juez del tribunal oral en lo penal, la subrogación se hará por orden de antigüedad, comenzando por el menos antigüo.”.



Artículo 214

	Agrégase el siguiente inciso final:

	“En los juzgados de garantía y en los tribunales orales en lo penal corresponderá al jefe de la unidad administrativa que tenga a su cargo la función de administración de causas dejar constancia de la subrogación e informar mensualmente de ella a la Corte de Apelaciones.”.





Artículo 230

	Reemplázase la expresión "ministerio público" por "fiscal judicial".



Artículo 248

	Agrégase el siguiente artículo nuevo:

	"Artículo 248.- Para todos los efectos de este Código se entenderá que las referencias hechas a los jueces letrados o jueces de letras incluyen también a los jueces de los juzgados de garantía y a los jueces de los tribunales orales en lo penal, salvo los casos en que la ley señale expresamente lo contrario.".



Artículo 253

	Reemplázase en el inciso primero la expresión "fiscal de Corte de Apelaciones" por "fiscal judicial de Corte de Apelaciones".





Artículo 257

	Agrégase la expresión "fiscales" a continuación de la palabra "judiciales".



Artículo 259

	Agrégase, en el inciso primero, la expresión "judicial" a continuación de la palabra "fiscal".



Artículo 260

	Agrégase, en el inciso primero, la expresión "judicial" a continuación de la palabra "fiscal".

Artículo 265

	Agréganse, en el inciso primero, las expresiones "judicial" y "judiciales" a continuación de las palabras "fiscal" y "fiscales", respectivamente.



	Intercálase, en el inciso segundo, entre las expresiones “archiveros, “ y “procuradores del número”, la siguiente frase: “administradores, subadministradores y jefes de unidades de tribunales con competencia en lo criminal,”



	Agrégase, en el inciso tercero, la expresión "judiciales" a continuación de la palabra "fiscales".





Artículo 267

	Reemplázase por el siguiente:

	"Artículo 267.- El Escalafón Primario tendrá las siguientes categorías:

	Primera Categoría: Presidente, ministros y fiscal judicial de la Corte Suprema.

	Segunda Categoría: Presidente, ministros y fiscales judiciales de las Cortes de Apelaciones, y relatores y secretario de la Corte Suprema.



	Tercera Categoría: Jueces de tribunales orales en lo penal de ciudad asiento de Corte de Apelaciones, jueces letrados de juzgados de ciudad asiento de Corte de Apelaciones, jueces de juzgados de garantía de ciudad asiento de Corte de Apelaciones y relatores y secretarios de Corte de Apelaciones.



	Cuarta Categoría: Jueces de tribunales orales en lo penal de ciudad asiento de capital de provincia, jueces letrados de juzgados de ciudad capital de provincia y jueces de juzgados de garantía de ciudad asiento de capital de provincia.



	Quinta Categoría: Jueces de tribunales orales en lo penal de comuna o agrupación de comunas, jueces letrados de juzgados de comuna o agrupación de comunas, jueces de juzgados de garantía de comuna o agrupación de comunas, y secretarios de juzgados de letras de ciudad asiento de Corte de Apelaciones.



	Sexta Categoría: Secretarios de juzgados de letras de capital de provincia, prosecretario de la Corte Suprema y secretario abogado del fiscal de ese mismo tribunal.



	Séptima Categoría: Secretarios de juzgados de letras de comuna o agrupación de comunas.



	Los relatores de la Corte Suprema y de las Cortes de Apelaciones se incorporarán a las categorías que respectivamente se les asignan en los términos del artículo 285.".



Artículo 269

	Intercálase en el inciso primero la siguiente Tercera Serie, nueva, cambiándose correlativamente la denominación de las restantes:



	"Tercera Serie: Administradores, subadministradores y jefes de unidades de tribunales con competencia en lo criminal.".

	Intercálase, en el inciso segundo, entre comas (,), a continuación de la palabra “series”, la frase "con excepción de la tercera".





	Agrégase el siguiente inciso final: 



	"La tercera serie, tendrá las siguientes categorías:



	Primera categoría: Administrador de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de Corte de Apelaciones.



	Segunda Categoría: Administrador de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de capital de provincia y subadministrador de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de Corte de Apelaciones.



	Tercera categoría: Administrador de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de comuna o agrupación de comunas, subadministrador de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de capital de provincia, y jefe de unidad de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de Corte de Apelaciones.



	Cuarta categoría: Subadministrador de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de comuna o agrupación de comunas, y jefe de unidad de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de capital de provincia.



	Quinta categoría: Jefe de unidad de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de comuna o agrupación de comunas.".





Artículo 273



	Agrégase, en el inciso primero, la expresión "judicial" a continuación de la palabra "fiscal".

	Agrégase, en el inciso cuarto, letra c), la expresión "judicial" a continuación de la palabra "fiscal".

	Agrégase, en el mismo inciso, letra d), la expresión "judiciales" a continuación de la palabra "fiscales". 

	Agrégase, en el inciso final, a continuación de la expresión "su presidente" la frase "o en su defecto, el secretario más antiguo de cualquiera de los tribunales cuyos jueces integren la comisión".



Artículo 276

	Agrégase, en las letras a) y b) del inciso octavo y en el inciso noveno, la expresión "judicial" a continuación de la expresión "fiscal".





Artículo 277

	Sustitúyese,  en el inciso primero, la expresión "Secretario del tribunal" por "secretario o administrador del tribunal".

	Agrégase, en los incisos segundo y tercero,  la expresión "judicial" a continuación de la palabra "fiscal".





Artículo 279

	Agrégase, en el inciso primero, la expresión "judicial" a continuación de la palabra "fiscal".

	Agrégase, en el inciso segundo, la expresión "o el administrador" a continuación de la expresión "secretario".



Artículo 282

	Agrégase, en el inciso segundo, la expresión "judicial" a continuación de la palabra "fiscal".



Artículo 283

	Agrégase la expresión "judicial" a continuación de la palabra "fiscal".



Artículo 284

	Agrégase, en el inciso primero, letra a), a continuación de la expresión "fiscales" la palabra "judiciales".

	Reemplázase, en el inciso primero, letras a) y b), la expresión "con el juez de letras civil o criminal" por la expresión "con el juez de tribunal oral en lo penal, el juez de letras o el juez de juzgado de garantía".

	Agrégase, en el inciso primero, letra d), a continuación de la expresión "fiscal"  la palabra "judicial".



Artículo 285 bis

	Agrégase, en el inciso final, a continuación de la expresión "fiscal" la palabra "judicial". 



Artículo 288



	Incorpórase el siguiente artículo 288, nuevo:



	“Artículo 288.- Las ternas para proveer los cargos de la tercera serie del Escalafón Secundario se formarán del modo siguiente:



	a) Para integrantes de la primera categoría, con el funcionario de la categoría inmediatamente anterior que figure en primer lugar en lista de méritos y que exprese su interés en el cargo y con dos integrantes de la misma categoría del cargo que se trata de proveer o de la inmediatamente inferior, que se hayan opuesto al concurso, elegidos de conformidad al artículo 281;



	b) Para integrantes de la segunda categoría, con el funcionario de la categoría inmediatamente anterior que figure en primer lugar en lista de méritos y que exprese su interés en el cargo y con dos integrantes de la misma categoría del cargo que se trata de proveer o de la inmediatamente inferior, que se hayan opuesto al concurso, elegidos de conformidad al artículo 281;



	c) Para integrantes de la tercera categoría, con el funcionario de la categoría inmediatamente anterior que figure en primer lugar en lista de méritos y que exprese su interés en el cargo y con uno o dos integrantes de la misma categoría del cargo que se trata de proveer o de la inmediatamente inferior, que se hayan opuesto al concurso, elegidos de conformidad al artículo 281, o con uno o dos profesionales extraños al Poder Judicial que se hayan opuesto al concurso, elegidos de acuerdo al mismo procedimiento contemplado en el artículo 284 bis para los cargos de jueces;



	d) Para integrantes de la cuarta y quinta categoría, con el funcionario de la categoría inmediatamente anterior que figure en primer lugar en lista de méritos y que exprese su interés en el cargo y con uno o dos integrantes de la misma categoría del cargo que se trata de proveer o de la inmediatamente inferior, que se hayan opuesto al concurso, elegidos de conformidad al artículo 281, o con uno o dos profesionales extraños al Poder Judicial que se hayan opuesto al concurso, elegidos de acuerdo al mismo procedimiento contemplado en el artículo 284 bis para los cargos de jueces.”



Artículo 289



	Reemplázase la expresión “tercera o cuarta” por “cuarta o quinta”.



Artículo 292



	Agrégase, en la segunda categoría, a continuación de "Corte de Apelaciones", la frase "Encargados de sala de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de Corte de Apelaciones", precedida de una coma (,).



	Agrégase, en la tercera categoría, a continuación de las expresiones "mismos tribunales," la frase "Administrativos 1º de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de Corte de Apelaciones, Encargados de sala de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de capital de provincia,".



	Agrégase, en la cuarta categoría, a continuación de "Valparaíso,", la frase "Administrativos 2º de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de Corte de Apelaciones, Administrativos 1º de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de capital de provincia, Encargados de sala de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de comuna o agrupación de comunas,".



	Agrégase, en la quinta categoría, a continuación de los dos puntos, la frase "Administrativos 3º de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de Corte de Apelaciones, Administrativos 2º de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de capital de provincia, Administrativos 1º de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de comuna o agrupación de comunas,".



	Agrégase, en la sexta categoría, a continuación de los dos puntos, la frase "Administrativos 3º de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de capital de provincia, Administrativos 2º y 3º de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de comuna o agrupación de comunas, Ayudantes de audiencia de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de Corte de Apelaciones, telefonistas y secretarias ejecutivas de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de Corte de Apelaciones,".



	Agrégase, en la séptima categoría, a continuación de la expresión "letras,", la frase “Ayudantes de audiencia de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de capital de provincia y de comuna o agrupación de comunas, telefonistas y secretarias ejecutivas de tribunales orales en lo penal y de juzgados de garantía de ciudad asiento de capital de provincia y de comuna o agrupación de comunas,".





Artículo 303

	Agrégase, en el inciso primero, a continuación de la expresión "fiscales", la palabra "judiciales".



Artículo 312 bis



	Incorpórase el siguiente artículo 312 bis, nuevo:



	"Artículo 312 bis.- Los jueces de tribunales orales en lo penal tendrán obligación de asistir a su despacho por 44 horas semanales.

	Los jueces de juzgados de garantía deberán asistir a su despacho por 44 horas semanales, debiendo establecerse un sistema o turno que permita la disponibilidad de un juez de garantía en la jurisdicción fuera del horario normal de atención de los tribunales.”.





Artículo 333

	Reemplázase los números “39 y 42” por “48 y 49”.





Artículo 336

	Sustitúyese el número "39" por "48".



Artículo 338

	Sustitúyese, en el inciso primero, la expresión "oficial del ministerio público" por "fiscal judicial".

	Reemplázase, en el inciso segundo, "ministerio público" y "ministerio" por "fiscal judicial".



Título XI

Los auxiliares de la administración de justicia

1. Ministerio Público

	Reemplázase el epígrafe del párrafo 1 por el siguiente:

"1. Fiscalía judicial".



Artículo 350

	Sustitúyese el inciso primero por el siguiente: 

	"Artículo 350.- La fiscalía judicial será ejercida por el fiscal judicial de la Corte Suprema, que será el jefe del servicio, y por los fiscales judiciales de las Cortes de Apelaciones.".

	Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión "oficiales del ministerio público" por "fiscales judiciales".

	Sustitúyese, en el inciso tercero, la expresión "del ministerio público" por "de la fiscalía judicial".





Artículo 351

	Derógase.



Artículo 352

	Agrégase, a continuación de la expresión "fiscales", la palabra "judiciales".



Artículo 353

	Agréganse las expresiones "judicial" y "judiciales" a continuación de las expresiones "fiscal" y "fiscales", respectivamente.

	Elimínase el Nº  2º.

	Reemplázase, en el Nº 3º, la expresión "oficial del ministerio público"  por "fiscal judicial".

	Sustitúyese, en el inciso final, la expresión "Nº 4, del artículo 72" por "Nº 15º del artículo 32".



Artículo 354

	Sustitúyese por el siguiente: 

	"Artículo 354.- Los fiscales judiciales obran, según la naturaleza de los negocios, o como parte principal, o como terceros, o como auxiliares del juez.".



Artículo 355

	Sustitúyese, en el inciso primero, la expresión "ministerio público" por "alguno de los fiscales judiciales".



Artículo 356

	Derógase.



Artículo 357

	Sustitúyese el encabezado por el siguiente:

	"Artículo 357.- Debe ser oída la fiscalía judicial:".

	Elimínase el Nº 1º.



Artículo 358

	Sustitúyese el encabezado por el siguiente:

	"Artículo 358.- En segunda instancia no se oirá a la fiscalía judicial:".

	Elimínanse los números  4º y 5º.



Artículo 359

	Sustitúyese la expresión "oficial del ministerio público" por "fiscal judicial". 

	Agrégase, al final del artículo,  la frase "a excepción de la competencia en lo criminal".



Artículo 360

	Sustitúyese, en el inciso primero, la expresión "El ministerio público" por "La fiscalía judicial".



Artículo 361

	Sustitúyese la expresión "oficiales del ministerio público" por "fiscales judiciales".



Artículo 362

	Sustitúyese la expresión "oficiales del ministerio público" por "fiscales judiciales".



Artículo 363

	Agrégase, a continuación de la expresión "fiscal", la palabra "judicial".



Artículo 364

	Sustitúyese, en los incisos primero y segundo, la expresión "oficiales del ministerio público" por "fiscales judiciales".

	Agrégase, en el inciso tercero, a continuación de la expresión "fiscales", la palabra "judiciales".





Artículo 384

	Elimínase el párrafo segundo del Nº 1º.



Artículo 389

	Agrégase, a continuación de este artículo, el siguiente párrafo 4 bis, nuevo, con los artículos que a continuación se señalan:



"Párrafo 4º bis

Los administradores de tribunales con competencia en lo criminal



	Artículo 389 A.- Los administradores de tribunales con competencia en lo criminal son funcionarios auxiliares de la administración de justicia encargados de organizar y controlar la gestión administrativa de los tribunales orales en lo penal y de los juzgados de garantía.



	Artículo 389 B.- Corresponde a los administradores de estos tribunales:



	a) Dirigir las labores administrativas propias del funcionamiento del tribunal o juzgado, bajo la supervisión del juez presidente del comité de jueces.



	b) Proponer al comité de jueces la designación del subadministrador, de los jefes de unidades y de los empleados del tribunal.



	c) Proponer al juez presidente la distribución del personal.



	d) Evaluar al personal a su cargo.



	e) Distribuir las causas a los jueces o a las salas del respectivo tribunal, conforme con el procedimiento objetivo y general aprobado.



	f) Remover al subadministrador, a los jefes de unidades y al personal de empleados, de conformidad al artículo 389 F.



	g) Llevar la contabilidad y administrar la cuenta corriente del tribunal, de acuerdo a las instrucciones del juez presidente.



	h) Dar cuenta al juez presidente acerca de la gestión administrativa del tribunal o juzgado.



	i) Elaborar el presupuesto anual, que deberá ser presentado al juez presidente a más tardar en el mes de mayo del año anterior al ejercicio correspondiente. 



	El presupuesto deberá contener una propuesta detallada de la inversión de los recursos que requerirá el tribunal en el ejercicio siguiente.



	j) Adquirir y abastecer de materiales de trabajo al tribunal, en conformidad con el plan presupuestario aprobado para el año respectivo.



	j) Ejercer las demás tareas que le sean asignadas por el comité de jueces o el juez presidente o que determinen las leyes.



	Para el cumplimiento de sus funciones, el administrador del tribunal se atendrá a las políticas generales de selección de personal, de evaluación, de administración de recursos materiales y de personal, de diseño y análisis de la información estadística y demás que dicte el Consejo de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, en el ejercicio de sus atribuciones propias.



	Artículo 389 C.- Para ser administrador de un tribunal con competencia en lo criminal se requiere poseer un título profesional relacionado con las áreas de administración y gestión, otorgado por una universidad o por un instituto profesional, de una carrera de ocho semestres de duración a lo menos. Excepcionalmente, en los juzgados de garantía de asiento de comuna o agrupación de comunas, la Corte de Apelaciones respectiva podrá autorizar el nombramiento de un administrador con un título técnico de nivel superior o título profesional de las mismas áreas, de una carrera con una duración menor a la señalada.



	Artículo 389 D.- Los administradores de tribunales con competencia en lo criminal serán designados de una terna que elabore el juez presidente, a través de concurso público de oposición y antecedentes, que será resuelto por el comité de jueces del respectivo tribunal.



	Artículo 389 E.- Las disposiciones contenidas en el Título XII de este Código serán aplicables a los administradores de los tribunales con competencia en lo criminal en cuanto no se opongan a la naturaleza de sus funciones.



	Artículo 389 F.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 278 bis, el administrador podrá remover al subadministrador, a los jefes de unidades y al personal cuando hayan sido calificados en Lista Condicional en el proceso de calificación respectivo.



	Asimismo, el administrador podrá removerlos en cualquier tiempo, cuando hubieren incurrido en faltas graves al servicio.



		En este último caso, el administrador solicitará al presidente del comité de jueces que designe un funcionario como investigador y, si los hechos lo aconsejaren, podrá suspender de sus funciones al inculpado. El procedimiento será fundamentalmente oral y de lo actuado se levantará un acta general que firmarán los que hubieren declarado, sin perjuicio de agregar los documentos probatorios que correspondan, no pudiendo exceder la investigación el plazo de cinco días. Tan pronto se cerrare la investigación, se formularán cargos, si procediere, debiendo el inculpado responderlos dentro de dos días, a contar de la fecha de notificación de éstos. Si el inculpado ofreciere rendir prueba, el investigador señalará un plazo al afecto, el que no podrá exceder de tres días.



	Vencido el plazo para los descargos o, en su caso, el término probatorio, el investigador, dentro de los dos días siguientes, emitirá un informe que contendrá la relación de los hechos, los fundamentos y conclusiones a que hubiere llegado y formulará al administrador la proposición que estimare procedente. Conocido el informe, el administrador dictará dentro de los dos días siguientes la resolución que correspondiere, la cual será notificada al inculpado.



	El inculpado podrá apelar de la resolución dentro de los dos días siguientes para ante el comité de jueces, el cual resolverá el recurso de apelación dentro de dos días. 



	Los plazos de días contemplados en este artículo serán de días hábiles.



	El mismo procedimiento se aplicará si el subadministrador, jefe de unidad o empleado hubiere incurrido en faltas al servicio que no sean graves, las que serán sancionadas con alguna de las medidas que establece el inciso tercero del artículo 532.



	La remoción del administrador del tribunal podrá ser solicitada por el juez presidente y será resuelta por el comité, con apelación ante el Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva, recurso que se someterá a los mismos plazos del inciso cuarto.



	Artículo 389 G.- La certificación de las actuaciones procesales realizadas ante el juzgado de garantía o ante el tribunal oral en lo penal y de sus resoluciones cuando corresponda, así como la autorización, en su caso, del mandato judicial, serán efectuadas por el jefe de la unidad administrativa que tenga a su cargo la administración de causas, de acuerdo a las instrucciones y procedimientos que establezca la Corte Suprema.”.





Artículo 436

	Sustitúyese la expresión "a la autoridad judicial de que dependa para que inicie el correspondiente proceso" por "al ministerio público para que inicie la correspondiente investigación".



Artículo 458

	Agrégase, en el inciso tercero, la expresión "judicial" a continuación de la expresión "fiscal".



Artículo 459

	Reemplázase, en el inciso primero, la expresión "oficiales del ministerio público" por la expresión "fiscales judiciales".



Artículo 461

	Agrégase la expresión "judicial" a continuación de la palabra "fiscal".



Artículo 464

	Reemplázase la expresión "oficiales del ministerio público" por "fiscales judiciales".



Artículo 469

	Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión "oficiales del ministerio público" por "fiscales judiciales, administradores, subadministradores, jefes de unidades de tribunales con competencia en lo criminal".



Artículo 470

	Reemplázase,  en el inciso tercero, la expresión "del ministerio público" por "de los fiscales judiciales".



Artículo 471

	Agrégase, en el inciso tercero, la expresión "judiciales" a continuación de la expresión "fiscales".



Artículo 472

	Agrégase la expresión "judicial" a continuación de la expresión "fiscal".



Artículo 473

	Agrégase, en el inciso primero, a continuación de la expresión “391,” la frase “así como los administradores de tribunales con competencia en lo criminal,”.

	Agrégase, en el inciso segundo, a continuación de la palabra “secretarios” la expresión “y administradores de tribunales”.



Artículo 478

	Agrégase, en el inciso primero, después de la palabra “secretario” y la coma que le sigue, la expresión “administrador de tribunal,”.

	Agrégase, en el inciso segundo, después de la palabra “secretarios” la expresión “y administradores de tribunales”.



Artículo 480

	Agrégase, en el inciso primero, la expresión "judiciales" a continuación de la expresión "fiscales".



Artículo 481

	Agrégase,  en el inciso primero, la expresión "judiciales" a continuación de la expresión "fiscales".



Artículo 483

	Reemplázase la expresión "oficiales del ministerio público" por "fiscales judiciales".



Artículo 484

	Reemplázase, en el inciso primero, la expresión "oficiales del ministerio público" por "fiscales judiciales".



Artículo 486

	Reemplázase la expresión "oficiales del ministerio público" por "fiscales judiciales".



Artículo 494

	Agrégase,  en el inciso segundo, la palabra "judiciales" a continuación de la expresión "fiscales".

	Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión "oficiales del ministerio público" por "fiscales judiciales".



Artículo 495

	Agrégase la expresión "judicial" a continuación de la palabra "fiscal".



Artículo 498

	Agrégase, en el inciso primero,  la palabra "judiciales" a continuación de la expresión "fiscales".



Artículo 499

	Agrégase, en el inciso segundo, la palabra "judiciales" a continuación de la expresión "fiscales".



Artículo 503

	Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:

	"El secretario abogado del fiscal judicial de la Corte Suprema, los oficiales de los fiscales judiciales de las Cortes de Apelaciones y los oficiales de los defensores públicos que tengan título de abogado no podrán ejercer su profesión respecto de los asuntos en que, de conformidad a los artículos 356, 357 y 366, los fiscales judiciales o los defensores públicos deban intervenir, en su caso.".



Artículo 506

	Sustitúyese el Nº 6º por el siguiente:

	"6º Dictar, conforme a las directrices generales que le imparta la Corte Suprema, políticas de selección de personal, de evaluación, de administración de recursos materiales y de personal, de indicadores de gestión, de diseño y análisis de la información estadística, y la aprobación de los presupuestos que le presenten los tribunales.".



Artículo 515

	Agrégase, en el inciso segundo, después de la palabra “secretario” la frase “o administrador del tribunal”.



Artículo 516

	Agrégase, en el inciso segundo, la expresión "o del administrador" a continuación de la expresión "secretario".



Artículo 517

	Reemplázase, en el inciso cuarto, la frase "Los secretarios de las Cortes y de los juzgados" por "Los secretarios de las Cortes y los secretarios o administradores de los tribunales".



Artículo 532

	Agrégase el siguiente inciso final:

	“En el caso de los juzgados de garantía y de los tribunales orales en lo penal, las facultades disciplinarias sobre los subadministradores, jefes de unidades y personal serán ejercidas por el administrador del tribunal, de conformidad a lo previsto en el artículo 389 F. Si el administrador del tribunal cometiere faltas o abusos, o incurriere en infracciones u omisiones en el cumplimiento de sus deberes y obligaciones, podrá ser removido de acuerdo al inciso final del mismo artículo.”.



Artículo 539

	Agrégase, en el inciso primero,  la expresión "judiciales" a continuación de la expresión "fiscales".



Artículo 541

	Agrégase, en el inciso primero, la expresión "judicial" a continuación de la expresión "fiscal".



Artículo 560

	Sustitúyese su Nº  1º por el siguiente:

	"1º.- Cuando se tratare de causas civiles que puedan afectar las relaciones internacionales y que sean de competencia de los tribunales de justicia;".

	Elimínase el Nº 2º.

	Agrégase, como Nº 2º, nuevo, el siguiente:

	"2º Cuando se tratare de la investigación de hechos o de pesquisar delitos cuyo conocimiento corresponda a la justicia militar y que puedan afectar las relaciones internacionales, o que produzcan alarma pública y exijan pronta represión por su gravedad y perjudiciales consecuencias, y"



Artículo 567

	Sustitúyese por  el siguiente:

	"Artículo 567.- El último día hábil de cada semana, un juez de garantía, designado por el comité de jueces del tribunal de la respectiva jurisdicción, visitará la cárcel o el establecimiento en que se encuentren los detenidos o presos a fin de indagar si sufren tratos indebidos, si se les coarta la libertad de defensa o si se prolonga ilegalmente la tramitación de su proceso.".



Artículo 568

	Reemplázase la expresión "oficiales" por "fiscales".



Artículo 570

	Sustitúyese por el siguiente:

	"Artículo 570.- Iniciada la visita, un funcionario del juzgado o tribunal dará lectura al estado que llevará preparado para ese efecto y en que se expresará el nombre de cada uno de los presos y detenidos, el delito que se les imputa, el estado en que se encuentra y la fecha de inicio de la privación de libertad.".



Artículo 571

	Agrégase, en el inciso primero, a continuación de la palabra “detenidos” la expresión “y presos”.



Artículo 572

	Sustitúyese la expresión "procesados" por "reclusos".



Artículo 573

	Sustitúyese la expresión "incompetentemente juzgado" por "preso".



Artículo 574

	Sustitúyese la expresión "procesados" por "detenidos o presos" y agrégase la expresión "o tribunal" a continuación de la palabra “juzgado”.



Artículo 577

	Reemplázase por el siguiente:

	"Artículo 577.- Todo jefe de establecimiento en que se encuentren individuos detenidos o presos dará cuenta inmediata al fiscal del ministerio público y al juzgado o tribunal respectivo, de la muerte o fuga de alguno de ellos y de cualquier enfermedad que exija la traslación de un enfermo a un hospital u otro establecimiento.".



Artículo 578

	Sustitúyese la expresión "procesados" por "internos".



Artículo 580

	Reemplázase el inciso primero por el siguiente:

	"Artículo 580.- En las comunas asiento de una Corte de Apelaciones constituirán la visita un ministro de la misma, un juez de tribunal oral en lo penal y un juez de garantía. El ministro será designado por turno anual, comenzando por el menos antiguo.".

	Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:

	"En las demás comunas, constituirán la visita un juez de garantía, designado por la Corte de Apelaciones de acuerdo a un turno mensual, y el funcionario del juzgado que el juez designare como secretario de la visita.

	Sustitúyese, en el inciso cuarto, la palabra “presidente” por “ministro” y la expresión "juez del crimen más antiguo" por "juez de garantía".



Artículo 581

	Sustitúyese, en el inciso primero, la expresión ", el ministro que se designe y el fiscal de" por "y el ministro que designe".

	Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión ", el ministro y el fiscal" por "y el ministro".



Artículo 582

	Sustitúyese la expresión "procesados" las dos primeras veces que aparece y las palabras “procesados o detenidos” por “reclusos”.



Artículo 583

	Sustitúyese la expresión "procesado" por "recluso".



Artículo 584

	Agrégase, en el inciso primero, después de la palabra "secretario" la expresión "de la visita".



	Artículo 12.- Introdúcese las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.120, que establece normas sobre comparecencia en juicio:



Artículo 2º

	Agrégase, en su inciso sexto, a continuación de la expresión “secretario del tribunal”, la siguiente frase: “o el jefe de la unidad administrativa que tenga a su cargo la administración de causas en el caso de los juzgados de garantía y de los tribunales orales en lo penal”.

	Agrégase, en su inciso octavo, a continuación de la palabra “secretario” la siguiente frase: “o el jefe de la unidad administrativa a cargo de la administración de causas”.



Artículo 4º

	Intercálase, entre las palabras “secretario” y “autorizará”, la siguiente frase, entre comas (,): “o jefe de la unidad administrativa a cargo de la administración de causas de un juzgado de garantía o tribunal oral en lo penal”.



	Artículo 13.- El mayor gasto que signifique la aplicación de esta ley se financiará con los recursos asignados al Poder Judicial en la ley de Presupuestos del Sector Público del año correspondiente.



Artículos transitorios



	Artículo 1º.- La instalación de los nuevos tribunales orales en lo penal y de los juzgados de garantía y de los nuevos juzgados o tribunales que señala el artículo 2º se efectuará con, a lo menos, treinta días de antelación a la fecha que señala para la correspondiente región el artículo 4º transitorio de la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público. Con este objeto, la Corporación Administrativa del Poder Judicial deberá ejercer la atribución a que se refiere el artículo 26 del Código Orgánico de Tribunales y poner a disposición de las respectivas Cortes de Apelaciones los locales destinados al funcionamiento de estos tribunales.



	La designación de los jueces que habrán de servir en dichos juzgados y tribunales se regirá por las reglas comunes, en lo que no sean modificadas o complementadas por las normas siguientes:



	1) Los jueces del crimen y los jueces de letras con competencia criminal cuyos tribunales son suprimidos por esta ley podrán optar a los cargos de juez de tribunal oral en lo penal o juez de juzgado de garantía, dentro de su mismo territorio jurisdiccional. Este derecho deberá ser ejercido, en su caso, con una anticipación de a lo menos trescientos días respecto de la fecha a que se alude en el inciso primero.



	Si nada expresaren dentro de dicho plazo, pasarán a ejercer, por el solo ministerio de la ley, el cargo de juez de juzgado de garantía dentro de su mismo territorio jurisdiccional.



	2) La Corte de Apelaciones respectiva deberá determinar el juzgado y la oportunidad en que cada juez pasará a ocupar su nueva posición, de acuerdo con las necesidades de funcionamiento del sistema.



	3) Para proveer los cargos que quedaren sin ocupar en los tribunales orales en lo penal una vez aplicadas las normas de los numerales 1) y 2) precedentes, la Corte de Apelaciones respectiva deberá, con una anticipación de a lo menos ciento cincuenta días respecto de la fecha aludida en el inciso primero, elaborar las ternas con los postulantes que cumplan los requisitos exigidos por el Código Orgánico de Tribunales para llenar los cargos vacantes, según las categorías respectivas. 



	La Corte podrá elaborar ternas simultáneas, de manera que el procedimiento respectivo concluya dentro del plazo antes señalado.



	4) Una vez proveídos los cargos previstos en el numeral 3) anterior se procederá a llenar los cargos de jueces vacantes en los juzgados de garantía, de acuerdo con el mismo procedimiento.



	5) La Corte Suprema podrá disponer la ampliación de los plazos establecidos en los números precedentes cuando, atendido el número de cargos vacantes por proveer, ello resulte necesario para dar cumplimiento al plazo de instalación de los nuevos tribunales.



	6) El Presidente de la República procederá a la designación de los nuevos jueces dentro del plazo de cinco días desde que reciba las ternas respectivas.



	7) Para postular a los cargos de juez de tribunal oral en lo penal y juez de juzgado de garantía, con arreglo a lo previsto en los números 3) y 4) de este artículo, los postulantes, además de cumplir con los requisitos comunes, deberán haber aprobado el curso habilitante que la Academia Judicial impartirá al efecto. Con este objeto, la Academia Judicial deberá adoptar las medidas necesarias a fin de que se impartan suficientes cursos habilitantes en todas las regiones del país. Asimismo, podrá acreditar o convalidar como curso habilitante estudios equivalentes que hayan realizado los postulantes.



	8) En casos excepcionales, cuando no hubiere postulantes que cumplan los requisitos establecidos en la letra b) del artículo 284 del Código Orgánico de Tribunales, resultará aplicable la regla contenida en la letra c) de la misma disposición. 



	9) Los jueces a que se refieren los números anteriores no sufrirán disminución de remuneraciones, pérdida de la antigüedad que poseyeren en el Escalafón Primario del Poder Judicial, ni disminución de ninguno de sus derechos funcionarios.



	10) Los jueces de letras que sean designados para cumplir funciones en los tribunales orales en lo penal y en los juzgados de garantía deberán, cuando la Corte de Apelaciones correspondiente al mismo territorio jurisdiccional así lo ordene, continuar desempeñando sus antiguos cargos en la medida en que ello resulte necesario y por un período que no exceda de dos años. Tratándose de jueces que sean designados en juzgados que pertenezcan al territorio jurisdiccional de una Corte de Apelaciones diversa, dicha resolución la adoptará el Presidente de la Corte Suprema. El derecho a la remuneración y a los beneficios correspondientes al nuevo cargo sólo se devengarán desde la fecha en que éste sea asumido efectivamente.



	11) Los secretarios de los juzgados que son suprimidos por la presente ley, gozarán de un derecho preferente para ser incluidos en las ternas que se formen para proveer los cargos de jueces de los tribunales orales en lo penal o de los juzgados de garantía de su misma jurisdicción, en relación con los postulantes que provengan de igual o inferior categoría, siempre que hayan figurado en las dos primeras listas de mérito durante los dos últimos años.



	Asimismo, dichos secretarios que, por cualquier circunstancia, no fueren nombrados en los tribunales orales en lo penal y en los juzgados de garantía que se crean por la presente ley, serán destinados por la Corte de Apelaciones respectiva, con a lo menos 90 días de antelación a la supresión del tribunal, en un cargo de igual jerarquía al que a esa fecha poseyeren y de la misma jurisdicción, sin necesidad de nuevo nombramiento y sin que resulte afectado, bajo ningún respecto, ninguno de sus derechos funcionarios.



	En el evento de que no existan vacantes en la misma jurisdicción, dentro del plazo indicado en el inciso precedente, el Presidente de la Corte de Apelaciones comunicará este hecho a la Corte Suprema, para que sea ésta la que destine al secretario al cargo vacante que se encuentre más próximo a su jurisdicción de origen, sin que se produzca afectación de ninguno de sus derechos funcionarios.



	Artículo 2º.- Los empleados de secretaría de los tribunales del crimen y de los tribunales de letras que son suprimidos por esta ley, ingresarán a cumplir funciones en los tribunales orales en lo penal y en los juzgados de garantía, de acuerdo a las reglas siguientes:



	a) Con a lo menos 180 días de antelación a la fecha que señala para la correspondiente región el artículo 4º transitorio de la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público, la Academia Judicial deberá establecer y aplicar el examen habilitante a todos los empleados a que se refiere el presente artículo.



	b) Efectuado dicho proceso, la Corte de Apelaciones respectiva confeccionará la nómina de todos los empleados de los tribunales que son suprimidos por la presente ley, ordenados según grado, de acuerdo a los factores siguientes: las calificaciones obtenidas en el año anterior, la antigüedad en el servicio y la nota obtenida en el examen habilitante. La Corte Suprema determinará mediante auto acordado la ponderación de cada uno de los factores señalados, para cuyo efecto serán oídos los representantes de la Asociación Nacional de Empleados del Poder Judicial, de la Corporación Administrativa del Poder Judicial y del Ministerio de Justicia.



	c) Con a lo menos noventa días de antelación a la fecha referida en la letra a) del presente artículo, se efectuará el nombramiento de los empleados en los cargos de los juzgados de garantía, de los tribunales orales en lo penal y de los juzgados de letras que se crean en la presente ley, así como el traspaso de aquellos que se desempeñan en los tribunales que son suprimidos por la presente ley, procediendo del modo siguiente:



	1º Nombrado el administrador del tribunal, se proveerán los cargos de jefes de unidad con aquellos postulantes que cumplan con la calificación profesional o técnica que cada cargo requiera, mediante las reglas de concurso público que el Código Orgánico de Tribunales contempla. 



	Excepcionalmente, para este primer nombramiento se entenderá que cumplen la calificación profesional o técnica requerida para postular a los cargos de jefes de unidad de juzgado de garantía de asiento de comuna o agrupación de comunas y de capital de provincia, los oficiales primero de juzgados asiento de Corte, que tengan más de cinco años de antigüedad en el cargo. 



	2º Nombrados los jefes de unidad, el Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva llenará los cargos de los tribunales orales en lo penal y de los juzgados de garantía de la región, del grado once de la Escala de Sueldos Bases Mensuales del Personal de Empleados del Poder Judicial, con aquellos empleados del mismo grado del escalafón de los tribunales que son suprimidos por la presente ley, que opten a desempeñarse en los tribunales de su misma jurisdicción, sin necesidad de nuevo nombramiento, de acuerdo al orden de prelación a que se refiere la letra b) del presente artículo. 



	Para estos efectos, la Corte respectiva regulará el procedimiento que deberán seguir dichos empleados y señalará el momento en que cada funcionario pasará a ocupar su nueva posición, de acuerdo con las necesidades de funcionamiento de los juzgados involucrados. 



	3º Los cargos vacantes del mismo grado se llenarán, producido el traspaso del número anterior, mediante las reglas de concurso público que el Código contempla y según las disponibilidades presupuestarias existentes.



	4º Si quedare algún empleado de los tribunales que son suprimidos por la presente ley, del grado once de la Escala de Sueldos Bases Mensuales del Personal de Empleados del Poder Judicial, que no hubiese aprobado el examen habilitante, la Corte de Apelaciones respectiva efectuará la destinación a que se refiere la letra e) del presente artículo, a un cargo del mismo grado que se encuentre vacante en un tribunal de otra competencia, sin necesidad de nuevo nombramiento y sin que ello pueda irrogar un mayor gasto.



	5º Los demás cargos del escalafón, se llenarán siguiendo el mismo procedimiento antes anotado.



	6º Los empleados de secretaría cuyos tribunales son suprimidos por la presente ley, gozarán de un derecho preferente para ser incluidos en terna en los cargos a que postulen dentro de su jurisdicción, frente a los demás postulantes del mismo grado y, cuando corresponda, frente a los postulantes externos.



	d) En ningún caso el proceso de traspaso podrá significar disminución de remuneraciones, pérdida de antigüedad en el Poder Judicial y en la categoría del escalafón, cambios en los sistemas previsionales y de atención de salud, ni menoscabo o pérdida de algunos de los derechos funcionarios que el empleado poseyere al momento de efectuarse su nueva asignación de funciones en los nuevos tribunales.



	e) Tratándose de aquellos funcionarios que no hubiesen aprobado el examen habilitante a que se refiere la letra a) del presente artículo, o de aquellos que habiéndolo aprobado no hubiesen sido designados en los tribunales orales en lo penal o en los juzgados de garantía, deberán ser destinados por la Corte de Apelaciones respectiva con a lo menos 90 días de antelación a aquel en que se suprime el tribunal, en un cargo del mismo grado que se encuentre vacante en los demás tribunales del sistema judicial, preferentemente en la misma jurisdicción, sin que tal destinación signifique, en ninguna circunstancia, pérdida de alguno de sus derechos funcionarios.



	Si no existiere vacante dentro de la jurisdicción de la Corte de Apelaciones respectiva, el Presidente de la misma, antes del vencimiento del plazo indicado en el inciso anterior, comunicará tal circunstancia al Presidente de la Corte Suprema, a fin de que destine al funcionario al cargo vacante que se encuentre más próximo a su jurisdicción de origen, sin que se produzcan afectaciones de sus derechos funcionarios.



	f) La Academia Judicial deberá establecer los procedimientos necesarios para aplicar el examen habilitante que se indica en el presente artículo, respecto de todos los postulantes a los cargos vacantes de los tribunales orales en lo penal y de los juzgados de garantía.



	Artículo 3º.- El asistente social que actualmente pertenece al Primer Juzgado de Letras de Coihaique, pasará a desempeñar sus funciones, sin necesidad de nuevo nombramiento, en el Juzgado de letras de menores de esa ciudad, a partir de la fecha de su instalación.



	Artículo 4º.- La supresión de los juzgados de letras a que se refiere el inciso segundo del artículo 10 de la presente ley regirá seis meses después de la fecha que para la respectiva región señala el artículo 4º transitorio de la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público, Nº 19.640.



	No obstante, la Corte de Apelaciones respectiva podrá fijar una oportunidad anterior al cumplimiento de ese plazo, en función de la carga de trabajo que subsista y de las necesidades de funcionamiento que los juzgados de garantía y los tribunales orales en lo penal presenten. En este caso, los jueces, secretarios y el personal de empleados de estos juzgados se mantendrán en sus cargos por el período que la Corte de Apelaciones señale.

 

	Las causas de que hubiere estado conociendo el tribunal suprimido serán distribuidas por la Corte entre los juzgados de letras de la misma jurisdicción, entendiéndose para todos los efectos constitucionales y legales que los juzgados a los que sean asignadas son los continuadores legales del suprimido.



	Artículo 5º.- Corresponderá a las respectivas Cortes de Apelaciones determinar la oportunidad en que regirá la supresión de los juzgados del crimen a que se refiere el inciso primero del artículo 10 de la presente ley. Del mismo modo, establecerán el período por el cual se mantendrán en sus cargos los jueces, secretarios y el personal de empleados de estos juzgados. A dicho efecto tendrán en consideración la carga de trabajo de los juzgados que se suprimen y las necesidades de funcionamiento que los juzgados de garantía y los tribunales orales en lo penal, en su caso, presenten. Estas facultades serán ejercidas por las Cortes de Apelaciones una vez cumplida la fecha que para la respectiva región del país establece el artículo 4º transitorio de la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público, Nº 19.640.



	Las causas que subsistan, una vez suprimido el tribunal llamado a conocer de ellas, serán distribuidas por la Corte de Apelaciones entre los juzgados del crimen de la misma jurisdicción que continúen en funciones, entendiéndose para todos los efectos constitucionales y legales que el juzgado al que sean asignadas es el continuador legal del suprimido. A este efecto, las Cortes de Apelaciones fijarán las competencias territoriales de los juzgados del crimen que continúen en funciones.



	Las Cortes de Apelaciones tendrán presente, en el ejercicio de las atribuciones de que trata este artículo, los siguientes criterios orientadores:



	a) La supresión de los juzgados del crimen deberá regir cuando, de conformidad a la estadística judicial, el número de causas en tramitación baje del cincuenta por ciento respecto del número de causas que se hubiere encontrado pendiente a la fecha que señala para la respectiva región el artículo 4º transitorio de la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público, y



	b) En todo caso, la supresión de los juzgados del crimen de numeración impar regirá a más tardar al término del primer año a partir de la fecha que señala para la respectiva región el artículo 4º transitorio de la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público.



	Al término del segundo año regirá la supresión de todos los juzgados del crimen que se mantengan en funcionamiento en la respectiva jurisdicción. Con todo, las Cortes de Apelaciones deberán mantener subsistente el juzgado del crimen que ellas señalen, el que tendrá a su cargo el conocimiento de las causas relativas a hechos acaecidos con anterioridad a la fecha que señala para la respectiva región el artículo 4º transitorio de la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público, entendiéndose, para todos los efectos constitucionales y legales correspondientes, que dicho juzgado es el continuador legal de todos aquellos suprimidos en la respectiva jurisdicción.



	Si vacaren los cargos de juez o secretario de ese juzgado del crimen, la Corte de Apelaciones respectiva dispondrá lo necesario para proveerlos de acuerdo a las reglas comunes, o destinará a servirlos, por el tiempo que estime necesario, a los jueces y funcionarios de los juzgados o tribunales de su jurisdicción que señale. En este último caso, la destinación se cumplirá sin perjuicio de que el juez o funcionario continúe desempeñando el cargo que ocupe y percibiendo exclusivamente la remuneración y los beneficios que le correspondan en virtud de éste.



	Artículo 6º.- Créase una Comisión de Coordinación de la Reforma Procesal Penal, la que tendrá como función realizar los estudios y proposiciones técnicas que faciliten la puesta en marcha del nuevo sistema procesal penal y la acción mancomunada con tal fin de las instituciones en ella representadas, así como hacer el seguimiento y evaluación del proceso de implementación de la reforma procesal penal. 



	Dicha Comisión estará integrada por el Ministro de Justicia, quien la presidirá, por el  Presidente de la Corte Suprema, por el Fiscal Nacional del Ministerio Público, por un Ministro de la Corte Suprema elegido por el pleno de ese tribunal, por el Presidente del Colegio de Abogados con mayor número de afiliados, por un Fiscal Regional elegido por el Consejo del Ministerio Público, y por el Subsecretario de Justicia.



	La Comisión de Coordinación sesionará a lo menos una vez al mes. 



	La Comisión de Coordinación tendrá un Secretario Ejecutivo, que será designado por ésta y participará en sus reuniones con derecho a voz pero no a voto.



	Para el cumplimiento de sus funciones, el Secretario Ejecutivo podrá contratar hasta cuatro profesionales que se integrarán a dicha Secretaría, sin perjuicio de constituir equipos de trabajo interinstitucionales, integrados por representantes de las diversas instituciones involucradas.



	La Comisión de Coordinación se disolverá, suprimiéndose el cargo de Secretario Ejecutivo, por el solo ministerio de la ley, el último día del mes en que se cumpla el quinto año de su constitución.



	Para regular, en lo no contemplado en esta ley, su organización y funcionamiento, la Comisión de Coordinación dictará un reglamento, dentro del plazo de 30 días de constituida.



	Artículo 7º.- Las disposiciones de esta ley que incorporan, modifican o suprimen normas del Código Orgánico de Tribunales relativas a la competencia en materia penal, entrarán en vigencia en la fecha que señala para la respectiva región el artículo 4º transitorio de la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público, Nº 19.640, en relación con los hechos acaecidos a partir de dicho momento.



	En consecuencia, las normas del Código Orgánico de Tribunales relativas a la competencia en materia penal continuarán aplicándose, después de esa fecha, respecto de las causas cuyo conocimiento corresponda a los juzgados del crimen y los juzgados de letras con competencia en lo criminal, por referirse a hechos acaecidos con anterioridad. Lo anterior es sin perjuicio de las reglas sobre nueva competencia territorial de los juzgados del crimen que se fijen por las Cortes de Apelaciones respectivas en virtud del artículo 5º transitorio.”.





- - - -





	Acordado en sesiones celebradas los días 20 de julio, 3 y 10 de agosto, 14 de septiembre y 14 de octubre de 1999, con asistencia de los HH. Senadores señores Hernán Larraín Fernández (Presidente), Marcos Aburto Ochoa, Sergio Díez Urzúa (Augusto Parra Muñoz), Juan Hamilton Depassier y José Antonio Viera-Gallo Quesney (Augusto Parra Muñoz).





	Sala de la Comisión, a 2 de noviembre de 1999.































                                                JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA

                                                                Secretario
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�

VIII REGIÓN





Situación en el Nuevo Sistema (Juzgado de Garantía y Tribunal Oral en lo Penal) 





Juzgado de Garantía����Tribunal Oral en lo Penal����Asiento�Nº de �Territorio��Asiento�Nº de �Territorio���Jueces�Jurisdiccional���Jueces�Jurisdiccional��Chillán�4�San Nicolás��Chillán�6�San Nicolás����Chillán����Chillán����Coihueco����Coihueco����Pinto����Pinto����Chillán Viejo����San Carlos��San Carlos�1�San Carlos����Ñiquen����Ñiquen����San Fabian����San Fabian����El Carmen��Yungay�1�El Carmen����Tucapel����Tucapel����Pemuco����Pemuco����Yungay����Yungay����Coelemu��Los Angeles�4�Los Angeles����Ranquil����Antuco����Cobquecura����Quilleco����Quirihue��Concepción�7�Concepción����Ninhue����Penco����Treguaco��San Pedro de la Paz�3�San Pedro de la Paz����Portezuelo��Tomé�1�Tomé����Bulnes��Coronel�1�Coronel����Chillán Viejo��Talcahuano�4�Talcahuano����Quillón��Arauco�1�Arauco����San Ignacio��Cañete�1�Cañete��Los Angeles�6�Yumbel ����Contulmo����Cabrero����Tirúa����Nacimiento��Chiguayante�2�Chiguayante����Negrete����Hualqui����Mulchén��Cabrero�1�Cabrero����Santa Bárbara��Coelemu�1�Coelemu����Quilaco����Ranquil����San Rosendo��Quirihue�1�Cobquecura����Laja����Quirihue����Los Angeles����Ninhue����Quilleco����Treguaco����Antuco����Portezuelo��Concepción�18�Penco��Bulnes�1�Bulnes����Hualqui����Quillón����Concepción����San Ignacio����Tomé��Santa Juana�1�Santa Juana����Coronel��Florida�1�Florida����Santa Juana��Lota�1�Lota����Lota��Lebu�1�Lebu����Florida����Los Alamos����Chiguayante��Curanilahue�1�Curanilahue����Talcahuano��Yumbel �1�Yumbel ����San Pedro de la Paz��Nacimiento�1�Nacimiento��Cañete�6�Arauco����Negrete����Cañete��Mulchén�1�Mulchén����Contulmo��Santa Bárbara�1�Santa Bárbara����Tirúa����Quilaco����Lebu��Laja�1�San Rosendo����Los Alamos����Laja����Curanilahue������������������Total��Nuevo Sistema��Total��Nuevo Sistema��Número Total de Jueces de Garantía ��44��Número Total de Salas en lo Penal ��12��Número Total de Asientos ��26��Número Total de Jueces en lo Penal ��36��Jueces de Garantía Mixtos��14��Número Total de Asientos ��4����������OBSERVACIONES��������1,- El Juzgado de Garantía sombreado corresponde a un Juzgado de Letras existente, al cual se dotará con Competencia de Garantía (Mixto)��������2,- Cada Sala de Tribunal Oral en lo Penal esta integrado por 3 Jueces en lo Penal��������3,- El Juzgado con Asiento en Cabrero será creado como Juzgado de Letras con Competencia de Garantía��������

�

IX REGIÓN





Situación en el Nuevo Sistema (Juzgado de Garantía y Tribunal Oral en lo Penal) 







Juzgado de Garantía����Tribunal Oral en lo Penal����Asiento�Nº de �Territorio��Asiento�Nº de �Territorio���Jueces�Jurisdiccional���Jueces�Jurisdiccional��Angol�1�Angol��Angol�3�Angol����Renaico����Renaico��Victoria�1�Victoria����Collipulli��Temuco�6�Temuco����Ercilla����Melipeuco����Traiguen����Cunco����Purén����Vilcún����Los Sauces����Padre Las Casas����Victoria��Nueva Imperial�1�Nueva Imperial����Lumaco����Teodoro Schmidt��Temuco�9�Curacautín��Pitrufquén�2�Pitrufquén����Perquenco����Freire����Temuco����Gorbea����Padre Las Casas��Lautaro�1�Lautaro����Nueva Imperial����Galvarino����Vilcún����Perquenco����Pitrufquén��Loncoche�1�Loncoche����Freire��Villarrica�2�Villarrica����Gorbea��Toltén�1�Toltén����Melipeuco��Purén�1�Purén����Lautaro����Los Sauces����Cunco��Curacautín�1�Curacautín����Teodoro Schmidt����Lonquimay����Toltén��Carahue�1�Carahue����Lonquimay����Saavedra����Carahue��Pucón�1�Pucón����Saavedra����Curarrehue����Galvarino��Collipulli�1�Collipulli��Villarrica�3�Loncoche����Ercilla����Villarrica��Traiguen�1�Traiguen����Curarrehue����Lumaco����Pucón����������Total��Nuevo Sistema��Total��Nuevo Sistema��Número Total de Jueces de Garantía ��22��Número Total de Salas en lo Penal ��5��Número Total de Asientos ��15��Número Total de Jueces en lo Penal ��15��Jueces de Garantía Mixtos��7��Número Total de Asientos ��3������������������OBSERVACIONES��������1,- El Juzgado de Garantía sombreado corresponde a un Juzgado de Letras existente, al cual se dotará con Competencia de Garantía (Mixto)��������2,- Cada Sala de Tribunal Oral en lo Penal esta integrado por 3 Jueces en lo Penal��������3,- Los Juzgados con Asiento en Purén y Toltén serán creados como Juzgados de Letras con Competencia de Garantía��������
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X REGIÓN





Situación en el Nuevo Sistema (Juzgado de Garantía y Tribunal Oral en lo Penal) 







Juzgado de Garantía����Tribunal Oral en lo Penal����Asiento�Nº de �Territorio��Asiento�Nº de �Territorio���Jueces�Jurisdiccional���Jueces�Jurisdiccional��Mariquina�1�Lanco��Valdivia�6�Panguipulli����Mariquina����Lanco��Valdivia�3�Valdivia����Mariquina����Corral����Valdivia��Los Lagos�1�Los Lagos����La Unión����Mafil����Lago Ranco����Futrono����Rio Bueno��Osorno�4�San Pablo����Corral����San Juan de la Costa����Los Lagos����Osorno����Mafil����Puyehue����Futrono��Rio Negro�1�Puerto Octay����Paillaco����Rio Negro��Osorno�6�San Juan de la Costa����Purranque����Osorno��Puerto Varas�1�Fresia����Puyehue����Frutillar����Puerto Octay����Puerto Varas����Rio Negro����Llanquihue����Purranque��Puerto Montt�4�Puerto Montt����San Pablo����Cochamó��Puerto Montt�6�Fresia��Ancud�1�Ancud����Frutillar����Quemchi����Puerto Varas��Castro�1�Dalcahue����Llanquihue����Castro����Puerto Montt����Chonchi����Cochamó����Puqueldón����Los Muermos����Queilén����Calbuco��Hualaihué�1�Hualaihué����Chaitén��Panguipulli�1�Panguipulli����Futaleufú��Paillaco�1�Paillaco����Palena��La Unión�1�La Unión����Maullín��Rio Bueno�1�Lago Ranco����Hualaihué����Rio Bueno��Castro�3�Ancud��Maullín�1�Maullín����Quemchi��Calbuco�1�Calbuco����Dalcahue��Chaitén�1�Chaitén����Castro����Futaleufú����Chonchi����Palena����Puqueldón��Quinchao�1�Curaco de Velez����Queilén����Quinchao����Curaco de Velez��Quellón�1�Quellón����Quinchao��Los Muermos�1�Los Muermos����Quellón������������������Total��Nuevo Sistema��Total��Nuevo Sistema��Número Total de Jueces de Garantía ��28��Número Total de Salas en lo Penal ��7��Número Total de Asientos ��20��Número Total de Jueces en lo Penal ��21��Jueces de Garantía Mixtos��11��Número Total de Asientos ��4������������������OBSERVACIONES��������1,- El Juzgado de Garantía sombreado corresponde a un Juzgado de Letras existente, al cual se dotará con Competencia de Garantía (Mixto)��������2,- Cada Sala de Tribunal Oral en lo Penal esta integrado por 3 Jueces en lo Penal��������3,- El Juzgado con Asiento en Hualaihué será creado como Juzgado de Letras con Competencia de Garantía��������
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XI REGIÓN





Situación en el Nuevo Sistema (Juzgado de Garantía y Tribunal Oral en lo Penal) 





Juzgado de Garantía����Tribunal Oral en lo Penal����Asiento�Nº de �Territorio��Asiento�Nº de �Territorio���Jueces�Jurisdiccional���Jueces�Jurisdiccional��Coyhaique�2�Coyhaique��Coyhaique�3�Cisnes����Rio Ibañez����Guaitecas��Cisnes�1�Cisnes����Lago Verde����Guaitecas����Coyhaique����Lago Verde����Rio Ibañez��Chile Chico�1�Chile Chico����Chile Chico��Aisén�1�Aisén����Aisén��Cochrane�1�Cochrane����Cochrane����Tortel����Tortel����O' Higgins����O' Higgins����������Total��Nuevo Sistema��Total��Nuevo Sistema��Número Total de Jueces de Garantía ��6��Número Total de Salas en lo Penal ��1��Número Total de Asientos ��5��Número Total de Jueces en lo Penal ��3��Jueces de Garantía Mixtos��4��Número Total de Asientos ��1������������������OBSERVACIONES��������1,- El Juzgado de Garantía sombreado corresponde a un Juzgado de Letras existente, al cual se dotará con Competencia de Garantía (Mixto)��������2,- Cada Sala de Tribunal Oral en lo Penal esta integrado por 3 Jueces en lo Penal��������3,- El Juzgado con Asiento en Cisnes será creado como Juzgado de Letras con Competencia de Garantía��������
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XII REGIÓN







Situación en el Nuevo Sistema (Juzgado de Garantía y Tribunal Oral en lo Penal) 





Juzgado de Garantía����Tribunal Oral en lo Penal����Asiento�Nº de �Territorio��Asiento�Nº de �Territorio���Jueces�Jurisdiccional���Jueces�Jurisdiccional��Punta Arenas�4�Punta Arenas��Punta Arenas�6�Punta Arenas����Laguna Blanca����Laguna Blanca����San Gregorio����San Gregorio����Río Verde����Río Verde����Navarino����Navarino����Antártica����Antártica��Natales�1�Natales����Natales����Torres del Paine����Torres del Paine��Porvenir�1�Porvenir����Porvenir����Primavera����Primavera����Timaukel����Timaukel����������Total��Nuevo Sistema��Total��Nuevo Sistema��Número Total de Jueces de Garantía ��6��Número Total de Salas en lo Penal ��2��Número Total de Asientos ��3��Número Total de Jueces en lo Penal ��6��Jueces de Garantía Mixtos��2��Número Total de Asientos ��1������������������OBSERVACIONES��������1,- El Juzgado de Garantía sombreado corresponde a un Juzgado de Letras existente, al cual se dotará con Competencia de Garantía (Mixto)��������2,- Cada Sala de Tribunal Oral en lo Penal esta integrado por 3 Jueces en lo Penal��������

�

REGIÓN METROPOLITANA





Situación en el Nuevo Sistema (Juzgado de Garantía y Tribunal Oral en lo Penal) 







Juzgado de Garantía����Tribunal Oral en lo Penal����Asiento�Nº de �Territorio��Asiento�Nº de �Territorio���Jueces�Jurisdiccional���Jueces�Jurisdiccional��Santiago�8�Santiago��Santiago�15�Santiago��Estación Central�8�Estación Central����Estación Central����Quinta Normal����Quinta Normal��Pudahuel�6�Pudahuel��Pudahuel�18�Pudahuel��Cerro Navia�10�Lo Prado����Lo Prado����Cerro Navia����Cerro Navia��Maipú�17�Maipú��Maipú�18�Maipú����Cerrillos����Cerrillos��San Miguel�8�San Miguel��San Miguel�27�San Miguel����La Cisterna����La Cisterna����El Bosque����El Bosque��La Pintana�8�San Ramón����San Ramón����La Pintana����La Pintana��San Joaquín�6�San Joaquín����San Joaquín����La Granja����La Granja��Pedro Aguirre Cerda�5�Lo Espejo����Lo Espejo����Pedro Aguirre Cerda����Pedro Aguirre Cerda��La Florida�15�La Florida��La Florida�27�La Florida��Macul�12�Macul����Macul����Peñalolen����Peñalolen��Ñuñoa�9�Providencia��Providencia�24�Providencia����Ñuñoa����Ñuñoa��Las Condes�17�Las Condes����Las Condes����Lo Barnechea����Lo Barnechea����Vitacura����Vitacura����La Reina����La Reina��Independencia�8�Independencia��Independencia�21�Independencia����Recoleta����Recoleta��Conchalí�15�Quilicura����Quilicura����Huechuraba����Huechuraba����Conchalí����Conchalí����Renca����Renca��Puente Alto�7�San José de Maipo��Puente Alto�9�San José de Maipo����Puente Alto����Puente Alto����Pirque����Pirque��Melipilla�3�Melipilla��Melipilla�6�Melipilla����San Pedro����San Pedro����Alhué����Alhué��Curacaví�2�Curacaví����Curacaví����María Pinto����María Pinto��Talagante�4�Talagante��Talagante�6�Talagante����Isla de Maipo����Isla de Maipo����El Monte����El Monte��Peñaflor�3�Padre Hurtado����Padre Hurtado����Peñaflor����Peñaflor��San Bernardo�7�San Bernardo��San Bernardo�9�San Bernardo����Calera de Tango����Calera de Tango��Buin�3�Paine����Paine����Buin����Buin��Colina�4�Til Til��Colina�6�Til Til����Colina����Colina����Lampa����Lampa����������Total��Nuevo Sistema��Total��Nuevo Sistema��Número Total de Jueces de Garantía ��185��Número Total de Salas en lo Penal ��62��Número Total de Asientos ��23��Número Total de Jueces en lo Penal ��186��Jueces de Garantía Mixtos��0��Número Total de Asientos ��12����������OBSERVACIONES��������1,- El Juzgado de Garantía sombreado corresponde a un Juzgado de Letras existente, al cual se dotará con Competencia de Garantía (Mixto)��������2,- Cada Sala de Tribunal Oral en lo Penal esta integrado por 3 Jueces en lo Penal��������



�

TOTAL PAIS





Situación en el Nuevo Sistema (Juzgados con competencia de Garantía y Tribunales Orales en lo Penal) 







Juzgado con competencia de Garantía����Tribunal Oral en lo Penal����Total��Nuevo Sistema��Total��Nuevo Sistema��Número Total de Jueces con Compet. de Garantía ��413��Número Total de Salas en lo Penal ��132��Número Total de Asientos ��151��Número Total de Jueces en lo Penal ��396��Jueces Mixtos*��58��Número Total de Asientos ��44��(*) Jueces incluídos dentro de los 413 de Garantía��������(*) Entre estos 58 Juzgados Mixtos se encuentran 7 juzgados que serán creados, producto de la reforma, como de letras����������������

�

� El artículo 498, inciso segundo, del Código Orgánico de Tribunales dispone que la Corporación Administrativa del Poder Judicial deberá determinar, al menos cada cinco años, las funciones que correspondan a cada uno de los cargos que componen el Escalafón de Personal de Empleados, debiendo señalar con claridad y precisión los títulos profesionales o técnicos o los conocimientos que se requieran para su debido desempeño.

� De conformidad al inciso final del artículo 80 A de la Constitución Política, el ejercicio de la acción penal pública y la dirección de las investigaciones de los hechos que configuran el delito, de los que determinen la participación punible y de los que acrediten la inocencia del imputado en las causas que sean de conocimiento de los tribunales militares, corresponderá a los órganos y a las personas que determinen el Código de Justicia Militar y las leyes respectivas.
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